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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE GOBERNACION 

CONVENIO de Coordinación y Adhesión que celebran la Secretaría de Gobernación y el Estado de Quintana Roo, 
que tiene por objeto el otorgamiento de subsidio para el Proyecto AVGM/QROO/AC01/FGE/025, que permita dar 
cumplimiento a la aplicación de recursos destinados a las acciones de coadyuvancia para las declaratorias de 
Alerta de Violencia de Género contra las Mujeres en Estados y Municipios para el ejercicio fiscal 2023. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación.- Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN Y ADHESIÓN, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, EL GOBIERNO FEDERAL POR 

CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, A QUIEN EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ 

“GOBERNACIÓN”; A TRAVÉS DE LA SUBSECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS, POBLACIÓN Y MIGRACIÓN, 

REPRESENTADA POR SU TITULAR, ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ, Y LA COMISIÓN NACIONAL 

PARA PREVENIR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES, EN LO SUCESIVO LA “CONAVIM”, 

REPRESENTADA POR SU TITULAR, MA FABIOLA ALANÍS SÁMANO; Y POR LA OTRA PARTE, EL GOBIERNO DEL 

ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE QUINTANA ROO, REPRESENTADO POR LA GOBERNADORA DEL ESTADO DE 

QUINTANA ROO, MARÍA ELENA HERMELINDA LEZAMA ESPINOSA, ASISTIDA POR LA SECRETARIA DE GOBIERNO, 

MARÍA CRISTINA TORRES GÓMEZ; EL SECRETARIO DE FINANZAS Y PLANEACIÓN, EUGENIO SEGURA VÁZQUEZ, 

Y POR EL FISCAL GENERAL DEL ESTADO DE QUINTANA ROO Y TITULAR DE LA INSTANCIA LOCAL RESPONSABLE 

E INSTANCIA LOCAL RECEPTORA, OSCAR MONTES DE OCA ROSALES; A QUIENES EN LO SUCESIVO Y PARA LOS 

EFECTOS DEL PRESENTE INSTRUMENTO SE LES DENOMINARÁ EL “GOBIERNO DEL ESTADO”; A QUIENES 

ACTUANDO DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ COMO “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (LGAMVLV), establece en su 
Título II. “Modalidades de la Violencia”, Capítulo V. "De la Violencia Feminicida y de la Alerta de Violencia de 
Género contra las Mujeres”, que la alerta de violencia de género contra las mujeres tendrá como objetivo 
fundamental garantizar la seguridad de las mujeres, detener la violencia en su contra y eliminar las 
desigualdades producidas por una legislación que agravia sus derechos humanos, para dar cumplimiento a la 
obligación constitucional y convencional del Estado mexicano de garantizar el derecho de las mujeres a una 
vida libre de violencia, que implica adoptar políticas y medidas específicas para prevenir, atender, sancionar y 
erradicar la violencia en su contra. 

De conformidad con lo señalado en el artículo 25 de la LGAMVLV, corresponde al Gobierno Federal, a 
través de “GOBERNACIÓN”, declarar la alerta de violencia de género, al respecto notificará la declaratoria al 
Poder Ejecutivo de la Entidad Federativa de que se trate, con la finalidad de detenerla y erradicarla a través 
de acciones gubernamentales de emergencia, conducidas por “GOBERNACIÓN” en el ámbito federal y en 
coordinación con las entidades federativas y los municipios. 

El 1 de junio de 2009 se publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el Decreto por el que se crea, 
como órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, la Comisión Nacional para 
Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (CONAVIM) con el objeto de ejercer las atribuciones que 
la LGAMVLV y su Reglamento le confieren a “GOBERNACIÓN”, en materia de prevención, atención, sanción 
y erradicación de la violencia contra las mujeres en los Estados Unidos Mexicanos. 

Que del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023 (PEF 2023), publicado en 
el DOF el 28 de noviembre de 2022, se derivan los recursos asignados para la implementación de medidas 
que atiendan los estados y municipios que cuenten con la Declaratoria de Alerta de Violencia de Género 
contra las Mujeres (DAVGM), así como a las que cuenten con un Grupo Interinstitucional y Multidisciplinario, 
los cuales ascienden a $110,998,792.50 (Ciento diez millones novecientos noventa y ocho mil setecientos 
noventa y dos pesos 50/100 M.N.). 

En términos del artículo 75 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH), los 
subsidios deben sujetarse a los criterios de objetividad, equidad, transparencia, publicidad, selectividad y 
temporalidad, para lo cual se deberán, entre otros aspectos: i) identificar con precisión la población objetivo, 
tanto por grupo específico como por región del país, entidad federativa y municipio; ii) incorporar mecanismos 
periódicos de seguimiento, supervisión y evaluación que permitan ajustar las modalidades de su operación o 
decidir sobre su cancelación; iii) prever la temporalidad en su otorgamiento, y iv) reportar su ejercicio en los 
informes trimestrales. 
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Aunado a lo anterior, los artículos 175 y 176 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria en lo sucesivo (RLFPRH), disponen que los subsidios cuyos beneficiarios sean 
los gobiernos de las Entidades Federativas y en su caso; de los municipios, se considerarán devengados a 
partir de la entrega de los recursos a dichos órdenes de gobierno. No obstante, deberán reintegrar a la 
Tesorería de la Federación (TESOFE) los recursos que no se destinen a los fines autorizados y aquellos que 
al cierre del Ejercicio Fiscal de que se trate, no se hayan devengado o que no se encuentren vinculados 
formalmente a compromisos y obligaciones de pago. 

En virtud de lo anterior, “GOBERNACIÓN”, a través de la CONAVIM, destinará los recursos previstos en el 
PEF 2023, para que se otorguen y apliquen en las Entidades Federativas y en la Ciudad de México en las que 
se haya decretado la DAVGM, así como a las que cuenten con un Grupo Interinstitucional y Multidisciplinario; 
para atender las acciones descritas, conforme a lo establecido en los Lineamientos para la obtención y 
aplicación de recursos destinados a las acciones de coadyuvancia para las Declaratorias de Alerta de 
Violencia de Género contra las Mujeres en Estados y Municipios, para el Ejercicio Fiscal 2023 
(LINEAMIENTOS) publicados en el DOF el 03 de febrero de 2023. 

Por lo anterior, y dada la necesidad de ejecutar las acciones para eliminar contextos de violencia social 
contra las mujeres en todo el país, así como coadyuvar en la prevención y eventual erradicación del 
fenómeno, y en la promoción de los derechos humanos de las mujeres. De conformidad con el Formato 1. 
Solicitud de subsidio de fecha 20 de enero de 2023, suscrito por Oscar Montes de Oca Rosales, en su 
carácter de Fiscal General del Estado de Quintana Roo, del “GOBIERNO DE ESTADO”, solicitó en tiempo y 
forma a la CONAVIM recursos federales para el acceso a los subsidios destinados para el proyecto: 
AVGM/QROO/AC01/FGE/025. 

Derivado del cumplimiento en tiempo y forma de los requisitos señalados en los LINEAMIENTOS, el 
Comité de Evaluación de Proyectos (COMITÉ), determinó viable el proyecto presentado, por lo que se 
autorizó la cantidad de $1,188,000.00 (Un millón ciento ochenta y ocho mil pesos 00/100 M.N.) para la 
ejecución del proyecto AVGM/QROO/AC01/FGE/025. Dicha situación se notificó a la Entidad Federativa 
mediante el oficio número CONAVIM/CAAEVF/244/2023 de fecha 02 de febrero de 2023. 

Así, “LAS PARTES” manifiestan su interés de formalizar el presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, al tenor de las siguientes: 

DECLARACIONES 

I.  “GOBERNACIÓN” declara que: 

I.1.  Es una Dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, en términos de los  
artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CONSTITUCIÓN); 1o., 
2o., fracción I, 26 y 27 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, y 1 del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Gobernación (RISEGOB). 

I.2.  El Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas 
Rodríguez, cuenta con facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, 
de conformidad con los artículos 2, Apartado A, fracción II y 6, fracción IX del RISEGOB. 

I.3.  La CONAVIM es un órgano administrativo desconcentrado de “GOBERNACIÓN”, de conformidad 
con los artículos 2, Apartado C, fracción V y 151 del RISEGOB, y del Decreto por el que se crea 
como órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, la Comisión Nacional 
para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, publicado en el DOF el 1 de junio de 2009. 

I.4.  La Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma Fabiola 
Alanís Sámano, cuenta con facultades para la suscripción del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, con fundamento en los artículos 115, fracción V y 151 del RISEGOB. 

I.5.  Para dar cumplimiento al presente Convenio de Coordinación y Adhesión, cuenta con los recursos 
económicos suficientes en la partida presupuestal 43801 “Subsidios a Entidades Federativas y 
Municipios”, con número de Reporte General de Suficiencia Presupuestaria 0049. 

I.6.  Señala como su domicilio el ubicado en la Calle Dr. José María Vértiz número 852, Piso 5, Colonia 
Narvarte Poniente, Demarcación Territorial Benito Juárez, Código Postal 03020, Ciudad de México. 
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II.  El “GOBIERNO DEL ESTADO” declara que: 

II.1.  Con fundamento en los artículos 40, 42, fracción I, 43 y 116 de la CONSTITUCIÓN, 1, 2, 3 y 4 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo, es una Entidad Federativa que 
es parte integrante de la Federación, con territorio y población, libre y soberano en cuanto a su 

régimen interior, constituido como gobierno republicano, representativo y popular. 

II.2. La Gobernadora del Estado de Quintana Roo, María Elena Hermelinda Lezama Espinosa, cuenta 
con facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con fundamento en 
los artículos 78 y 90, fracción XX de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Quintana Roo; 1, 2, 3, 8 y 16 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado  de 

Quintana Roo. 

II.3.  La Secretaria de Gobierno, María Cristina Torres Gómez, cuenta con facultades para suscribir el 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con fundamento en los artículos 92 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo; 3, 4, 19, fracción I, 21, 30, 
fracción VII y 31, fracción VII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de 

Quintana Roo, 8 y 9, fracción XX del Reglamento Interior de la Secretaría de Gobierno. 

II.4. El Titular de la Secretaría de Finanzas y Planeación, Eugenio Segura Vázquez, cuenta con 
facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con fundamento en los 
artículos 92 y 116 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo; 3, 4, 19, 
fracción III, 21, 30, fracción VII y 33, fracción XXXIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública 

del Estado de Quintana Roo, 2, 5, 9 y 10, Apartado B. fracción IV del Reglamento Interior de la 

Secretaría de Finanzas y Planeación. 

II.5.  El Titular de la Fiscalía General del Estado de Quintana Roo y Titular de la Instancia Local 
Responsable e Instancia Local Receptora, Oscar Montes de Oca Rosales, cuenta con facultades 

para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con fundamento en los artículos 96 
de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo; 2, 12, Apartado B, fracción 
XXIX y 16, fracciones IV y XIX de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Quintana 
Roo; 13 y 14, fracción XIII del Reglamento Interior de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del 

Estado de Quintana Roo. 

II.6.  Para los efectos del presente instrumento jurídico, tiene como su domicilio el ubicado en Calle 22 de 
enero, número 01, Colonia Chetumal Centro, Código Postal 77000, Municipio Othón P. Blanco, 

Estado de Quintana Roo. 

III.  “LAS PARTES” declaran que: 

III.1.  Reconocen en forma recíproca la personalidad con la que se ostentan y comparecen a la 

suscripción de este Convenio de Coordinación y Adhesión. 

III.2.  Es su voluntad conjuntar esfuerzos en sus respectivos ámbitos de gobierno, para impulsar y ejecutar 

acciones que tengan como eje central prevenir y erradicar la violencia de género contra las mujeres. 

III.3.  Están convencidas de la importancia de atender el fenómeno de la violencia contra las mujeres y 

niñas, para lo cual reconocen la utilidad de instrumentar medidas de seguridad, prevención y de 

justicia a quienes incumplen la ley, particularmente la LGAMVLV. 

III.4.  Consideran como acción para prevenir y erradicar la violencia de género contra las mujeres, la 
Acción de Coadyuvancia siguiente: 1. Atención. Son las acciones destinadas a la atención de las 

mujeres y las niñas y las adolescentes, tendientes a disminuir las condiciones de riesgo en el que se 
encuentran, así como garantizar espacios libres de violencia contra las mujeres, las niñas y la 

protección de las víctimas. 

III.5.  Se obligan al cumplimiento de los preceptos establecidos en los LINEAMIENTOS y, en su caso, de 

los Acuerdos emitidos por la CONAVIM. 

Expuesto lo anterior, “LAS PARTES” sujetan su compromiso a la forma y términos que se establecen en 

las siguientes: 
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CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión tiene por objeto el otorgamiento 
de subsidio para el Proyecto: AVGM/QROO/AC01/FGE/025, que permita dar cumplimiento a la aplicación de 
recursos destinados a las Acciones de Coadyuvancia para las Declaratorias de Alerta de Violencia de Género 
contra las Mujeres en Estados y Municipios para el Ejercicio Fiscal 2023; y que se encuadra en la siguiente 
Acción de coadyuvancia: 

Acción coadyuvante 

1.  Atención. Son las acciones destinadas a la atención de las mujeres y las niñas y las adolescentes, 
tendientes a disminuir las condiciones de riesgo en el que se encuentran, así como garantizar espacios 
libres de violencia contra las mujeres, las niñas y la protección de las víctimas. 

 

Dicho Proyecto de Acción de Coadyuvancia, se realizará de conformidad con lo establecido en el Anexo 
Técnico aprobado por el COMITÉ, en términos del numeral Trigésimo segundo de los LINEAMIENTOS. 

SEGUNDA. ASIGNACIÓN DE LOS RECURSOS. Para el cumplimiento del objeto señalado en la Cláusula 
anterior, “GOBERNACIÓN” asignará la cantidad de $1,188,000.00 (Un millón ciento ochenta y ocho mil pesos 
00/100 M.N.), para el Proyecto: AVGM/QROO/AC01/FGE/025, aprobado por el COMITÉ en la Instalación y 
Primera Sesión Ordinaria mediante Acuerdo CEPCONAVIM/ISO/112/01022023. 

Los recursos federales se radicarán al “GOBIERNO DEL ESTADO”, a través de la Secretaría de Finanzas 
y Planeación en la cuenta bancaria específica, con característica de productiva, aperturada para tal efecto, de 
conformidad con el artículo 69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental (LGCG), y la que se 
identifica con los siguientes datos: 

NOMBRE DEL BENEFICIARIO: GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE QUINTANA ROO 

NOMBRE DEL PROYECTO:  AVGM/QROO/AC01/FGE/025 

NOMBRE DE LA INSTITUCIÓN FINANCIERA: BANCO AZTECA S.A. INSTITUCIÓN DE BANCA MÚLTIPLE 

CLAVE BANCARIA ESTANDARIZADA 

(CLABE) DE 18 DÍGITOS: 

127180001265715819 

NÚMERO DE CUENTA BANCARIA: 01720126571581 

TIPO DE CUENTA: PRODUCTIVA 

TIPO DE MONEDA: MXN PESO MEXICANO 

NÚMERO DE SUCURSAL: 0172 TSF CORPORATIVO EKT 

NÚMERO DE PLAZA: 0172 

FECHA DE APERTURA DE LA CUENTA: 13 DE FEBRERO DE 2023 

 

Es un requisito indispensable para la transferencia de dichos recursos, que el “GOBIERNO DEL ESTADO” 
haya remitido a “GOBERNACIÓN” la factura Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI), en términos de lo 
establecido en el numeral Vigésimo sexto de los LINEAMIENTOS. 

Para “GOBERNACIÓN”, la radicación de los recursos federales genera los momentos contables del gasto 
devengado, ejercido y pagado, en términos del artículo 4 de la LGCG. Por su parte, el “GOBIERNO DEL 
ESTADO” deberá registrar en su contabilidad los recursos federales recibidos, de acuerdo a las disposiciones 
jurídicas federales y locales aplicables, así como rendir informes de su aplicación en su Cuenta Pública, con 
independencia de los que deban rendirse por conducto de “GOBERNACIÓN”. 

Los recursos que el COMITÉ asigne a las entidades federativas se encuentran sujetos a la disponibilidad 
de los mismos de acuerdo al PEF 2023, por lo que “GOBERNACIÓN” no será responsable por el retraso en la 
transferencia o la cancelación de los recursos asignados, derivado de las disposiciones administrativas 
presupuestarias ajenas a “GOBERNACIÓN”. El COMITÉ, comunicará oportunamente al “GOBIERNO DEL 
ESTADO” cualquier eventualidad relacionada con la ministración de los recursos. 
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“GOBERNACIÓN” será ajena a los procedimientos de adjudicación, contratación, orden de pago y/o 
facturación que lleve a cabo el “GOBIERNO DEL ESTADO” para la ejecución de los proyectos aprobados, por 
lo que éste se compromete a resolver y eximir de cualquier responsabilidad a “GOBERNACIÓN” y de 
cualquier controversia que en su caso derive de estas contrataciones. 

TERCERA. COMPROMISOS DE “LAS PARTES”. Además de lo previsto en los LINEAMIENTOS y 
normatividad aplicable, para la realización del objeto del presente Convenio de Coordinación y Adhesión,  
“LAS PARTES” se comprometen a lo siguiente: 

a.  Revisar conjuntamente el o los informes bimestrales que se presenten respecto del avance del 
Proyecto, en términos del numeral Cuadragésimo primero de los LINEAMIENTOS. 

b.  Otorgar todas las facilidades para la rendición de cuentas, respecto a la utilización de los recursos 
aportados por el Gobierno Federal, así como de la planeación y asistencia técnica aportada por el 
“GOBIERNO DEL ESTADO”. 

c.  Apegarse a lo establecido en la LGCG, LFPRH, su Reglamento y demás legislación aplicable en 
materia de subsidios. 

CUARTA. COMPROMISOS DE “GOBERNACIÓN”. Además de los previstos en los LINEAMIENTOS, 
“GOBERNACIÓN”, a través de la CONAVIM, se obliga a: 

a.  Otorgar los recursos públicos federales por concepto de subsidios objeto del presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión, para la ejecución del Proyecto a que se refieren las CLÁUSULAS 
PRIMERA y SEGUNDA, habiéndose concluido los trámites administrativos correspondientes, en 
términos del numeral Vigésimo quinto de los LINEAMIENTOS. 

b.  Realizar los registros correspondientes en la Cuenta Pública Federal y en los demás informes sobre 
el ejercicio del gasto público, a efecto de informar sobre la aplicación de los subsidios otorgados en el 
marco del presente instrumento. 

c.  Informar sobre los resultados obtenidos con la aplicación de los recursos presupuestarios federales 
que se proporcionarán en el marco del presente instrumento. 

d.  Realizar las visitas de seguimiento en sitio, las cuales deberán ser atendidas por el “GOBIERNO DEL 
ESTADO”; en caso de ser aplicables al Proyecto aprobado. 

QUINTA. COMPROMISOS DEL “GOBIERNO DEL ESTADO”. Además de los previstos en los 
LINEAMIENTOS, el “GOBIERNO DEL ESTADO” se compromete a: 

a.  Destinar, por conducto de la Secretaría de Finanzas y Planeación, los recursos asignados a través 
de subsidios exclusivamente destinados para los fines previstos en la CLÁUSULA PRIMERA del 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión y en el Anexo Técnico aprobado por el COMITÉ. 

b.  Devengar el recurso federal, de conformidad con lo establecido en el Anexo Técnico aprobado por el 
COMITÉ, a más tardar el 31 de diciembre de 2023. 

c.  Iniciar las acciones para dar cumplimiento al Proyecto en un plazo no mayor a 15 (quince) días 
naturales, contados a partir de la fecha que se realizó el depósito de los recursos federales en la 
cuenta bancaria establecida en la CLÁUSULA SEGUNDA del presente Convenio de Coordinación  y 
Adhesión. 

d.  Realizar por conducto de la Fiscalía General del Estado de Quintana Roo, las acciones, 
contrataciones y adquisiciones necesarias para la consecución de los fines del Proyecto, en estricto 
apego a la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, y su respectivo 
Reglamento, así como en la demás normatividad local aplicable en la materia. 

e.  Requerir con la oportunidad debida a las instancias federales, estatales o municipales que 
correspondan, la asesoría técnica, licencias, autorizaciones o permisos que resulten necesarios para 
la realización de las funciones derivadas del Proyecto previsto en este instrumento jurídico. 

f.  Garantizar que el Proyecto que será financiado con los recursos federales a los que se refiere el 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, cuente con la documentación legal y administrativa 
que resulte necesaria para su ejecución, así como verificar la autenticidad de la misma. 
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g. Recabar, resguardar y conservar la documentación justificativa y comprobatoria de las erogaciones 

cubiertas con los recursos presupuestarios federales que le sean entregados por concepto de 

subsidios; realizar los registros correspondientes en la contabilidad y en la Cuenta Pública local, 

conforme sean devengados y ejercidos los recursos, y dar cumplimiento a las disposiciones federales 

aplicables respecto de la administración de los mismos. 

h. Integrar y resguardar los expedientes relacionados con la ejecución y comprobación del Proyecto 

financiado con los recursos otorgados objeto del presente instrumento. 

i.  Garantizar que el personal encargado de ejecutar el Proyecto acredite su experiencia y capacitación 

en materia de derechos humanos, perspectiva de género y en los temas de Proyecto a desarrollar. 

j. Entregar bimestralmente, por conducto del enlace designado a “GOBERNACIÓN” a través de la 

CONAVIM, la relación detallada sobre las erogaciones del gasto y el avance del Proyecto, validada 

por la Secretaría de Finanzas y Planeación, con su debido soporte documental. Dichos informes 

deberán entregarse dentro de los 10 (diez) días hábiles siguientes a la conclusión de cada bimestre. 

k.  Entregar los comprobantes de la ejecución del subsidio para la rendición de cuentas, en términos de 

lo previsto en los LINEAMIENTOS, con la leyenda “Operado con recursos E015 promover la atención 

y prevención de la violencia contra las mujeres”. 

l.  En términos de los LINEAMIENTOS, presentar a “GOBERNACIÓN”, a más tardar el 15 de enero de 

2024, un Acta de cierre del Proyecto, firmada por el Titular de la Fiscalía General del Estado  de 

Quintana Roo y por el Titular de la Secretaría de Finanzas y Planeación, en la que se incluyan los 

datos generales, objetivo y descripción del Proyecto; los antecedentes de la ejecución del mismo;  los 

principales compromisos establecidos entre “LAS PARTES”, y el reporte de las acciones 

administrativas que la Entidad Federativa ha llevado a cabo al 31 de diciembre de 2023 para la 

correcta ejecución de los recursos otorgados, y demás documentos y requisitos que se establecen en 

el inciso j) del numeral Cuadragésimo primero de los LINEAMIENTOS. 

m. Una vez que se cumplan los objetivos del Proyecto, deberá generarse un registro puntual de las 

acciones que se realizan a partir del mismo, con el fin de que con dichos datos se puedan generar 

indicadores de proceso, de resultados o de impacto, los cuales serán publicados mensualmente en la 

página de internet que para ese efecto se habilite. 

n.  Cumplir y observar en todo momento las disposiciones previstas en la LFPRH y su Reglamento, el 

PEF 2023, y demás legislación aplicable a la materia, así como en el Convenio de Coordinación y 

Adhesión; y Anexo Técnico correspondiente. 

ñ. Llevar a cabo el proyecto en términos de lo establecido en los LINEAMIENTOS y, en su caso, de los 

Acuerdos que emita la CONAVIM a través del COMITÉ. 

SEXTA. ENLACES. Para el adecuado desarrollo y seguimiento de las acciones del Proyecto, que deriven 

del presente Convenio de Coordinación y Adhesión y de sus Anexos Técnicos, “LAS PARTES” designan 

como Enlaces a los siguientes servidores públicos: 

POR “GOBERNACIÓN” 

Nombre: Susana Vanessa Otero González. 

Cargo: Coordinadora para la Articulación de Acciones para la Erradicación de la 

Violencia Feminicida. 

Dirección: Dr. José María Vértiz número 852, Piso 5, Colonia Narvarte Poniente, 

Demarcación Territorial, Benito Juárez, Código Postal 03020, Ciudad de 

México. 

Teléfono institucional: 52098800 extensión 30367 

Correo electrónico 

Institucional: 

sotero@segob.gob.mx 
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POR EL “GOBIERNO DEL ESTADO” 

Nombre: Mariana Sánchez Tapia 

Cargo: Directora del Centro de Justicia para las Mujeres 

Dirección: Av. Miguel Hidalgo número 107, manzana, 8 lote 3, Colonia Región 94, Código 
Postal 77517, Ciudad de Cancún, Municipio de Benito Juárez, Estado de 

Quintana Roo. 

Teléfono institucional: 998 251.3276 extensión 3002 

Correo electrónico 

Institucional: 

mariana.sanchez@fgeqroo.gob.mx, cjm.cancun@fgeqroo.gob.mx  

 

A través de las personas designadas como enlaces se efectuarán todas las comunicaciones derivadas de 
la operación del presente Convenio de Coordinación y Adhesión. Además, serán las o los responsables 

internos de las actividades encomendadas. 

Para efectos del seguimiento y evaluación, “LAS PARTES” acuerdan que las y/o los responsables podrán 
a su vez, designar a las o los servidores públicos del nivel jerárquico inmediato inferior, para que los asistan 
en las funciones encomendadas o en su caso, los suplan en sus ausencias. 

SÉPTIMA. NOTIFICACIONES. “LAS PARTES” acuerdan que cualquier comunicación o notificación que se 
deba efectuar con motivo del presente instrumento será realizada en los domicilios señalados en las 
DECLARACIONES. Cualquier cambio de domicilio que “LAS PARTES” efectúen en lo sucesivo, lo deberán 

notificar por escrito y en forma indubitable a la otra Parte, por lo menos con 10 (diez) días de anticipación. 

OCTAVA. INFORME DE RESULTADOS. El “GOBIERNO DEL ESTADO”, por conducto de la Fiscalía 
General del Estado de Quintana Roo informará a “GOBERNACIÓN” a través de la CONAVIM, los avances  de 
la ejecución del Proyecto y del subsidio, en los cuales se deberá reportar el avance en el cumplimiento de 
objetivos y; en su caso, los resultados de las acciones que lleve a cabo de conformidad con el presente 
instrumento, y el inciso h) del numeral Cuadragésimo primero de los LINEAMIENTOS; con su debido soporte 
documental, dentro de los 10 (diez) días hábiles siguientes a la conclusión de cada bimestre, a partir de la 
fecha del depósito del recurso al que se refiere la CLÁUSULA SEGUNDA del presente Convenio de 

Coordinación y Adhesión. 

NOVENA. APLICACIÓN DE LOS RECURSOS. Los recursos federales que se entregarán al “GOBIERNO 
DEL ESTADO” en los términos del presente instrumento y en el Anexo Técnico aprobado por el COMITÉ, no 
perderán su carácter de federal, por lo que su administración, compromiso, devengo, justificación, 
comprobación, pago, ejercicio y contabilización, deberá realizarse, de conformidad con las disposiciones 

contenidas en la legislación federal vigente. 

Los rendimientos financieros que se obtengan en la cuenta específica, con característica de productiva, a 
la cual se transferirá el subsidio en el Ejercicio Fiscal 2023, deberán ser reintegrados a la TESOFE, previo a la 
presentación del cierre del ejercicio de los recursos y dentro de los plazos y términos que establezcan las 
disposiciones aplicables. 

DÉCIMA. RESPONSABILIDAD DEL RESGUARDO DE LA DOCUMENTACIÓN. El resguardo y 
conservación de la documentación original que sirvió para justificar y comprobar la aplicación de los recursos 
a que se refiere el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, estará a cargo del “GOBIERNO DEL 
ESTADO” a través de la Fiscalía General del Estado de Quintana Roo. 

En el caso de “GOBERNACIÓN”, la documentación original que deberá conservar y que estará bajo su 
resguardo es la que señalan los LINEAMIENTOS. 

DÉCIMA PRIMERA. REINTEGRO DE LOS RECURSOS. En caso de que el “GOBIERNO DEL ESTADO” 
no devengue los recursos federales asignados, los recursos remanentes o saldos disponibles que presente al 
31 de diciembre de 2023 deberán ser reintegrados a la TESOFE como lo dispone el numeral Quincuagésimo 

de los LINEAMIENTOS. 
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El reintegro de los recursos a la TESOFE se deberá realizar conforme a las disposiciones legales 
federales aplicables, siendo responsabilidad del “GOBIERNO DEL ESTADO” dar aviso por escrito y solicitar a 
“GOBERNACIÓN” la línea de captura para realizar el reintegro correspondiente. Una vez que 
“GOBERNACIÓN” otorgue la línea de captura a la Entidad, ésta deberá remitir a la CONAVIM original de la 
documentación comprobatoria del reintegro realizado. 

Asimismo, el “GOBIERNO DEL ESTADO” estará obligado a reintegrar a la TESOFE aquellos recursos que 
no sean aplicados a los fines para los que le fueron autorizados. 

DÉCIMA SEGUNDA.- RELACIÓN LABORAL. El personal comisionado, contratado, designado o utilizado 
por cada una de “LAS PARTES” para la instrumentación, ejecución y operación de este Convenio de 
Coordinación y Adhesión y/o de los instrumentos que del mismo se deriven, continuará bajo la dirección y 
dependencia de la parte a la que se encuentre adscrito, por lo que en ningún caso y bajo ningún motivo, la 
contraparte podrá ser considerada como patrón sustituto o solidario, por tanto “LAS PARTES” se liberan 
recíprocamente de cualquier responsabilidad laboral, administrativa, fiscal, judicial, sindical, de seguridad 
social y/o de cualquier otra naturaleza que llegara a suscitarse, en lo que respecta a su respectivo personal. 

DÉCIMA TERCERA. SANCIONES POR EL INCUMPLIMIENTO. Para el caso de que “GOBERNACIÓN” 
detecte algún incumplimiento o varios en el ejercicio de los recursos, como lo prevé el numeral Cuadragésimo 
cuarto de los LINEAMIENTOS, procederá a la cancelación del Proyecto aprobado y; en consecuencia, dará 
por terminado el presente Convenio de Coordinación y Adhesión y ordenará al “GOBIERNO DEL ESTADO” la 
restitución total de los recursos y sus rendimientos financieros a la TESOFE. 

Lo anterior sin perjuicio de que la CONAVIM haga del conocimiento del o los incumplimientos a los 
órganos fiscalizadores competentes para los efectos legales conducentes. 

DÉCIMA CUARTA. FISCALIZACIÓN. El control, vigilancia y evaluación de los recursos federales a que se 
refiere la CLÁUSULA SEGUNDA del presente instrumento corresponderá a “GOBERNACIÓN”, a la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, a la Secretaría de la Función Pública y a la Auditoría Superior de la 
Federación, conforme a las atribuciones que les confieren la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal, la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, y demás disposiciones jurídicas 
aplicables, sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que, en coordinación con la 
Secretaría de la Función Pública, realice la Auditoría Superior del Estado y/o la Secretaría de la Contraloría 
del “GOBIERNO DEL ESTADO”. 

Las responsabilidades administrativas, civiles y penales derivadas de afectaciones a la Hacienda Pública 
Federal en que incurran los servidores públicos federales o locales, así como los particulares que intervengan 
en la administración, ejercicio o aplicación de los recursos públicos a que se refiere este instrumento, serán 
sancionadas en los términos de la legislación aplicable. 

DÉCIMA QUINTA. CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. Queda expresamente pactado que  “LAS 
PARTES” no tendrán responsabilidad por los daños y perjuicios que pudieran causarse como consecuencia 
de caso fortuito o fuerza mayor, por lo que una vez que desaparezcan las causas que suscitaron la 
interrupción en la ejecución del Proyecto, se reanudarán las tareas pactadas. 

DÉCIMA SEXTA. MODIFICACIONES O ADICIONES. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión 
podrá adicionarse o modificarse en cualquier momento durante su vigencia de común acuerdo entre  “LAS 
PARTES”, mediante Convenios Modificatorios los cuales formarán parte integrante del presente instrumento, y 
surtirán efectos a partir de la fecha de su suscripción, los cuales deberán ser publicados en el DOF y en el 
órgano de difusión oficial del “GOBIERNO DEL ESTADO” en un plazo no mayor a 60 (sesenta) días hábiles a 
partir de dictaminación por parte de la Unidad General de Asuntos Jurídicos. 

DÉCIMA SÉPTIMA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión 
podrá darse por terminado cuando se presente alguno de los siguientes supuestos: 

a.  Por estar satisfecho el objeto para el que fue celebrado, siempre que no existan obligaciones 
pendientes de cumplir por “LAS PARTES” y; en su caso, se haya realizado el reintegro de los 
recursos y rendimientos financieros que procedan. 

b.  En caso de que no se subsanen las inconsistencias que haya detectado la CONAVIM en los informes 
que presente el “GOBIERNO DEL ESTADO”. 
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Para tales efectos, se levantará una minuta en la que se hagan constar las circunstancias específicas que: 
I) se presenten y establezcan los términos en que se dará por concluida su ejecución; II) se identifiquen los 
responsables del resguardo y conservación de la documentación justificativa y comprobatoria que se haya 
generado hasta ese momento; y III) se señale lo procedente respecto al reintegro de los recursos y 
rendimientos financieros que; en su caso, procedan. 

DÉCIMA OCTAVA. VIGENCIA. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión entrará en vigor a partir 
del día de su firma y hasta el 31 de diciembre de 2023. Lo anterior, no exime al “GOBIERNO DEL ESTADO” 
de presentar la comprobación de los gastos efectuados y reintegrar los recursos remanentes y/o no aplicados 
a los fines para los que fueron autorizados, junto con los rendimientos financieros correspondientes o, en su 
caso, las cargas financieras que se hubiesen generado. 

DÉCIMA NOVENA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” están de acuerdo en que el 
presente instrumento es producto de la buena fe; por lo que, los conflictos y controversias que llegasen a 
presentar con motivo de su interpretación, formalización, ejecución, operación o cumplimiento, serán resueltos 
de común acuerdo entre “LAS PARTES” a través de los Enlaces a que se refiere la CLÁUSULA SEXTA de 
este Convenio de Coordinación y Adhesión. 

VIGÉSIMA. TRANSPARENCIA. “LAS PARTES” Se comprometen a cumplir con las disposiciones que 
establece la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Asimismo a efecto de dar cabal cumplimiento al objeto del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, si “LAS PARTES” llegaren a tener acceso a datos personales cuya responsabilidad recaiga en la 
otra Parte, por este medio se obligan a: I) tratar dichos datos personales únicamente para efectos del 
desarrollo del Convenio de Coordinación y Adhesión; II) abstenerse de tratar los datos personales para 
finalidades distintas a las instruidas por la otra Parte; III) implementar las medidas de seguridad conforme a la 
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Sujetos Obligados la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, y las demás disposiciones aplicables; IV) guardar confidencialidad respecto de los datos personales 
tratados; V) suprimir los datos personales objeto de tratamiento una vez terminado el Convenio de 
Coordinación y Adhesión, y VI) abstenerse de transferir los datos personales. 

En caso de que alguna de “LAS PARTES” llegare a tener conocimiento de datos personales diversos a los 
señalados en el párrafo anterior, que obren en registros, bases de datos o cualquier otro medio que 
pertenezca a la otra Parte, en este acto ambas se obligan a respetar las disposiciones que sobre los mismos 
establece la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, según sea el caso, así como los avisos de privacidad de cada una de ellas, en el 
entendido de que ante la ausencia de consentimiento de los titulares de tales datos personales, deben 
abstenerse de llevar a cabo cualquier tipo de tratamiento sobre los mismos. 

VIGÉSIMA PRIMERA. DIFUSIÓN Y DIVULGACIÓN. Este Convenio de Coordinación y Adhesión se 
publicará en el DOF y en el Periódico Oficial del Estado de Quintana Roo en un plazo de 60 días hábiles a 
partir de su dictaminación por parte de la Unidad General de Asuntos Jurídicos, y entrará en vigor a partir de 
la fecha de la misma. 

“LAS PARTES” acuerdan que en la publicidad y difusión del programa se deberá incluir la siguiente 
leyenda: "Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines 
distintos a los establecidos en el programa", de conformidad con lo establecido en el artículo 28, fracción II, 
inciso a) del PEF 2023. 

De igual manera, deberá señalarse en forma expresa e idéntica, en la comunicación y divulgación que se 
realice, la participación y apoyo del Gobierno de México a través de “GOBERNACIÓN”. 

Leído por las partes y enteradas del contenido y alcance legal de sus cláusulas, lo firman en cuatro 
ejemplares en la Ciudad de México el día 13 del mes de marzo de 2023.- Por Gobernación: el Subsecretario 
de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez.- Rúbrica.-  La 
Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma Fabiola Alanís Sámano.- 
Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: la Gobernadora del Estado de Quintana Roo, María Elena Hermelinda 
Lezama Espinosa.- Rúbrica.- La Secretaria de Gobierno, María Cristina Torres Gómez.- Rúbrica.- El 
Secretario de Finanzas y Planeación, Eugenio Segura Vázquez.- Rúbrica.- El Fiscal General del Estado de 
Quintana Roo y Titular de la Instancia Local Responsable e Instancia Local Receptora, Oscar Montes de Oca 
Rosales.- Rúbrica. 
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ANEXO TÉCNICO PARA LA APLICACIÓN DE RECURSOS DESTINADOS A LAS ACCIONES DE COADYUVANCIA 

PARA LAS DECLARATORIAS DE ALERTA DE VIOLENCIA DE GÉNERO CONTRA LAS MUJERES EN ESTADOS Y 

MUNICIPIOS, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023. 

En cumplimiento a la Cláusula Primera del Convenio de Coordinación y Adhesión de fecha 13 de marzo de 
2023 celebrado entre la Secretaría de Gobernación y el Estado Libre y Soberano de Quintana Roo de 
conformidad con el numeral Trigésimo segundo de los Lineamientos para la obtención y aplicación de 
recursos destinados a las Acciones de Coadyuvancia para las Declaratorias de Alerta de Violencia de Género 
contra las mujeres en Estados y Municipios para el Ejercicio Fiscal 2023 (LINEAMIENTOS), se estipula  lo 
siguiente: 

DATOS GENERALES DE IDENTIFICACIÓN 

A. DATOS GENERALES 

Entidad federativa: 

Libre y Soberano de Quintana Roo 

 

Nombre del proyecto: 

AVGM/QROO/AC01/FGE/025 

 

Acción de Coadyuvancia de acceso al Subsidio: 

Atención. Son acciones y medidas destinadas a la atención de las mujeres y las niñas y las adolescentes, tendientes a 

disminuir las condiciones de riesgo en el que se encuentran, así como garantizar espacios libres de violencia contra las 

mujeres, las niñas y la protección de las víctimas. 

 

Fecha en que la Entidad Federativa solicitó el Subsidio: 

20 de enero de 2023 

 

Instancia Local Responsable: 

Fiscalía General del Estado de Quintana Roo 

 

Instancia Local Receptora: 

Fiscalía General del Estado de Quintana Roo 

 

B. MONTO APROBADO 

Monto aprobado: 

$1,188,000.00 (Un millón ciento ochenta y ocho mil pesos 00/100 M.N.) 

 

Monto coparticipación: (En caso de aplicar) 

No aplica 

 

Fecha de inicio del Proyecto: 

01 de junio de 2023 

 

Fecha estimada de conclusión que no exceda del 31 de diciembre de 2023 

31 de diciembre de 2023 
 



 DIARIO OFICIAL Jueves 20 de abril de 2023 

C. DESIGNACIÓN DE ENLACE 

En ese sentido, en cumplimiento al Convenio de Coordinación y Adhesión, he tenido a bien designar como 
enlace ante CONAVIM a: 

Nombre: Mariana Sánchez Tapia 

Cargo: Directora del Centro de Justicia para las Mujeres 

Dirección:  Av. Miguel Hidalgo número 107, manzana 8, lote 3, Colonia Región 94, Código Postal 77517, 
Ciudad de Cancún, Municipio de Benito Juárez, Estado de Quintana Roo. 

Teléfono institucional: 998 251.3276 extensión 3002 

Correo Institucional: mariana.sanchez@fgeqroo.gob.mx, cjm.cancun@fgeqroo.gob.mx 

  

D. DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO 

D.1 Justificación 

En la medida de prevención 4, de la declaratoria de alerta de violencia de género contra las mujeres 
emitida para los municipios de Benito Juárez, Solidaridad y Cozumel, con una recomendación especial para el 
municipio de Lázaro Cárdenas del Estado de Quintana Roo; se establece que se debe iniciar el 
funcionamiento del Centro de Justicia para las Mujeres con recursos humanos y presupuestales. 

En 2018 se inició el funcionamiento del Centro de Justicia para las Mujeres de Benito Juárez, que brinda 
atención las 24 horas los 365 días del año, atendiendo un promedio de 17 usuarias de primera vez al día. 

En 2022, con recursos del fondo para la creación y fortalecimiento de los Centros de Justicia para las 
Mujeres, se construyó el inmueble en el municipio de Solidaridad, mismo que está ya equipado casi al 100% y 
que recibirá en sus instalaciones al personal de la Fiscalía de la Mujer y de la Fiscalía de Sexuales. 

Debido a la demanda de servicios, se requiere personal de apoyo en la atención de primer contacto para 
las mujeres víctimas de violencias, así como para sus hijas e hijos en ambos centros de justicia, por lo que en 
este año, se presenta este proyecto, con la finalidad de contratar personal con perfiles de abogadas/os, 
trabajadoras sociales y psicólogas o psicopedagogas para fortalecer los servicios de atención. 

Medida de Atención Acción Coadyuvante Objetivo General 

Medida de Prevención 4 

Iniciar el funcionamiento del Centro de 
Justicia para las Mujeres con recursos 
humanos y presupuestales. 

Atención. Son acciones y medidas 
destinadas a la atención de las mujeres 
y las niñas y las adolescentes, 
tendientes a disminuir las condiciones 
de riesgo en el que se encuentran, así 
como garantizar espacios libres de 
violencia contra las mujeres, las niñas y 
la protección de las víctimas. 

Fortalecer los Centros de Justicia para 
las Mujeres de Benito Juárez y 
Solidaridad, con servicios jurídicos, de 
trabajo social y psicológicos, para la 
atención de primer contacto a mujeres 
víctimas de violencia con sus hijas e 
hijos. 

 

D.2 Metodología 

Objetivos específicos Actividades Indicadores 
Medios de 

verificación 

Proporcionar servicios de 
trabajo social a las 
usuarias de los centros de 
justicia para las mujeres 

Realizar la primera entrevista a la 
usuaria para identificar las 
necesidades, determinar el tipo de 
atención que requiere y canalizar a 
los servicios de atención de manera 
interna o externa si fuera el caso. 

Verificar con la usuaria haya sido 
informada sobre el plan de 
seguridad y aclarar las dudas 

Gestionar con otras instancias 
municipales y/o estatales, 
actividades enfocadas al 
empoderamiento de las usuarias. 

Implementar el programa de 
seguimiento para las usuarias que 
por alguna razón no continuaron 
con los servicios del CJM. 

Porcentaje de atenciones de 
trabajo social a usuarias de 
primera vez 

Porcentaje de canalizaciones de 
las usuarias a otros servicios 

- Internas 

- Externas 

-  

Porcentaje de usuarias que 
ingresan a actividades de 
empoderamiento 

Número de seguimientos 
realizados en el período 

Informes mensuales 
de avances 

Informe final de 
resultados 



Jueves 20 de abril de 2023 DIARIO OFICIAL  

Objetivos específicos Actividades Indicadores 
Medios de 

verificación 

Proporcionar servicios de 
atención psicológica a las 
usuarias del CJM de 
solidaridad

 

Brindar procesos terapéuticos de 
manera individual o grupal a las 
mujeres en situación de violencia 
que asistan al CJM. 

En su caso, canalizar a las usuarias 
a centros de salud 
emocional/mental, cuando así lo 
requieran. 

Porcentaje de usuarias que 
requieren atención psicológica 

Porcentaje de usuarias 
canalizadas a otros servicios. 

Porcentaje de sesiones 
grupales implementadas 

Informe mensual de 
avances. 

Informe final de 
resultados 

Proporcionar orientación 
jurídica a las usuarias de 
los centros de justicia 
para las mujeres

 

Brindar orientación e identificar si la 
usuaria ha sido víctima de un delito 

Aplicar la escala de valoración de 
riesgo 

Brindar información sobre el plan de 
seguridad 

Canalizar ante el ministerio público 
para que la usuaria interponga la 
denuncia correspondiente 

Número de atenciones en 
orientación jurídica 

Porcentaje de usuarias 
canalizadas a ministerio público 

Informe mensual de 
avances. 

Informe final de 
resultados 

Proporcionar atención en 
ludoteca a las niñas y 
niños que acompañen a 
las usuarias en los 
centros de justicia para 
las mujeres 

Implementar el modelo de atención 
psicológica a niñas, niños y 
adolescentes 

Número de niñas y niños 
atendidos en ludoteca 

Porcentaje de niñas y niños con 
los que se implementa el 
modelo 

Informe mensual de 
avances. 

Informe final de 
resultados 

 

D.2.1 Pasos a desarrollar 

Paso Descripción 

1 
Selección y contratación de las y los profesionistas que estarán laborando en los centros de justicia para las 
mujeres de Solidaridad y de Benito Juárez 

2 
Se contratarán 2 Profesionistas en Trabajo Social, por 6 meses para el Centro de Justicia para las Mujeres de 
Solidaridad, para realizar la primera entrevista a las usuarias identificar las necesidades, determinar el tipo de 
atención que requiere y canalizar a los servicios de atención de manera interna o externa si fuera el caso. 

3 

Se contratará 1 Trabajadora Social por 6 meses para el Centro de Justicia de Benito Juárez, a fin de 
implementar el Programa de seguimiento a las usuarias que por alguna razón dejaron de acudir a los servicios 
del CJM, para identificar necesidades y en su caso, identificar expedientes que puedan cerrarse y en su caso 
para apoyo en la atención de primer contacto. 

4 
Las Trabajadoras Sociales gestionarán con otras instancias municipales y/o estatales, actividades para el 
empoderamiento de las usuarias 

5 
Las Trabajadoras Sociales verificarán que se haya informado a las usuarias sobre el plan de seguridad y 
aclararán las dudas existentes. 

6 
Se contratará 1 Profesionista en Psicología por 6 meses, para el Centro de Justicia de Solidaridad, a fin de 
brindar procesos terapéuticos de manera individual y grupal a las mujeres en situación de violencia que acudan 
al CJM. 

7 
En su caso, la Psicóloga canalizará a las usuarias a otros servicios de salud emocional o mental, cuando así lo 
requieran 

8 

Se contratarán 3 Profesionistas en Derecho por 6 meses, para el Centro de Justicia de Solidaridad, para brindar 
asesoría jurídica a las usuarias que acudan al CJM, aplicarán la escala de valoración de riesgo e informarán a 
la usuaria sobre el plan de seguridad, canalizarán a la usuaria ante el ministerio público cuando sea su deseo 
interponer la denuncia. 

9 

Se contratarán 2 Profesionistas en Derecho, por 6 meses, para el Centro de Justicia de Benito Juárez para 
brindar asesoría jurídica a las usuarias que acudan al CJM, aplicarán la escala de valoración de riesgo e 
informarán a la usuaria sobre el plan de seguridad, canalizarán a la usuaria ante el ministerio público cuando 
sea su deseo interponer la denuncia 
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10 
Se contratará 1 Psicóloga o Psicopedagoga para el Centro de Justicia de Solidaridad, a fin de brindar 
acompañamiento terapéutico a través de terapia de juego a las hijas e hijos de las usuarias, implementará el 
modelo de atención a niñas, niños y adolescentes. 

11 
Se contratará 1 Psicóloga o Psicopedagoga para el Centro de Justicia de Benito Juárez, a fin de brindar 
acompañamiento terapéutico a través de terapia de juego a las hijas e hijos de las usuarias, implementará el 
modelo de atención a niñas, niños y adolescentes. 

 

D.3 Cobertura geográfica y población beneficiaria 

 
 

D.4 Actores estratégicos 

No. Actor Tipo de participación 

1. 
Fiscalía Especializada en Delitos contra la Mujer y por 
Razones de Género 

Iniciar las carpetas de investigación por delitos de su 
competencia.  

2. 
Fiscalía Especializada en Delitos contra la Libertad Sexual y 
el Libre Desarrollo de la Personalidad 

Iniciar las carpetas de investigación por delitos de su 
competencia.  

3. 
Instituto Quintanarroense de la Mujer Coordinación para la atención de mujeres en 

situación de violencia. 

4. Servicios De Salud Del Estado Atención a usuarias canalizadas por el CJM. 

5 Poder Judicial Atención a usuarias canalizadas por el CJM. 

 

D.5 Identificación de riesgos y cómo afrontarlos 

Riesgo Medidas de afrontamiento 

Retardo en la asignación de recursos para la ejecución del 
proyecto. 

Ajustar el cronograma planteado 

Dificultad para encontrar los perfiles establecidos en el proyecto 
Se elegirá a la persona con el perfil más afín a las 
necesidades del proyecto 

 



 
Jueves 20 de abril de 2023 

D
IA

R
IO

 O
F

IC
IA

L
 

 

D.6 Cronograma de actividades y gasto 
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d.7 Perfil y experiencia que deberá acreditar la o las personas físicas o morales que realizarán el 

proyecto, distintas a aquellas que sean servidoras públicas, así como sus antecedentes respecto a la 

elaboración de otros proyectos en otras entidades federativas. 

Tipo de perfil requerido: 

Áreas de  

especialización 

Años de experiencia 

mínima requerida 

Grado o nivel de 

especialización 
Número de personas  a contratar 

Trabajo Social 1 año Licenciatura 3 

Psicología 1 año Licenciatura 1 

Ciencias Jurídicas 1 año Licenciatura 5 

Otro No Aplica Especifique en la Siguiente Sección 

 

Otro tipo de perfil requerido: 

d.7 Perfil y experiencia que deberá acreditar las personas morales que realizarán el proyecto. 

Perfil 

Años de 

experiencia 

mínima requerida

Grado o nivel de  

especialización 
Especifique el grado o nivel 

Número de 

personas  a 

contratar 

Psicopedagogía 1 año Licenciatura Certificado/Título o Cédula 2 

 

Esquema de Contratación: 

 

 

Leído por las partes y enteradas del contenido y alcance legal firman el Anexo Técnico en cuatro 

ejemplares, en términos del numeral Trigésimo segundo de los LINEAMIENTOS, para la realización del 

Proyecto AVGM/QROO/AC01/FGE/025, en la Ciudad de México el día 13 del mes de marzo de 2023.-  Por 

Gobernación: el Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas 

Rodríguez.- Rúbrica.- La Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma 

Fabiola Alanís Sámano.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: la Gobernadora del Estado de Quintana Roo, 

María Elena Hermelinda Lezama Espinosa.- Rúbrica.- La Secretaria de Gobierno, María Cristina Torres 

Gómez.- Rúbrica.- El Secretario de Finanzas y Planeación, Eugenio Segura Vázquez.- Rúbrica.- El Fiscal 

General del Estado de Quintana Roo y Titular de la Instancia Local Responsable e Instancia Local Receptora, 

Oscar Montes de Oca Rosales.- Rúbrica. 
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EXTRACTO de la solicitud de registro de la agrupación denominada Iglesias Cristianas Pentecostés Una voz que 
clama en el desierto, para constituirse en asociación religiosa. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación.- Subsecretaría de Desarrollo Democrático, Participación Social y Asuntos 
Religiosos.- Unidad de Asuntos Religiosos, Prevención y la Reconstrucción del Tejido Social.- Dirección 
General de Asuntos Religiosos. 

EXTRACTO DE LA SOLICITUD DE REGISTRO CONSTITUTIVO COMO ASOCIACIÓN RELIGIOSA QUE PRESENTÓ 

EL C. GREGORIO DE LA FUENTE RODRÍGUEZ Y FIRMANTES DE LA AGRUPACIÓN DENOMINADA IGLESIAS 

CRISTIANAS PENTECOSTÉS “UNA VOZ QUE CLAMA EN EL DESIERTO”. 

En cumplimiento a lo dispuesto por el último párrafo del artículo 7° de la Ley de Asociaciones Religiosas y 
Culto Público; en relación con los diversos 8º y 10° de su Reglamento, se publica el correspondiente extracto 
de la solicitud de registro de la agrupación denominada IGLESIAS CRISTIANAS PENTECOSTÉS “UNA VOZ 
QUE CLAMA EN EL DESIERTO”, para constituirse en asociación religiosa; solicitud presentada en la 
Dirección General de Asuntos Religiosos, para su trámite respectivo; cuyos datos principales son los que  a 
continuación se señalan: 

I.- Domicilio: Calle José Gorostiza Número 2, Fraccionamiento ISSET, Villa de Ocuiltzapotlán, Municipio de 
Centro, Estado de Tabasco, C.P. 86270. 

II.- Bienes inmuebles: Se relacionó para cumplir con su objeto un inmueble ubicado en Carretera Jolochero 
Sin Número, Ranchería Medellín y Madero 3ra Sección, Municipio de Centro, Estado de Tabasco, C.P. 86270, 
manifestado de manera unilateral bajo contrato de comodato. 

III.- Estatutos: Presentó estatutos, los que contienen las bases fundamentales de su doctrina,  la 
determinación de los asociados, ministros de culto y representante, mismos que señalan como  objeto, el 
siguiente: “Nos sujetamos como IGLESIAS CRISTIANAS PENTECOSTÉS “UNA VOZ QUE CLAMA EN EL 
DESIERTO”, a la doctrina y principios del Evangelio de nuestro Señor Jesucristo y la palabra de Dios revelada 
en la Santa Biblia”. 

IV.- Se exhiben las pruebas suficientes que acreditan que la agrupación religiosa cuenta con notorio 
arraigo entre la población. 

V.- Representante: Gregorio de la Fuente Rodríguez. 

VI.- Exhiben la Relación de asociados, para dar cumplimiento a lo dispuesto por la fracción VI del artículo 
8º del Reglamento de la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público. 

VII.- Exhiben el convenio propuesto a la Secretaría de Relaciones Exteriores, para dar cumplimiento a lo 
dispuesto en la fracción I del artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

VIII.- Órgano de Dirección o Administración: De conformidad con los estatutos exhibidos, se denomina 
“Mesa Directiva”, integrada por las personas y cargos siguientes: Gregorio de la Fuente Rodríguez, Presidente 
y Representante Legal; Natividad Hernández Pérez, Vicepresidenta; María Lourdes Méndez Pereya, 
Secretaria; Isaías García Guillén, Tesorero; y Raquel Hernández García, Vocal.  

IX.- Ministros de Culto: Gregorio de la Fuente Rodríguez, María Lourdes Méndez Pereyra, Natividad 
Hernández Pérez, Isaías García Guillén, Yasmín Méndez Pereyra, Raquel Hernández García, Sofía Moreno 
Méndez, Manuel Antonio Valencia Hernández, Argelio Mauleon Jacobo y Kevin Mauleon Rodríguez. 

X.- Credo Religioso: Cristiano Evangélico Pentecostés. 

En cumplimiento a lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 11 del Reglamento de la Ley de 
Asociaciones Religiosas y Culto Público, se notifica lo anterior, a efecto de que las personas físicas, 
asociaciones religiosas, agrupaciones religiosas o iglesias que pudieran considerarse afectadas en su  esfera 
jurídica, comparezcan dentro del término de veinte días hábiles, contados a partir del día siguiente  de esta 
publicación a presentar su oposición ante esta Dirección General. Asimismo, se comunica que el expediente 
de la solicitud de referencia estará a la vista de los interesados para su consulta solamente durante el término 
señalado. 

Expedido en la Ciudad de México, a los doce días del mes de abril de dos mil veintitrés.- El Director 
General Adjunto de la Dirección General de Asuntos Religiosos de la Secretaría de Gobernación, Lic. Jorge 
Lee Galindo.- Rúbrica. 
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EXTRACTO de la solicitud de registro de la agrupación denominada Jesús Manantial de Vida, para constituirse 
en asociación religiosa. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación.- Subsecretaría de Desarrollo Democrático, Participación Social y Asuntos 
Religiosos.- Unidad de Asuntos Religiosos, Prevención y la Reconstrucción del Tejido Social.- Dirección 
General de Asuntos Religiosos. 

EXTRACTO DE LA SOLICITUD DE REGISTRO CONSTITUTIVO COMO ASOCIACIÓN RELIGIOSA QUE PRESENTÓ 

EL C. TITO OLGUÍN MENDOZA Y FIRMANTES DE LA AGRUPACIÓN DENOMINADA JESÚS MANANTIAL DE VIDA. 

En cumplimiento a lo dispuesto por el último párrafo del artículo 7° de la Ley de Asociaciones Religiosas y 
Culto Público; en relación con los diversos 8º y 10 de su Reglamento, se publica el correspondiente extracto 
de la solicitud de registro de la agrupación denominada JESÚS MANANTIAL DE VIDA, para constituirse en 
asociación religiosa; solicitud presentada en la Dirección General de Asuntos Religiosos, para su trámite 
respectivo; cuyos datos principales son los que a continuación se señalan: 

I.- Domicilio: Avenida 20 de Noviembre Sin Número, Ranchería Hacienda Vieja, Municipio de Mixquiahuala 
de Juárez, Estado de Hidalgo, Código Postal 42719. 

II.- Bienes inmuebles: Se relacionaron para cumplir con su objeto dos inmuebles: 1.- Templo Evangélico 
Pentecostal "Emmanuel", ubicado en Fracción A del Lote de Terreno Numero 17. de la Manzana 9, Zona 2, 
Poblado de Arbolillos, Municipio de Alvarado, Estado de Veracruz, Código Postal 95259; y 2.- Templo 
Evangélico Pentecostés "Iglesia Jesus Manantial de Vida", ubicado en Calle 20 de Noviembre Sin Número, 
Colonia Benito Juárez, Municipio de Mixquiahuala de Juárez, Hidalgo, hoy conocido como Avenida 20 de 
Noviembre, Colonia Hacienda Vieja, Código Postal 42719, que se conforman por dos fracciones, 
manifestados unilateralmente como susceptibles de incorporarse a su patrimonio. 

III.- Estatutos: Presentó estatutos, los que contienen las bases fundamentales de su doctrina,  la 
determinación de los asociados, ministros de culto y representantes, mismos que señalan como  objeto, el 
siguiente: “La conservación de la Herencia Espiritual, derivada de la palabra de Dios en con que concierne a 
doctrina, gobierno, disciplina y obediencia”. 

IV.- Se exhiben las pruebas suficientes que acreditan que la agrupación religiosa cuenta con notorio 
arraigo entre la población. 

V.- Representante: Tito Olguín Mendoza. 

VI.- Exhiben la Relación de asociados, para dar cumplimiento a lo dispuesto por la fracción VI del artículo 
8º del Reglamento de la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público. 

VII.- Exhiben el convenio propuesto a la Secretaría de Relaciones Exteriores, para dar cumplimiento a lo 
dispuesto en la fracción I del artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

VIII.- Órgano de Dirección o Administración: De conformidad con los estatutos exhibidos, se denomina 
“Mesa Directiva”, integrada por las personas y cargos siguientes: Tito Olguín Mendoza, Presidente; Alfredo 
Sosa Santana, Vicepresidente; Ángel Salgado Carmona, Secretario; y Rubi Hernández González, Tesorero. 

IX.- Ministros de Culto: Tito Olguín Mendoza, Alfredo Sosa Santana, Esteban Fernández Hidalgo, 
Florencio Fernández Hidalgo y María Candelaria Aldana Zavala 

X.- Credo Religioso: Cristiano Evangélico. 

En cumplimiento a lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 11 del Reglamento de la Ley de 
Asociaciones Religiosas y Culto Público, se notifica lo anterior, a efecto de que las personas físicas, 
asociaciones religiosas, agrupaciones religiosas o iglesias que pudieran considerarse afectadas en su  esfera 
jurídica, comparezcan dentro del término de veinte días hábiles, contados a partir del día siguiente  de esta 
publicación a presentar su oposición ante esta Dirección General. Asimismo, se comunica que el expediente 
de la solicitud de referencia, estará a la vista de los interesados para su consulta solamente durante el término 
señalado. 

Expedido en la Ciudad de México, a los doce días del mes de abril de dos mil veintitrés.- El Director 
General Adjunto de la Dirección General de Asuntos Religiosos de la Secretaría de Gobernación, Lic. Jorge 
Lee Galindo.- Rúbrica. 
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EXTRACTO de la solicitud de registro de la agrupación denominada Ministerios NAM, para constituirse en 
asociación religiosa. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación.- Subsecretaría de Desarrollo Democrático, Participación Social y Asuntos 
Religiosos.- Unidad de Asuntos Religiosos, Prevención y la Reconstrucción del Tejido Social.- Dirección 
General de Asuntos Religiosos. 

EXTRACTO DE LA SOLICITUD DE REGISTRO CONSTITUTIVO COMO ASOCIACIÓN RELIGIOSA QUE PRESENTÓ 

EL C. NELSON MODESTO TOLEDO Y FIRMANTES DE LA AGRUPACIÓN DENOMINADA MINISTERIOS NAM. 

En cumplimiento a lo dispuesto por el último párrafo del artículo 7° de la Ley de Asociaciones Religiosas y 

Culto Público; en relación con los diversos 8º y 10 de su Reglamento, se publica el correspondiente extracto 

de la solicitud de registro de la agrupación denominada MINISTERIOS NAM, para constituirse en asociación 

religiosa; solicitud presentada en la Dirección General de Asuntos Religiosos, para su trámite respectivo; 

cuyos datos principales son los que a continuación se señalan: 

I.- Domicilio: Calle Belice Sin Número, Colonia Justo Sierra, Municipio de Mazatepec, Estado de Morelos, 

Código Postal 62634. 

II.- Bien inmueble: Se relacionó para cumplir con su objeto un inmueble denominado en: Calle Belice  Sin 

Número, Colonia Justo Sierra, Municipio de Mazatepec, Estado de Morelos, Código Postal 62634, 

manifestado bajo contrato de comodato. 

III.- Estatutos: Presentó estatutos, los que contienen las bases fundamentales de su doctrina,  la 

determinación de los asociados, ministros de culto y representantes, mismos que señalan como  objeto, el 

siguiente: “La propagación del evangelio del Señor Jesucristo, con base en las verdades bíblicas y mediante 

una interpretación Bautista Libre, misma que no persigue fines de lucro, de carácer espiritual, religioso y de 

servicio a las personas”. 

IV.- Se exhiben las pruebas suficientes que acreditan que la agrupación religiosa cuenta con notorio 

arraigo entre la población. 

V.- Representantes: Nelson Modesto Toledo, Martín Hernández Vigil y/o Miguel Ángeles Paredes. 

VI.- Exhiben la Relación de asociados, para dar cumplimiento a lo dispuesto por la fracción VI del artículo 

8º del Reglamento de la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público. 

VII.- Exhiben el convenio propuesto a la Secretaría de Relaciones Exteriores, para dar cumplimiento a lo 

dispuesto en la fracción I del artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

VIII.- Órgano de Dirección o Administración: De conformidad con los estatutos exhibidos, se denomina 

“Consejo de Pastores”, integrado por las personas y cargos siguientes: Nelson Modesto Toledo, Presidente; 

Martín Hernández Vigil, Vicepresidente; Leonardo Tellez Flatcher, Secretario; Miguel Ángeles Paredes, 

Tesorero; y Juan Manuel Cervantes Mosqueda, Consejero. 

IX.- Ministros de Culto: Nelson Modesto Toledo, Martín Hernández Vigil, Leonardo Tellez Flatcher, Miguel 

Ángeles Paredes, Juan Manuel Cervantes Mosqueda, José Maximino Domínguez Hernández y Noé 

Hernández Serrano 

X.- Credo Religioso: Cristiano Evangélico Bautista Independiente. 

En cumplimiento a lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 11 del Reglamento de la Ley de 

Asociaciones Religiosas y Culto Público, se notifica lo anterior, a efecto de que las personas físicas, 

asociaciones religiosas, agrupaciones religiosas o iglesias que pudieran considerarse afectadas en su  esfera 

jurídica, comparezcan dentro del término de veinte días hábiles, contados a partir del día siguiente  de esta 

publicación a presentar su oposición ante esta Dirección General. Asimismo, se comunica que el expediente 

de la solicitud de referencia, estará a la vista de los interesados para su consulta solamente durante el término 

señalado. 

Expedido en la Ciudad de México, a los doce días del mes de abril de dos mil veintitrés.- El Director 

General Adjunto de la Dirección General de Asuntos Religiosos de la Secretaría de Gobernación, Lic. Jorge 

Lee Galindo.- Rúbrica. 
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EXTRACTO de la solicitud de registro de la agrupación denominada Ministerios Jesucristo La Roca de Poder de 
México, para constituirse en asociación religiosa. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación.- Subsecretaría de Desarrollo Democrático, Participación Social y Asuntos 
Religiosos.- Unidad de Asuntos Religiosos, Prevención y la Reconstrucción del Tejido Social.- Dirección 
General de Asuntos Religiosos. 

EXTRACTO DE LA SOLICITUD DE REGISTRO CONSTITUTIVO COMO ASOCIACIÓN RELIGIOSA QUE PRESENTÓ 

EL C. JEHU HERNÁNDEZ BLANQUEZ Y FIRMANTES DE LA AGRUPACIÓN DENOMINADA MINISTERIOS JESUCRISTO 

LA ROCA DE PODER DE MÉXICO. 

En cumplimiento a lo dispuesto por el último párrafo del artículo 7° de la Ley de Asociaciones Religiosas y 
Culto Público; en relación con los diversos 8º y 10 de su Reglamento, se publica el correspondiente extracto 
de la solicitud de registro de la agrupación denominada MINISTERIOS JESUCRISTO LA ROCA DE PODER 
DE MÉXICO, para constituirse en asociación religiosa; solicitud presentada en la Dirección General de 
Asuntos Religiosos, para su trámite respectivo; cuyos datos principales son los que a continuación se señalan: 

I.- Domicilio: Calle Encinos Número 1938, entre las calles Boulevard Aeropuerto y Eucalipto, Colonia 
Vicente Mendoza, Municipio de Nuevo Laredo, Estado de Tamaulipas, Código Postal 88136. 

II.- Bien inmueble: Se relacionó para cumplir con su objeto un inmueble ubicado en Calle Leona  Vicario 
Esquina con Juan Gallardo Sin Número, Zona Urbana Ejidal, Municipio de Castillo de Teayo, Estado de 
Veracruz, Código Postal 92940, manifestado unilateralmente como susceptible de incorporarse  a su 
patrimonio. 

III.- Estatutos: Presentó estatutos, los que contienen las bases fundamentales de su doctrina,  la 
determinación de los asociados, ministros de culto y representantes, mismos que señalan como  objeto, el 
siguiente: “Predicar el evangelio de Jesucristo”. 

IV.- Se exhiben las pruebas suficientes que acreditan que la agrupación religiosa cuenta con notorio 
arraigo entre la población. 

V.- Representante: Jehu Hernández Blanquez. 

VI.- Exhiben la Relación de asociados, para dar cumplimiento a lo dispuesto por la fracción VI del artículo 
8º del Reglamento de la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público. 

VII.- Exhiben el convenio propuesto a la Secretaría de Relaciones Exteriores, para dar cumplimiento a lo 
dispuesto en la fracción I del artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

VIII.- Órgano de Dirección o Administración: De conformidad con los estatutos exhibidos, se denomina 
“Mesa Directiva”, integrada por las personas y cargos siguientes: Jehu Hernández Blanquez, Presidente; 
Eliuth Hernández Blanquez, Vicepresidente; Gildardo López López, Secretario; y Obeth Hernández Blanquez, 
Tesorero. 

IX.- Ministros de Culto: Jehu Hernández Blanquez, Eliuth Hernández Blanquez, Obeth Hernández 
Blanquez, Calet Hernández Blanquez, Gildardo López López, Luciano Santiago Hernández, Sotero Rubio 
Mauricio, Samuel Martínez Cruz, Pablo de la Cruz Martínez, Melitón Cortes Hernández, Marcos Hernández 
Angelina, Fermin Neri Islas, Raquel Mondragón Carrillo, Ignacio Cortez Martínez, Reynaldo Segura Herver y 
Amado Cruz Cerecedo 

X.- Credo Religioso: Cristiano Evangelico Pentecostés. 

En cumplimiento a lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 11 del Reglamento de la Ley de 
Asociaciones Religiosas y Culto Público, se notifica lo anterior, a efecto de que las personas físicas, 
asociaciones religiosas, agrupaciones religiosas o iglesias que pudieran considerarse afectadas en su  esfera 
jurídica, comparezcan dentro del término de veinte días hábiles, contados a partir del día siguiente  de esta 
publicación a presentar su oposición ante esta Dirección General. Asimismo, se comunica que el expediente 
de la solicitud de referencia, estará a la vista de los interesados para su consulta solamente durante el término 
señalado. 

Expedido en la Ciudad de México, a los diez días del mes de abril de dos mil veintitrés.- El Director 
General Adjunto de la Dirección General de Asuntos Religiosos de la Secretaría de Gobernación, Lic. Jorge 
Lee Galindo.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE RELACIONES EXTERIORES 
DECRETO Promulgatorio de la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las 
Personas Mayores, adoptada en Washington D.C., Estados Unidos de América, el quince de junio de dos mil 
quince. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, a sus 
habitantes, sabed: 

El quince de junio de dos mil quince, en Washington, D.C., Estados Unidos de América, se adoptó la 
Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, cuyo 
texto en español consta en la copia certificada adjunta. 

La Convención mencionada fue aprobada por la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la 
Unión, el trece de diciembre de dos mil veintidós, según Decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación del diez de enero de dos mil veintitrés. 

El instrumento de adhesión, firmado por el Ejecutivo Federal a mi cargo el once de enero de dos mil 
veintitrés, fue depositado ante el Secretario General de la Organización de los Estados Americanos, el 
veintiocho de marzo del propio año, de conformidad con lo establecido en el Artículo 37 de la Convención 
Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores. 

Por lo tanto, para su debida observancia, en cumplimiento de lo dispuesto en la fracción I del artículo 89 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, promulgo el presente Decreto, en la residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, 13 de abril de 2023. 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor el veintisiete de abril de dos mil veintitrés. 

Andrés Manuel López Obrador.- Rúbrica.- El Secretario de Relaciones Exteriores, Marcelo Luis Ebrard 
Casaubon.- Rúbrica. 

 

ALEJANDRO CELORIO ALCÁNTARA, CONSULTOR JURÍDICO DE LA SECRETARÍA DE RELACIONES 

EXTERIORES, 

CERTIFICA: 

Que en los archivos de esta Secretaría obra copia certificada de la Convención Interamericana sobre la 
Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, adoptada en Washington D.C., Estados 
Unidos de América, el quince de junio de dos mil quince, cuyo texto en español es el siguiente: 

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS 
PERSONAS MAYORES 

PREÁMBULO 

Los Estados Parte en la presente Convención, 

Reconociendo que el respeto irrestricto a los derechos humanos ha sido consagrado en la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y 
reafirmado en otros instrumentos internacionales y regionales; 

Reiterando el propósito de consolidar, dentro del marco de las instituciones democráticas, un régimen de 
libertad individual y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos fundamentales de la persona; 

Teniendo en cuenta que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos y a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, solo puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento del temor y 
de la miseria, si se crean condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, 
sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos; 

Reafirmando la universalidad, indivisibilidad, interdependencia e interrelación de todos los derechos humanos 
y libertades fundamentales, así como la obligación de eliminar todas las formas de discriminación, en 
particular, la discriminación por motivos de edad; 
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Resaltando que la persona mayor tiene los mismos derechos humanos y libertades fundamentales que otras 
personas, y que estos derechos, incluido el de no verse sometida a discriminación fundada en la edad ni a 
ningún tipo de violencia, dimanan de la dignidad y la igualdad que son inherentes a todo ser humano; 

Reconociendo que la persona, a medida que envejece, debe seguir disfrutando de una vida plena, 
independiente y autónoma, con salud, seguridad, integración y participación activa en las esferas económica, 
social, cultural y política de sus sociedades; 

Reconociendo también la necesidad de abordar los asuntos de la vejez y el envejecimiento desde una 
perspectiva de derechos humanos que reconoce las valiosas contribuciones actuales y potenciales de la 
persona mayor al bienestar común, a la identidad cultural, a la diversidad de sus comunidades, al desarrollo 
humano, social y económico y a la erradicación de la pobreza; 

Recordando lo establecido en los Principios de las Naciones Unidas en favor de las Personas de Edad (1991); 
la Proclamación sobre el Envejecimiento (1992); la Declaración Política y el Plan de Acción Internacional de 
Madrid sobre el Envejecimiento (2002), así como los instrumentos regionales tales como la Estrategia 
Regional de implementación para América Latina y el Caribe del Plan de Acción Internacional de Madrid sobre 
el Envejecimiento (2003); la Declaración de Brasilia (2007), el Plan de Acción de la Organización 
Panamericana de la Salud sobre la salud de las personas mayores, incluido el envejecimiento activo y 
saludable (2009), la Declaración de Compromiso de Puerto España (2009) y la Carta de San José sobre los 
derechos de las personas mayores de América Latina y el Caribe (2012); 

Decididos a incorporar y dar prioridad al tema del envejecimiento en las políticas públicas, así como a destinar 
y gestionar los recursos humanos, materiales y financieros para lograr una adecuada implementación y 
evaluación de las medidas especiales puestas en práctica; 

Reafirmando el valor de la solidaridad y complementariedad de la cooperación internacional y regional para 
promover los derechos humanos y las libertades fundamentales de la persona mayor; 

Respaldando activamente la incorporación de la perspectiva de género en todas las políticas y programas 
dirigidos a hacer efectivos los derechos de la persona mayor y destacando la necesidad de eliminar toda 
forma de discriminación; 

Convencidos de la importancia de facilitar la formulación y el cumplimiento de leyes y programas de 
prevención de abuso, abandono, negligencia, maltrato y violencia contra la persona mayor, y la necesidad de 
contar con mecanismos nacionales que protejan sus derechos humanos y libertades fundamentales; y 

Convencidos también de que la adopción de una convención amplia e integral contribuirá significativamente a 
promover, proteger y asegurar el pleno goce y ejercicio de los derechos de la persona mayor, y a fomentar un 
envejecimiento activo en todos los ámbitos, 

Han convenido suscribir la presente Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos 
Humanos de las Personas Mayores (en adelante, la “Convención”): 

CAPÍTULO I 

OBJETO, ÁMBITO DE APLICACIÓN Y DEFINICIONES 

Artículo 1 

Ámbito de aplicación y objeto 

El objeto de la Convención es promover, proteger y asegurar el reconocimiento y el pleno goce y ejercicio, en 
condiciones de igualdad, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales de la persona mayor, a 
fin de contribuir a su plena inclusión, integración y participación en la sociedad. 

Lo dispuesto en la presente Convención no se interpretará como una limitación a derechos o beneficios más 
amplios o adicionales que reconozcan el derecho internacional o las legislaciones internas de los Estados 
Parte, a favor de la persona mayor. 

Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en esta Convención no estuviere ya garantizado por 
disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Parte se comprometen a adoptar, con arreglo a sus 
procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro 
carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades. 

Los Estados Parte solo podrán establecer restricciones y limitaciones al goce y ejercicio de los derechos 
establecidos en la presente Convención mediante leyes promulgadas con el objeto de preservar el bienestar 
general dentro de una sociedad democrática, en la medida en que no contradigan el propósito y razón de los 
mismos. 

Las disposiciones de la presente Convención se aplicarán a todas las partes de los Estados federales sin 
limitaciones ni excepciones. 
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Artículo 2 

Definiciones 

A los efectos de la presente Convención se entiende por: 

“Abandono”: La falta de acción deliberada o no para atender de manera integral las necesidades de una 
persona mayor que ponga en peligro su vida o su integridad física, psíquica o moral. 

“Cuidados paliativos”: La atención y cuidado activo, integral e interdisciplinario de pacientes cuya enfermedad 
no responde a un tratamiento curativo o sufren dolores evitables, a fin de mejorar su calidad de vida hasta el 
fin de sus días. Implica una atención primordial al control del dolor, de otros síntomas y de los problemas 
sociales, psicológicos y espirituales de la persona mayor. Abarcan al paciente, su entorno y su familia. Afirman 
la vida y consideran la muerte como un proceso normal; no la aceleran ni retrasan. 

“Discriminación”: Cualquier distinción, exclusión, restricción que tenga como objetivo o efecto anular o 
restringir el reconocimiento, goce o ejercicio en igualdad de condiciones de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales en la esfera política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida 
pública y privada. 

“Discriminación múltiple”: Cualquier distinción, exclusión o restricción hacia la persona mayor fundada en dos 
o más factores de discriminación. 

“Discriminación por edad en la vejez”: Cualquier distinción, exclusión o restricción basada en la edad que 
tenga como objetivo o efecto anular o restringir el reconocimiento, goce o ejercicio en igualdad de condiciones 
de los derechos humanos y libertades fundamentales en la esfera política, económica, social, cultural o en 
cualquier otra esfera de la vida pública y privada. 

“Envejecimiento”: Proceso gradual que se desarrolla durante el curso de vida y que conlleva cambios 
biológicos, fisiológicos, psico-sociales y funcionales de variadas consecuencias, las cuales se asocian con 
interacciones dinámicas y permanentes entre el sujeto y su medio. 

“Envejecimiento activo y saludable”: Proceso por el cual se optimizan las oportunidades de bienestar físico, 
mental y social, de participar en actividades sociales, económicas, culturales, espirituales y cívicas, y de 
contar con protección, seguridad y atención, con el objetivo de ampliar la esperanza de vida saludable y la 
calidad de vida de todos los individuos en la vejez, y permitirles así seguir contribuyendo activamente a sus 
familias, amigos, comunidades y naciones. El concepto de envejecimiento activo y saludable se aplica tanto a 
individuos como a grupos de población. 

“Maltrato”: Acción u omisión, única o repetida, contra una persona mayor que produce daño a su integridad 
física, psíquica y moral y que vulnera el goce o ejercicio de sus derechos humanos y libertades 
fundamentales, independientemente de que ocurra en una relación de confianza. 

“Negligencia”: Error involuntario o falta no deliberada, incluido entre otros, el descuido, omisión, desamparo e 
indefensión que le causa un daño o sufrimiento a una persona mayor, tanto en el ámbito público como 
privado, cuando no se hayan tomado las precauciones normales necesarias de conformidad con las 
circunstancias. 

“Persona mayor”: Aquella de 60 años o más, salvo que la ley interna determine una edad base menor o 
mayor, siempre que esta no sea superior a los 65 años. Este concepto incluye, entre otros, el de persona 
adulta mayor. 

“Persona mayor que recibe servicios de cuidado a largo plazo”: Aquella que reside temporal o 
permanentemente en un establecimiento regulado sea público, privado o mixto, en el que recibe servicios 
socio-sanitarios integrales de calidad, incluidas las residencias de larga estadía, que brindan estos servicios 
de atención por tiempo prolongado a la persona mayor, con dependencia moderada o severa que no pueda 
recibir cuidados en su domicilio. 

“Servicios socio-sanitarios integrados”: Beneficios y prestaciones institucionales para responder a las 
necesidades de tipo sanitario y social de la persona mayor, con el objetivo de garantizar su dignidad y 
bienestar y promover su independencia y autonomía. 

“Unidad doméstica u hogar”: El grupo de personas que viven en una misma vivienda, comparten las comidas 
principales y atienden en común las necesidades básicas, sin que sea necesario que existan lazos de 
parentesco entre ellos. 

“Vejez”: Construcción social de la última etapa del curso de vida. 
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CAPÍTULO II 

PRINCIPIOS GENERALES 

Artículo 3 

Son principios generales aplicables a la Convención: 

a) La promoción y defensa de los derechos humanos y libertades fundamentales de la persona mayor. 

b) La valorización de la persona mayor, su papel en la sociedad y contribución al desarrollo. 

c) La dignidad, independencia, protagonismo y autonomía de la persona mayor. 

d) La igualdad y no discriminación. 

e) La participación, integración e inclusión plena y efectiva en la sociedad. 

f) El bienestar y cuidado. 

g) La seguridad física, económica y social. 

h) La autorrealización. 

i) La equidad e igualdad de género y enfoque de curso de vida. 

j) La solidaridad y fortalecimiento de la protección familiar y comunitaria. 

k) El buen trato y la atención preferencial. 

l) El enfoque diferencial para el goce efectivo de los derechos de la persona mayor. 

m) El respeto y valorización de la diversidad cultural. 

n) La protección judicial efectiva. 

o) La responsabilidad del Estado y participación de la familia y de la comunidad en la integración 
activa, plena y productiva de la persona mayor dentro de la sociedad, así como en su cuidado y 
atención, de acuerdo con su legislación interna. 

CAPÍTULO III 

DEBERES GENERALES DE LOS ESTADOS PARTE 

Artículo 4 

Los Estados Parte se comprometen a salvaguardar los derechos humanos y libertades fundamentales de la 
persona mayor enunciados en la presente Convención, sin discriminación de ningún tipo, y a tal fin: 

a) Adoptarán medidas para prevenir, sancionar y erradicar aquellas prácticas contrarias a la presente 
Convención, tales como aislamiento, abandono, sujeciones físicas prolongadas, hacinamiento, 
expulsiones de la comunidad, la negación de nutrición, infantilización, tratamientos médicos inadecuados 
o desproporcionados, entre otras, y todas aquellas que constituyan malos tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes que atenten contra la seguridad e integridad de la persona mayor. 

b) Adoptarán las medidas afirmativas y realizarán los ajustes razonables que sean necesarios para el 
ejercicio de los derechos establecidos en la presente Convención y se abstendrán de adoptar cualquier 
medida legislativa que sea incompatible con la misma. No se considerarán discriminatorias, en virtud de 
la presente Convención, las medidas afirmativas y ajustes razonables que sean necesarios para acelerar 
o lograr la igualdad de hecho de la persona mayor, así como para asegurar su plena integración social, 
económica, educacional, política y cultural. Tales medidas afirmativas no deberán conducir al 
mantenimiento de derechos separados para grupos distintos y no deberán perpetuarse más allá de un 
período razonable o después de alcanzado dicho objetivo. 

c) Adoptarán y fortalecerán todas las medidas legislativas, administrativas, judiciales, presupuestarias y de 
cualquier otra índole, incluido un adecuado acceso a la justicia a fin garantizar a la persona mayor un 
trato diferenciado y preferencial en todos los ámbitos. 

d) Adoptarán las medidas necesarias y cuando lo consideren en el marco de la cooperación internacional, 
hasta el máximo de los recursos disponibles y tomando en cuenta su grado de desarrollo, a fin de lograr 
progresivamente, y de conformidad con la legislación interna, la plena efectividad de los derechos 
económicos, sociales y culturales; sin perjuicio de las obligaciones que sean aplicables de inmediato en 
virtud del derecho internacional. 
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e) Promoverán instituciones públicas especializadas en la protección y promoción de los derechos de la 
persona mayor y su desarrollo integral. 

f) Promoverán la más amplia participación de la sociedad civil y de otros actores sociales, en particular de 
la persona mayor, en la elaboración, aplicación y control de políticas públicas y legislación dirigida a la 
implementación de la presente Convención. 

g) Promoverán la recopilación de información adecuada, incluidos datos estadísticos y de investigación, 
que le permitan formular y aplicar políticas, a fin de dar efecto a la presente Convención. 

CAPÍTULO IV 

DERECHOS PROTEGIDOS 

Artículo 5 

Igualdad y no discriminación por razones de edad 

Queda prohibida por la presente Convención la discriminación por edad en la vejez. 

Los Estados Parte desarrollarán enfoques específicos en sus políticas, planes y legislaciones sobre 
envejecimiento y vejez, en relación con la persona mayor en condición de vulnerabilidad y aquellas que son 
víctimas de discriminación múltiple, incluidas las mujeres, las personas con discapacidad, las personas de 
diversas orientaciones sexuales e identidades de género, las personas migrantes, las personas en situación 
de pobreza o marginación social, los afrodescendientes y las personas pertenecientes a pueblos indígenas, 
las personas sin hogar, las personas privadas de libertad, las personas pertenecientes a pueblos 
tradicionales, las personas pertenecientes a grupos étnicos, raciales, nacionales, lingüísticos, religiosos y 
rurales, entre otros. 

Artículo 6 

Derecho a la vida y a la dignidad en la vejez 

Los Estados Parte adoptarán todas las medidas necesarias para garantizar a la persona mayor el goce 
efectivo del derecho a la vida y el derecho a vivir con dignidad en la vejez hasta el fin de sus días, en igualdad 
de condiciones con otros sectores de la población. 

Los Estados Parte tomarán medidas para que las instituciones públicas y privadas ofrezcan a la persona 
mayor un acceso no discriminatorio a cuidados integrales, incluidos los cuidados paliativos, eviten el 
aislamiento y manejen apropiadamente los problemas relacionados con el miedo a la muerte de los enfermos 
terminales, el dolor, y eviten el sufrimiento innecesario y las intervenciones fútiles e inútiles, de conformidad 
con el derecho de la persona mayor a expresar el consentimiento informado. 

Artículo 7 

Derecho a la independencia y a la autonomía 

Los Estados Parte en la presente Convención reconocen el derecho de la persona mayor a tomar decisiones, 
a la definición de su plan de vida, a desarrollar una vida autónoma e independiente, conforme a sus 
tradiciones y creencias, en igualdad de condiciones y a disponer de mecanismos para poder ejercer sus 
derechos. 

Los Estados Parte adoptarán programas, políticas o acciones para facilitar y promover el pleno goce de estos 
derechos por la persona mayor, propiciando su autorealización, el fortalecimiento de todas las familias, de  
sus lazos familiares y sociales, y de sus relaciones afectivas. En especial, asegurarán: 

a) El respeto a la autonomía de la persona mayor en la toma de sus decisiones, así como a su 
independencia en la realización de sus actos. 

b) Que la persona mayor tenga la oportunidad de elegir su lugar de residencia y dónde y con quién vivir, en 
igualdad de condiciones con las demás, y no se vea obligada a vivir con arreglo a un sistema de  vida 
específico. 

c) Que la persona mayor tenga acceso progresivamente a una variedad de servicios de asistencia 
domiciliaria, residencial y otros servicios de apoyo de la comunidad, incluida la asistencia personal que 
sea necesaria para facilitar su existencia y su inclusión en la comunidad, y para evitar su aislamiento o 
separación de ésta. 
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Artículo 8 

Derecho a la participación e integración comunitaria 

La persona mayor tiene derecho a la participación activa, productiva, plena y efectiva dentro de la familia, la 
comunidad y la sociedad para su integración en todas ellas. 

Los Estados Parte adoptarán medidas para que la persona mayor tenga la oportunidad de participar activa y 
productivamente en la comunidad, y pueda desarrollar sus capacidades y potencialidades. A tal fin: 

a) Crearán y fortalecerán mecanismos de participación e inclusión social de la persona mayor en un 
ambiente de igualdad que permita erradicar los prejuicios y estereotipos que obstaculicen el pleno 
disfrute de estos derechos. 

b) Promoverán la participación de la persona mayor en actividades intergeneracionales para fortalecer 
la solidaridad y el apoyo mutuo como elementos claves del desarrollo social. 

c) Asegurarán que las instalaciones y los servicios comunitarios para la población en general estén a 
disposición, en igualdad de condiciones, de la persona mayor y tengan en cuenta sus necesidades. 

Artículo 9 

Derecho a la seguridad y a una vida sin ningún tipo de violencia 

La persona mayor tiene derecho a la seguridad y a una vida sin ningún tipo de violencia, a recibir un trato 
digno y a ser respetada y valorada, independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la cultura, la 
religión, la opinión política o de otra índole, el origen social, nacional, étnico, indígena e identidad cultural, la 
posición socio-económica, discapacidad, la orientación sexual, el género, la identidad de género, su 
contribución económica o cualquier otra condición. 

La persona mayor tiene derecho a vivir una vida sin ningún tipo de violencia y maltrato. Para los efectos de 
esta Convención, se entenderá por violencia contra la persona mayor cualquier acción o conducta que cause 
muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la persona mayor, tanto en el ámbito público como en 
el privado. 

Se entenderá que la definición de violencia contra la persona mayor comprende, entre otros, distintos tipos de 
abuso, incluso el financiero y patrimonial, y maltrato físico, sexual, psicológico, explotación laboral, la 
expulsión de su comunidad y toda forma de abandono o negligencia que tenga lugar dentro o fuera del ámbito 
familiar o unidad doméstica o que sea perpetrado o tolerado por el Estado o sus agentes dondequiera  que 
ocurra. 

Los Estados Parte se comprometen a: 

a) Adoptar medidas legislativas, administrativas y de otra índole para prevenir, investigar, sancionar y 
erradicar los actos de violencia contra la persona mayor, así como aquellas que propicien la reparación 
de los daños ocasionados por estos actos. 

b) Producir y divulgar información con el objetivo de generar diagnósticos de riesgo de posibles situaciones 
de violencia a fin de desarrollar políticas de prevención. 

c) Promover la creación y el fortalecimiento de servicios de apoyo para atender los casos de violencia, 
maltrato, abusos, explotación y abandono de la persona mayor. Fomentar el acceso de la persona mayor 
a dichos servicios y a la información sobre los mismos. 

d) Establecer o fortalecer mecanismos de prevención de la violencia, en cualquiera de sus manifestaciones, 
dentro de la familia, unidad doméstica, lugares donde recibe servicios de cuidado a largo plazo y en la 
sociedad para la efectiva protección de los derechos de la persona mayor. 

e) Informar y sensibilizar a la sociedad en su conjunto sobre las diversas formas de violencia contra la 
persona mayor y la manera de identificarlas y prevenirlas. 

f) Capacitar y sensibilizar a funcionarios públicos, a los encargados de los servicios sociales y de salud, al 
personal encargado de la atención y el cuidado de la persona mayor en los servicios de cuidado a largo 
plazo o servicios domiciliarios sobre las diversas formas de violencia, a fin de brindarles un trato digno y 
prevenir negligencia y acciones o prácticas de violencia y maltrato. 

g) Desarrollar programas de capacitación dirigidos a los familiares y personas que ejerzan tareas de 
cuidado domiciliario a fin de prevenir escenarios de violencia en el hogar o unidad doméstica. 

h) Promover mecanismos adecuados y eficaces de denuncia en casos de violencia contra la persona 
mayor, así como reforzar los mecanismos judiciales y administrativos para la atención de esos casos. 

i) Promover activamente la eliminación de todas las prácticas que generan violencia y que afectan la 
dignidad e integridad de la mujer mayor. 
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Artículo 10 

Derecho a no ser sometido a tortura ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes 

La persona mayor tiene derecho a no ser sometida a tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes. 

Los Estados Parte tomarán todas las medidas de carácter legislativo, administrativo o de otra índole para 
prevenir, investigar, sancionar y erradicar todo tipo de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes hacia la persona mayor. 

Artículo 11 

Derecho a brindar consentimiento libre e informado en el ámbito de la salud 

La persona mayor tiene el derecho irrenunciable a manifestar su consentimiento libre e informado en el ámbito 
de la salud. La negación de este derecho constituye una forma de vulneración de los derechos humanos de la 
persona mayor. 

Con la finalidad de garantizar el derecho de la persona mayor a manifestar su consentimiento informado de 
manera previa, voluntaria, libre y expresa, así como a ejercer su derecho de modificarlo o revocarlo, en 
relación con cualquier decisión, tratamiento, intervención o investigación, en el ámbito de la salud, los Estados 
Parte se comprometen a elaborar y aplicar mecanismos adecuados y eficaces para impedir abusos y 
fortalecer la capacidad de la persona mayor de comprender plenamente las opciones de tratamiento 
existentes, sus riesgos y beneficios. 

Dichos mecanismos deberán asegurar que la información que se brinde sea adecuada, clara y oportuna, 
disponible sobre bases no discriminatorias, de forma accesible y presentada de manera comprensible de 
acuerdo con la identidad cultural, nivel educativo y necesidades de comunicación de la persona mayor. 

Las instituciones públicas o privadas y los profesionales de la salud no podrán administrar ningún tratamiento, 
intervención o investigación de carácter médico o quirúrgico sin el consentimiento informado de la persona 
mayor. 

En los casos de emergencia médica que pongan en riesgo la vida y cuando no resulte posible obtener el 
consentimiento informado, se podrán aplicar las excepciones establecidas de conformidad con la legislación 
nacional. 

La persona mayor tiene derecho a aceptar, negarse a recibir o interrumpir voluntariamente tratamientos 
médicos o quirúrgicos, incluidos los de la medicina tradicional, alternativa y complementaria, investigación, 
experimentos médicos o científicos, ya sean de carácter físico o psíquico, y a recibir información clara y 
oportuna sobre las posibles consecuencias y los riesgos de dicha decisión. 

Los Estados Parte establecerán también un proceso a través del cual la persona mayor pueda manifestar de 
manera expresa su voluntad anticipada e instrucciones respecto de las intervenciones en materia de atención 
de la salud, incluidos los cuidados paliativos. En estos casos, esta voluntad anticipada podrá ser expresada, 
modificada o ampliada en cualquier momento solo por la persona mayor, a través de instrumentos 
jurídicamente vinculantes, de conformidad con la legislación nacional. 

Artículo 12 

Derechos de la persona mayor que recibe servicios de cuidado a largo plazo 

La persona mayor tiene derecho a un sistema integral de cuidados que provea la protección y promoción de la 
salud, cobertura de servicios sociales, seguridad alimentaria y nutricional, agua, vestuario y vivienda; 
promoviendo que la persona mayor pueda decidir permanecer en su hogar y mantener su independencia y 
autonomía. 

Los Estados Parte deberán diseñar medidas de apoyo a las familias y cuidadores mediante la introducción de 
servicios para quienes realizan la actividad de cuidado de la persona mayor, teniendo en cuenta las 
necesidades de todas las familias y otras formas de cuidados, así como la plena participación de la persona 
mayor, respetándose su opinión. 

Los Estados Parte deberán adoptar medidas tendientes a desarrollar un sistema integral de cuidados que 
tenga especialmente en cuenta la perspectiva de género y el respeto a la dignidad e integridad física y mental 
de la persona mayor. 
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Para garantizar a la persona mayor el goce efectivo de sus derechos humanos en los servicios de cuidado a 
largo plazo, los Estados Parte se comprometen a: 

a) Establecer mecanismos para asegurar que el inicio y término de servicios de cuidado de largo plazo 
estén sujetos a la manifestación de la voluntad libre y expresa de la persona mayor. 

b) Promover que dichos servicios cuenten con personal especializado que pueda ofrecer una atención 
adecuada e integral y prevenir acciones o prácticas que puedan producir daño o agravar la condición 
existente. 

c) Establecer un marco regulatorio adecuado para el funcionamiento de los servicios de cuidado a largo 
plazo que permita evaluar y supervisar la situación de la persona mayor, incluyendo la adopción de 
medidas para: 

i. Garantizar el acceso de la persona mayor a la información, en particular a sus expedientes 
personales, ya sean físicos o digitales, y promover el acceso a los distintos medios de 
comunicación e información, incluidas las redes sociales, así como informar a la persona mayor 
sobre sus derechos y sobre el marco jurídico y protocolos que rigen los servicios de cuidado a largo 
plazo. 

ii. Prevenir injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, familia, hogar o unidad doméstica, o 
cualquier otro ámbito en el que se desenvuelvan, así como en su correspondencia o cualquier otro 
tipo de comunicación. 

iii. Promover la interacción familiar y social de la persona mayor, teniendo en cuenta a todas las 
familias y sus relaciones afectivas. 

iv. Proteger la seguridad personal y el ejercicio de la libertad y movilidad de la persona mayor. 

v. Proteger la integridad de la persona mayor y su privacidad e intimidad en las actividades que 
desarrolle, particularmente en los actos de higiene personal. 

d) Establecer la legislación necesaria, conforme a los mecanismos nacionales, para que los responsables y 
el personal de servicios de cuidado a largo plazo respondan administrativa, civil y/o penalmente por los 
actos que practiquen en detrimento de la persona mayor, según corresponda. 

e) Adoptar medidas adecuadas, cuando corresponda, para que la persona mayor que se encuentre 
recibiendo servicios de cuidado a largo plazo cuente con servicios de cuidados paliativos que abarquen 
al paciente, su entorno y su familia. 

Artículo 13 

Derecho a la libertad personal 

La persona mayor tiene derecho a la libertad y seguridad personal, independientemente del ámbito en el que 
se desenvuelva. 

Los Estados Parte asegurarán que la persona mayor disfrute del derecho a la libertad y seguridad personal y 
que la edad en ningún caso justifique la privación o restricción arbitrarias de su libertad. 

Los Estados Parte garantizarán que cualquier medida de privación o restricción de libertad será de 
conformidad con la ley y asegurarán que la persona mayor que se vea privada de su libertad en razón de un 
proceso tenga, en igualdad de condiciones con otros sectores de la población, derecho a garantías de 
conformidad con el derecho internacional de los derechos humanos y a ser tratada de conformidad con los 
objetivos y principios de la presente Convención. 

Los Estados Parte garantizarán el acceso de la persona mayor privada de libertad a programas especiales y 
atención integral, incluidos los mecanismos de rehabilitación para su reinserción en la sociedad y, según 
corresponda, promoverán medidas alternativas respecto a la privación de libertad, de acuerdo con sus 
ordenamientos jurídicos internos. 

Artículo 14 

Derecho a la libertad de expresión y de opinión y al acceso a la información 

La persona mayor tiene derecho a la libertad de expresión y opinión y al acceso a la información, en igualdad 
de condiciones con otros sectores de la población y por los medios de su elección. 

Los Estados Parte adoptarán medidas destinadas a garantizar a la persona mayor el ejercicio efectivo de 
dichos derechos. 
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Artículo 15 

Derecho a la nacionalidad y a la libertad de circulación 

La persona mayor tiene derecho a la libertad de circulación, a la libertad para elegir su residencia y a poseer 
una nacionalidad en igualdad de condiciones con los demás sectores de la población, sin discriminación por 
razones de edad. 

Los Estados Parte adoptarán medidas destinadas a garantizar a la persona mayor el ejercicio efectivo de 
dichos derechos. 

Artículo 16 

Derecho a la privacidad y a la intimidad 

La persona mayor tiene derecho a la privacidad y a la intimidad y a no ser objeto de injerencias arbitrarias o 
ilegales en su vida privada, familia, hogar o unidad doméstica, o cualquier ámbito en el que se desenvuelvan, 
así como en su correspondencia o cualquier otro tipo de comunicación. 

La persona mayor tiene derecho a no ser objeto de agresiones contra su dignidad, honor y reputación, y a la 
privacidad en los actos de higiene o en las actividades que desarrolle, independientemente del ámbito en el 
que se desenvuelva. 

Los Estados Parte adoptarán las medidas necesarias para garantizar estos derechos, particularmente a la 
persona mayor que recibe servicios de cuidado a largo plazo. 

Artículo 17 

Derecho a la seguridad social 

Toda persona mayor tiene derecho a la seguridad social que la proteja para llevar una vida digna. 

Los Estados Parte promoverán progresivamente, dentro de los recursos disponibles, que la persona mayor 
reciba un ingreso para una vida digna a través de los sistemas de seguridad social y otros mecanismos 
flexibles de protección social. 

Los Estados Parte buscarán facilitar, mediante convenios institucionales, acuerdos bilaterales u otros 
mecanismos hemisféricos, el reconocimiento de prestaciones, aportes realizados a la seguridad social o 
derechos de pensión de la persona mayor migrante. 

Todo lo dispuesto en este artículo será de conformidad con la legislación nacional. 

Artículo 18 

Derecho al trabajo 

La persona mayor tiene derecho al trabajo digno y decente y a la igualdad de oportunidades y de trato 
respecto de los otros trabajadores, sea cual fuere su edad. 

Los Estados Parte adoptarán medidas para impedir la discriminación laboral de la persona mayor. Queda 
prohibida cualquier distinción que no se base en las exigencias propias de la naturaleza del cargo, de 
conformidad con la legislación nacional y en forma apropiada a las condiciones locales. 

El empleo o la ocupación debe contar con las mismas garantías, beneficios, derechos laborales y sindicales, y 
ser remunerado por el mismo salario aplicable a todos los trabajadores frente a iguales tareas y 
responsabilidades. 

Los Estados Parte adoptarán las medidas legislativas, administrativas o de otra índole para promover el 
empleo formal de la persona mayor y regular las distintas formas de autoempleo y el empleo doméstico, con 
miras a prevenir abusos y garantizar una adecuada cobertura social y el reconocimiento del trabajo no 
remunerado. 

Los Estados Parte promoverán programas y medidas que faciliten una transición gradual a la jubilación, para 
lo cual podrán contar con la participación de las organizaciones representativas de empleadores y 
trabajadores y de otros organismos interesados. 

Los Estados Parte promoverán políticas laborales dirigidas a propiciar que las condiciones, el ambiente de 
trabajo, horarios y la organización de las tareas sean adecuadas a las necesidades y características de la 
persona mayor. 

Los Estados Parte alentarán el diseño de programas para la capacitación y certificación de conocimiento y 
saberes para promover el acceso de la persona mayor a mercados laborales más inclusivos. 
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Artículo 19 

Derecho a la salud 

La persona mayor tiene derecho a su salud física y mental, sin ningún tipo de discriminación. 

Los Estados Parte deberán diseñar e implementar políticas públicas intersectoriales de salud orientadas a una 
atención integral que incluya la promoción de la salud, la prevención y la atención de la enfermedad en todas 
las etapas, y la rehabilitación y los cuidados paliativos de la persona mayor a fin de propiciar el disfrute del 
más alto nivel de bienestar, físico, mental y social. Para hacer efectivo este derecho, los Estados Parte se 
comprometen a tomar las siguientes medidas: 

a) Asegurar la atención preferencial y el acceso universal, equitativo y oportuno en los servicios 
integrales de salud de calidad basados en la atención primaria, y aprovechar la medicina 
tradicional, alternativa y complementaria, de conformidad con la legislación nacional y con los usos 
y costumbres. 

b) Formular, implementar, fortalecer y evaluar políticas públicas, planes y estrategias para fomentar 
un envejecimiento activo y saludable. 

c) Fomentar políticas públicas sobre salud sexual y reproductiva de la persona mayor. 

d) Fomentar, cuando corresponda, la cooperación internacional en cuanto al diseño de políticas 
públicas, planes, estrategias y legislación, y el intercambio de capacidades y recursos para ejecutar 
planes de salud para la persona mayor y su proceso de envejecimiento. 

e) Fortalecer las acciones de prevención a través de las autoridades de salud y la prevención de 
enfermedades, incluyendo la realización de cursos de educación, el conocimiento de las patologías 
y  opinión informada de la persona mayor en el tratamiento de enfermedades crónicas y otros 
problemas de salud. 

f) Garantizar el acceso a beneficios y servicios de salud asequibles y de calidad para la persona 
mayor con enfermedades no transmisibles y transmisibles, incluidas aquellas por transmisión 
sexual. 

g) Fortalecer la implementación de políticas públicas orientadas a mejorar el estado nutricional de la 
persona mayor. 

h) Promover el desarrollo de servicios socio-sanitarios integrados especializados para atender a la 
persona mayor con enfermedades que generan dependencia, incluidas las crónico-degenerativas, 
las demencias y la enfermedad de Alzheimer. 

i) Fortalecer las capacidades de los trabajadores de los servicios de salud, sociales y socio-sanitarios 
integrados y de otros actores, en relación con la atención de la persona mayor, teniendo en 
consideración los principios contenidos en la presente Convención. 

j) Promover y fortalecer la investigación y la formación académica profesional y técnica especializada 
en geriatría, gerontología y cuidados paliativos. 

k) Formular, adecuar e implementar, según la legislación vigente en cada país, políticas referidas a la 
capacitación y aplicación de la medicina tradicional, alternativa y complementaria, en relación con 
la atención integral de la persona mayor. 

l) Promover las medidas necesarias para que los servicios de cuidados paliativos estén disponibles y 
accesibles para la persona mayor, así como para apoyar a sus familias. 

m) Garantizar a la persona mayor la disponibilidad y el acceso a los medicamentos reconocidos como 
esenciales por la Organización Mundial de la Salud, incluyendo los fiscalizados necesarios para los 
cuidados paliativos. 

n) Garantizar a la persona mayor el acceso a la información contenida en sus expedientes personales, 
sean físicos o digitales. 

o) Promover y garantizar progresivamente, y de acuerdo con sus capacidades, el acompañamiento y 
la capacitación a personas que ejerzan tareas de cuidado de la persona mayor, incluyendo 
familiares, con el fin de procurar su salud y bienestar. 
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Artículo 20 

Derecho a la educación 

La persona mayor tiene derecho a la educación en igualdad de condiciones con otros sectores de la población 
y sin discriminación, en las modalidades definidas por cada uno de los Estados Parte, y a participar en los 
programas educativos existentes en todos los niveles, y a compartir sus conocimientos y experiencias con 
todas las generaciones. 

Los Estados Parte garantizarán el ejercicio efectivo del derecho a la educación de la persona mayor y se 
comprometen a: 

a) Facilitar a la persona mayor el acceso a programas educativos y de formación adecuados que 
permitan el acceso, entre otros, a los distintos niveles del ciclo educativo, a programas de 
alfabetización y postalfabetización, formación técnica y profesional, y a la educación permanente 
continua, en especial a los grupos en situación de vulnerabilidad. 

b) Promover el desarrollo de programas, materiales y formatos educativos adecuados y accesibles 
para la persona mayor que atiendan sus necesidades, preferencias, aptitudes, motivaciones e 
identidad cultural. 

c) Adoptar las medidas necesarias para reducir y, progresivamente, eliminar las barreras y las 
dificultades de acceso a los bienes y servicios educativos en el medio rural. 

d) Promover la educación y formación de la persona mayor en el uso de las nuevas tecnologías de la 
información y comunicación (TIC) para minimizar la brecha digital, generacional y geográfica e 
incrementar la integración social y comunitaria. 

e) Diseñar e implementar políticas activas para erradicar el analfabetismo de la persona mayor y, en 
especial, de las mujeres y grupos en situación de vulnerabilidad. 

f) Fomentar y facilitar la participación activa de la persona mayor en actividades educativas, tanto 
formales como no formales. 

Artículo 21 

Derecho a la cultura 

La persona mayor tiene derecho a su identidad cultural, a participar en la vida cultural y artística de la 
comunidad, al disfrute de los beneficios del progreso científico y tecnológico y de otros producto de la 
diversidad cultural, así como a compartir sus conocimientos y experiencias con otras generaciones, en 
cualquiera de los contextos en los que se desarrolle. 

Los Estados Parte reconocerán, garantizarán y protegerán el derecho a la propiedad intelectual de la persona 
mayor, en condiciones de igualdad con los demás sectores de la población y de acuerdo con la legislación 
interna y los instrumentos internacionales adoptados en este ámbito. 

Los Estados Parte promoverán las medidas necesarias para asegurar el acceso preferencial de la persona 
mayor a los bienes y servicios culturales, en formatos y condiciones asequibles. 

Los Estados Parte fomentarán programas culturales para que la persona mayor pueda desarrollar y utilizar su 
potencial creativo, artístico e intelectual, para su beneficio y para el enriquecimiento de la sociedad como 
agente transmisor de valores, conocimientos y cultura. 

Los Estados Parte impulsarán la participación de las organizaciones de personas mayores en la planificación, 
realización y divulgación de proyectos educativos y culturales. 

Los Estados Parte incentivarán, mediante acciones de reconocimiento y estímulo, los aportes de la persona 
mayor a las diferentes expresiones artísticas y culturales. 

Artículo 22 

Derecho a la recreación, al esparcimiento y al deporte 

La persona mayor tiene derecho a la recreación, la actividad física, el esparcimiento y el deporte. 

Los Estados Parte promoverán el desarrollo de servicios y programas de recreación, incluido el turismo, así 
como actividades de esparcimiento y deportivas que tengan en cuenta los intereses y las necesidades de la 
persona mayor, en particular de aquella que recibe servicios de cuidado a largo plazo, con el objeto de 
mejorar su salud y calidad de vida en todas sus dimensiones y promover su autorrealización, independencia, 
autonomía e inclusión en la comunidad. 

La persona mayor podrá participar en el establecimiento, gestión y evaluación de dichos servicios, programas 
o actividades. 
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Artículo 23 

Derecho a la propiedad 

Toda persona mayor tiene derecho al uso y goce de sus bienes y a no ser privada de estos por motivos de 
edad. La ley puede subordinar tal uso y goce al interés social. 

Ninguna persona mayor puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de indemnización justa, 
por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos y según las formas establecidas por la ley. 

Los Estados Parte adoptarán todas las medidas necesarias para garantizarle a la persona mayor el ejercicio 
del derecho a la propiedad, incluida la libre disposición de sus bienes, y para prevenir el abuso y la 
enajenación ilegal de su propiedad. 

Los Estados Parte se comprometen a adoptar medidas para eliminar toda práctica administrativa o financiera 
que discrimine a la persona mayor, principalmente a las mujeres mayores y a los grupos en situación de 
vulnerabilidad respecto del ejercicio de su derecho a la propiedad. 

Artículo 24 

Derecho a la vivienda 

La persona mayor tiene derecho a una vivienda digna y adecuada, y a vivir en entornos seguros, saludables, 
accesibles y adaptables a sus preferencias y necesidades. 

Los Estados Parte deberán adoptar las medidas pertinentes para promover el pleno goce de este derecho y 
facilitar que la persona mayor tenga acceso a servicios socio-sanitarios integrados y servicios de cuidados 
domiciliarios que le permitan residir en su propio domicilio conforme a su voluntad. 

Los Estados Parte deberán garantizar el derecho de la persona mayor a una vivienda digna y adecuada y 
adoptarán políticas de promoción del derecho a la vivienda y el acceso a la tierra reconociendo las 
necesidades de la persona mayor y la prioridad en la asignación a aquella que se encuentre en situación de 
vulnerabilidad. Asimismo, los Estados Parte fomentarán progresivamente el acceso al crédito de vivienda u 
otras formas de financiamiento sin discriminación, promoviendo, entre otros, la colaboración con el sector 
privado, la sociedad civil y otros actores sociales. Las políticas deberán tener especialmente en cuenta: 

a) La necesidad de construir o adaptar progresivamente soluciones habitacionales con el fin de que 
estas sean arquitectónicamente adecuadas y accesibles a los adultos mayores con discapacidad y 
con impedimentos relacionados con su movilidad. 

b) Las necesidades específicas de la persona mayor, particularmente aquellas que viven solas, a 
través de subsidios para el alquiler, apoyo a las renovaciones de la vivienda y otras medidas 
pertinentes, según la capacidad de los Estados Parte. 

Los Estados Parte promoverán el establecimiento de procedimientos expeditos de reclamación y justicia en 
caso de desalojos de personas mayores y adoptarán las medidas necesarias para protegerlas contra los 
desalojos forzosos ilegales. 

Los Estados Parte deberán promover programas para la prevención de accidentes en el entorno y el hogar de 
la persona mayor. 

Artículo 25 

Derecho a un medio ambiente sano 

La persona mayor tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a contar con servicios públicos básicos, 
a tal fin los Estados Parte adoptarán las medidas pertinentes para salvaguardar y promover el ejercicio de 
este derecho, entre ellas: 

a) Fomentar el desarrollo pleno de la persona mayor en armonía con la naturaleza. 

b) Garantizar el acceso de la persona mayor en condiciones de igualdad a servicios públicos básicos 
de agua potable y saneamiento, entre otros. 

Artículo 26 

Derecho a la accesibilidad y a la movilidad personal 

La persona mayor tiene derecho a la accesibilidad al entorno físico, social, económico y cultural, y a su 
movilidad personal. 

A fin de garantizar la accesibilidad y la movilidad personal de la persona mayor para que pueda vivir en forma 
independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la vida, los Estados Parte adoptarán de 
manera progresiva medidas pertinentes para asegurar el acceso de la persona mayor, en igualdad de 
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condiciones con las demás, al entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, incluidos los 
sistemas y las tecnologías de la información y las comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos 
al público o de uso público, tanto en zonas urbanas como rurales. Estas medidas, que incluirán la 
identificación y eliminación de obstáculos y barreras de acceso, se aplicarán, entre otras cosas, a: 

a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras instalaciones exteriores e interiores como 
centros educativos, viviendas, instalaciones médicas y lugares de trabajo. 

b) Los servicios de información, comunicaciones y de otro tipo, incluidos los servicios electrónicos y 
de emergencia. 

Los Estados Parte también adoptarán las medidas pertinentes para: 

a) Desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación de normas mínimas y directrices sobre la 
accesibilidad de las instalaciones y los servicios abiertos al público o de uso público. 

b) Asegurar que las entidades públicas y privadas que proporcionan instalaciones y servicios abiertos 
al público o de uso público tengan en cuenta todos los aspectos de su accesibilidad para la persona 
mayor. 

c) Ofrecer formación a todas las personas involucradas en los problemas de accesibilidad que 
enfrenta la persona mayor. 

d) Promover otras formas adecuadas de asistencia y apoyo a la persona mayor para asegurar su 
acceso a la información. 

e) Promover el acceso de la persona mayor a los nuevos sistemas y tecnologías de la información y 
las comunicaciones, incluida Internet y que estas sean accesibles al menor costo posible. 

f) Propiciar el acceso a tarifas preferenciales o gratuitas de los servicios de transporte público o de 
uso público a la persona mayor. 

g) Promover iniciativas en los servicios de transporte público o de uso público para que haya asientos 
reservados para la persona mayor, los cuales deberán ser identificados con la señalización 
correspondiente. 

h) Dotar a los edificios y otras instalaciones abiertas al público de señalización en formatos de fácil 
lectura, comprensión y adecuados para la persona mayor. 

Artículo 27 

Derechos políticos 

La persona mayor tiene derecho a la participación en la vida política y pública en igualdad de condiciones con 
los demás y a no ser discriminados por motivo de edad. 

La persona mayor tiene derecho a votar libremente y ser elegido, debiendo el Estado facilitar las condiciones y 
los medios para ejercer esos derechos. 

Los Estados Parte garantizarán a la persona mayor una participación plena y efectiva en su derecho a voto y 
adoptarán las siguientes medidas pertinentes para: 

a) Garantizar que los procedimientos, instalaciones y materiales electorales sean adecuados, 
accesibles y fáciles de entender y utilizar. 

b) Proteger el derecho de la persona mayor a emitir su voto en secreto en elecciones y referendos 
públicos, sin intimidación. 

c) Garantizar la libre expresión de la voluntad de la persona mayor como elector y a este fin, cuando 
sea necesario y con su consentimiento, permitir que una persona de su elección le preste 
asistencia para votar. 

d) Crear y fortalecer mecanismos de participación ciudadana con el objeto de incorporar en los 
procesos de toma de decisión en todos los niveles de Gobierno las opiniones, aportes y demandas 
de la persona mayor y de sus agrupaciones y asociaciones. 

Artículo 28 

Derecho de reunión y de asociación 

La persona mayor tiene derecho a reunirse pacíficamente y a formar libremente sus propias agrupaciones o 
asociaciones, de conformidad con el derecho internacional de los derechos humanos. 
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A tal fin los Estados Parte se comprometen a: 

a) Facilitar la creación y el reconocimiento legal de dichas agrupaciones o asociaciones, respetando 
su libertad de iniciativa y prestándoles apoyo para su formación y desempeño de acuerdo con la 
capacidad de los Estados Parte. 

b) Fortalecer las asociaciones de personas mayores y el desarrollo de liderazgos positivos que 
faciliten el logro de sus objetivos y la difusión de los derechos enunciados en la presente 
Convención. 

Artículo 29 

Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias 

Los Estados Parte tomarán todas las medidas específicas que sean necesarias para garantizar la integridad y 
los derechos de la persona mayor en situaciones de riesgo, incluidas situaciones de conflicto armado, 
emergencias humanitarias y desastres, de conformidad con las normas de derecho internacional, en particular 
del derecho internacional de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario. 

Los Estados Parte adoptarán medidas de atención específicas a las necesidades de la persona mayor en la 
preparación, prevención, reconstrucción y recuperación en situaciones de emergencias, desastres o 
conflictos. 

Los Estados Parte propiciarán que la persona mayor interesada participe en los protocolos de protección civil 
en caso de desastres naturales. 

Artículo 30 

Igual reconocimiento como persona ante la ley 

Los Estados Parte reafirman que la persona mayor tiene derecho al reconocimiento de su personalidad 
jurídica. 

Los Estados Parte reconocerán que la persona mayor tiene capacidad jurídica en igualdad de condiciones con 
las demás en todos los aspectos de la vida. 

Los Estados Parte adoptarán las medidas pertinentes para proporcionar acceso a la persona mayor al apoyo 
que puedan necesitar en el ejercicio de su capacidad jurídica. 

Los Estados Parte asegurarán que en todas las medidas relativas al ejercicio de la capacidad jurídica se 
proporcionen salvaguardias adecuadas y efectivas para impedir los abusos de conformidad con el derecho 
internacional en materia de derechos humanos. Esas salvaguardias asegurarán que las medidas relativas al 
ejercicio de la capacidad jurídica respeten los derechos, la voluntad y las preferencias de la persona mayor, 
que no haya conflicto de intereses ni influencia indebida, que sean proporcionales y adaptadas a las 
circunstancias de la persona mayor, que se apliquen en el plazo más corto posible y que estén sujetas a 
exámenes periódicos por parte de una autoridad o un órgano judicial competente, independiente e imparcial. 
Las salvaguardias serán proporcionales al grado en que dichas medidas afecten a los derechos e intereses de 
la persona mayor. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, los Estados Parte tomarán todas las medidas que sean 
pertinentes y efectivas para garantizar el derecho de la persona mayor, en igualdad de condiciones con las 
demás, a ser propietaria y heredar bienes, controlar sus propios asuntos económicos y tener acceso en 
igualdad de condiciones a préstamos bancarios, hipotecas y otras modalidades de crédito financiero, y velarán 
por que la persona mayor no sea privada de sus bienes de manera arbitraria. 

Articulo 31 

Acceso a la justicia 

La persona mayor tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un 
juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la 
sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y 
obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 

Los Estados Parte se comprometen a asegurar que la persona mayor tenga acceso efectivo a la justicia en 
igualdad de condiciones con las demás, incluso mediante la adopción de ajustes de procedimiento en todos 
los procesos judiciales y administrativos en cualquiera de sus etapas. 

Los Estados Parte se comprometen a garantizar la debida diligencia y el tratamiento preferencial a la persona 
mayor para la tramitación, resolución y ejecución de las decisiones en procesos administrativos y judiciales. 

La actuación judicial deberá ser particularmente expedita en casos en que se encuentre en riesgo la salud o la 
vida de la persona mayor. 
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Asimismo, los Estados Parte desarrollarán y fortalecerán políticas públicas y programas dirigidos a promover: 

a) Mecanismos alternativos de solución de controversias. 

b) Capacitación del personal relacionado con la administración de justicia, incluido el personal policial 
y penitenciario, sobre la protección de los derechos de la persona mayor. 

CAPÍTULO V 

TOMA DE CONCIENCIA 

Artículo 32 

Los Estados Parte acuerdan: 

a) Adoptar medidas para lograr la divulgación y capacitación progresiva de toda la sociedad sobre la 
presente Convención. 

b) Fomentar una actitud positiva hacia la vejez y un trato digno, respetuoso y considerado hacia la 
persona mayor y, sobre la base de una cultura de paz, impulsar acciones de divulgación, 
promoción de los derechos y empoderamiento de la persona mayor, así como evitar el lenguaje e 
imágenes estereotipadas sobre la vejez. 

c) Desarrollar programas para sensibilizar a la población sobre el proceso de envejecimiento y sobre 
la persona mayor, fomentando la participación de ésta y de sus organizaciones en el diseño y 
formulación de dichos programas. 

d) Promover la inclusión de contenidos que propicien la compresión y aceptación de la etapa del 
envejecimiento en los planes y programas de estudios de los diferentes niveles educativos, así 
como en las agendas académicas y de investigación. 

e) Promover el reconocimiento de la experiencia, la sabiduría, la productividad y la contribución al 
desarrollo que la persona mayor brinda a la sociedad en su conjunto. 

CAPÍTULO VI 

MECANISMO DE SEGUIMIENTO DE LA CONVENCIÓN  MEDIOS DE PROTECCIÓN 

Artículo 33 

Mecanismo de Seguimiento 

Con el fin de dar seguimiento a los compromisos adquiridos y promover la efectiva implementación de la 
presente Convención se establece un mecanismo de seguimiento integrado por una Conferencia de Estados 
Parte y un Comité de Expertos. 

El Mecanismo de Seguimiento quedará constituido cuando se haya recibido el décimo instrumento de 
ratificación o adhesión. 

Las funciones de la secretaría del Mecanismo de Seguimiento serán ejercidas por la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos. 

Artículo 34 

Conferencia de Estados Parte 

La Conferencia de Estados Parte es el órgano principal del Mecanismo de Seguimiento, está integrada por los 
Estados Parte en la Convención y tiene, entre otras, las siguientes funciones: 

a) Dar seguimiento al avance de los Estados Parte en el cumplimiento de los compromisos emanados 
de la presente Convención. 

b) Elaborar su reglamento y aprobarlo por mayoría absoluta. 

c) Dar seguimiento a las actividades desarrolladas por el Comité de Expertos y formular 
recomendaciones con el objetivo de mejorar el funcionamiento, las reglas y procedimientos de 
dicho Comité. 

d) Recibir, analizar y evaluar las recomendaciones del Comité de Expertos y formular las 
observaciones pertinentes. 

e) Promover el intercambio de experiencias, buenas prácticas y la cooperación técnica entre los 
Estados Parte con miras a garantizar la efectiva implementación de la presente Convención. 

f) Resolver cualquier asunto relacionado con el funcionamiento del Mecanismo de Seguimiento. 
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El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos convocará la primera reunión de la 
Conferencia de Estados Parte dentro de los noventa días de haberse constituido el Mecanismo de 
Seguimiento. La primera reunión de la Conferencia será celebrada en la sede de la Organización, a menos 
que un Estado Parte ofrezca la sede, para aprobar su reglamento y metodología de trabajo, así como para 
elegir a sus autoridades. Dicha reunión será presidida por un representante del Estado que deposite el primer 
instrumento de ratificación o adhesión de la presente Convención. 

Las reuniones ulteriores serán convocadas por el Secretario General de la Organización de los Estados 
Americanos a solicitud de cualquier Estado Parte, con la aprobación de dos tercios de los mismos. En ellas 
podrán participar como observadores los demás Estados Miembros de la Organización. 

Articulo 35 

Comité de Expertos 

El Comité estará integrado por expertos designados por cada uno de los Estados Parte en la Convención. El 
quórum para sesionar será establecido en su reglamento. 

El Comité de Expertos tiene las siguientes funciones: 

a) Colaborar en el seguimiento al avance de los Estados Parte en la implementación de la presente 
Convención, siendo responsable del análisis técnico de los informes periódicos presentados por los 
Estados Parte. A tales efectos, los Estados Parte se comprometen a presentar un informe al 
Comité de Expertos con relación al cumplimiento de las obligaciones contenidas en la presente 
Convención, dentro del año siguiente de haberse realizado la primera reunión. De allí en adelante, 
los Estados Parte presentarán informes cada cuatro años. 

b) Presentar recomendaciones para el cumplimiento progresivo de la Convención sobre la base de los 
informes presentados por los Estados Parte de conformidad con el tema objeto de análisis. 

c) Elaborar y aprobar su propio reglamento en el marco de las funciones establecidas en el presente 
artículo. 

El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos convocará la primera reunión del Comité 
de Expertos dentro de los noventa días de haberse constituido el Mecanismo de Seguimiento. La primera 
reunión del Comité de Expertos será celebrada en la sede de la Organización, a menos que un Estado Parte 
ofrezca la sede, para aprobar su reglamento y metodología de trabajo, así como para elegir a sus autoridades. 
Dicha reunión será presidida por un representante del Estado que deposite el primer instrumento de 
ratificación o adhesión de la presente Convención. 

El Comité de Expertos tendrá su sede en la Organización de los Estados Americanos. 

Artículo 36 

Sistema de peticiones individuales 

Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida en uno o más 
Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos, puede presentar a la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos peticiones que contengan denuncias o quejas de violación de alguno 
de los artículos de la presente Convención por un Estado Parte. 

Para el desarrollo de lo previsto en el presente artículo se tendrá en cuenta la naturaleza progresiva de la 
vigencia de los derechos económicos, sociales y culturales objeto de protección por la presente Convención. 

Asimismo, todo Estado Parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación o de 
adhesión a la presente Convención, o en cualquier momento posterior, declarar que reconoce la competencia 
de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para recibir y  examinar las comunicaciones en que un 
Estado Parte alegue que otro Estado Parte ha incurrido en violaciones de los derechos humanos establecidos 
en la presente Convención. En dicho caso, se aplicarán todas las normas de procedimiento pertinentes 
contenidas en la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

Los Estados Parte podrán formular consultas a la Comisión en cuestiones relacionadas con la efectiva 
aplicación de la presente Convención. Asimismo, podrán solicitar a la Comisión asesoramiento y cooperación 
técnica para asegurar la aplicación efectiva de cualquiera de las disposiciones de la presente Convención. La 
Comisión, dentro de sus posibilidades, les brindará asesoramiento y asistencia cuando le sean solicitados. 

Todo Estado Parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación o de adhesión a la 
presente Convención, o en cualquier momento posterior, declarar que reconoce como obligatoria y de pleno 
derecho y sin acuerdo especial la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre todos 
los casos relativos a la interpretación o aplicación de la presente Convención. En dicho caso, se aplicarán 
todas las normas de procedimiento pertinentes contenidas en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. 
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CAPÍTULO VII 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 37 

Firma, ratificación, adhesión y entrada en vigor 

La presente Convención está abierta a la firma, ratificación y adhesión por parte de todos los Estados 
Miembros de la Organización de los Estados Americanos. Después de que entre en vigor, todos los Estados 
Miembros de la Organización que no la hayan firmado estarán en posibilidad de adherirse a la Convención. 

Esta Convención está sujeta a ratificación por parte de los Estados signatarios de acuerdo con sus 
respectivos procedimientos constitucionales. Los instrumentos de ratificación o adhesión se depositarán en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 

La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que se haya depositado el 
segundo instrumento de ratificación o adhesión en la Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos. 

Para cada Estado que ratifique o se adhiera a la presente Convención después de que haya sido depositado 
el segundo instrumento de ratificación o adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la 
fecha en que tal Estado haya depositado el instrumento correspondiente. 

Artículo 38 

Reservas 

Los Estados Parte podrán formular reservas a la Convención en el momento de su firma, ratificación o 
adhesión, siempre que no sean incompatibles con el objeto y fin de la Convención y versen sobre una o más 
de sus disposiciones específicas. 

Artículo 39 

Denuncia 

La Convención permanecerá en vigor indefinidamente, pero cualquiera de los Estados Parte podrá 
denunciarla mediante notificación escrita dirigida al Secretario General de la Organización de los Estados 
Americanos. Transcurrido un año contado a partir de la fecha de depósito del instrumento de denuncia, la 
Convención cesará en sus efectos para dicho Estado, permaneciendo en vigor para los demás Estados Parte. 
La denuncia no eximirá al Estado Parte de las obligaciones impuestas por la presente Convención con 
respecto a toda acción u omisión ocurrida antes de la fecha en que la denuncia haya entrado en vigor. 

Artículo 40 

Depósito 

El instrumento original de la Convención, cuyos textos en español, francés, inglés y portugués son igualmente 
auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, la que 
enviará copia certificada de su texto para su registro y publicación a la Secretaría de las Naciones Unidas, de 
conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas. 

Artículo 41 

Enmiendas 

Cualquier Estado Parte puede someter a la Conferencia de Estados Parte propuestas de enmiendas a esta 
Convención. 

Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la fecha en que dos tercios 
de los Estados Parte hayan depositado el respectivo instrumento de ratificación. En cuanto al resto de los 
Estados Parte, entrarán en vigor en la fecha en que depositen sus respectivos instrumentos de ratificación. 

La presente es copia fiel y completa en español de la Convención Interamericana sobre la Protección de 
los Derechos Humanos de las Personas Mayores, adoptada en Washington D.C., Estados Unidos de América, 
el quince de junio de dos mil quince. 

Extiendo la presente, en veinte páginas útiles, en la Ciudad de México, el veintinueve de marzo de dos mil 
veintitrés, a fin de incorporarla al Decreto de Promulgación respectivo.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE SEGURIDAD Y PROTECCION CIUDADANA 
CONVENIO de Coordinación que, en el marco del Sistema Nacional de Seguridad Pública, celebran el 
Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública y el Estado de Querétaro, relativo al Fondo de 
Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal (FASP) 2023. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SEGURIDAD.- Secretaría 
de Seguridad y Protección Ciudadana.- Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN QUE EN EL MARCO DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, 

CELEBRAN POR UNA PARTE EL PODER EJECUTIVO FEDERAL, POR CONDUCTO DEL SECRETARIADO EJECUTIVO 

DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, EN LO SUCESIVO “EL SECRETARIADO”, REPRESENTADO POR 

SU TITULAR, LA C. CLARA LUZ FLORES CARRALES, Y POR LA OTRA, EL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO DE 

QUERÉTARO EN LO SUCESIVO “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, REPRESENTADA POR SU GOBERNADOR,  EL C. 

MAURICIO KURI GONZÁLEZ, ASISTIDO POR LA SECRETARIA DE GOBIERNO DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO 

DE QUERÉTARO, LA C. MARÍA GUADALUPE MURGUÍA GUTIÉRREZ; CON LA PARTICIPACIÓN DEL SECRETARIO DE 

FINANZAS DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO DE QUERÉTARO, EL C. GUSTAVO ARTURO LEAL MAYA; EL 

FISCAL GENERAL DEL ESTADO DE QUERÉTARO, EL C. ALEJANDRO ECHEVERRÍA CORNEJO; EL SECRETARIO DE 

SEGURIDAD CIUDADANA DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO DE QUERÉTARO Y SECRETARIO EJECUTIVO DEL 

CONSEJO ESTATAL DE SEGURIDAD, EL C. IOVÁN ELÍAS PÉREZ HERNÁNDEZ; LA DIRECTORA GENERAL DEL 

CENTRO DE EVALUACIÓN Y CONTROL DE CONFIANZA DEL ESTADO DE QUERÉTARO, LA C. ANA MA. ESTELA 

FERNÁNDEZ VILLAGÓMEZ; EL COMISIONADO ESTATAL DEL SISTEMA PENITENCIARIO DE QUERÉTARO, EL C. 

GUSTAVO LÓPEZ ACOSTA; EL DIRECTOR GENERAL DEL CENTRO DE INFORMACIÓN Y ANÁLISIS PARA LA 

SEGURIDAD DE QUERÉTARO, EL C. ALFREDO TREJO DIEZ MARTÍNEZ; Y LA DIRECTORA GENERAL DEL CENTRO 

DE PREVENCIÓN SOCIAL DEL DELITO Y LA VIOLENCIA EN EL ESTADO DE QUERÉTARO, LA C. SONIA ANGÉLICA 

COLÍN ABOYTES; A QUIENES CONJUNTAMENTE SE LES DENOMINARÁ “LAS PARTES” DE CONFORMIDAD CON 

LAS DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

DECLARACIONES 

I. DECLARA “EL SECRETARIADO”, A TRAVÉS DE SU REPRESENTANTE QUE: 

I.1 Es un Órgano Administrativo Desconcentrado de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, 
operativo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, con autonomía técnica de gestión y 
presupuestal, de conformidad con los artículos 17 de la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, en lo subsecuente “Ley General”; 3, inciso C, fracción VII, 45 y 65 del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana; y 1 del Reglamento del Secretariado 
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, concatenado con los artículos Octavo, Décimo 
Tercero y Décimo Cuarto transitorios del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 
diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 30 de noviembre de 2018. 

I.2 De conformidad con los artículos 17, párrafo segundo de la “Ley General”; 30 Bis, fracción XXIII de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y 5 del Reglamento del Secretariado Ejecutivo del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, su Titular fue designada como Secretaria Ejecutiva del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública por el C. Presidente de la República en su carácter de 
Presidente del Consejo Nacional de Seguridad Pública, el 21 de junio de 2022. 

I.3 Se encuentra facultada para suscribir el presente Convenio, en términos de lo dispuesto por los 
artículos 18, fracciones VII y XXV de la “Ley General”, 5 y 8, fracción XII del Reglamento del 
Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

I.4 Para todos los efectos legales, señala como domicilio el ubicado en Avenida de las Torres número 
855, Colonia Belén de las Flores, Alcaldía Álvaro Obregón, Ciudad de México, Código Postal 01110. 

II. DECLARA “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, A TRAVÉS DE SU REPRESENTANTE QUE: 

II.1 Es una entidad en todo lo concerniente a su régimen interior, que forma parte integrante de la 
Federación denominada Estados Unidos Mexicanos, y tiene la calidad de persona moral oficial, 
facultada para ejercer todos los derechos que sean necesarios para realizar el objeto de su 
institución, de conformidad con los artículos 40, 42, fracción I, 43 y 115 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; así como 1 y 7 de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Querétaro, y demás normativa aplicable. 
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II.2 El C. Mauricio Kuri González asumió el cargo de Gobernador del Estado de Querétaro, a partir del 01 
de octubre de 2021; por lo que cuenta con facultades para celebrar el presente Convenio, en 
términos de los artículos 39, Apartado B, fracciones I y II y 142 de la “Ley General”; 20 y 22, fracción 
IX de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Querétaro; 2, 3, 5 y 6 de la Ley 
Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Querétaro; 1, 4 fracción I y 13, fracción I, de la Ley de 
Seguridad para el Estado de Querétaro, y demás disposiciones aplicables. 

II.3 La C. María Guadalupe Murguía Gutiérrez,  Secretaria de Gobierno del Poder Ejecutivo del Estado 
de Querétaro, acredita su personalidad con el nombramiento expedido por el Gobernador del Estado 
de Querétaro, de fecha 01 de octubre de 2021, y asiste en la firma del presente instrumento jurídico, 
de conformidad en lo dispuesto por los artículos 19, fracción I y 21 de la Ley Orgánica del Poder 
Ejecutivo del Estado de Querétaro. 

II.4 El C. Gustavo Arturo Leal Maya, Secretario de Finanzas del Poder Ejecutivo del Estado de 
Querétaro, acredita su personalidad con el nombramiento expedido por el Gobernador del Estado de 
Querétaro, de fecha 01 de octubre de 2021, y participa en la firma del presente instrumento jurídico, 
de conformidad en lo dispuesto por los artículos 19, fracción II y 22, fracción XXVI de la Ley Orgánica 
del Poder Ejecutivo del Estado de Querétaro, así como el artículo 5 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Finanzas del Poder Ejecutivo del Estado de Querétaro. 

II.5 El C. Alejandro Echeverría Cornejo, Fiscal General del Estado de Querétaro, acredita su 
personalidad con el nombramiento emitido por la Quincuagésima Octava Legislatura del Estado de 
Querétaro, de fecha 25 de mayo de 2016, y participa en la firma del presente instrumento jurídico, de 
conformidad en lo dispuesto por los artículos 30 bis de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Querétaro y 13, fracciones I, III y XIII de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del 
Estado de Querétaro. 

II.6 El C. Iován Elías Pérez Hernández, Secretario de Seguridad Ciudadana del Poder Ejecutivo del 
Estado de Querétaro y Secretario Ejecutivo del Consejo Estatal de Seguridad, acredita su 
personalidad con el nombramiento expedido por el Gobernador del Estado de Querétaro, de fecha 03 
abril de 2022, y participa en la firma del presente instrumento jurídico, de conformidad en lo dispuesto 
por los artículos 19, fracción XIII y 33, fracción XVI de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado 
de Querétaro; 17, fracción II y 79 de la Ley de Seguridad para el Estado de Querétaro; 12, fracciones 
I, XI y XII de la Ley de la Secretaría de Seguridad Ciudadana del Estado de Querétaro. 

II.7 La C. Ana Ma. Estela Fernández Villagómez, Directora General del Centro de Evaluación y Control 
de Confianza del Estado de Querétaro, acredita su personalidad con el nombramiento expedido por 
el Gobernador del Estado de Querétaro, de fecha 03 julio de 2018, y participa en la firma del 
presente instrumento jurídico, de conformidad en lo dispuesto por los artículos 16 fracciones I, III y 
XXXIX de la Ley que crea el Centro de Evaluación y Control de Confianza del Estado de Querétaro, 
en relación con el 23, fracción I de la Ley de la Administración Pública Paraestatal del Estado  de 
Querétaro. 

II.8 El C. Gustavo López Acosta, Comisionado Estatal del Sistema Penitenciario de Querétaro, acredita 
su personalidad con el nombramiento expedido por el Gobernador del Estado de Querétaro, de fecha 
01 octubre de 2021, y participa en la firma del presente instrumento jurídico, de conformidad en lo 
dispuesto por los artículos 1, 3, 15 fracciones I, II y IV de la Ley que crea la Comisión Estatal del 
Sistema Penitenciario de Querétaro. 

II.9 El C. Alfredo Trejo Diez Martínez, Director General del Centro de Información y Análisis para la 
Seguridad de Querétaro, acredita su personalidad con el nombramiento expedido por el Gobernador 
del Estado de Querétaro, de fecha 02 de enero de 2023, y participa en la firma del presente 
instrumento jurídico, de conformidad en lo dispuesto por los artículos 16, fracción XXVIII de la Ley 
que Crea el Centro de información y Análisis para la Seguridad de Querétaro. 

II.10 La C. Sonia Angélica Colín Aboytes, Directora General del Centro de Prevención Social del Delito y 
Violencia el Estado de Querétaro, acredita su personalidad con el nombramiento expedido por el 
Gobernador del Estado de Querétaro, de fecha 11 julio de 2022, y participa en la firma del presente 
instrumento jurídico, de conformidad en lo dispuesto por los artículos 25, de la Ley de Seguridad para 
el Estado de Querétaro, 18 y 20, fracciones XII y XIII de la Ley del Centro de Prevención Social del 
Delito y la Violencia en el Estado de Querétaro. 
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II.11 Cuenta con la disponibilidad presupuestaria para hacer frente a los compromisos materia del 
presente Convenio y su Anexo Técnico. 

II.12 Para todos los efectos legales relacionados con el presente Convenio, señala como su domicilio  el 
ubicado en calle 5 de Mayo, esquina con Luis Pasteur, sin número, Centro Histórico, código postal 
76000, en la Ciudad de Santiago de Querétaro, Querétaro. 

III. DECLARAN “LAS PARTES”, A TRAVÉS DE SUS REPRESENTANTES QUE: 

III.1 Se reconocen mutuamente la personalidad que ostentan. 

III.2 Celebran el presente Convenio de acuerdo con el marco jurídico aplicable, al tenor de las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. 

El presente Convenio tiene por objeto coordinar acciones entre “LAS PARTES” para que a través de los 
recursos del Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal (FASP) 
previsto en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023 y los que aporte  “LA 
ENTIDAD FEDERATIVA”, la misma esté en condiciones de atender las políticas, estrategias y prioridades 
orientadas al cumplimiento de los Ejes Estratégicos, los Programas y Subprogramas con Prioridad Nacional 
vigentes y demás acuerdos aprobados por el Consejo Nacional de Seguridad Pública, con base en lo 
preceptuado por el párrafo décimo del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y los artículos 44 y 45 de la Ley de Coordinación Fiscal y demás normativa aplicable. 

SEGUNDA. MONTOS Y DESTINOS DE GASTO DEL “FASP”. 

De conformidad con el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023 y los 
Criterios de Distribución del Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito 
Federal (FASP) para el ejercicio fiscal 2023 y los resultados de su aplicación, publicados en el Diario Oficial de 
la Federación el 23 de diciembre de 2022, “LA ENTIDAD FEDERATIVA” recibirá la cantidad de 
$227,045,742.00 (Doscientos veintisiete millones cuarenta y cinco mil setecientos cuarenta y dos pesos 
00/100 M.N.) de los recursos del “FASP”. 

A efecto de complementar los recursos necesarios para la realización del objeto del presente Convenio, 
“LA ENTIDAD FEDERATIVA” se obliga a aportar de sus recursos presupuestarios la cantidad de 
$56,761,436.00 (Cincuenta y seis millones setecientos sesenta y un mil cuatrocientos treinta y seis pesos 
00/100 M.N.), que representa más del 25% (veinticinco) por ciento del total de los recursos  federales 
otorgados. 

El Financiamiento Conjunto pactado en el presente Convenio, integrado por las aportaciones federal y 
estatal, suman en conjunto la cantidad de $283,807,178.00 (Doscientos ochenta y tres millones ochocientos 
siete mil ciento setenta y ocho pesos 00/100 M.N.). 

Las acciones prioritarias, metas y conceptos convenidos de los Programas con Prioridad Nacional y 
Subprogramas, se establecerán en un Anexo Técnico, el cual una vez firmado por las y los Titulares de las 
Unidades Administrativas competentes de “EL SECRETARIADO”, y el Secretario Ejecutivo del Consejo 
Estatal de Seguridad de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, formará parte integrante del presente Convenio. 

En cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 7, fracción II y 8 de la “Ley General” y 45 de la Ley de 
Coordinación Fiscal, “LA ENTIDAD FEDERATIVA” destinará recursos del Financiamiento Conjunto, para 
realizar acciones específicas en materia de seguimiento y evaluación respecto de las acciones, metas, 
conceptos y recursos asociados de los Programas con Prioridad Nacional, instrumentados en el marco de 
este Convenio, en los términos establecidos en el Anexo Técnico y observando los Lineamientos Generales 
de Evaluación que emita “EL SECRETARIADO”. 

“LA ENTIDAD FEDERATIVA” deberá ejercer los recursos del “FASP” observando los criterios de 
eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez que aseguren las mejores condiciones disponibles en 
cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes, previstos en el 
artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; las disposiciones para el ejercicio, 
control, vigilancia, información, evaluación y fiscalización previstas en la “Ley General”; los fines y objetivos 
previstos en los artículos 45 y 49 de la Ley de Coordinación Fiscal; el principio de anualidad previsto en el 
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artículo 6 del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023; los criterios generales 
que rigen la contabilidad gubernamental y la emisión de información financiera de los entes públicos previstos 
en la Ley General de Contabilidad Gubernamental; los criterios generales de responsabilidad hacendaria  y 
financiera que rigen a las Entidades Federativas, así como a sus respectivos Entes Públicos, previstos en la 
Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios; los principios para la 
programación, presupuestación, ejercicio, control y evaluación aplicables a los recursos federales, previstos 
en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y su Reglamento; las disposiciones en 
materia de contratación y adquisición de bienes, servicios e infraestructura, así como para la administración  y 
ejercicio, previstas en las leyes locales en lo que no se contrapongan a la legislación federal; los Acuerdos del 
Consejo Nacional de Seguridad Pública y demás disposiciones aplicables a los recursos del “FASP”. 

Con el objeto de llevar a cabo la administración de los recursos del “FASP” con eficiencia, eficacia, 
economía, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que están destinados, el 
“SECRETARIADO”, señalará a la “ENTIDAD FEDERATIVA” los bienes y servicios que podrán adquirirse de 
manera consolidada. 

Para tal efecto “LA ENTIDAD FEDERATIVA” establecerá dentro del Anexo Técnico los conceptos que 
habrán de formar parte de la consolidación, en caso de aplicar, conforme al procedimiento que emita el 
“SECRETARIADO”, siempre que se aseguren al Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto a 
precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las leyes locales en lo que no se 
contrapongan a la legislación federal y demás normativa aplicable; para lo cual el Gobierno de “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA” deberá proporcionar toda la información que se requiera. 

TERCERA. COMPROMISOS DE “LA ENTIDAD FEDERATIVA”. 

I. Cumplir con lo señalado en el artículo 6 fracción IX del Presupuesto de Egresos de la Federación 
para el Ejercicio Fiscal 2023, la normativa en materia presupuestaria; la “Ley General”; la Ley de 
Coordinación Fiscal; los Criterios Generales para la Administración y Ejercicio de los Recursos del 
Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal (FASP) para 
el ejercicio fiscal 2023 y demás disposiciones aplicables. 

II. Establecer dos cuentas bancarias productivas específicas, una para la administración de los recursos 
federales del “FASP” con los rendimientos que generen y otra para la aportación de “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA”, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69 de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental, para efectos de su fiscalización, los cuales no podrán ser transferidos a otras 
cuentas que no permitan identificar su aplicación, destino y rendimientos. 

III. Registrar los recursos que por el “FASP” reciba en su respectivo presupuesto, debiendo distinguirse 
de los recursos aportados por “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, e informar para efectos de la cuenta 
pública local, así como presentar los demás informes previstos en la legislación local y federal. 

IV. Aplicar los recursos del “FASP” conforme al principio de anualidad previsto en el artículo 6 del 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023. 

V. De conformidad con el artículo 17 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y 
los Municipios, deberán reintegrar a la Tesorería de la Federación a más tardar el 15 de enero de 
2024, los recursos del “FASP” con los rendimientos financieros generados que al 31 de diciembre del 
ejercicio fiscal 2023, no hayan sido devengados por sus entes públicos o no estén comprometidos en 
los términos previstos en el artículo 4, fracciones XIV y XV de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental, así como cubrir los pagos respectivos a más tardar durante el primer trimestre del 
ejercicio fiscal 2024, con los recursos del “FASP” que al 31 de diciembre del ejercicio fiscal 2023 se 
hayan comprometido o devengado pero que no hayan sido pagados, debiendo reintegrar los 
recursos remanentes a la Tesorería de la Federación a más tardar dentro de los 15 días naturales 
siguientes una vez cumplido el plazo referido. 

VI. Ejercer los recursos del “FASP” y estatales para el cumplimiento de las metas convenidas en el 
Anexo Técnico, observando lo previsto en el artículo 45 de la Ley de Coordinación Fiscal y los 
Criterios Generales para la Administración y Ejercicio de los Recursos del Fondo de Aportaciones 
para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal (FASP) para el ejercicio fiscal 2023. 



 DIARIO OFICIAL Jueves 20 de abril de 2023 

VII. Informar mensual y trimestralmente a “EL SECRETARIADO” a través de la Dirección General de 
Vinculación y Seguimiento sobre las acciones realizadas con base en los Criterios Generales para la 
Administración y Ejercicio de los Recursos del Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de 
los Estados y del Distrito Federal FASP 2023, adjuntando en los informes trimestrales la 
documentación comprobatoria de los recursos pagados, ejercidos y comprometidos, considerando el 
avance presupuestal y de cumplimiento de metas por Programa y las acciones efectuadas con 
rendimientos financieros. “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, por conducto del Secretario Ejecutivo del 
Consejo Estatal de Seguridad, será responsable de verificar y proporcionar a “EL SECRETARIADO” 
los informes mensuales y trimestrales sobre los movimientos que presenten las cuentas bancarias 
productivas específicas del Financiamiento Conjunto, el ejercicio de los recursos y avance en el 
cumplimiento de los objetivos, metas, indicadores y porcentajes de inversión de los proyectos 
establecidos en el Anexo Técnico, así como el destino y resultados obtenidos de la aplicación  de los 
recursos. 

VIII. Enviar adjunto a su informe mensual, copia de los estados de cuenta mensuales correspondientes a 
cada una de las cuentas informadas ante “EL SECRETARIADO”. 

IX. Incorporar en el sistema de seguimiento que opere “EL SECRETARIADO”, la información conforme a 
los Criterios Generales para la Administración y Ejercicio de los Recursos del Fondo de Aportaciones 
para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal (FASP) para el ejercicio fiscal 2023. 

X. Entregar a “EL SECRETARIADO” la información que solicite en los términos, plazos y formatos que 
al efecto establezca. 

XI. Publicar en su página de Internet, el avance en el ejercicio de los recursos que le fueron asignados, 
para transparentar el ejercicio de los mismos, en términos de los artículos 48 de la Ley de 
Coordinación Fiscal y 77 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

XII. Financiar con recursos propios las acciones no previstas en el artículo 45 de la Ley de Coordinación 
Fiscal. 

XIII. Abstenerse de adquirir para el uso de sus instituciones policiales, uniformes o vehículos con colores, 
imágenes o diseños similares que puedan confundirse con aquellos que son de uso exclusivo de las 
Fuerzas Armadas Nacionales, con recursos propios o del “FASP”, a fin de cumplir el Acuerdo 
09/XXXIX/15 del Consejo Nacional de Seguridad Pública, aprobado en su Trigésima Novena Sesión 
Ordinaria, celebrada el 18 de diciembre de 2015; en caso contrario, se podrían actualizar los 
supuestos previstos en el artículo 250 bis 1, fracciones II y IV del Código Penal Federal. 

XIV. Establecer medidas de revisión y control permanente para garantizar que ninguna corporación 
policial, estatal o municipal, y ninguna empresa de seguridad privada, emplee uniformes o vehículos 
con colores, imágenes o diseños similares que puedan confundirse con aquellos que son de uso 
exclusivo de las Fuerzas Armadas Nacionales, en cumplimiento al Acuerdo 09/XXXIX/15 del Consejo 
Nacional de Seguridad Pública. 

XV. Colaborar y participar en términos de la normativa aplicable, en operativos conjuntos con las 
autoridades competentes. 

XVI. Apoyar a través del Secretariado Ejecutivo del Consejo Estatal de Seguridad  a “EL 
SECRETARIADO” en el desarrollo de las visitas y acciones de verificación sobre la aplicación de los 
recursos del “FASP”. 

XVII. Dar cumplimiento a las obligaciones establecidas en el artículo 40 de los Criterios Generales para la 
Administración y Ejercicio de los Recursos del Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de 
los Estados y del Distrito Federal (FASP) para el ejercicio fiscal 2023 y demás disposiciones 
aplicables. 

CUARTA. OPERACIÓN Y SEGUIMIENTO. 

Por parte de “EL SECRETARIADO”, la persona Titular de la Dirección General de Vinculación y 
Seguimiento será la responsable de coordinar la operación y seguimiento del “FASP”. 

Por parte de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, la persona Titular del Secretariado Ejecutivo del Consejo 
Estatal de Seguridad, será la responsable de los informes mensuales y trimestrales que se deban rendir  a “EL 
SECRETARIADO” en términos de la fracción VII de la cláusula Tercera de este Convenio. 
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QUINTA. VIGENCIA. 

El presente Convenio inicia su vigencia en la fecha de suscripción y concluirá el 31 de diciembre de 2023, 

con excepción de las obligaciones correspondientes a “LA ENTIDAD FEDERATIVA” previstas en la fracción V 
de la cláusula Tercera del presente Convenio, en términos del artículo 17 de la Ley de Disciplina Financiera de 
las Entidades Federativas y los Municipios. 

SEXTA. TRANSPARENCIA. 

Con la finalidad de dar transparencia al ejercicio de los recursos federales del “FASP”,  “EL 
SECRETARIADO” hará públicos el diseño, ejecución, montos asignados, criterios de acceso y los resultados 
de la evaluación del desempeño de los recursos. 

“EL SECRETARIADO” y “LA ENTIDAD FEDERATIVA” deberán publicar el presente Convenio en su 
respectivo medio de difusión oficial, y el Anexo Técnico en sus páginas de Internet, atendiendo lo previsto en 

las disposiciones aplicables. 

“EL SECRETARIADO” podrá establecer con instituciones nacionales o internacionales, así como con 
organizaciones de la sociedad civil, los mecanismos necesarios para fortalecer la adecuada rendición de 
cuentas, transparencia, vigilancia y fiscalización de los recursos que se aportan con el presente Convenio, así 
como las medidas necesarias para garantizar el cumplimiento por parte de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”. 

SÉPTIMA. RELACIÓN LABORAL. 

“LAS PARTES” reconocen que el personal que comisionen o asignen para el desarrollo de las acciones 
que les correspondan en el cumplimiento del presente Convenio, estará bajo la dirección y responsabilidad 
directa de la parte que lo haya comisionado o asignado, y por consiguiente, en ningún caso generará 

relaciones de carácter laboral, ni de patrón sustituto, intermediario o solidario, asumiendo cada uno de ellos la 
responsabilidad laboral que le sea propia. 

OCTAVA. CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. 

El cumplimiento de las obligaciones del presente Convenio y su Anexo Técnico, serán suspendidas sin 

responsabilidad para “LAS PARTES” cuando ocurra una situación de caso fortuito o fuerza mayor, 
debidamente demostrado por la parte correspondiente. Dichas obligaciones podrán reanudarse en el 
momento que desaparezcan las causas que dieron origen a la suspensión. 

NOVENA. JURISDICCIÓN. 

“LAS PARTES” resolverán de común acuerdo, en el ámbito de sus respectivas competencias, los 
conflictos que se llegasen a presentar en relación con la formalización, interpretación, ejecución y 
cumplimiento del presente Convenio y de su Anexo Técnico, de conformidad con las leyes federales. 

En el supuesto de que subsista discrepancia, “LAS PARTES” están de acuerdo en someterse a la 
jurisdicción de los Tribunales Federales competentes con residencia en la Ciudad de México. 

Estando enteradas las partes del contenido y alcance jurídico del presente Convenio y por no existir dolo, 
lesión, error, mala fe o cualquier otro vicio del consentimiento que pudiera afectar su validez, lo firman en seis 
tantos, en la Ciudad de México, a los veintidós días del mes de febrero de dos mil veintitrés.- Por el 
Secretariado: Secretaria Ejecutiva del Sistema Nacional de Seguridad Pública, C. Clara Luz Flores Carrales.- 
Rúbrica.- Por la Entidad Federativa: Gobernador del Estado de Querétaro, C. Mauricio Kuri González.- 

Rúbrica.- Secretaria de Gobierno del Poder Ejecutivo del Estado de Querétaro, C. María Guadalupe Murguía 
Gutiérrez.- Rúbrica.- Secretario de Finanzas del Poder Ejecutivo del Estado de Querétaro, C. Gustavo 
Arturo Leal Maya.- Rúbrica.- Fiscal General del Estado de Querétaro, C. Alejandro Echeverría Cornejo.- 
Rúbrica.- Secretario de Seguridad Ciudadana del Poder Ejecutivo del Estado de Querétaro y Secretario 
Ejecutivo del Consejo Estatal de Seguridad, C. Iován Elías Pérez Hernández.- Rúbrica.- Directora General 
del Centro de Evaluación y Control de Confianza del Estado de Querétaro, C. Ana Ma. Estela Fernández 

Villagómez.- Rúbrica.- Comisionado Estatal del Sistema Penitenciario de Querétaro, C. Gustavo López 
Acosta.- Rúbrica.- Director General del Centro de Información y Análisis para la Seguridad de Querétaro,  C. 
Alfredo Trejo Diez Martínez.- Rúbrica.- Directora General del Centro de Prevención Social del Delito y la 
Violencia en el Estado de Querétaro, C. Sonia Angélica Colín Aboytes.- Rúbrica. 
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CONVENIO de Coordinación que, en el marco del Sistema Nacional de Seguridad Pública, celebran el 
Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública y el Estado de San Luis Potosí, relativo al Fondo 
de Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal (FASP) 2023. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SEGURIDAD.- Secretaría 
de Seguridad y Protección Ciudadana.- Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN QUE EN EL MARCO DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, 

CELEBRAN POR UNA PARTE EL PODER EJECUTIVO FEDERAL, POR CONDUCTO DEL SECRETARIADO EJECUTIVO 

DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, EN LO SUCESIVO “EL SECRETARIADO”, REPRESENTADO POR 

SU TITULAR, LA C. CLARA LUZ FLORES CARRALES, Y POR LA OTRA, EL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE SAN LUIS POTOSÍ EN LO SUCESIVO “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, REPRESENTADO POR SU 

GOBERNADOR CONSTITUCIONAL, EL C. JOSÉ RICARDO GALLARDO CARDONA, ASISTIDO POR EL SECRETARIO 

GENERAL DE GOBIERNO, EL C. J. GUADALUPE TORRES SÁNCHEZ; EL  SECRETARIO DE FINANZAS, EL C. JESÚS 

SALVADOR GONZÁLEZ MARTÍNEZ; Y LA SECRETARIA EJECUTIVA DEL CONSEJO ESTATAL DE SEGURIDAD 

PÚBLICA, LA C. ANA ELISA LOREDO TORRES; A QUIENES CONJUNTAMENTE SE LES DENOMINARÁ “LAS PARTES” 

DE CONFORMIDAD CON LAS DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

DECLARACIONES 

I. DECLARA “EL SECRETARIADO”, A TRAVÉS DE SU REPRESENTANTE QUE: 

I.1 Es un Órgano Administrativo Desconcentrado de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, 

operativo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, con autonomía técnica de gestión y 

presupuestal, de conformidad con los artículos 17 de la Ley General del Sistema Nacional de 

Seguridad Pública, en lo subsecuente “Ley General”; 3, inciso C, fracción VII, 45 y 65 del Reglamento 

Interior de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana; y 1 del Reglamento del Secretariado 

Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, concatenado con los artículos Octavo, Décimo 

Tercero y Décimo Cuarto transitorios del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 

diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, publicado en el 

Diario Oficial de la Federación el 30 de noviembre de 2018. 

I.2 De conformidad con los artículos 17, párrafo segundo de la “Ley General”; 30 Bis, fracción XXIII de la 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y 5 del Reglamento del Secretariado Ejecutivo del 

Sistema Nacional de Seguridad Pública, su Titular fue designada como Secretaria Ejecutiva del 

Sistema Nacional de Seguridad Pública por el C. Presidente de la República en su carácter de 

Presidente del Consejo Nacional de Seguridad Pública, el 21 de junio de 2022. 

I.3 Se encuentra facultada para suscribir el presente Convenio, en términos de lo dispuesto por los 

artículos 18, fracciones VII y XXV de la “Ley General”, 5 y 8, fracción XII del Reglamento del 

Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

I.4 Para todos los efectos legales, señala como domicilio el ubicado en Avenida de las Torres número 

855, Colonia Belén de las Flores, Alcaldía Álvaro Obregón, Ciudad de México, Código Postal 01110. 

II. DECLARA “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, A TRAVÉS DE SU REPRESENTANTE QUE: 

II.1 Es una entidad libre y soberana, en todo lo concerniente a su régimen interior, que forma parte 

integrante de la Federación denominada Estados Unidos Mexicanos, y tiene la calidad de persona 

moral oficial, facultada para ejercer todos los derechos que sean necesarios para realizar el objeto de 

su institución, de conformidad con los artículos 40, 42, fracción I, 43 y 115 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos; así como 2º y 3º de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de San Luis Potosí, y demás normativa aplicable. 

II.2 C. José Ricardo Gallardo Cardona,  asumió el cargo de Gobernador Constitucional del Estado de 

San Luis Potosí, a partir del 26 de septiembre de 2021; por lo que cuenta con facultades para 

celebrar el presente Convenio, en términos de los artículos 39, Apartado B, fracciones I y II y 142 de 

la “Ley General”; 72 y 80, fracciones I, XVII y XXIX de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de San Luis Potosí en relación con los artículos 2°, 12 y 13 de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, y demás disposiciones aplicables. 
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II.3 En este acto se encuentra asistido por el C. J. Guadalupe Torres Sánchez, Secretario General de 
Gobierno, el C. Jesús Salvador González Martínez, Secretario de Finanzas, y la C. Ana Elisa Loredo 
Torres, Secretaria Ejecutiva del Consejo Estatal de Seguridad Pública, de conformidad con los 
nombramientos expedidos de fecha 26 de septiembre de 2021, por el Gobernador Constitucional del 
Estado de San Luis Potosí, quienes cuentan con facultades para celebrar el presente Convenio, con 
fundamento en lo dispuesto en los artículos 82, 83 y 84 de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de San Luis Potosí, 3° fracción I, inciso a), 12, 31 fracciones I y II, 32, 33 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí,  45 y 46 de la Ley del Sistema 
de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, y de más normativa aplicable. 

II.4 Cuenta con la disponibilidad presupuestaria para hacer frente a los compromisos materia del 
presente Convenio y su Anexo Técnico. 

II.5 Para todos los efectos legales relacionados con el presente Convenio, señala como su domicilio el 
ubicado en Palacio de Gobierno, Jardín Hidalgo No. 11, Centro Histórico de la Ciudad de San Luis 
Potosí, San Luis Potosí. 

III. DECLARAN “LAS PARTES”, A TRAVÉS DE SUS REPRESENTANTES QUE: 

III.1 Se reconocen mutuamente la personalidad que ostentan. 

III.2 Celebran el presente Convenio de acuerdo con el marco jurídico aplicable, al tenor de las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. 

El presente Convenio tiene por objeto coordinar acciones entre “LAS PARTES” para que a través de los 
recursos del Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal (FASP) 
previsto en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023 y los que aporte  “LA 
ENTIDAD FEDERATIVA”, la misma esté en condiciones de atender las políticas, estrategias y prioridades 
orientadas al cumplimiento de los Ejes Estratégicos, los Programas y Subprogramas con Prioridad Nacional 
vigentes y demás acuerdos aprobados por el Consejo Nacional de Seguridad Pública, con base en lo 
preceptuado por el párrafo décimo del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y los artículos 44 y 45 de la Ley de Coordinación Fiscal y demás normativa aplicable. 

SEGUNDA. MONTOS Y DESTINOS DE GASTO DEL “FASP”. 

De conformidad con el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023 y los 
Criterios de Distribución del Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito 
Federal (FASP) para el ejercicio fiscal 2023 y los resultados de su aplicación, publicados en el Diario Oficial de 
la Federación el 23 de diciembre de 2022, “LA ENTIDAD FEDERATIVA” recibirá la cantidad de $228,704,010 
(Doscientos veintiocho millones setecientos cuatro mil diez pesos 00/100 M.N.) de los recursos del “FASP”. 

A efecto de complementar los recursos necesarios para la realización del objeto del presente Convenio, 
“LA ENTIDAD FEDERATIVA” se obliga a aportar de sus recursos presupuestarios la cantidad de 
$57,176,002.50 (Cincuenta y siete millones ciento setenta y seis mil dos pesos 50/100 M.N.), que representa 
el 25% (veinticinco) por ciento del total de los recursos federales otorgados. 

El Financiamiento Conjunto pactado en el presente Convenio, integrado por las aportaciones federal y 
estatal, suman en conjunto la cantidad de $285,880,012.50 (Doscientos ochenta y cinco millones ochocientos 
ochenta mil doce pesos 50/100 M.N.). 

Las acciones prioritarias, metas y conceptos convenidos de los Programas con Prioridad Nacional y 
Subprogramas, se establecerán en un Anexo Técnico, el cual una vez firmado por las y los Titulares de las 
Unidades Administrativas competentes de “EL SECRETARIADO”, y la Secretaria Ejecutiva del Consejo 
Estatal de Seguridad Pública de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, formará parte integrante del  presente 
Convenio. 

En cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 7, fracción II y 8 de la “Ley General” y 45 de la Ley de 
Coordinación Fiscal, “LA ENTIDAD FEDERATIVA” destinará recursos del Financiamiento Conjunto, para 
realizar acciones específicas en materia de seguimiento y evaluación respecto de las acciones, metas, 
conceptos y recursos asociados de los Programas con Prioridad Nacional, instrumentados en el marco de 
este Convenio, en los términos establecidos en el Anexo Técnico y observando los Lineamientos Generales 
de Evaluación que emita “EL SECRETARIADO”. 
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“LA ENTIDAD FEDERATIVA” deberá ejercer los recursos del “FASP” observando los criterios de 
eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez que aseguren las mejores condiciones disponibles en 
cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes, previstos en el 
artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; las disposiciones para el ejercicio, 
control, vigilancia, información, evaluación y fiscalización previstas en la “Ley General”; los fines y objetivos 
previstos en los artículos 45 y 49 de la Ley de Coordinación Fiscal; el principio de anualidad previsto en el 
artículo 6 del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023; los criterios generales 
que rigen la contabilidad gubernamental y la emisión de información financiera de los entes públicos previstos 
en la Ley General de Contabilidad Gubernamental; los criterios generales de responsabilidad hacendaria y 
financiera que rigen a las Entidades Federativas, así como a sus respectivos Entes Públicos, previstos en la 
Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios; los principios para la 
programación, presupuestación, ejercicio, control y evaluación aplicables a los recursos federales, previstos 
en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y su Reglamento; las disposiciones en 
materia de contratación y adquisición de bienes, servicios e infraestructura, así como para la administración y 
ejercicio, previstas en las leyes locales en lo que no se contrapongan a la legislación federal; los Acuerdos del 
Consejo Nacional de Seguridad Pública y demás disposiciones aplicables a los recursos del “FASP”. 

Con el objeto de llevar a cabo la administración de los recursos del “FASP” con eficiencia, eficacia, 
economía, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que están destinados, el 
“SECRETARIADO”, señalará a la “ENTIDAD FEDERATIVA” los bienes y servicios que podrán adquirirse de 
manera consolidada. 

Para tal efecto “LA ENTIDAD FEDERATIVA” establecerá dentro del Anexo Técnico los conceptos que 
habrán de formar parte de la consolidación, en caso de aplicar, conforme al procedimiento que emita el 
“SECRETARIADO”, siempre que se aseguren al Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto a 
precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las leyes locales en lo que no se 
contrapongan a la legislación federal y demás normativa aplicable; para lo cual el Gobierno de “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA” deberá proporcionar toda la información que se requiera. 

TERCERA. COMPROMISOS DE “LA ENTIDAD FEDERATIVA”. 

I. Cumplir con lo señalado en el artículo 6 fracción IX del Presupuesto de Egresos de la Federación 
para el Ejercicio Fiscal 2023, la normativa en materia presupuestaria; la “Ley General”; la Ley de 
Coordinación Fiscal; los Criterios Generales para la Administración y Ejercicio de los Recursos del 
Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal (FASP) para 
el ejercicio fiscal 2023 y demás disposiciones aplicables. 

II. Establecer dos cuentas bancarias productivas específicas, una para la administración de los recursos 
federales del “FASP” con los rendimientos que generen y otra para la aportación de “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA”, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69 de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental, para efectos de su fiscalización, los cuales no podrán ser transferidos a otras 
cuentas que no permitan identificar su aplicación, destino y rendimientos. 

III. Registrar los recursos que por el “FASP” reciba en su respectivo presupuesto, debiendo distinguirse 
de los recursos aportados por “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, e informar para efectos de la cuenta 
pública local, así como presentar los demás informes previstos en la legislación local y federal. 

IV. Aplicar los recursos del “FASP” conforme al principio de anualidad previsto en el artículo 6 del 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023. 

V. De conformidad con el artículo 17 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y 
los Municipios, deberán reintegrar a la Tesorería de la Federación a más tardar el 15 de enero de 
2024, los recursos del “FASP” con los rendimientos financieros generados que al 31 de diciembre del 
ejercicio fiscal 2023, no hayan sido devengados por sus entes públicos o no estén comprometidos en 
los términos previstos en el artículo 4, fracciones XIV y XV de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental, así como cubrir los pagos respectivos a más tardar durante el primer trimestre del 
ejercicio fiscal 2024, con los recursos del “FASP” que al 31 de diciembre del ejercicio fiscal 2023 se 
hayan comprometido o devengado pero que no hayan sido pagados, debiendo reintegrar los 
recursos remanentes a la Tesorería de la Federación a más tardar dentro de los 15 días naturales 
siguientes una vez cumplido el plazo referido. 
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VI. Ejercer los recursos del “FASP” y estatales para el cumplimiento de las metas convenidas en el 
Anexo Técnico, observando lo previsto en el artículo 45 de la Ley de Coordinación Fiscal y los 
Criterios Generales para la Administración y Ejercicio de los Recursos del Fondo de Aportaciones 
para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal (FASP) para el ejercicio fiscal 2023. 

VII. Informar mensual y trimestralmente a “EL SECRETARIADO” a través de la Dirección General de 
Vinculación y Seguimiento sobre las acciones realizadas con base en los Criterios Generales para la 
Administración y Ejercicio de los Recursos del Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de 
los Estados y del Distrito Federal FASP 2023, adjuntando en los informes trimestrales la 
documentación comprobatoria de los recursos pagados, ejercidos y comprometidos, considerando el 
avance presupuestal y de cumplimiento de metas por Programa y las acciones efectuadas con 
rendimientos financieros. “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, por conducto de la Secretaria Ejecutiva del 
Consejo Estatal de Seguridad Pública, será responsable de verificar y proporcionar  a “EL 
SECRETARIADO” los informes mensuales y trimestrales sobre los movimientos que presenten las 
cuentas bancarias productivas específicas del Financiamiento Conjunto, el ejercicio de los recursos y 
avance en el cumplimiento de los objetivos, metas, indicadores y porcentajes de inversión de los 
proyectos establecidos en el Anexo Técnico, así como el destino y resultados obtenidos de la 

aplicación de los recursos. 

VIII. Enviar adjunto a su informe mensual, copia de los estados de cuenta mensuales correspondientes a 
cada una de las cuentas informadas ante “EL SECRETARIADO”. 

IX. Incorporar en el sistema de seguimiento que opere “EL SECRETARIADO”, la información conforme a 
los Criterios Generales para la Administración y Ejercicio de los Recursos del Fondo de Aportaciones 

para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal (FASP) para el ejercicio fiscal 2023. 

X. Entregar a “EL SECRETARIADO” la información que solicite en los términos, plazos y formatos que 
al efecto establezca. 

XI. Publicar en su página de Internet, el avance en el ejercicio de los recursos que le fueron asignados, 
para transparentar el ejercicio de los mismos, en términos de los artículos 48 de la Ley de 

Coordinación Fiscal y 77 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

XII. Financiar con recursos propios las acciones no previstas en el artículo 45 de la Ley de Coordinación 
Fiscal. 

XIII. Abstenerse de adquirir para el uso de sus instituciones policiales, uniformes o vehículos con colores, 
imágenes o diseños similares que puedan confundirse con aquellos que son de uso exclusivo de las 
Fuerzas Armadas Nacionales, con recursos propios o del “FASP”, a fin de cumplir el Acuerdo 
09/XXXIX/15 del Consejo Nacional de Seguridad Pública, aprobado en su Trigésima Novena Sesión 
Ordinaria, celebrada el 18 de diciembre de 2015; en caso contrario, se podrían actualizar los 

supuestos previstos en el artículo 250 bis 1, fracciones II y IV del Código Penal Federal. 

XIV. Establecer medidas de revisión y control permanente para garantizar que ninguna corporación 
policial, estatal o municipal, y ninguna empresa de seguridad privada, emplee uniformes o vehículos 
con colores, imágenes o diseños similares que puedan confundirse con aquellos que son de uso 
exclusivo de las Fuerzas Armadas Nacionales, en cumplimiento al Acuerdo 09/XXXIX/15 del Consejo 
Nacional de Seguridad Pública. 

XV. Colaborar y participar en términos de la normativa aplicable, en operativos conjuntos con las 
autoridades competentes. 

XVI. Apoyar a través del Secretariado Ejecutivo del Consejo Estatal de Seguridad Pública  a “EL 
SECRETARIADO” en el desarrollo de las visitas y acciones de verificación sobre la aplicación de los 
recursos del “FASP”. 

XVII. Dar cumplimiento a las obligaciones establecidas en el artículo 40 de los Criterios Generales para la 
Administración y Ejercicio de los Recursos del Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de 
los Estados y del Distrito Federal (FASP) para el ejercicio fiscal 2023 y demás disposiciones 
aplicables. 
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CUARTA. OPERACIÓN Y SEGUIMIENTO. 

Por parte de “EL SECRETARIADO”, la persona Titular de la Dirección General de Vinculación y 
Seguimiento será la responsable de coordinar la operación y seguimiento del “FASP”. 

Por parte de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, la persona Titular del Secretariado Ejecutivo del Consejo 
Estatal de Seguridad Pública, será la responsable de los informes mensuales y trimestrales que se deban 
rendir a “EL SECRETARIADO” en términos de la fracción VII de la cláusula Tercera de este Convenio. 

QUINTA. VIGENCIA. 

El presente Convenio inicia su vigencia en la fecha de suscripción y concluirá el 31 de diciembre de 2023, 
con excepción de las obligaciones correspondientes a “LA ENTIDAD FEDERATIVA” previstas en la fracción V 
de la cláusula Tercera del presente Convenio, en términos del artículo 17 de la Ley de Disciplina Financiera de 
las Entidades Federativas y los Municipios. 

SEXTA. TRANSPARENCIA. 

Con la finalidad de dar transparencia al ejercicio de los recursos federales del “FASP”,  “EL 
SECRETARIADO” hará públicos el diseño, ejecución, montos asignados, criterios de acceso y los resultados 
de la evaluación del desempeño de los recursos. 

“EL SECRETARIADO” y “LA ENTIDAD FEDERATIVA” deberán publicar el presente Convenio en su 
respectivo medio de difusión oficial, y el Anexo Técnico en sus páginas de Internet, atendiendo lo previsto en 
las disposiciones aplicables. 

“EL SECRETARIADO” podrá establecer con instituciones nacionales o internacionales, así como con 
organizaciones de la sociedad civil, los mecanismos necesarios para fortalecer la adecuada rendición de 
cuentas, transparencia, vigilancia y fiscalización de los recursos que se aportan con el presente Convenio, así 
como las medidas necesarias para garantizar el cumplimiento por parte de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”. 

SÉPTIMA. RELACIÓN LABORAL. 

“LAS PARTES” reconocen que el personal que comisionen o asignen para el desarrollo de las acciones 
que les correspondan en el cumplimiento del presente Convenio, estará bajo la dirección y responsabilidad 
directa de la parte que lo haya comisionado o asignado, y por consiguiente, en ningún caso generará 
relaciones de carácter laboral, ni de patrón sustituto, intermediario o solidario, asumiendo cada uno de ellos la 
responsabilidad laboral que le sea propia. 

OCTAVA. CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. 

El cumplimiento de las obligaciones del presente Convenio y su Anexo Técnico, serán suspendidas sin 
responsabilidad para “LAS PARTES” cuando ocurra una situación de caso fortuito o fuerza mayor, 
debidamente demostrado por la parte correspondiente. Dichas obligaciones podrán reanudarse en el 
momento que desaparezcan las causas que dieron origen a la suspensión. 

NOVENA. JURISDICCIÓN. 

“LAS PARTES” resolverán de común acuerdo, en el ámbito de sus respectivas competencias, los 
conflictos que se llegasen a presentar en relación con la formalización, interpretación, ejecución y 
cumplimiento del presente Convenio y de su Anexo Técnico, de conformidad con las leyes federales. 

En el supuesto de que subsista discrepancia, “LAS PARTES” están de acuerdo en someterse a la 
jurisdicción de los Tribunales Federales competentes con residencia en la Ciudad de México. 

Estando enteradas las partes del contenido y alcance jurídico del presente Convenio y por no existir dolo, 
lesión, error, mala fe o cualquier otro vicio del consentimiento que pudiera afectar su validez, lo firman en seis 
tantos, en la Ciudad de México, a los veintidós días del mes de febrero de dos mil veintitrés.-  Por el 
Secretariado: Secretaria Ejecutiva del Sistema Nacional de Seguridad Pública, C. Clara Luz Flores Carrales.- 
Rúbrica.- Por la Entidad Federativa: Gobernador Constitucional del Estado de San Luis Potosí,  C. José 
Ricardo Gallardo Cardona.- Rúbrica.- Secretario General de Gobierno, C. J. Guadalupe Torres Sánchez.- 
Rúbrica.- Secretario de Finanzas C. Jesús Salvador González Martínez.- Rúbrica.- Secretaria Ejecutiva del 
Consejo  Estatal de Seguridad Pública, C. Ana Elisa Loredo Torres.- Rúbrica. 



Jueves 20 de abril de 2023 DIARIO OFICIAL  

SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 
OFICIO No. 366-III-091/2023 por el que se dan a conocer las cuotas que deberán cubrir las instituciones de 
seguros y sociedades mutualistas de seguros, por concepto de derechos de inspección y vigilancia de la Comisión 
Nacional de Seguros y Fianzas correspondientes al ejercicio 2023. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Subsecretaría de Hacienda y Crédito Público.- Unidad de Seguros, Pensiones y 
Seguridad Social.- Coordinación Jurídica de Seguros, Fianzas y Pensiones.- Oficio No. 366-III-091/2023. 

INSTITUCIONES DE SEGUROS Y 
SOCIEDADES MUTUALISTAS DE SEGUROS 

Esta Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a través de la Unidad de Seguros, Pensiones y Seguridad 

Social, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 30 de la Ley Federal de Derechos y en uso de las 

atribuciones que le confiere el artículo 16 G, fracciones II y V del Reglamento Interior de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, considerando la información proporcionada, con oficio No.  06-COO-72000-

03339/2023 del 4 de abril de 2023, por la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, les da a conocer las 

cuotas anuales que deberán pagar por concepto de derechos de inspección y vigilancia correspondientes al 

ejercicio 2023, con un importe global de 746.8 millones de pesos, de acuerdo con la relación que se anexa y 

que forma parte del presente oficio. 

Dichas cuotas: 

1. Computarán a partir del 1o. de enero de 2023. 

2. Se enterarán a la Tesorería de la Federación, mediante el sistema de pago E5cinco, por 

transferencia electrónica, de conformidad con el procedimiento en vigor. 

3. Deben efectuar el entero a través de los bancos por mes adelantado, dentro de los primeros cinco 

días de cada mes. 

Por otra parte, las instituciones de seguros que emiten fianzas, además de cubrir las cuotas que se 

señalan en el documento anexo, deben cubrir las cantidades que correspondan por operaciones de  fianzas 

practicadas. 

Las instituciones y sociedades mutualistas de seguros deberán presentar a la Comisión Nacional de 

Seguros y Fianzas sus comprobantes de pago a más tardar el día 15 del respectivo mes, en términos del 

artículo 4o., tercer párrafo de la Ley Federal de Derechos. 

Como medida complementaria de las acciones para el combate de la enfermedad generada por el virus 

SARS-CoV2 (COVID-19), mientras que en la Ciudad de México se mantenga el semáforo verde, los 

comprobantes se enviarán, ya sea mediante correo electrónico a los siguientes correos electrónicos: 

ventanillaunica@cnsf.gob.mx, ebravo@cnsf.gob.mx, blaudino@cnsf.gob.mx y brodriguez_opt@cnsf.gob.mx o 

bien, a las oficinas de dicha Comisión, ubicadas en Av. Insurgentes Sur No. 1971, Torre Sur, 2o. piso, Colonia 

Guadalupe Inn, Alcaldía Álvaro Obregón, Código Postal 01020, en la Ciudad de México. En caso de que el 

semáforo verde epidemiológico cambie a otro color, los comprobantes podrán ser entregados vía correo 

electrónico. 

De no enterar el derecho, dentro del plazo establecido para ello, deberán agregar al monto a pagar las 

actualizaciones y recargos correspondientes. 

La presente comunicación se difunde a través del Diario Oficial de la Federación, con la finalidad de dar 

cumplimiento a la obligación establecida por el último párrafo del artículo 30 de la Ley Federal de Derechos. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 11 de abril de 2023.- En suplencia por ausencia de la Coordinadora Jurídica de 

Seguros, Fianzas y Pensiones, de conformidad con el artículo 50, penúltimo párrafo del Reglamento Interior 

de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.- La Directora Jurídica, Guadalupe Rosales Pérez.- Rúbrica. 
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ANEXO 

DERRAMA DE PRESUPUESTO ANUAL 2023* 

   

INSTITUCIONES Y SOCIEDADES MUTUALISTAS 

   

INSTITUCIONES Anual Mensual 

Seguros Banorte, S.A. de C.V., Grupo Financiero Banorte 26,965,456 2,247,121

Allianz México, S.A., Compañía de Seguros 18,200,398 1,516,700

Patrimonial Inbursa, S.A. 1,974,422 164,535

Atradius Seguros de Crédito, S.A. 2,180,113 181,676

Seguros El Potosí, S.A. 3,373,537 281,128

General de Seguros, S.A.B. 3,828,390 319,032

Seguros Sura, S.A. de C.V. 7,564,485 630,374

AIG Seguros México, S.A. de C.V. 7,058,932 588,244

La Latinoamericana Seguros, S.A. 2,652,690 221,057

Seguros Ve por Más, S.A., Grupo Financiero Ve por Más 4,178,944 348,245

Zurich Santander Seguros México, S.A. 14,287,567 1,190,631

Seguros Inbursa, S.A., Grupo Financiero Inbursa 21,810,993 1,817,583

Seguros Atlas, S.A. 16,811,780 1,400,982

Zurich, Compañía de Seguros, S.A. 1,463,991 121,999

HDI Seguros, S.A. de C.V. 9,986,305 832,192

Metlife México, S.A. 62,915,522 5,242,960

Zurich Aseguradora Mexicana, S.A. de C.V. 6,300,071 525,006

Seguros Monterrey New York Life, S.A. de C.V. 34,556,084 2,879,674

Chubb Seguros México, S.A. 20,183,418 1,681,952

Mapfre México, S.A. 20,140,912 1,678,409

Grupo Nacional Provincial, S.A.B. 79,863,564 6,655,297

Principal Seguros, S.A. de C.V., Principal Grupo Financiero 1,463,991 121,999

Quálitas, Compañía de Seguros, S.A. de C.V. 35,540,027 2,961,669

Protección Agropecuaria, Compañía de Seguros, S.A. 2,453,658 204,471

AXA Seguros, S.A. de C.V. 43,052,169 3,587,681

Citibanamex Seguros, S.A. de C.V., Integrante del Grupo Financiero 
Citibanamex 

16,523,945 1,376,995

MetLife Más, S.A. de C.V. 1,463,991 121,999

Solunion México Seguros de Crédito, S.A. 2,062,191 171,849

Seguros Argos, S.A. de C.V. 4,782,523 398,544

REASEGURADORA PATRIA, S.A. 3,934,954 327,913

BUPA México, Compañía de Seguros, S.A. de C.V. 5,044,804 420,400

XL Seguros México, S.A. de C.V. 1,463,991 121,999

Assurant Daños México, S.A. 1,639,527 136,627

Assurant Vida México, S.A. 2,414,015 201,168

Aseguradora Patrimonial Vida, S.A. de C.V. 3,793,560 316,130
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Stewart Title Guaranty de México, S.A. de C.V. 1,515,560 126,297

Agroasemex, S.A. 7,967,072 663,923

HDI Global Seguros, S.A. 2,541,454 211,788

HSBC Seguros, S.A. de C.V., Grupo Financiero HSBC 7,305,055 608,755

Seguros BBVA Bancomer, S.A. de C.V., Grupo Financiero BBVA Bancomer 49,594,662 4,132,889

Tokio Marine, Compañía de Seguros, S.A. de C.V. 2,698,993 224,916

El Águila, Compañía de Seguros, S.A. de C.V. 2,725,374 227,114

Zurich Vida, Compañía de Seguros, S.A. 1,463,991 121,999

Skandia Life, S.A. de C.V. 1,861,252 155,104

A.N.A. Compañía de Seguros, S.A. de C.V. 4,208,537 350,711

HIR Compañía de Seguros, S.A. de C.V. 4,735,119 394,593

Grupo Mexicano de Seguros, S.A. de C.V. 12,656,308 1,054,692

Sompo Seguros México, S.A. de C.V. 2,096,481 174,707

Seguros Afirme, S.A. de C.V., Afirme Grupo Financiero 8,162,682 680,224

CESCE México, S.A. de C.V. 1,642,895 136,908

Deco Seguros, S.A. de C.V. 1,463,991 121,999

Seguros Azteca, S.A. de C.V. 4,920,776 410,065

Aseguradora Patrimonial Daños, S.A. 1,718,238 143,186

COFACE Seguro de Crédito México, S.A. de C.V. 1,806,963 150,580

Seguros Azteca Daños, S.A. de C.V. 4,149,122 345,760

Cardif México Seguros de Vida, S.A. de C.V. 4,074,133 339,511

Cardif México Seguros Generales, S.A. de C.V. 3,367,605 280,634

Prudential Seguros México, S.A. de C.V. 3,072,202 256,017

Primero Seguros, S.A. de C.V. 2,338,433 194,869

FM Global de México, S.A. de C.V. 4,574,706 381,225

Armour Secure Insurance, S.A. de C.V. 1,544,221 128,685

Insignia Life, S.A. de C.V. 3,202,141 266,845

Prevem Seguros, S.A. de C.V. 1,979,128 164,927

Aserta Seguros Vida, S.A. de C.V., Grupo Financiero Aserta 1,463,991 121,999

Pan-American México, Compañía de Seguros, S.A. de C.V 2,307,972 192,331

Thona Seguros, S.A. de C.V. 4,386,035 365,503

Der Neue Horizont Re, S.A. 1,528,167 127,347

TLÁLOC SEGUROS, S.A. 1,569,047 130,754

UMBRELLA COMPAÑÍA DE SEGUROS, S.A. DE C.V. 1,524,991 127,083

Virginia Surety Seguros de México, S.A. de C.V. 1,562,881 130,240

Berkley International Seguros México, S.A. de C.V. 2,027,848 168,987

Swiss Re Corporate Solutions México Seguros, S.A. de C.V. 2,174,128 181,177

SPP Institución de Seguros, S.A. de C.V. 1,517,032 126,419

CRABI, S.A. de C.V. 1,463,991 121,999

Aseguradora Aserta, S.A. de C.V., Grupo Financiero Aserta 2,193,825 182,819
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Aseguradora Insurgentes, S.A. de C.V., Grupo Financiero Aserta 1,463,991 121,999

Fianzas y Cauciones Atlas, S.A. 1,463,991 121,999

Chubb Fianzas Monterrey, Aseguradora de Caución, S.A. 1,463,991 121,999

Sofimex, Institución de Garantías, S.A. 1,463,991 121,999

Dorama, Institución de Garantías, S.A. 1,463,991 121,999

Inbursa Seguros de Caución y Fianzas, S.A., Grupo Financiero Inbursa 1,463,991 121,999

Avla Seguros, S.A. de C.V. 1,463,991 121,999

MBIA México, S.A. de C.V. 1,463,991 121,999

Genworth Seguros de Crédito a la Vivienda, S.A. de C.V. 1,540,271 128,356

Seguros de Crédito a la Vivienda SHF, S.A. de C.V. 1,800,846 150,071

  

SOCIEDADES MUTUALISTAS Anual Mensual 

SPT, Sociedad Mutualista de Seguros 221,904 18,492

  

RENTAS VITALICIAS Anual Mensual 

Pensiones Banorte, S.A. de C.V., Grupo Financiero Banorte 17,987,352 1,498,946

BBVA Pensiones México, S.A. de C.V., Grupo Financiero BBVA México 11,968,898 997,408

Profuturo Pensiones, S.A. de C.V. 10,254,489 854,541

Citibanamex Pensiones, S.A. de C.V., Integrante del Grupo Financiero 
Citibanamex 

1,463,991 121,999

Metlife Pensiones México, S.A. 1,463,991 121,999

Pensiones Inbursa, S.A., Grupo Financiero Inbursa 1,463,991 121,999

  

SALUD Anual Mensual 

Plan Seguro, S.A. de C.V., Compañía de Seguros 4,055,705 337,975

Medi Access Seguros de Salud, S.A. de C.V. 1,720,337 143,361

BBVA Seguros Salud México, S.A. de C.V., Grupo Financiero BBVA México 2,324,160 193,680

AXA Salud, S.A. de C.V. 1,972,943 164,412

General de Salud, Compañía de Seguros, S.A. 2,396,187 199,682

Servicios Integrales de Salud Nova, S.A. de C.V. 1,463,991 121,999

Seguros Centauro, Salud Especializada, S.A. de C.V. 1,628,372 135,698

Dentegra Seguros Dentales, S.A. 1,913,216 159,435

Odontored Seguros Dentales, S.A. de C.V. 1,538,629 128,219

Sofía Salud, S.A. 1,463,991 121,999

Quálitas Salud, S.A. de C.V. 1,463,991 121,999

  

MERCADO TOTAL DE SEGUROS 746,857,100 62,238,092

  

* Elaborado con información al 31 de diciembre de 2022. 

*** 

_______________________________ 
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FE de errata a la Resolución que modifica las Disposiciones de carácter general aplicables a los organismos de 
fomento y entidades de fomento, publicada en la Segunda Sección de la edición del 16 de enero de 2023. 

 

En el Artículo 91, fracción II, en la tabla, página 11, dice: 

“Artículo 91.- . . . 

II.  . . . 

 . . . 

Etapa 1 Para los créditos que cumplan: 

 Créditos con ATRi= 1. 

Etapa 2 Para los créditos que cumplan: 

 Créditos con ATRi > 1 y ATRi =3, o que incumplan con algún otro supuesto descrito en 
la etapa 1 o 3. 

Etapa 3 Para los créditos que cumplan: 

 Créditos con ATRi > 3 o cuando el crédito se encuentre en cartera con riesgo de crédito 
etapa 3 de acuerdo con los términos establecidos en los Criterios Contables, lo que se 
cumpla primero. 

. . .” 

Debe decir: 

“Artículo 91.- . . . 

II.  . . . 

 . . . 

Etapa 1 Para los créditos que cumplan: 

 Créditos con ATRi≤ 1. 

Etapa 2 Para los créditos que cumplan: 

 Créditos con ATRi > 1 y ATRi ≤3, o que incumplan con algún otro supuesto descrito en la 
etapa 1 o 3  

Etapa 3 Para los créditos que cumplan: 

 Créditos con ATRi > 3 o cuando el crédito se encuentre en cartera con riesgo de crédito 
etapa 3 de acuerdo con los términos establecidos en los Criterios Contables, lo que se 
cumpla primero. 

. . .” 

En el Artículo 93, inciso a), página 13, dice: 

“Artículo 93.- . . . 

a) Si ATR i >3 o Días de Atraso = 90, lo que se cumpla primero, entonces: PIi = 100 % 

b) . . . 

. . .” 

Debe decir: 

Artículo 93.- . . . 

a) Si ATR i >3 o Días de Atraso ≥ 90, lo que se cumpla primero, entonces: PIi = 100 % 

b) . . . 

. . .” 

En el Artículo 100, fracción I, página 17, dice: 

“Artículo 100.- . . . 

I. Cuando ATRi > 3 o Días de Atraso = 90, lo que se cumpla primero, entonces: Pl i = 100 % 

II. . . .” 
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Debe decir: 

“Artículo 100.- . . . 

I. Cuando ATRi > 3 o Días de Atraso ≥ 90, lo que se cumpla primero, entonces: Pl i = 100 % 

II. . . .” 

En el Artículo 111, fracción III, párrafo primero, página 23, dice: 

“Artículo 111.- . . . 

I. y II. . . . 

III. Cuando ATRi =3 y el crédito pertenezca a los tipos de régimen REA o PRO, entonces:  

. . . 

IV. . . . 

. . .” 

Debe decir:  

“Artículo 111.- . . . 

I. y II. . . . 

III. Cuando ATRi ≤3 y el crédito pertenezca a los tipos de régimen REA o PRO, entonces:  

. . . 

IV. . . . 

. . .” 

En el ANEXO 28. LINEAMIENTOS PARA EL CÁLCULO DE RESERVAS CREDITICIAS PARA CRÉDITOS 
A CARGO DE ENTIDADES FEDERATIVAS Y MUNICIPIOS, Sección II-D Definiciones, concepto “Días de 
mora promedio con entidades financieras bancarias en los últimos 12 meses”, página 147, dice. 

Días de mora 
promedio con 

entidades financieras 
bancarias en los 
últimos 12 meses 

(Antigüedad no mayor 
a 2 meses a la fecha 

de calificación; 
información 

correspondiente a 
alguna Sociedad de 

Información Crediticia 
(cierre de mes)) 

Número de días de mora promedio que tiene el acreditado con entidades financieras bancarias en 
los últimos 12 meses. 

Donde: 
 NPSA12: Número de pagos sin días de atraso de la entidad federativa o municipio con 

entidades financieras bancarias en los últimos 12 meses. 
 NPCA12i-j: Número de pagos con i a j días de atraso de la entidad federativa o municipio con 

entidades financieras bancarias en los últimos 12 meses.  
 NPCA12180: Número de pagos con 180 días o más de atraso de la entidad federativa o 

municipio entidades financieras bancarias de crédito en los últimos 12 meses. 
Días de Atraso: Número de días naturales a la fecha de cálculo, durante los cuales el acreditado 
no haya liquidado en su totalidad el monto exigible en los términos pactados originalmente. Esta 
variable deberá ser expresada en número que debe ser mayor o igual a cero.  
Monto exigible: Monto que corresponde cubrir al acreditado en el periodo pactado. El monto 
exigible deberá considerar tanto el importe correspondiente al periodo pactado, como los importes 
exigibles de periodos anteriores no pagados, si los hubiera. 

 
Debe decir: 

Días de mora 
promedio con 

entidades financieras 
bancarias en los 
últimos 12 meses 

(Antigüedad no mayor 
a 2 meses a la fecha 

de calificación; 
información 

correspondiente a 
alguna Sociedad de 

Información Crediticia 
(cierre de mes)) 

Número de días de mora promedio que tiene el acreditado con entidades financieras bancarias en 
los últimos 12 meses. 

Donde: 
 NPSA12: Número de pagos sin días de atraso de la entidad federativa o municipio con 

entidades financieras bancarias en los últimos 12 meses. 

 NPCA12i-j: Número de pagos con i a j días de atraso de la entidad federativa o municipio con 
entidades financieras bancarias en los últimos 12 meses.  

 NPCA12180: Número de pagos con 180 días o más de atraso de la entidad federativa o 
municipio entidades financieras bancarias de crédito en los últimos 12 meses. 

Días de Atraso: Número de días naturales a la fecha de cálculo, durante los cuales el acreditado 
no haya liquidado en su totalidad el monto exigible en los términos pactados originalmente. Esta 
variable deberá ser expresada en número que debe ser mayor o igual a cero.  

Monto exigible: Monto que corresponde cubrir al acreditado en el periodo pactado. El monto 
exigible deberá considerar tanto el importe correspondiente al periodo pactado, como los importes 
exigibles de periodos anteriores no pagados, si los hubiera. 
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En el ANEXO 32. “DETERMINACIÓN DEL PUNTAJE CREDITICIO TOTAL PARA CRÉDITOS A CARGO 
DE PERSONAS MORALES (DISTINTAS A ENTIDADES FEDERATIVAS, MUNICIPIOS Y ENTIDADES 
FINANCIERAS) Y PERSONAS FÍSICAS CON ACTIVIDAD EMPRESARIAL, CON INGRESOS NETOS O 
VENTAS NETAS ANUALES MAYORES O IGUALES AL EQUIVALENTE EN MONEDA NACIONAL A 14 
MILLONES DE UDI’s”, apartado IV.- “Definiciones”, en la fórmula de la segunda definición “Porcentaje de 
pagos en tiempo con entidades financieras no bancarias en los últimos 12 meses”, página 207, dice: 

“IV.- Definiciones 

Concepto y 
máxima 

antigüedad 
permisible al 

momento de la 
calificación 

(cierre de mes) 

Definición 

. . . .  . . . 

Porcentaje de 
pagos en 

tiempo con 
entidades 

financieras no 
bancarias en 
los últimos 12 

meses 

(Antigüedad no 
mayor a 2 
meses a la 
fecha de 

calificación 
(cierre de mes); 

información 
correspondiente 

a alguna 
Sociedad de 
Información 
Crediticia) 

Porcentaje que representan los pagos en tiempo de las exposiciones totales del acreditado con entidades 
financieras no bancarias en los últimos 12 meses. 

Donde: 

 NPSAN: Número de pagos sin días de atraso de la empresa con entidades financieras no bancarias en 
los últimos 12 meses. 

 NPCANi-j: Número de pagos con i a j días de atraso de la empresa con entidades financieras no 
bancarias en los últimos 12 meses. 

 NPCAN180: Número de pagos con 180 días o más de atraso de la empresa con entidades financieras no 
bancarias en los últimos 12 meses. 

Días de Atraso: Número de días naturales a la fecha de la calificación (cierre de mes), durante los cuales el 
acreditado no haya liquidado en su totalidad el Monto Exigible en los términos pactados originalmente. Esta 
variable deberá ser expresada como un número entero mayor o igual a cero. 

Monto Exigible: Monto que corresponde cubrir al acreditado en el periodo pactado. El Monto Exigible deberá 
considerar tanto el importe correspondiente al periodo pactado, como los importes exigibles de periodos anteriores 
no pagados, si los hubiera. 

Resto de la 
tabla . . . 

Resto de la tabla. . .” 

 

Debe decir: 

“IV.- Definiciones 

Concepto y 
máxima 

antigüedad 
permisible al 

momento de la 
calificación 

 (cierre de mes) 

Definición 

. . . .  . . . 

Porcentaje de 
pagos en 

tiempo con 
entidades 

financieras no 
bancarias en 
los últimos 12 

meses 

(Antigüedad no 
mayor a 2 
meses a la 
fecha de 

calificación 
(cierre de mes); 

información 
correspondiente 

a alguna 
Sociedad de 
Información 
Crediticia) 

Porcentaje que representan los pagos en tiempo de las exposiciones totales del acreditado con entidades 
financieras no bancarias en los últimos 12 meses. 

 
Donde: 

 NPSAN: Número de pagos sin días de atraso de la empresa con entidades financieras no bancarias en 
los últimos 12 meses. 

 NPCANi-j: Número de pagos con i a j días de atraso de la empresa con entidades financieras no 
bancarias en los últimos 12 meses. 

 NPCAN180: Número de pagos con 180 días o más de atraso de la empresa con entidades financieras no 
bancarias en los últimos 12 meses. 

Días de Atraso: Número de días naturales a la fecha de la calificación (cierre de mes), durante los cuales el 
acreditado no haya liquidado en su totalidad el Monto Exigible en los términos pactados originalmente. Esta 
variable deberá ser expresada como un número entero mayor o igual a cero. 

Monto Exigible: Monto que corresponde cubrir al acreditado en el periodo pactado. El Monto Exigible deberá 
considerar tanto el importe correspondiente al periodo pactado, como los importes exigibles de periodos anteriores 
no pagados, si los hubiera. 

Resto de la 
tabla . . . 

Resto de la tabla. . .” 
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En el Anexo 38, SERIE A. “Criterios relativos al esquema general de la contabilidad para el Fovissste e 
Infonavit”, A-2 APLICACIÓN DE NORMAS PARTICULARES, párrafos 40, inciso b) y 42, inciso c), página 301, 
dice: 

“Cuentas por cobrar a patrones, Entidades y Dependencias 

El monto derivado de las Aportaciones, y en su caso Descuentos, a que se refiere el criterio B-6 
“Aportaciones a favor de los trabajadores”, cuando surja el derecho de cobro en términos de la 
legislación aplicable, el Fovissste e Infonavit, deberán reconocer inicialmente una cuenta por 
cobrar con las siguientes contrapartidas: 

a) aumentando el pasivo tratándose de las Aportaciones, atendiendo a lo señalado en el 
criterio B-6, o  

b) la cartera de crédito en el caso de los Descuentos, atendiendo a lo establecido en el criterio 
B-3, y en su caso, aumentando el pasivo por la obligación de entregar los recursos 
provenientes de aquellos créditos cedidos a entidades financieras.” 

 

40 

 

(Párrafo 41) . . .  

Deberá revelarse mediante notas a los estados financieros lo siguiente: 

a) las acciones de recaudación llevadas a cabo en la recuperación de la cuenta por cobrar 
señalada en los dos párrafos anteriores;  

b) desglose de la cuenta por cobrar, distinguiendo el monto correspondiente a Aportaciones y 
de Descuentos. Asimismo, se deberá revelar la antigüedad del saldo conforme a los 
siguientes plazos; de 1 a 180 días naturales, de 181 a 365 días naturales, de 366 días 
naturales a 2 años y más de 2 años; 

c) de los Descuentos, el porcentaje que representan del total de la cartera de crédito, y  

d) monto de la estimación por irrecuperabilidad o difícil cobro.” 

42 

 
Debe decir: 

“Cuentas por cobrar a patrones, Entidades y Dependencias 

El monto derivado de las Aportaciones, y en su caso Descuentos, a que se refiere el criterio B-6 
“Aportaciones a favor de los trabajadores”, cuando surja el derecho de cobro en términos de la 
legislación aplicable, el Fovissste e Infonavit, deberán reconocer inicialmente una cuenta por 
cobrar con las siguientes contrapartidas: 

a) aumentando el pasivo tratándose de las Aportaciones, atendiendo a lo señalado en el 
criterio B-6, o  

b) disminuyendo la cartera de crédito en el caso de los Descuentos, atendiendo a lo 
establecido en el criterio B-3, y en su caso, aumentando el pasivo por la obligación de 
entregar los recursos provenientes de aquellos créditos cedidos a entidades financieras.” 

40 

 
(Párrafo 41)  . . . 

Deberá revelarse mediante notas a los estados financieros lo siguiente: 

a) las acciones de recaudación llevadas a cabo en la recuperación de la cuenta por cobrar 
señalada en los dos párrafos anteriores;  

b) desglose de la cuenta por cobrar, distinguiendo el monto correspondiente a Aportaciones y 
de Descuentos. Asimismo, se deberá revelar la antigüedad del saldo conforme a los 
siguientes plazos: de 1 a 180 días naturales, de 181 a 365 días naturales, de 366 días 
naturales a 2 años y más de 2 años; 

c)  tratándose de los Descuentos, el porcentaje que representan del total de la cartera de 
crédito, y 

d) monto de la estimación por irrecuperabilidad o difícil cobro.” 

42 

 
___________________________ 
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SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA 
CIRCULAR por la que se comunica a las dependencias, la Fiscalía General de la República y entidades de la 
Administración Pública Federal, así como a las empresas productivas del Estado y a las entidades federativas, que 
deberán abstenerse de aceptar propuestas o celebrar contratos con la empresa México Primero S. de S.S. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- FUNCIÓN PÚBLICA.- 
Secretaría de la Función Pública.- Órgano Interno de Control.- Comisión Nacional Forestal.- Área de 
Responsabilidades. 

CIRCULAR CI-RE/16110/128/2023 

CIRCULAR por la que se comunica a las Dependencias, la Fiscalía General de la República y 

Entidades de la Administración Pública Federal, así como a las Empresas Productivas del Estado y a 

las Entidades Federativas, que deberán abstenerse de aceptar propuestas o celebrar contratos con la 

Empresa México Primero S. de S.S. 

Oficiales Mayores de las Dependencias, 

Fiscalía General de la República 

y equivalentes de las Entidades de la 

Administración Pública Federal y de los 

Gobiernos de las Entidades Federativas, 

Empresas Productivas del Estado. 

Con fundamento en los artículos 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2, 8 y 9 

primer párrafo de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, de aplicación supletoria a la Ley de 

Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público; 60, fracción IV de la Ley de Adquisiciones, 

Arrendamientos y Servicios del Sector Público; y 111 de su Reglamento; en cumplimiento a lo ordenado en el 

resolutivo quinto de la resolución de veintiuno de marzo de dos mil veintitrés dictada en el expediente 

administrativo SC-0002/2023 mediante la cual se resolvió el procedimiento administrativo incoado a la 

Empresa México Primero S. de S.S., esta Autoridad Administrativa hace de su conocimiento que se impuso a 

dicha empresa una multa de $144,330.00 (Ciento cuarenta y cuatro mil trescientos treinta pesos 00/100 

Moneda Nacional), así como Inhabilitación temporal por un año para participar de manera directa o por 

interpósita persona en procedimientos de contratación o celebrar contratos regulados por la Ley de 

Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público; por lo que a partir del día siguiente al que se 

publique la presente Circular en el Diario Oficial de la Federación, deberán abstenerse de aceptar propuestas 

o celebrar contratos con dicha persona moral, de manera directa o por interpósita persona, por el plazo de un 

año. 

En el entendido de que los contratos adjudicados y los que actualmente se tengan formalizados con la 

Empresa México Primero S. de S.S., no quedarán comprendidos en la aplicación de esta Circular, en 

términos del artículo 112 del Reglamento de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector 

Público. 

Las Entidades Federativas y los Municipios interesados deberán cumplir con lo señalado en esta Circular 

cuando las Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público que contratan, se realicen con cargo 

total o parcial a fondos federales, conforme a los convenios que celebren con el Ejecutivo Federal. 

En caso de que al día en que se cumpla el plazo de inhabilitación, la citada persona moral no haya pagado 

la multa impuesta a través de la resolución de veintiuno de marzo de dos mil veintitrés, la inhabilitación 

subsistirá hasta que se realice el pago de la misma, en términos de lo establecido en el antepenúltimo párrafo 

del artículo 60 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público. 

El presente Aviso surtirá efectos el mismo día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Atentamente: 

Zapopan, Jalisco, a 27 de marzo de 2023.- Titular del Área de Responsabilidades del Órgano Interno de 

Control en la Comisión Nacional Forestal, Licenciada Sandra Raquel Báez Álvarez.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE DESARROLLO AGRARIO, TERRITORIAL Y 
URBANO 

CONVENIO Marco de Coordinación para la distribución y ejercicio de subsidios del Programa de Mejoramiento 
Urbano de la Vertiente Mejoramiento Integral de Barrios correspondiente al ejercicio fiscal 2022, que celebran la 
Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, el Estado de Chiapas y el Municipio de Palenque. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- DESARROLLO 
TERRITORIAL.- Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

Convenio Marco de Coordinación 
Estado de Chiapas/Municipio de Palenque 
CMC/UAPIEP/PMU/033/2022 

Convenio Marco de Coordinación para la distribución y ejercicio de subsidios del Programa de 
Mejoramiento Urbano de la Vertiente Mejoramiento Integral de Barrios correspondiente al ejercicio fiscal 2022, 
que celebran el Gobierno Federal a través de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, en lo 
sucesivo “LA SEDATU”, representada en este acto por el ciudadano Daniel Octavio Fajardo Ortiz, Titular de la 
Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, asistido por la ciudadana Glenda Yhadelle Argüelles 
Rodríguez, Titular de la Unidad de Apoyo a Programas de Infraestructura y Espacios Públicos y el ciudadano 
Francisco Josué Cortés Enríquez, Titular de la Unidad de Proyectos Estratégicos para el Desarrollo Urbano; el 
Gobierno del Estado de Chiapas, en lo sucesivo “EL ESTADO”, representado por el ciudadano Angel Carlos 
Torres Culebro, en su carácter de Secretario de Obras Públicas; y el H. Ayuntamiento de Palenque, Estado de 
Chiapas, en lo sucesivo “LA INSTANCIA SOLICITANTE”, representado por el ciudadano Jorge Cabrera 
Aguilar, Presidente Municipal, quien actúa en compañía del ciudadano Pedro Enrique Morales García, en su 
carácter de Secretario Municipal de Palenque, Estado de Chiapas; a quienes en conjunto se les denominará 
“LAS PARTES”, al tenor de los antecedentes, declaraciones y cláusulas siguientes: 

ANTECEDENTES 

1. Que el artículo 26, apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(CPEUM), establece la obligación del Estado para organizar un sistema de planeación democrática 
del desarrollo nacional que imprima solidez, dinamismo, competitividad, permanencia y equidad al 
crecimiento de la economía para la independencia y la democratización política, social y cultural  de 
la nación. 

2. Que el artículo 134 de la CPEUM establece que, los recursos económicos de que dispongan la 
Federación, las entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad 
de México, se administrarán con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para 
satisfacer los objetivos a los que estén destinados. 

3. Que el artículo 4, fracción I, de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial 
y Desarrollo Urbano reconoce el derecho a la ciudad como un principio rector de la planeación, 
regulación y gestión de los asentamientos humanos, y lo define como la obligación del Estado de 
garantizar a todos los habitantes de un asentamiento humano o centros de población el acceso a la 
vivienda, infraestructura, equipamiento y servicios básicos, a partir de los derechos reconocidos por 
la CPEUM y los tratados internacionales suscritos por México en la materia. 

4. Conforme a los artículos 2, fracción LIII, 74 y 75, fracción VII, de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, los subsidios son asignaciones de recursos federales previstas en el 
Presupuesto de Egresos que, a través de las dependencias y entidades, se otorgan a los diferentes 
sectores de la sociedad, a las entidades federativas o municipios para fomentar el desarrollo de 
actividades sociales o económicas prioritarias de interés general, que serán ministrados por las 
dependencias con cargo a sus presupuestos, asegurando la coordinación de acciones entre 
dependencias y entidades, para evitar la duplicidad en el ejercicio de los recursos y reducir  gastos 
administrativos. 

5. El artículo 28 de la Ley de Planeación establece que, las acciones contenidas en el Plan Nacional de 
Desarrollo, así como en los programas que de él emanen, deberán especificar las acciones que 
serán objeto de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas; por tanto, en términos 
del artículo 33 de dicho ordenamiento, se podrá convenir con los gobiernos locales y la participación 
que corresponda a los municipios, satisfaciendo las formalidades que en cada caso procedan, la 
coordinación que se requiera a efecto de que participen y coadyuven a la consecución de los 
objetivos de la planeación nacional. 
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6. El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, en el Apartado II, Política Social, numeral 8, denominado 
“Desarrollo Urbano y Vivienda”, señala que en el Programa de Mejoramiento Urbano, en lo sucesivo 
“EL PROGRAMA”, se realizarán obras de rehabilitación y/o mejoramiento de espacios públicos. 

7. El Programa Sectorial de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 2020–2024, elaborado a partir  del 
Plan Nacional de Desarrollo 2019–2024, en su objetivo prioritario 3, señala que la finalidad de  “EL 
PROGRAMA”, es impulsar un hábitat asequible, resiliente y sostenible, para avanzar en la 
construcción de espacios de vida para que todas las personas puedan vivir seguras y en condiciones 
de igualdad. 

8. Mediante publicación realizada en el Diario Oficial de la Federación el día 31 de diciembre de 2021, 
se dieron a conocer las Reglas de Operación del Programa de Mejoramiento Urbano, para el 
ejercicio fiscal 2022, que en lo sucesivo se denominarán “LAS REGLAS”. 

9. “LAS REGLAS”, en su numeral “13.5 Coordinación institucional”, establecen que, con el propósito de 
propiciar la sinergia con otros programas públicos y privados y obtener mayores impactos en el 
abatimiento de rezagos urbanos y sociales en los Polígonos de Atención Prioritaria del Programa, 
“LA SEDATU”, promoverá la coordinación de esfuerzos con dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, Estatal, Municipal, con instituciones y organismos privados, así como 
de la sociedad civil. Para ello, en su caso, se suscribirán los instrumentos jurídicos de coordinación 
correspondientes; siendo obligación de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda el 
promover que los “Polígonos de Atención Prioritaria del Programa” sean utilizados como referencia 
para la ejecución de acciones de otras instituciones públicas, federales o locales. 

10. “EL PROGRAMA”, es un instrumento congruente con los tratados internacionales a los que México 
se ha adherido, como la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible, en particular con el 
objetivo 11, denominado Ciudades y Comunidades Sostenibles, el cual establece: "Lograr que las 
ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles"; en 
específico las metas 11.1, 11.3, 11.7, 11.a y 11.b, resaltan la importancia de asegurar el acceso de 
todas las personas a viviendas y servicios básicos adecuados, seguros y asequibles, así como de 
mejorar los barrios marginales; de aumentar la urbanización inclusiva, sostenible y la capacidad para 
una planificación y gestión participativas, integradas y sostenibles de los asentamientos humanos; de 
proporcionar acceso universal a zonas verdes y espacios públicos seguros, inclusivos y accesibles, 
en particular para las mujeres y la niñez, las personas mayores de edad y las personas con 
discapacidad; de apoyar los vínculos económicos, sociales y ambientales positivos entre las zonas 
urbanas, periurbanas y rurales mediante el fortalecimiento de la planificación del desarrollo nacional y 
regional; y finalmente, de aumentar sustancialmente el número de ciudades y asentamientos 
humanos que adoptan y ponen en marcha políticas y planes integrados para promover la inclusión, el 
uso eficiente de los recursos, la mitigación del cambio climático y la adaptación a él y la resiliencia 
ante los desastres. 

11. De conformidad con lo establecido en “LAS REGLAS”, con fecha 31 de mayo de 2022, en la Décima 
Cuarta Sesión Extraordinaria del Comité de Validación de “EL PROGRAMA” se autorizó el Plan de 
Acciones Urbanas, concerniente al Municipio de Palenque en el Estado de Chiapas mismo que 
contiene la definición de polígonos de atención prioritaria, así como la cartera de acciones y/o 
proyectos susceptibles a recibir recursos de “EL PROGRAMA”, y sus montos máximos de asignación 
presupuestal por intervención. 

DECLARACIONES 

I.- Declara “LA SEDATU” que: 

I.1. Es una Dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 90 de la CPEUM, y 1°, 2°, fracción I, 26 y 41, de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal. 

I.2. Conforme a las atribuciones contenidas en el artículo 41, fracciones X, XIII y XX, de la Ley Orgánica 
de la Administración Pública Federal, “LA SEDATU”, a través de la Subsecretaría de Desarrollo 
Urbano y Vivienda, tiene atribuciones para suscribir el presente Convenio Marco de Coordinación. 

I.3. Su representante, Daniel Octavio Fajardo Ortiz, Titular de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y 
Vivienda, cuenta con atribuciones para suscribir el presente instrumento, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 7, fracciones XI y XII, y 9, del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. Asimismo, conforme a lo establecido en el numeral 11.2, 
fracción VII, de “LAS REGLAS”, a la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, le corresponde 
suscribir los acuerdos de colaboración, coordinación, concertación y cualquier otro instrumento 
jurídico, para la operación y ejecución de “EL PROGRAMA”, de conformidad con la legislación y 
normatividad aplicable. 
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I.4. La ciudadana Glenda Yhadelle Argüelles Rodríguez, Titular de la Unidad de Apoyo a Programas de 
Infraestructura y Espacios Públicos, en lo sucesivo “LA UAPIEP” y Unidad Responsable del 
Programa, cuenta con facultades y atribuciones para suscribir el presente Convenio, de conformidad 
con lo dispuesto en los artículos 11, fracciones IV y VI, y 16, del Reglamento Interior de la Secretaría 
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; así como en los numerales 1.4, fracciones CXI y CXII, 
11.3 y 11.4, de “LAS REGLAS”. 

I.5. Francisco Josué Cortés Enríquez, Titular de la Unidad de Proyectos Estratégicos para el Desarrollo 
Urbano, en lo sucesivo “LA UPEDU” e Instancia Ejecutora del Programa, cuenta con atribuciones 
para coadyuvar y suscribir el presente Convenio, de acuerdo con lo señalado en los artículos 11, 
fracciones IV y VI, y 15, fracciones I, III, IV y XVI, del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, y numerales 1.4, fracción CXIV y 11.7, fracciones II y VI de 
“LAS REGLAS”. 

I.6. Para efectos de este Convenio, señala como su domicilio legal el ubicado en Avenida Nuevo León 
número 210, Colonia Hipódromo Condesa, Alcaldía Cuauhtémoc, Código Postal 06100, Ciudad  de 
México. 

II.- Declara “EL ESTADO” por conducto de su representante, que: 

II.1. El Estado de Chiapas, es parte integrante de la Federación, democrático de Derecho, de 
composición pluricultural, libre y soberano en lo concerniente a su régimen interior, de conformidad 
con los artículos 115 y 116 de la CPEUM; 1 y 16, de la Constitución Política del Estado de Libre y 
Soberano de Chiapas. 

II.2. El C. Angel Carlos Torres Culebro, en su carácter de Secretario de Obras Públicas, cuenta con 
facultades para suscribir el presente Convenio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 60 de 
la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas; así como los artículos 11, 28, 
fracción VI, y 34, fracción XII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Chiapas, 
concurre y acredita su personalidad, mediante nombramiento emitido por el Titular del Poder 
Ejecutivo del Estado de Chiapas, de fecha 14 de agosto de 2020. 

II.3. Para efectos de presente instrumento, señala como su domicilio el ubicado en edificio “A” de la 
Unidad Administrativa, colonia Maya de Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, código postal 29010. 
Adicionalmente, señala el correo electrónico: sopjuridicochis@gmail.com. 

III.- Declara “LA INSTANCIA SOLICITANTE” por conducto de su representante, que: 

III.1. Es una Institución de Derecho Público, que posee personalidad jurídica, patrimonio propio y libre 
administración de su hacienda, de conformidad con los artículos 115, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 2, numeral 79, 80 y 82, de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Chiapas. 

III.2. El ciudadano Jorge Cabrera Aguilar, Presidente Municipal del H. Ayuntamiento de Palenque, 
Chiapas; cuenta con atribuciones para celebrar los contratos y convenios necesarios para el 
beneficio del Municipio, conjuntamente con el ciudadano Pedro Enrique Morales García, en su 
carácter de Secretario Municipal de Palenque, de conformidad con los artículos 45 fracción LXV, 57 
fracción V, 80 fracción IV, de la Ley de Desarrollo Constitucional en Materia de Gobierno y 
Administración Municipal del Estado de Chiapas, así como el numeral 11.6 de “LAS REGLAS”. 

III.3. Para efectos del presente Convenio, señala como su domicilio el ubicado en Avenida Miguel Hidalgo, 
S/N, Centro, C.P. 29960 Palenque, Chiapas. 

IV.- Declaran “LAS PARTES” que: 

IV.1. En la celebración del presente acto jurídico no existe error, dolo o mala fe, por lo que es celebrado de 
manera voluntaria, y reconocen mutuamente la personalidad con que comparecen sus respectivos 
representantes. 

IV.2. Una vez reconocida plenamente la personalidad y capacidad jurídica con que comparecen cada una 
de “LAS PARTES”, es su voluntad celebrar el presente Convenio Marco de Coordinación. 

Con base en los antecedentes y declaraciones de este instrumento y con fundamento en los artículos 26, 
apartado A, 90 y 115, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, 2°, 17 Bis, 26 y 41, de 
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 28 y 33, de la Ley de Planeación; 1, 4, fracción VII, 75 y 
77, de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 1, 176, 178 y 179, del Reglamento de la 
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 4, 8, 9, 48, 49, 50 y 51, de la Ley General de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano; 70, fracción XV, de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública; 3, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
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Información Pública; 1, 7, fracciones XI y XII, 9, 11, fracciones IV y VI, 15, fracciones I, III, IV y XVI, y 16, del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; las disposiciones contenidas 
en “LAS REGLAS”, y demás disposiciones jurídicas aplicables, “LAS PARTES” celebran el presente Convenio 
Marco de Coordinación, al tenor de las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. 

El objeto del presente Convenio Marco de Coordinación es conjuntar voluntades, acciones y capacidades 
donde se establezcan las bases y los mecanismos para la distribución y ejercicio de subsidios del Programa 
de Mejoramiento Urbano, de la Vertiente Mejoramiento Integral de Barrios, correspondientes al ejercicio fiscal 
2022, así como coadyuvar en el ámbito de sus respectivas competencias de “LAS PARTES”, para que se 
ejecuten proyectos que deriven de las modalidades y tipos de apoyo de dicho programa, a los cuales, en lo 
sucesivo se les denominará como “LOS PROYECTOS”, mismos que se realizarán en el Municipio de 
Palenque, integrante del Estado de Chiapas. 

Los recursos financieros que, en su caso, aporte “LA SEDATU”, son subsidios que no pierden su carácter 
federal y que provienen del Ramo Administrativo 15 “Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano”, asignados a “EL 
PROGRAMA”. 

Estos subsidios estarán sujetos a la disponibilidad presupuestal de “EL PROGRAMA”. 

SEGUNDA. EJECUCIÓN ESPECÍFICA DE “LOS PROYECTOS”. 

La implementación y ejecución de “EL PROGRAMA” se dará de conformidad con la mecánica de 
operación correspondiente a la Vertiente Mejoramiento Integral de Barrios, por lo cual, en su oportunidad se 
llevará a cabo la formalización de los Convenios de Coordinación Específicos o instrumentos jurídicos 
específicos aplicables, acorde a lo establecido en “LAS REGLAS”, en los que se establecerán los datos de 
“LOS PROYECTOS” que serán apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”; y en los cuales aplicará el 
contenido de los apartados de este Convenio Marco de Coordinación, en lo conducente y conforme a la 
normativa aplicable. 

“LAS PARTES” convienen que la ejecución de “LOS PROYECTOS” que sean apoyados con subsidios de 
“EL PROGRAMA”, se realizará desde la firma de los Convenios de Coordinación Específicos y hasta la 
suscripción del Acta de Entrega-Recepción de las Obras o acciones, obligándose a realizar las acciones que 
resulten necesarias para recibirlas y, en su caso, activarlas, conforme a la normativa aplicable. 

TERCERA. NORMATIVIDAD. 

Para la ejecución de “LOS PROYECTOS” que sean apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”, “LAS 
PARTES” convienen que se sujetarán, en lo aplicable, a lo establecido en: la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y su Reglamento; la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las 
Mismas y su Reglamento; la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público y su 
Reglamento; el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2022; “LAS 
REGLAS”; este Convenio Marco de Coordinación; los Convenios de Coordinación Específicos o los 
instrumentos jurídicos específicos aplicables a la Vertiente Mejoramiento Integral de Barrios, así como a las 
demás disposiciones jurídicas federales y locales aplicables. 

CUARTA. INSTANCIA EJECUTORA DE “LOS PROYECTOS”. 

En los Convenios de Coordinación Específicos o los instrumentos jurídicos específicos aplicables, se 
señalará la Instancia Ejecutora de “LOS PROYECTOS”, que serán apoyados con subsidios de “EL 
PROGRAMA”, la cual tendrá las obligaciones y responsabilidades que se establecen en “LAS REGLAS” y 
demás normativa aplicable. 

QUINTA. RESPONSABILIDADES DE “LA SEDATU”. 

a) Apoyar con subsidios federales la ejecución de "EL PROGRAMA"; 

b) Revisar, evaluar y aprobar “LOS PROYECTOS” por conducto del máximo órgano de decisión de “EL 
PROGRAMA”; 

c) Promover, integrar y dar seguimiento a las actividades en materia de contraloría social; entre otras 
conformando y capacitando a los Comités de Contraloría Social, ajustándose al esquema de 
operación, la guía operativa y el programa anual de trabajo en la materia determinado por "EL 
PROGRAMA", y validados por la Secretaría de la Función Pública, con el apoyo que corresponde de 
“LAS PARTES”, y 

d) Las demás que resulten necesarias para dar cumplimiento al objeto del presente Convenio, y 
aquellas que resulten aplicables conforme a lo que señalan "LAS REGLAS" y demás  normativa 
aplicable. 
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SEXTA. RESPONSABILIDADES DE “EL ESTADO”. 

a) Apoyar en el cumplimiento de los objetivos y metas de "EL PROGRAMA"; 

b) Apoyar a “LA INSTANCIA SOLICITANTE”, en el ámbito de su competencia, en lo relativo a la 
obtención u otorgamiento de permisos, licencias, autorizaciones y demás actos que se requieran 
para la realización de las obras o acciones que se contengan en “LOS PROYECTOS” aprobados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”; 

c) Promover y coadyuvar en la verificación respecto a que los subsidios aportados a "EL PROGRAMA" 
se ejerzan de conformidad con lo dispuesto en la normativa aplicable, y en “LAS REGLAS"; 

d) Coadyuvar y apoyar a “LA INSTANCIA SOLICITANTE” en el ámbito de su competencia con aquellas 
acciones que resulten necesarias para salvaguardar y vigilar la correcta ejecución de “LOS 
PROYECTOS”, así como contribuir a la generación y preservación del orden público y la paz social 
de las mismas, en términos de la normativa aplicable; 

e) Apoyar, en caso de ser necesario, para que las obras o acciones contenidas en “LOS PROYECTOS” 
se reciban y, en su caso, se activen por el Municipio o instancias competentes; 

f) Coadyuvar en el cumplimiento de los objetivos de "EL PROGRAMA" de conformidad a lo dispuesto 
en "LAS REGLAS", y 

g) Las demás que resulten necesarias para dar cumplimiento al objeto del presente Convenio, en 
términos de la normativa aplicable. 

SÉPTIMA. RESPONSABILIDADES DE “LA INSTANCIA SOLICITANTE”. 

Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio Marco de Coordinación, “LA INSTANCIA 
SOLICITANTE”, tendrá las siguientes responsabilidades: 

a) Acreditar y proporcionar la documentación que acredite la propiedad o legal posesión de los 
inmuebles susceptibles de ser intervenidos en el marco de “EL PROGRAMA” o, en su defecto, 
continuar con los trámites correspondientes que permitan la adecuada ejecución de “LOS 
PROYECTOS”, acorde a lo establecido en “LAS REGLAS” y demás normativa aplicable; 

b) Coadyuvar en la integración del expediente de cada obra o acción, de acuerdo con la normativa 
aplicable y a lo definido en “LAS REGLAS”; 

c) Suscribir los instrumentos jurídicos que correspondan, de acuerdo con las disposiciones aplicables, 
así como dar cumplimiento a lo convenido; 

d) Facilitar que se cumpla con la normativa aplicable en materia de protección civil, reglamentos de 
construcción, Normas Oficiales Mexicanas o cualquier otra relacionada con “LOS PROYECTOS”  que 
correspondan; 

e) En su caso emitir las autorizaciones, licencias de construcción, dictámenes de factibilidad entre otros, 
de las obras y acciones propuestas, de conformidad con la normativa aplicable, así como cubrir la 
totalidad de los costos asociados a estos conceptos; 

f) Remitir a la autoridad competente las quejas y denuncias que se interpongan en relación con “EL 
PROGRAMA”; 

g) Cumplir con las responsabilidades específicas, aplicables a cada Vertiente de “EL PROGRAMA”, que 
se establecen en “LAS REGLAS”; 

h) Promover en el ámbito de su competencia las acciones que resulten necesarias para salvaguardar y 
vigilar la correcta ejecución de “LOS PROYECTOS”, así como contribuir a la generación y 
preservación del orden público y la paz social de las mismas, en términos de la normativa aplicable, y 

i) Las demás que resulten necesarias para dar cumplimiento al objeto del presente Convenio y aquellas 
que establezca la Instancia Normativa, “LAS REGLAS” y las disposiciones aplicables. 

OCTAVA. CONTROL Y FISCALIZACIÓN. 

El ejercicio de los recursos federales de “EL PROGRAMA” está sujeto a las disposiciones federales 
aplicables y podrán ser auditados por las siguientes instancias, conforme a la legislación vigente y en el 
ámbito de sus respectivas competencias: el Órgano Interno de Control en “LA SEDATU”, la Secretaría de la 
Función Pública, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Auditoría Superior de la Federación y demás 
instancias que en el ámbito de sus respectivas atribuciones resulten competentes. 
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NOVENA. TERMINACIÓN ANTICIPADA Y RESCISIÓN DEL CONVENIO. 

“LAS PARTES” acuerdan que, al basarse el presente instrumento en el principio de la buena fe, de común 
acuerdo, podrán convenir la terminación anticipada del mismo. Asimismo, el presente Convenio se podrá dar 
por terminado de manera anticipada por la existencia de alguna de las siguientes causas: a) De presentarse 
caso fortuito, entendiéndose éste por un acontecimiento de la naturaleza; b) Por fuerza mayor, entendiéndose 
un hecho humanamente inevitable, y c) Por cumplimiento anticipado del objeto del presente Convenio. 

“LA SEDATU” podrá, en cualquier momento, rescindir el presente instrumento jurídico, sin que medie 
resolución judicial y sin responsabilidad alguna, cuando cualquiera de “LAS PARTES” no cumpla en tiempo y 
forma con los compromisos pactados en este Convenio Marco de Coordinación o de presentarse alguna 
circunstancia prevista en “LAS REGLAS” y demás normativa aplicable, para tal efecto. 

DÉCIMA. MODIFICACIONES. 

De considerarse procedente, el presente Convenio Marco de Coordinación se podrá modificar de común 
acuerdo por “LAS PARTES”, conforme a los preceptos y lineamientos que lo originan, dichas modificaciones 
deberán constar por escrito. 

DÉCIMA PRIMERA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. 

“LAS PARTES” manifiestan su conformidad para interpretar, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, y para resolver de común acuerdo, todo lo relativo a la ejecución y cumplimiento del presente 
Convenio Marco de Coordinación; asimismo, convienen en sujetarse para todo lo no previsto en el mismo, a lo 
dispuesto en los instrumentos legales y normativos señalados en la Cláusula Tercera de este Convenio. 

De las controversias que surjan con motivo de la ejecución y cumplimiento del presente Convenio Marco 
de Coordinación, que no puedan ser resueltas de común acuerdo entre “LAS PARTES”, conocerán los 
Tribunales Federales con sede en la Ciudad de México. 

DÉCIMA SEGUNDA. DIFUSIÓN. 

“LAS PARTES” serán responsables de que durante la ejecución de “LOS PROYECTOS” apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, se cumplan las disposiciones, estrategias y programas en materia de difusión, 
que se encuentren señaladas en el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio 
Fiscal 2022, así como en “LAS REGLAS”. 

La publicidad, información, la papelería y la documentación oficial relativa a las acciones realizadas deberá 
identificarse con el escudo nacional en los términos que establece la Ley Sobre el Escudo, la Bandera y el 
Himno Nacionales, y el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2022, e 
incluir la siguiente leyenda: “Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el 
uso para fines distintos a los establecidos en el programa”. 

DÉCIMA TERCERA. PROPIEDAD INTELECTUAL Y DERECHOS DE AUTOR. 

En caso de generarse derechos de propiedad intelectual con motivo de las actividades que se lleven a 
cabo en el marco de este Convenio, así como del diseño y la ejecución de “LOS PROYECTOS” apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, "LAS PARTES" se obligan a reconocerse mutuamente los créditos 
correspondientes y ajustarse a lo dispuesto en la Ley Federal del Derecho de Autor, su Reglamento y demás 
normatividad aplicable. 

Asimismo, "LAS PARTES" convienen que la propiedad intelectual y los derechos de autor resultantes de 
las actividades que desarrollen conjuntamente corresponderán a la parte que haya producido; o, en su caso, a 
todas ellas en proporción a sus aportaciones. Los derechos de autor de carácter patrimonial que se deriven 
del presente Convenio le corresponderán a la parte que haya participado o que haya aportado recursos para 
su realización, la cual, únicamente quedará obligada a otorgarle los créditos correspondientes por su autoría y 
colaboración a la otra parte. 

DÉCIMA CUARTA. CONTRALORÍA SOCIAL. 

“LAS PARTES” serán responsables de que durante la ejecución de “LOS PROYECTOS” apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA” se cumplan las disposiciones señaladas en “LAS REGLAS” en materia de 
contraloría social; así como lo señalado en los Lineamientos vigentes emitidos por la Secretaría de la Función 
Pública, para promover las acciones necesarias que permitan la efectividad de la vigilancia ciudadana, bajo el 
esquema o esquemas validados por la Secretaría de la Función Pública. 

DÉCIMA QUINTA. RELACIÓN LABORAL. 

"LAS PARTES" convienen que el personal aportado por cada una para la realización de “LOS 
PROYECTOS” apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”, se entenderá relacionado exclusivamente con 
aquella que lo empleó; por ende, cada una de ellas asumirá su responsabilidad por este concepto, y en ningún 
caso serán consideradas como patrones solidarios o sustitutos de la otra. 
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DÉCIMA SEXTA. TRANSPARENCIA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. 

“LAS PARTES” acuerdan guardar y proteger la información reservada y/o confidencial que generen, 
obtengan, adquieran, transformen o se encuentre en su posesión, de acuerdo con la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, así como 
cualquier otro ordenamiento jurídico vigente en la materia, incluyendo, desde luego, los supuestos de 
confidencialidad y reserva estipulados en los citados ordenamientos de considerarse procedente. 

“LAS PARTES”, en sus respectivos ámbitos de competencia, serán responsables en obtener el 
consentimiento de los titulares de datos personales y/o datos personales sensibles, de conformidad con la Ley 
General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados y demás normatividad 
aplicable, que se obtengan con motivo del cumplimiento del objeto del presente Convenio. 

“LAS PARTES”, en sus respectivos ámbitos de competencia, se obligan a realizar los avisos de privacidad 
correspondientes, de conformidad con la mencionada ley, y obtener las autorizaciones correspondientes para 
transferir dichos datos a la otra parte, cuando así sea necesario en términos de la legislación aplicable. 

“LAS PARTES”, en sus respectivos ámbitos de competencia, serán responsables del manejo, 
almacenamiento y protección de los datos personales y los datos personales sensibles, que obtengan con 
motivo del cumplimiento del presente Convenio. 

DÉCIMA SÉPTIMA. INTEGRIDAD. 

“LAS PARTES” se comprometen a actuar bajo los principios de legalidad, imparcialidad, transparencia, 
honestidad, e integridad, y a cumplir con todas las disposiciones en materia de responsabilidades de 
servidores públicos, previstas en la Ley General de Responsabilidades Administrativas y el Código  Penal 
Federal. 

“LAS PARTES” se comprometen a que, ni ellas, ni sus directores, funcionarios o empleados habrán 
ofrecido, prometido, entregado, autorizado, solicitado o aceptado ninguna ventaja indebida, económica o de 
otro tipo (o insinuado que lo harán o podrían hacerlo en el futuro) relacionada de algún modo con el presente 
instrumento o con los que deriven del mismo y que habrán adoptado medidas razonables para evitar que lo 
hagan los subcontratistas, agentes o cualquier otro tercero que este sujeto a su control o a su  influencia 
significativa. 

Para esos efectos, el alcance del objeto del presente Convenio se limita al necesario para cumplir con los 
fines y conducción normal de las actividades de cada una de “LAS PARTES”. 

DÉCIMA OCTAVA. ANTICORRUPCIÓN. 

“LAS PARTES” se comprometen a no llevar a cabo acto de corrupción alguno, por lo que pactan que será 
causal de suspensión o terminación de la relación derivada del presente Convenio, el conocimiento de que la 
otra parte ha actuado en violación a la legislación aplicable en materia de anticorrupción, en particular al 
involucrarse o tolerar algún acto de corrupción o ser utilizada como conducto para cometerlo. 

Para esos efectos, el alcance del objeto del presente Convenio se limita al necesario para cumplir con los 
fines y conducción normal de las actividades de cada una de “LAS PARTES”. 

DÉCIMA NOVENA. DOMICILIOS. 

“LAS PARTES” señalan como sus domicilios convencionales para toda clase de avisos, comunicaciones, 
notificaciones y en general para todo lo relacionado con el presente Convenio, los señalados en sus 
respectivas declaraciones. Cualquier cambio de domicilio de las partes deberá ser notificado por escrito, 
dirigido a “LAS PARTES”, con acuse de recibo, por lo menos en un plazo de diez días hábiles de anticipación 
a la fecha en que deba surtir efectos el cambio. Sin este aviso, todas las comunicaciones se entenderán como 
válidamente hechas en los domicilios aquí señalados. 

VIGÉSIMA. VIGENCIA. 

El presente Convenio Marco de Coordinación estará vigente a partir del día de su firma y hasta el 31 de 
diciembre de 2022. 

Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines distintos a 
los establecidos en el programa. 

Enteradas las partes de su contenido y alcance legal, firman el presente Convenio Marco de Coordinación, 
en seis tantos, en la Ciudad de México, al primer día del mes de junio de 2022.- Por la SEDATU: el Titular de 
la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, C. Daniel Octavio Fajardo Ortiz.- Rúbrica.- La Titular de la 
Unidad de Apoyo a Programas de Infraestructura y Espacios Públicos, C. Glenda Yhadelle Argüelles 
Rodríguez.- Rúbrica.- El Titular de la Unidad de Proyectos Estratégicos para el Desarrollo Urbano, C. 
Francisco Josué Cortés Enríquez.- Rúbrica.- Por el Estado: el Secretario de Obras Públicas, C. Angel 
Carlos Torres Culebro.- Rúbrica.- Por la Instancia Solicitante: el Presidente Municipal, C. Jorge Cabrera 
Aguilar.- Rúbrica.- Secretario Municipal de Palenque, C. Pedro Enrique Morales García.- Rúbrica. 
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CONVENIO Marco de Coordinación para la distribución y ejercicio de subsidios del Programa de Mejoramiento 
Urbano de la Vertiente de Mejoramiento Integral de Barrios modalidad Equipamiento Urbano y Espacio Público 
para el ejercicio fiscal 2021, que celebran la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, el Estado de 
Coahuila de Zaragoza y el Municipio de Acuña. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- DESARROLLO 
TERRITORIAL.- Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

Convenio Marco de Coordinación 
Estado de Coahuila de Zaragoza/Municipio de Acuña 
CMC/UAPIEP/ACT/ 004/2021 

Convenio Marco de Coordinación para la distribución y ejercicio de subsidios del Programa de 
Mejoramiento Urbano de la Vertiente de Mejoramiento Integral de Barrios modalidad Equipamiento Urbano y 
Espacio Público para el ejercicio fiscal 2021, que celebran el Gobierno Federal a través de la Secretaría de 
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, en lo sucesivo “LA SEDATU”, representada en este acto por el 
ciudadano Daniel Octavio Fajardo Ortiz, Titular de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, asistido 
por la ciudadana Glenda Yhadelle Argüelles Rodríguez, Titular de la Unidad de Apoyo a Programas de 
Infraestructura y Espacios Públicos y la ciudadana Rocío Magdalena Aguilar Rodríguez, Directora General de 
Desarrollo Regional, el Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza, en lo sucesivo “EL ESTADO” 
representado por el ciudadano Miguel Ángel Algara Acosta, en su carácter de Secretario de Infraestructura, 
Desarrollo Urbano y Movilidad; y el H. Ayuntamiento de Acuña, del Estado de Coahuila de Zaragoza en lo 
sucesivo “EL MUNICIPIO”, representado por el ciudadano Roberto de los Santos Vázquez, Presidente 
Municipal; a quienes en conjunto se les denominará “LAS PARTES”, al tenor de los antecedentes, 
declaraciones y cláusulas siguientes: 

ANTECEDENTES 

1. El artículo 26, apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece la 
obligación del Estado para organizar un sistema de planeación democrática del desarrollo nacional 
que imprima solidez, dinamismo, competitividad, permanencia y equidad al crecimiento de la 
economía para la independencia y la democratización política, social y cultural de la nación. 

2. El artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que los 
recursos económicos de que dispongan la Federación, las entidades federativas, los Municipios y las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, se administrarán con eficiencia, eficacia, 
economía, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados. 

3. El artículo 4, fracción I de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano reconoce el derecho a la ciudad como un principio rector de la planeación, 
regulación y gestión de los asentamientos humanos, y lo define como la obligación del Estado de 
garantizar a todos los habitantes de un asentamiento humano o centros de población el acceso a la 
vivienda, infraestructura, equipamiento y servicios básicos, a partir de los derechos reconocidos por 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internacionales suscritos por 
México en la materia. 

4. Conforme a los artículos 2, fracción LIII, 74 y 75, fracción VII de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, los subsidios son asignaciones de recursos federales previstas en el 
Presupuesto de Egresos que, a través de las dependencias y entidades, se otorgan a los diferentes 
sectores de la sociedad, a las entidades federativas o municipios para fomentar el desarrollo de 
actividades sociales o económicas prioritarias de interés general, que serán ministrados por las 
dependencias con cargo a sus presupuestos, asegurando la coordinación de acciones entre 
dependencias y entidades, para evitar la duplicidad en el ejercicio de los recursos y reducir gastos 
administrativos. 

5. El artículo 28 de la Ley de Planeación establece que las acciones contenidas en el Plan Nacional de 
Desarrollo, así como en los programas que de él emanen, deberán especificar las acciones que 
serán objeto de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas; por tanto, en términos 
del artículo 33 de dicho ordenamiento, se podrá convenir con los gobiernos locales y la participación 
que corresponda a los municipios, satisfaciendo las formalidades que en cada caso procedan, la 
coordinación que se requiera a efecto de que participen y coadyuven a la consecución de los 
objetivos de la planeación nacional. 

6. El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, en el Apartado II, Política Social, numeral 8, denominado 
“Desarrollo Urbano y Vivienda”, señala que en el Programa de Mejoramiento Urbano, en lo sucesivo 
“EL PROGRAMA”, se realizarán obras de rehabilitación y/o mejoramiento de espacios públicos. 
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7. El Programa Sectorial de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 2020–2024, elaborado a partir del 
Plan Nacional de Desarrollo 2019–2024, en su objetivo prioritario 3, señala que la finalidad  de “EL 
PROGRAMA” es impulsar un hábitat asequible, resiliente y sostenible, para avanzar en la 
construcción de espacios de vida para que todas las personas puedan vivir seguras y en condiciones 
de igualdad. 

8. Mediante publicación realizada en el Diario Oficial de la Federación, del día 31 de diciembre de 2020, 
se dieron a conocer las Reglas de Operación del Programa de Mejoramiento Urbano, para el 
ejercicio fiscal 2021, en lo sucesivo se denominarán “LAS REGLAS”. 

9. “LAS REGLAS”, en su numeral “12.5 Coordinación institucional”, establecen que con el propósito de 
propiciar la sinergia con otros programas públicos y privados y obtener mayores impactos en el 
abatimiento de rezagos urbanos y sociales en los Polígonos de Atención Prioritaria del Programa, 
“LA SEDATU” promoverá la coordinación de esfuerzos con dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, Estatal, Municipal, con instituciones y organismos privados, así como 
de la sociedad civil. Para ello, en su caso, se suscribirán los instrumentos jurídicos de coordinación 
específicos correspondientes; siendo obligación de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda 
el promover que los “Polígonos de Atención Prioritaria del Programa” sean utilizados como referencia 
para la ejecución de acciones de otras instituciones públicas federales o locales. 

10. “EL PROGRAMA”, es un instrumento congruente con los tratados internacionales a los que México 
se ha adherido, como la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible, en particular con el 
objetivo 11 denominado Ciudades y Comunidades Sostenibles, el cual establece: "Lograr que las 
ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles"; en 
específico las metas 11.1, 11.3, 11.7, 11.a y 11.b, resaltan la importancia de asegurar el acceso de 
todas las personas a viviendas y servicios básicos adecuados, seguros y asequibles, así como de 
mejorar los barrios marginales; de aumentar la urbanización inclusiva, sostenible y la capacidad para 
una planificación y gestión participativas, integradas y sostenibles de los asentamientos humanos; de 
proporcionar acceso universal a zonas verdes y espacios públicos seguros, inclusivos y accesibles, 
en particular para las mujeres y la niñez, las personas mayores de edad y las personas con 
discapacidad; de apoyar los vínculos económicos, sociales y ambientales positivos entre las zonas 
urbanas, periurbanas y rurales mediante el fortalecimiento de la planificación del desarrollo nacional y 
regional; y finalmente, de aumentar sustancialmente el número de ciudades y asentamientos 
humanos que adoptan y ponen en marcha políticas y planes integrados para promover la inclusión, el 
uso eficiente de los recursos, la mitigación del cambio climático y la adaptación a él y la resiliencia 
ante los desastres. 

11. “LAS REGLAS”, establecen que la vertiente Mejoramiento Integral de Barrios consiste en asignar y, 
en su caso, dotar recursos federales en proyectos de equipamiento urbano y espacio público a través 
de la dotación de Mobiliario y Equipo para el acondicionamiento y equipamiento de espacios físicos 
para su correcto funcionamiento. 

DECLARACIONES 

I.- Declara “LA SEDATU” que: 

I.1. Es una Dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 1°, 2°, 
fracción I, 26 y 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 

I.2. Conforme a las atribuciones contenidas en el artículo 41 fracciones X, XIII y XX de la Ley Orgánica 
de la Administración Pública Federal, “LA SEDATU”, a través de la Subsecretaría de Desarrollo 
Urbano y Vivienda, tiene atribuciones para suscribir el presente Convenio Marco de Coordinación. 

I.3. Su representante, el ciudadano Daniel Octavio Fajardo Ortiz, Titular de la Subsecretaría de 
Desarrollo Urbano y Vivienda, cuenta con atribuciones para suscribir el presente instrumento, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 7, fracciones XI y XII y 9 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. Asimismo, conforme a lo establecido en el 
numeral 10.2 fracción VIII de “LAS REGLAS”, a la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, le 
corresponde suscribir los acuerdos de colaboración, coordinación y concertación para la operación y 
ejecución de “EL PROGRAMA”, de conformidad con la legislación y normatividad aplicable. 

1.4. La ciudadana Glenda Yhadelle Argüelles Rodríguez, Titular de la Unidad de Apoyo a Programas de 
Infraestructura y Espacios Públicos, en lo sucesivo “LA UAPIEP” y Unidad Responsable del 
Programa, cuenta con facultades y atribuciones para suscribir el presente Convenio, de conformidad 
con lo dispuesto en los artículos 11, fracciones IV y VI, y 16 del Reglamento Interior de la Secretaría 
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; así como en los numerales 1.4, fracciones LXXVIII y 
LXXIX y 10.3 de “LAS REGLAS”. 
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I.5. La ciudadana Rocío Magdalena Aguilar Rodríguez, Directora General de Desarrollo Regional e 
Instancia Ejecutora del Programa, en lo sucesivo “LA DGDR” cuenta con atribuciones para suscribir 
el presente Convenio de Coordinación Específico, de acuerdo en lo señalado en los artículos 11 y 24 
del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agrario Territorial y Urbano  y numeral 10.7 de 
“LAS REGLAS”. 

I.6. Para efectos de este Convenio, señala como su domicilio legal el ubicado en Avenida Nuevo León 
número 210, Colonia Hipódromo Condesa, Alcaldía Cuauhtémoc, Código Postal 06I00, Ciudad de 
México. 

II.- Declara “EL ESTADO” por conducto de su representante, que: 

II.1. Forma parte integrante de la Federación, es una entidad libre y soberana en lo que se refiere a su 
régimen interior, de conformidad con lo establecido en los artículos 40, 42 fracciones I, 43, 115 y 116 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 1° de la Constitución Política del 
Estado de Coahuila de Zaragoza. 

II.2. El ciudadano Licenciado Miguel Ángel Algara Acosta, en su carácter de Secretario de Infraestructura, 
Desarrollo Urbano y Movilidad, de conformidad con el artículo conforme a lo dispuesto por los 
artículos 86 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; y 1, 4, 18 fracciones IX, 
19 fracción XX, 29 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de 
Zaragoza, se encuentra facultado para celebrar el presente convenio,  

II.3. Para efectos de presente instrumento, señala como su domicilio el ubicado en Blvd. Fundadores 
cruce con Blvd. Centenario de Torreón S/N, Centro de Gobierno, planta baja, C.P. 25294 de la 
ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza. 

III.- Declara “EL MUNICIPIO” por conducto de su representante, que: 

III.1. Es una entidad de carácter público, con patrimonio propio y libre en la administración de su hacienda, 
que se encuentra investida de personalidad jurídica propia en términos de lo dispuesto en el artículo 
115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; Así mismo, forma parte integrante 
del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

III.2. El ciudadano Roberto de los Santos Vázquez, Presidente Municipal Constitucional del Ayuntamiento 
de Acuña, Estado de Coahuila de Zaragoza, cuenta con atribuciones para suscribir el presente 
Convenio en términos de los artículos 158-A, 158-B y 158-G de la Constitución Política del Estado de 
Coahuila de Zaragoza cuenta con atribuciones para suscribir el presente Convenio en términos de 
los artículos 33 y 104 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza; así como en los 
numerales 1.4, fracción XXXIX, y 10.6, fracciones I, inciso b) y II, inciso e) de “LAS REGLAS” como 
Instancia Solicitante 

III.3 Para efectos del presente Convenio, señala como su domicilio el ubicado en Lib. Emilio Mendoza 
Cisneros 1690, El Sol, C.P. 26230 Cd Acuña, Coahuila. 

IV.- Declaran “LAS PARTES” que: 

IV.1. En la celebración del presente acto jurídico no existe error, dolo o mala fe, por lo que es celebrado de 
manera voluntaria, y reconocen mutuamente la personalidad con que comparecen sus respectivos 
representantes. 

IV.2. Una vez reconocida plenamente la personalidad y capacidad jurídica con que comparecen cada una 
de “LAS PARTES” es su voluntad celebrar el presente Convenio Marco de Coordinación. 

Con base en los antecedentes y declaraciones de este instrumento y con fundamento en los artículos 26, 
apartado A, 90 y 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, 2°,  17 Bis, 26 y 41 de 
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 28 y 33 de la Ley de Planeación; 1, 4, 75 y 77 de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 1, 176, 178 y 179 del Reglamento de la Ley Federal 
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 4, 8, 9, 48, 49, 50 y 51 de la Ley General de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano; 70, fracción XV, de la Ley General de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública; 3 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 
27, 28 y 29 del Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021; 1, 11, 
fracciones IV y VI, 15, fracciones I, III, IV y XVI, 16, 34 y 35, fracciones III y V, del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; lo dispuesto en “LAS REGLAS”, y demás disposiciones 
jurídicas aplicables, “LAS PARTES” celebran el presente Convenio Marco de Coordinación, al tenor de  las 
siguientes: 
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CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. 

El objeto del presente Convenio Marco de Coordinación es conjuntar voluntades, acciones y capacidades 
donde se establezcan las bases y los mecanismos para la distribución y ejercicio de subsidios del Programa 
de Mejoramiento Urbano, correspondiente a  la dotación de insumos, de los Proyectos de la “Vertiente 
Mejoramiento Integral de Barrios”, “Modalidad Equipamiento Urbano y Espacio Público” correspondientes al 
ejercicio fiscal 2021, en lo sucesivo “LAS ACCIONES”, que se realizarán en “EL MUNICIPIO” integrante del 
Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Los recursos financieros que, en su caso, aporte “LA SEDATU” son subsidios que no pierden su carácter 
federal y que provienen del Ramo Administrativo 15 “Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano”, asignados a  
“EL PROGRAMA”. 

Estos subsidios, estarán sujetos a la disponibilidad presupuestal de “EL PROGRAMA” en el ejercicio  fiscal 
vigente. 

SEGUNDA. EJECUCIÓN ESPECÍFICA DE “LAS ACCIONES”. 

Para la implementación y ejecución de “EL PROGRAMA”, se dará de conformidad con su mecánica de 
operación, por lo cual en su oportunidad se llevará a cabo la formalización de los convenios de coordinación 
específicos o instrumentos jurídicos específicos aplicables, acorde a lo establecido en “LAS REGLAS”, en 
donde se establecerán los datos de “LAS ACCIONES”, que serán apoyadas con subsidios de  “EL 
PROGRAMA”; y en los cuales aplicará el contenido de todos los apartados de este Convenio Marco  de 
Coordinación. 

“LAS PARTES” convienen que la ejecución de “LAS ACCIONES”, que serán apoyadas con subsidios de 
“EL PROGRAMA” se realizará durante el ejercicio fiscal 2021. 

TERCERA. NORMATIVIDAD. 

Para la ejecución de “LAS ACCIONES”, que serán apoyadas con subsidios de “EL PROGRAMA”,  “LAS 
PARTES” convienen que se sujetarán, en lo aplicable, a lo establecido en: la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y su Reglamento; la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del 
Sector Público y su Reglamento; el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021; 
“LAS REGLAS”; este Convenio Marco de Coordinación; los convenios de coordinación específicos o los 
instrumentos jurídicos específicos aplicables a cada Vertiente, así como a las demás disposiciones jurídicas 
federales y locales aplicables. 

CUARTA. INSTANCIA EJECUTORA DE “LAS ACCIONES”. 

En los convenios de coordinación específicos o los instrumentos jurídicos específicos aplicables, se 
señalará la Instancia Ejecutora de “LAS ACCIONES”, que serán apoyadas con subsidios de  “EL 
PROGRAMA”, la cual tendrá las obligaciones y responsabilidades que se establecen en “LAS REGLAS”. 

QUINTA. RESPONSABILIDADES DE “LA SEDATU”. 

a) Apoyar con subsidios federales en la ejecución de la dotación de insumos, de los Proyectos de la 
“Vertiente Mejoramiento Integral de Barrios”, “Modalidad Equipamiento Urbano y Espacio Público”, 

b) Revisar, evaluar y aprobar “LAS ACCIONES”, por conducto del máximo órgano de decisión de  “EL 
PROGRAMA”; 

c) Ejercer los subsidios de “EL PROGRAMA”, conforme a lo dispuesto en “LAS REGLAS” y en la 
normatividad aplicable; 

d) Las demás que resulten aplicables conforme a lo que señalan "LAS REGLAS". 

SEXTA. RESPONSABILIDADES DE “EL ESTADO”. 

a) Apoyar el cumplimiento de los objetivos y las metas de "EL PROGRAMA"; 

b) Promover que los subsidios de "EL PROGRAMA" se ejerzan de conformidad con lo dispuesto en la 
legislación federal aplicable, y en “LAS REGLAS". 

SÉPTIMA. RESPONSABILIDADES DE “EL MUNICIPIO”. 

Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio Marco de Coordinación, “EL MUNICIPIO”, en su 
carácter de Instancia Solicitante, tendrá las siguientes responsabilidades: 

a) Elaborar la justificación técnica y social de “LAS ACCIONES” y que las mimas cumplan con los 
requisitos de elegibilidad generales y específicos de la Vertiente que corresponda, establecidos en 
“LAS REGLAS”; 

b) Coadyuvar en la integración del expediente de cada acción, de acuerdo con la normatividad aplicable 
y a lo definido en “LAS REGLAS”; 
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c) Suscribir los instrumentos jurídicos que correspondan, de acuerdo con las disposiciones aplicables, 
así como dar cumplimiento a lo convenido; 

d) Remitir a la autoridad competente las quejas y denuncias que se interpongan en relación con  “EL 
PROGRAMA”; 

e) Cumplir con las responsabilidades específicas, aplicables a cada Vertiente de “EL PROGRAMA”, que 
se establecen en “LAS REGLAS”; 

f) Promover en el ámbito de su competencia las acciones que resulten necesarias para salvaguardar y 
vigilar la correcta ejecución de “LAS ACCIONES”, así como contribuir a la generación y preservación 
del orden público y la paz social de las mismas, en términos de la normativa aplicable, y 

g) Las demás que establezcan la Instancia Normativa, “LAS REGLAS” y las disposiciones aplicables. 

OCTAVA. CONTROL Y FISCALIZACIÓN. 

El ejercicio de los recursos federales de “EL PROGRAMA” está sujeto a las disposiciones federales 
aplicables y podrán ser auditados por las siguientes instancias, conforme a la legislación vigente y en el 
ámbito de sus respectivas competencias: el Órgano Interno de Control en “LA SEDATU”, la Secretaría de la 
Función Pública, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Auditoría Superior de la Federación y demás 
instancias que en el ámbito de sus respectivas atribuciones resulten competentes. 

NOVENA. TERMINACIÓN ANTICIPADA Y RESCISIÓN DEL CONVENIO. 

“LAS PARTES” acuerdan que, al basarse el presente instrumento en el principio de la buena fe, de común 
acuerdo, podrán convenir la terminación anticipada del mismo. Asimismo, el presente Convenio se podrá dar 
por terminado de manera anticipada por la existencia de alguna de las siguientes causas: a) De presentarse 
caso fortuito, entendiéndose éste por un acontecimiento de la naturaleza; b) Por fuerza mayor, entendiéndose 
un hecho humanamente inevitable, y c) Por cumplimiento anticipado del objeto del presente Convenio. 

“LA SEDATU” podrá, en cualquier momento, rescindir el presente instrumento jurídico, sin que medie 
resolución judicial y sin responsabilidad alguna, cuando cualquiera de “LAS PARTES” no cumpla en tiempo y 
forma con los compromisos pactados en este Convenio Marco de Coordinación o en lo establecido en  “LAS 
REGLAS” o en la legislación federal aplicable. 

DÉCIMA. MODIFICACIONES. 

De considerarse procedente, el presente Convenio Marco de Coordinación se podrá modificar de común 
acuerdo por “LAS PARTES”, conforme a los preceptos y lineamientos que lo originan; dichas modificaciones 
deberán constar por escrito en el instrumento jurídico que determine la Unidad Responsable del Programa. 

DÉCIMA PRIMERA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. 

“LAS PARTES” manifiestan su conformidad para interpretar, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, y para resolver de común acuerdo, todo lo relativo a la ejecución y cumplimiento del presente 
Convenio Marco de Coordinación; asimismo, convienen en sujetarse para todo lo no previsto en el mismo, a lo 
dispuesto en los instrumentos legales y normativos señalados en la Cláusula Tercera de este Convenio. 

De las controversias que surjan con motivo de la ejecución y cumplimiento del presente Convenio Marco 
de Coordinación, que no puedan ser resueltas de común acuerdo entre “LAS PARTES”, conocerán los 
Tribunales Federales con sede en la Ciudad de México. 

DÉCIMA SEGUNDA. CONFIDENCIALIDAD. 

“LAS PARTES” se obligan a mantener bajo la más estricta confidencialidad, la información relacionada o 
resultante que sea intercambiada, con motivo de la ejecución de las acciones materia del presente Convenio, 
debiendo proteger y resguardar dicha información, durante toda su vigencia e incluso posterior a ella, en 
términos de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública y demás legislación aplicable. 

DÉCIMA TERCERA. DIFUSIÓN. 

“LAS PARTES” serán responsables de que durante la ejecución de “LAS ACCIONES” apoyadas con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, se cumplan las disposiciones, estrategias y programas en materia de difusión, 
que se encuentren señaladas en el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio 
Fiscal 2021, así como en “LAS REGLAS”. 

La publicidad, información, la papelería y la documentación oficial relativa a las acciones realizadas deberá 
identificarse con el escudo nacional en los términos que establece la Ley Sobre el Escudo, la Bandera y el 
Himno Nacionales, y el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal 2021, e 
incluir la siguiente leyenda “Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el 
uso para fines distintos a los establecidos en el programa”. 
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DÉCIMA CUARTA. RELACIÓN LABORAL. 

"LAS PARTES" convienen que el personal aportado por cada una para la realización de “LAS ACCIONES” 
apoyadas con subsidios de “EL PROGRAMA”, se entenderá relacionado exclusivamente con aquella que lo 
empleó; por ende, cada una de ellas asumirá su responsabilidad por este concepto, y en ningún caso serán 
consideradas como patrones solidarios o sustitutos de la otra. 

DÉCIMA QUINTA. TRANSPARENCIA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. 

“LAS PARTES” acuerdan guardar y proteger la información reservada y/o confidencial que generen, 
obtengan, adquieran, transformen o se encuentre en su posesión, de acuerdo con la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, así como 
cualquier otro ordenamiento jurídico vigente en la materia. 

“LAS PARTES” en sus respectivos ámbitos de competencia serán responsables, en obtener el 
consentimiento de los titulares de datos personales y/o datos personales sensibles de conformidad con la Ley 
General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados y demás normatividad 
aplicable, que se obtengan con motivo del cumplimiento del objeto del presente Convenio. 

“LAS PARTES” en sus respectivos ámbitos de competencia se obligan a realizar los avisos de privacidad 
correspondientes, de conformidad con la mencionada ley, y obtener las autorizaciones correspondientes para 
transferir dichos datos a la otra parte, cuando así sea necesario en términos de la legislación aplicable. 

“LAS PARTES” en sus respectivos ámbitos de competencia serán responsables del manejo, 
almacenamiento y protección de los datos personales y los datos personales sensibles, que obtengan con 
motivo del cumplimiento del presente Convenio. 

DÉCIMA SEXTA. INTEGRIDAD. 

“LAS PARTES” se comprometen a actuar bajo los principios de legalidad, imparcialidad, transparencia, 
honestidad, e integridad, y a cumplir con todas las disposiciones en materia de responsabilidades de 
servidores públicos, previstas en la Ley General de Responsabilidades Administrativas y el Código Penal 
Federal. 

“LAS PARTES” se comprometen a que, ni ellas, ni sus directores, funcionarios o empleados habrán 
ofrecido, prometido, entregado, autorizado, solicitado o aceptado ninguna ventaja indebida, económica o de 
otro tipo (o insinuado que lo harán o podrían hacerlo en el futuro) relacionada de algún modo con el presente 
instrumento o con los que deriven del mismo y que habrán adoptado medidas razonables para evitar que lo 
hagan los subcontratistas, agentes o cualquier otro tercero que este sujeto a su control o a su influencia 
significativa. 

Para esos efectos, el alcance del objeto de la presente Convenio se limita al necesario para cumplir con 
los fines y conducción normal de las actividades de cada una de “LAS PARTES”. 

DÉCIMA SÉPTIMA. ANTICORRUPCIÓN. 

“LAS PARTES” se comprometen a no llevar a cabo acto de corrupción alguno, por lo que pactan que será 
causal de suspensión o terminación de la relación derivada del presente Convenio, el conocimiento de que la 
otra parte ha actuado en violación a la legislación aplicable en materia de anticorrupción, en particular al 
involucrarse o tolerar algún acto de corrupción o ser utilizada como conducto para cometerlo. 

Para esos efectos, el alcance del objeto de la presente Convenio se limita al necesario para cumplir con 
los fines y conducción normal de las actividades de cada una de “LAS PARTES”. 

DÉCIMA OCTAVA. DOMICILIOS. 

“LAS PARTES” señalan como sus domicilios convencionales para toda clase de avisos, comunicaciones, 
notificaciones y en general para todo lo relacionado con el presente Convenio, los señalados en sus 
respectivas declaraciones. Cualquier cambio de domicilio de las partes deberá ser notificado por escrito, 
dirigido a “LAS PARTES”, con acuse de recibo, por lo menos en un plazo de diez días hábiles de anticipación 
a la fecha en que deba surtir efectos el cambio. Sin este aviso, todas las comunicaciones se entenderán como 
válidamente hechas en los domicilios aquí señalados. 

DÉCIMA NOVENA. VIGENCIA. 

El presente Convenio Marco de Coordinación estará vigente a partir del día de su firma y hasta el 31 de 
diciembre de 2021. 

Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines distintos a 
los establecidos en el programa. 

Enteradas las partes de su contenido y alcance legal, firman el presente Convenio Marco de Coordinación, 
en seis tantos, en la Ciudad de México, a los tres días del mes de noviembre de 2021.- Por la SEDATU:  el 
Titular de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, C. Daniel Octavio Fajardo Ortiz.- Rúbrica.-  La 
Titular de la Unidad de Apoyo a Programas de Infraestructura y Espacios Públicos, C. Glenda Yhadelle 
Argüelles Rodríguez.- Rúbrica.- La Directora General de Desarrollo Regional, C. Rocío Magdalena Aguilar 
Rodríguez.- Rúbrica.- Por el Estado: Secretario de Infraestructura, Desarrollo Urbano y Movilidad, C. Miguel 
Angel Algara Acosta.- Rúbrica.- Por el Municipio: el Presidente Municipal, C. Roberto de los Santos 
Vázquez.- Rúbrica. 
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CONVENIO Marco de Coordinación para la distribución y ejercicio de subsidios del Programa de Mejoramiento 
Urbano de la Vertiente de Mejoramiento Integral de Barrios modalidad Equipamiento Urbano y Espacio Público 
para el ejercicio fiscal 2021, que celebran la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, el Estado de 
Guerrero y el Municipio de Acapulco de Juárez. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- DESARROLLO 
TERRITORIAL.- Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

Convenio Marco de Coordinación 
Estado de Guerrero/ Municipio de Acapulco de Juárez 
CMC/UAPIEP/ACT/ 003 /2021 

Convenio Marco de Coordinación para la distribución y ejercicio de subsidios del Programa de 
Mejoramiento Urbano de la Vertiente de Mejoramiento Integral de Barrios modalidad Equipamiento Urbano y 
Espacio Público para el ejercicio fiscal 2021, que celebran el Gobierno Federal a través de la Secretaría de 
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, en lo sucesivo “LA SEDATU”, representada en este acto por el 
ciudadano Daniel Octavio Fajardo Ortiz, Titular de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, asistido 
por la ciudadana Glenda Yhadelle Argüelles Rodríguez, Titular de la Unidad de Apoyo a Programas de 
Infraestructura y Espacios Públicos y la ciudadana Rocío Magdalena Aguilar Rodríguez, Directora General de 
Desarrollo Regional, el Gobierno del Estado de Guerrero, en lo sucesivo “EL ESTADO” representado por la 
ciudadana Irene Jiménez Montiel, Secretaria de Desarrollo Urbano, Obras Públicas y Ordenamiento Territorial; 
y el H. Ayuntamiento de Acapulco de Juárez, Estado de Guerrero, en lo sucesivo “EL MUNICIPIO”, 
representado por la ciudadana Abelina López Rodríguez, Presidenta Municipal; a quienes en conjunto se les 
denominará “LAS PARTES”, al tenor de los antecedentes, declaraciones y cláusulas siguientes: 

ANTECEDENTES 

1. El artículo 26, apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece la 
obligación del Estado para organizar un sistema de planeación democrática del desarrollo nacional 
que imprima solidez, dinamismo, competitividad, permanencia y equidad al crecimiento de la 
economía para la independencia y la democratización política, social y cultural de la nación. 

2. El artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que los 
recursos económicos de que dispongan la Federación, las entidades federativas, los Municipios y las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, se administrarán con eficiencia, eficacia, 
economía, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados. 

3. El artículo 4, fracción I de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano reconoce el derecho a la ciudad como un principio rector de la planeación, 
regulación y gestión de los asentamientos humanos, y lo define como la obligación del Estado de 
garantizar a todos los habitantes de un asentamiento humano o centros de población el acceso a la 
vivienda, infraestructura, equipamiento y servicios básicos, a partir de los derechos reconocidos por 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internacionales suscritos por 
México en la materia. 

4. Conforme a los artículos 2, fracción LIII, 74 y 75, fracción VII de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, los subsidios son asignaciones de recursos federales previstas en el 
Presupuesto de Egresos que, a través de las dependencias y entidades, se otorgan a los diferentes 
sectores de la sociedad, a las entidades federativas o municipios para fomentar el desarrollo de 
actividades sociales o económicas prioritarias de interés general, que serán ministrados por las 
dependencias con cargo a sus presupuestos, asegurando la coordinación de acciones entre 
dependencias y entidades, para evitar la duplicidad en el ejercicio de los recursos y reducir gastos 
administrativos. 

5. El artículo 28 de la Ley de Planeación establece que las acciones contenidas en el Plan Nacional de 
Desarrollo, así como en los programas que de él emanen, deberán especificar las acciones que 
serán objeto de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas; por tanto, en términos 
del artículo 33 de dicho ordenamiento, se podrá convenir con los gobiernos locales y la participación 
que corresponda a los municipios, satisfaciendo las formalidades que en cada caso procedan, la 
coordinación que se requiera a efecto de que participen y coadyuven a la consecución de los 
objetivos de la planeación nacional. 

6. El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, en el Apartado II, Política Social, numeral 8, denominado 
“Desarrollo Urbano y Vivienda”, señala que en el Programa de Mejoramiento Urbano, en lo sucesivo 
“EL PROGRAMA”, se realizarán obras de rehabilitación y/o mejoramiento de espacios públicos. 

7. El Programa Sectorial de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 2020–2024, elaborado a partir  del 
Plan Nacional de Desarrollo 2019–2024, en su objetivo prioritario 3, señala que la finalidad de  “EL 
PROGRAMA” es impulsar un hábitat asequible, resiliente y sostenible, para avanzar en la 
construcción de espacios de vida para que todas las personas puedan vivir seguras y en condiciones 
de igualdad. 
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8. Mediante publicación realizada en el Diario Oficial de la Federación, del día 31 de diciembre de 2020, 
se dieron a conocer las Reglas de Operación del Programa de Mejoramiento Urbano, para el 
ejercicio fiscal 2021, en lo sucesivo se denominarán “LAS REGLAS”. 

9. “LAS REGLAS”, en su numeral “12.5 Coordinación institucional”, establecen que con el propósito de 
propiciar la sinergia con otros programas públicos y privados y obtener mayores impactos en el 
abatimiento de rezagos urbanos y sociales en los Polígonos de Atención Prioritaria del Programa, 
“LA SEDATU” promoverá la coordinación de esfuerzos con dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, Estatal, Municipal, con instituciones y organismos privados, así como 
de la sociedad civil. Para ello, en su caso, se suscribirán los instrumentos jurídicos de coordinación 
específicos correspondientes; siendo obligación de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda 
el promover que los “Polígonos de Atención Prioritaria del Programa” sean utilizados como referencia 
para la ejecución de acciones de otras instituciones públicas federales o locales. 

10. “EL PROGRAMA”, es un instrumento congruente con los tratados internacionales a los que México 
se ha adherido, como la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible, en particular con el 
objetivo 11 denominado Ciudades y Comunidades Sostenibles, el cual establece: "Lograr que las 
ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles"; en 
específico las metas 11.1, 11.3, 11.7, 11.a y 11.b, resaltan la importancia de asegurar el acceso de 
todas las personas a viviendas y servicios básicos adecuados, seguros y asequibles, así como de 
mejorar los barrios marginales; de aumentar la urbanización inclusiva, sostenible y la capacidad para 
una planificación y gestión participativas, integradas y sostenibles de los asentamientos humanos; de 
proporcionar acceso universal a zonas verdes y espacios públicos seguros, inclusivos y accesibles, 
en particular para las mujeres y la niñez, las personas mayores de edad y las personas con 
discapacidad; de apoyar los vínculos económicos, sociales y ambientales positivos entre las zonas 
urbanas, periurbanas y rurales mediante el fortalecimiento de la planificación del desarrollo nacional y 
regional; y finalmente, de aumentar sustancialmente el número de ciudades y asentamientos 
humanos que adoptan y ponen en marcha políticas y planes integrados para promover la inclusión, el 
uso eficiente de los recursos, la mitigación del cambio climático y la adaptación a él y la resiliencia 
ante los desastres. 

11. “LAS REGLAS”, establecen que la vertiente Mejoramiento Integral de Barrios consiste en asignar y, 
en su caso, dotar recursos federales en proyectos de equipamiento urbano y espacio público a través 
de la dotación de Mobiliario y Equipo para el acondicionamiento y equipamiento de espacios físicos 
para su correcto funcionamiento. 

DECLARACIONES 

I.- Declara “LA SEDATU” que: 

I.1. Es una Dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 1°, 2°, 
fracción I, 26 y 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 

I.2. Conforme a las atribuciones contenidas en el artículo 41 fracciones X, XIII y XX de la Ley Orgánica 
de la Administración Pública Federal, “LA SEDATU”, a través de la Subsecretaría de Desarrollo 
Urbano y Vivienda, tiene atribuciones para suscribir el presente Convenio Marco de Coordinación. 

I.3. Su representante, el ciudadano Daniel Octavio Fajardo Ortiz, Titular de la Subsecretaría de 
Desarrollo Urbano y Vivienda, cuenta con atribuciones para suscribir el presente instrumento, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 7, fracciones XI y XII y 9 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. Asimismo, conforme a lo establecido en el 
numeral 10.2 fracción VIII de “LAS REGLAS”, a la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, le 
corresponde suscribir los acuerdos de colaboración, coordinación y concertación para la operación y 
ejecución de “EL PROGRAMA”, de conformidad con la legislación y normatividad aplicable. 

1.4. La ciudadana Glenda Yhadelle Argüelles Rodríguez, Titular de la Unidad de Apoyo a Programas de 
Infraestructura y Espacios Públicos, en lo sucesivo “LA UAPIEP” y Unidad Responsable del 
Programa, cuenta con facultades y atribuciones para suscribir el presente Convenio, de conformidad 
con lo dispuesto en los artículos 11, fracciones IV y VI, y 16 del Reglamento Interior de la Secretaría 
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; así como en los numerales 1.4, fracciones LXXVIII y 
LXXIX y 10.3 de “LAS REGLAS”. 

I.5. La ciudadana Rocío Magdalena Aguilar Rodríguez, Directora General de Desarrollo Regional e 
Instancia Ejecutora del Programa, en lo sucesivo “LA DGDR” cuenta con atribuciones para suscribir 
el presente Convenio de Coordinación Específico, de acuerdo en lo señalado en los artículos 11 y 24 
del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agrario Territorial y Urbano  y numeral 10.7 de 
“LAS REGLAS”. 
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I.6. Para efectos de este Convenio, señala como su domicilio legal el ubicado en Avenida Nuevo León 
número 210, Colonia Hipódromo Condesa, Alcaldía Cuauhtémoc, Código Postal 06I00, Ciudad de 
México. 

II.- Declara “EL ESTADO” por conducto de su representante, que: 

II.1. Que de conformidad con los artículos 40, 42 fracción I y 43 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y el artículo 1º de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Guerrero, es una entidad libre y soberana en lo que se refiere a su régimen interior, que forma parte 
integrante de la Federación y cuenta con personalidad jurídica propia. 

II.2. Que de conformidad con lo establecido en el artículo 4 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública del Estado de Guerrero, el Gobernador podrá convenir, con el Ejecutivo Federal, con otras 
entidades federativas, con los ayuntamientos de la entidad, así como los sectores social y privado, a 
efecto de prestar servicios públicos, ejecutar obras o la realización de cualquier otro propósito de 
beneficio colectivo, cumpliendo en cada caso con las formalidades que exigen las leyes aplicables. 
Que La ciudadana Irene Jiménez Montiel, Secretaria de Desarrollo Urbano, Obras Públicas y 
Ordenamiento Territorial del Gobierno del Estado de Guerrero, se encuentra facultada para la 
celebración del presente instrumento jurídico, de conformidad con lo establecido por los artículos 18, 
fracción V y 24 fracción XI y XVII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de 
Guerrero y 3, 5, 11 fracción XIV, 10 del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Urbano y 
Obras Públicas. 

II.3. Para efectos de presente instrumento, señala como su domicilio el Recinto de las oficinas del Poder 
Ejecutivo, ubicado en Boulevard Lic. René Juárez Cisneros No. 62, 2º Piso, Edificio Acapulco, Ciudad 
de los Servicios C. P. 39075. Chilpancingo, Guerrero. 

III.- Declara “EL MUNICIPIO” por conducto de su representante, que: 

III.1. Es una entidad de carácter público, con patrimonio propio y libre en la administración de su hacienda, 
que se encuentra investida de personalidad jurídica propia en términos de lo dispuesto en el artículo 
115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; asimismo, forma parte integrante 
del estado de Guerrero. 

III.2. La ciudadana Abelina López Rodríguez, Presidenta Municipal Constitucional del Ayuntamiento de 
Acapulco, Estado de Guerrero, cuenta con facultades en términos de los artículos 72 y 73 de la Ley 
Orgánica del Municipio Libre del Estado de Guerrero; así como en los numerales 1.4, fracción XXXIX, 
y 10.6, fracciones I, inciso b) y II, inciso e) de “LAS REGLAS” como Instancia Solicitante. 

III.3. Para efectos del presente Convenio, señala como su domicilio el ubicado en Avenida Costera Miguel 
Alemán No. 315, Colonia Centro, C.P. 39300, Acapulco de Juárez, Guerrero. 

IV.- Declaran “LAS PARTES” que: 

IV.1. En la celebración del presente acto jurídico no existe error, dolo o mala fe, por lo que es celebrado de 
manera voluntaria, y reconocen mutuamente la personalidad con que comparecen sus respectivos 
representantes. 

IV.2. Una vez reconocida plenamente la personalidad y capacidad jurídica con que comparecen cada una 
de “LAS PARTES” es su voluntad celebrar el presente Convenio Marco de Coordinación. 

Con base en los antecedentes y declaraciones de este instrumento y con fundamento en los artículos 26, 
apartado A, 90 y 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, 2°,  17 Bis, 26 y 41 de 
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 28 y 33 de la Ley de Planeación; 1, 4, 75 y 77 de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 1, 176, 178 y 179 del Reglamento de la Ley Federal 
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 4, 8, 9, 48, 49, 50 y 51 de la Ley General de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano; 70, fracción XV, de la Ley General de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública; 3 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 
27, 28 y 29 del Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021; 1, 11, 
fracciones IV y VI, 15, fracciones I, III, IV y XVI, 16, 34 y 35, fracciones III y V, del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; lo dispuesto en “LAS REGLAS”, y demás disposiciones 
jurídicas aplicables, “LAS PARTES” celebran el presente Convenio Marco de Coordinación, al tenor de  las 
siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. 

El objeto del presente Convenio Marco de Coordinación es conjuntar voluntades, acciones y capacidades 
donde se establezcan las bases y los mecanismos para la distribución y ejercicio de subsidios del Programa 
de Mejoramiento Urbano, correspondiente a  la dotación de insumos, de los Proyectos de la “Vertiente 
Mejoramiento Integral de Barrios”, “Modalidad Equipamiento Urbano y Espacio Público” correspondientes al 
ejercicio fiscal 2021, en lo sucesivo “LAS ACCIONES”, que se realizarán en “EL MUNICIPIO” integrante del 
Estado de Guerrero. 
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Los recursos financieros que, en su caso, aporte “LA SEDATU” son subsidios que no pierden su carácter 
federal y que provienen del Ramo Administrativo 15 “Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano”, asignados a  
“EL PROGRAMA”. 

Estos subsidios, estarán sujetos a la disponibilidad presupuestal de “EL PROGRAMA” en el ejercicio  fiscal 
vigente. 

SEGUNDA. EJECUCIÓN ESPECÍFICA DE “LAS ACCIONES”. 

Para la implementación y ejecución de “EL PROGRAMA”, se dará de conformidad con su mecánica de 
operación, por lo cual en su oportunidad se llevará a cabo la formalización de los convenios de coordinación 
específicos o instrumentos jurídicos específicos aplicables, acorde a lo establecido en “LAS REGLAS”, en 
donde se establecerán los datos de “LAS ACCIONES”, que serán apoyadas con subsidios de  “EL 
PROGRAMA”; y en los cuales aplicará el contenido de todos los apartados de este Convenio Marco  de 
Coordinación. 

“LAS PARTES” convienen que la ejecución de “LAS ACCIONES”, que serán apoyadas con subsidios de 
“EL PROGRAMA” se realizará durante el ejercicio fiscal 2021. 

TERCERA. NORMATIVIDAD. 

Para la ejecución de “LAS ACCIONES”, que serán apoyadas con subsidios de “EL PROGRAMA”,  “LAS 
PARTES” convienen que se sujetarán, en lo aplicable, a lo establecido en: la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y su Reglamento; la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del 
Sector Público y su Reglamento; el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021; 
“LAS REGLAS”; este Convenio Marco de Coordinación; los convenios de coordinación específicos o los 
instrumentos jurídicos específicos aplicables a cada Vertiente, así como a las demás disposiciones jurídicas 
federales y locales aplicables. 

CUARTA. INSTANCIA EJECUTORA DE “LAS ACCIONES”. 

En los convenios de coordinación específicos o los instrumentos jurídicos específicos aplicables, se 
señalará la Instancia Ejecutora de “LAS ACCIONES”, que serán apoyadas con subsidios de  “EL 
PROGRAMA”, la cual tendrá las obligaciones y responsabilidades que se establecen en “LAS REGLAS”. 

QUINTA. RESPONSABILIDADES DE “LA SEDATU”. 

a) Apoyar con subsidios federales en la ejecución de la dotación de insumos, de los Proyectos de la 
“Vertiente Mejoramiento Integral de Barrios”, “Modalidad Equipamiento Urbano y Espacio Público”, 

b) Revisar, evaluar y aprobar “LAS ACCIONES”, por conducto del máximo órgano de decisión de  “EL 
PROGRAMA”; 

c) Ejercer los subsidios de “EL PROGRAMA”, conforme a lo dispuesto en “LAS REGLAS” y en la 
normatividad aplicable; 

d) Las demás que resulten aplicables conforme a lo que señalan "LAS REGLAS". 

SEXTA. RESPONSABILIDADES DE “EL ESTADO”. 

a) Apoyar el cumplimiento de los objetivos y las metas de "EL PROGRAMA"; 

b) Promover que los subsidios de "EL PROGRAMA" se ejerzan de conformidad con lo dispuesto en la 
legislación federal aplicable, y en “LAS REGLAS". 

SÉPTIMA. RESPONSABILIDADES DE “EL MUNICIPIO”. 

Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio Marco de Coordinación, “EL MUNICIPIO”, en su 
carácter de Instancia Solicitante, tendrá las siguientes responsabilidades: 

a) Elaborar la justificación técnica y social de “LAS ACCIONES” y que las mimas cumplan con los 
requisitos de elegibilidad generales y específicos de la Vertiente que corresponda, establecidos en 
“LAS REGLAS”; 

b) Coadyuvar en la integración del expediente de cada acción, de acuerdo con la normatividad aplicable 
y a lo definido en “LAS REGLAS”; 

c) Suscribir los instrumentos jurídicos que correspondan, de acuerdo con las disposiciones aplicables, 
así como dar cumplimiento a lo convenido; 

d) Remitir a la autoridad competente las quejas y denuncias que se interpongan en relación con “EL 
PROGRAMA”; 

e) Cumplir con las responsabilidades específicas, aplicables a cada Vertiente de “EL PROGRAMA”, que 
se establecen en “LAS REGLAS”; 
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f) Promover en el ámbito de su competencia las acciones que resulten necesarias para salvaguardar y 
vigilar la correcta ejecución de “LAS ACCIONES”, así como contribuir a la generación y preservación 
del orden público y la paz social de las mismas, en términos de la normativa aplicable, y 

g) Las demás que establezcan la Instancia Normativa, “LAS REGLAS” y las disposiciones aplicables. 

OCTAVA. CONTROL Y FISCALIZACIÓN. 

El ejercicio de los recursos federales de “EL PROGRAMA” está sujeto a las disposiciones federales 
aplicables y podrán ser auditados por las siguientes instancias, conforme a la legislación vigente y en el 
ámbito de sus respectivas competencias: el Órgano Interno de Control en “LA SEDATU”, la Secretaría de la 
Función Pública, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Auditoría Superior de la Federación y demás 
instancias que en el ámbito de sus respectivas atribuciones resulten competentes. 

NOVENA. TERMINACIÓN ANTICIPADA Y RESCISIÓN DEL CONVENIO. 

“LAS PARTES” acuerdan que, al basarse el presente instrumento en el principio de la buena fe, de común 
acuerdo, podrán convenir la terminación anticipada del mismo. Asimismo, el presente Convenio se podrá dar 
por terminado de manera anticipada por la existencia de alguna de las siguientes causas: a) De presentarse 
caso fortuito, entendiéndose éste por un acontecimiento de la naturaleza; b) Por fuerza mayor, entendiéndose 
un hecho humanamente inevitable, y c) Por cumplimiento anticipado del objeto del presente Convenio. 

“LA SEDATU” podrá, en cualquier momento, rescindir el presente instrumento jurídico, sin que medie 
resolución judicial y sin responsabilidad alguna, cuando cualquiera de “LAS PARTES” no cumpla en tiempo y 
forma con los compromisos pactados en este Convenio Marco de Coordinación o en lo establecido en  “LAS 
REGLAS” o en la legislación federal aplicable. 

DÉCIMA. MODIFICACIONES. 

De considerarse procedente, el presente Convenio Marco de Coordinación se podrá modificar de común 
acuerdo por “LAS PARTES”, conforme a los preceptos y lineamientos que lo originan; dichas modificaciones 
deberán constar por escrito en el instrumento jurídico que determine la Unidad Responsable del Programa. 

DÉCIMA PRIMERA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. 

“LAS PARTES” manifiestan su conformidad para interpretar, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, y para resolver de común acuerdo, todo lo relativo a la ejecución y cumplimiento del presente 
Convenio Marco de Coordinación; asimismo, convienen en sujetarse para todo lo no previsto en el mismo, a lo 
dispuesto en los instrumentos legales y normativos señalados en la Cláusula Tercera de este Convenio. 

De las controversias que surjan con motivo de la ejecución y cumplimiento del presente Convenio Marco 
de Coordinación, que no puedan ser resueltas de común acuerdo entre “LAS PARTES”, conocerán los 
Tribunales Federales con sede en la Ciudad de México. 

DÉCIMA SEGUNDA. CONFIDENCIALIDAD. 

“LAS PARTES” se obligan a mantener bajo la más estricta confidencialidad, la información relacionada o 
resultante que sea intercambiada, con motivo de la ejecución de las acciones materia del presente Convenio, 
debiendo proteger y resguardar dicha información, durante toda su vigencia e incluso posterior a ella, en 
términos de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública y demás legislación aplicable. 

DÉCIMA TERCERA. DIFUSIÓN. 

“LAS PARTES” serán responsables de que durante la ejecución de “LAS ACCIONES” apoyadas con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, se cumplan las disposiciones, estrategias y programas en materia de difusión, 
que se encuentren señaladas en el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio 
Fiscal 2021, así como en “LAS REGLAS”. 

La publicidad, información, la papelería y la documentación oficial relativa a las acciones realizadas deberá 
identificarse con el escudo nacional en los términos que establece la Ley Sobre el Escudo, la Bandera y el 
Himno Nacionales, y el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal 2021, e 
incluir la siguiente leyenda “Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el 
uso para fines distintos a los establecidos en el programa”. 

DÉCIMA CUARTA. RELACIÓN LABORAL. 

"LAS PARTES" convienen que el personal aportado por cada una para la realización de “LAS ACCIONES” 
apoyadas con subsidios de “EL PROGRAMA”, se entenderá relacionado exclusivamente con aquella que lo 
empleó; por ende, cada una de ellas asumirá su responsabilidad por este concepto, y en ningún caso serán 
consideradas como patrones solidarios o sustitutos de la otra. 
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DÉCIMA QUINTA. TRANSPARENCIA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. 

“LAS PARTES” acuerdan guardar y proteger la información reservada y/o confidencial que generen, 
obtengan, adquieran, transformen o se encuentre en su posesión, de acuerdo con la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, así como 
cualquier otro ordenamiento jurídico vigente en la materia. 

“LAS PARTES” en sus respectivos ámbitos de competencia serán responsables, en obtener el 
consentimiento de los titulares de datos personales y/o datos personales sensibles de conformidad con la Ley 
General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados y demás normatividad 
aplicable, que se obtengan con motivo del cumplimiento del objeto del presente Convenio. 

“LAS PARTES” en sus respectivos ámbitos de competencia se obligan a realizar los avisos de privacidad 
correspondientes, de conformidad con la mencionada ley, y obtener las autorizaciones correspondientes para 
transferir dichos datos a la otra parte, cuando así sea necesario en términos de la legislación aplicable. 

“LAS PARTES” en sus respectivos ámbitos de competencia serán responsables del manejo, 
almacenamiento y protección de los datos personales y los datos personales sensibles, que obtengan con 
motivo del cumplimiento del presente Convenio. 

DÉCIMA SEXTA. INTEGRIDAD. 

“LAS PARTES” se comprometen a actuar bajo los principios de legalidad, imparcialidad, transparencia, 
honestidad, e integridad, y a cumplir con todas las disposiciones en materia de responsabilidades de 
servidores públicos, previstas en la Ley General de Responsabilidades Administrativas y el Código Penal 
Federal. 

“LAS PARTES” se comprometen a que, ni ellas, ni sus directores, funcionarios o empleados habrán 
ofrecido, prometido, entregado, autorizado, solicitado o aceptado ninguna ventaja indebida, económica o de 
otro tipo (o insinuado que lo harán o podrían hacerlo en el futuro) relacionada de algún modo con el presente 
instrumento o con los que deriven del mismo y que habrán adoptado medidas razonables para evitar que lo 
hagan los subcontratistas, agentes o cualquier otro tercero que este sujeto a su control o a su influencia 
significativa. 

Para esos efectos, el alcance del objeto de la presente Convenio se limita al necesario para cumplir con 
los fines y conducción normal de las actividades de cada una de “LAS PARTES”. 

DÉCIMA SÉPTIMA. ANTICORRUPCIÓN. 

“LAS PARTES” se comprometen a no llevar a cabo acto de corrupción alguno, por lo que pactan que será 
causal de suspensión o terminación de la relación derivada del presente Convenio, el conocimiento de que la 
otra parte ha actuado en violación a la legislación aplicable en materia de anticorrupción, en particular al 
involucrarse o tolerar algún acto de corrupción o ser utilizada como conducto para cometerlo. 

Para esos efectos, el alcance del objeto de la presente Convenio se limita al necesario para cumplir con 
los fines y conducción normal de las actividades de cada una de “LAS PARTES”. 

DÉCIMA OCTAVA. DOMICILIOS. 

“LAS PARTES” señalan como sus domicilios convencionales para toda clase de avisos, comunicaciones, 
notificaciones y en general para todo lo relacionado con el presente Convenio, los señalados en sus 
respectivas declaraciones. Cualquier cambio de domicilio de las partes deberá ser notificado por escrito, 
dirigido a “LAS PARTES”, con acuse de recibo, por lo menos en un plazo de diez días hábiles de anticipación 
a la fecha en que deba surtir efectos el cambio. Sin este aviso, todas las comunicaciones se entenderán como 
válidamente hechas en los domicilios aquí señalados. 

DÉCIMA NOVENA. VIGENCIA. 

El presente Convenio Marco de Coordinación estará vigente a partir del día de su firma y hasta el 31 de 
diciembre de 2021. 

Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines distintos a 
los establecidos en el programa. 

Enteradas las partes de su contenido y alcance legal, firman el presente Convenio Marco de Coordinación, 
en seis tantos, en la Ciudad de México, a los tres días del mes de noviembre de 2021.- Por la SEDATU:  el 
Titular de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, C. Daniel Octavio Fajardo Ortiz.- Rúbrica.-  La 
Titular de la Unidad de Apoyo a Programas de Infraestructura y Espacios Públicos, C. Glenda Yhadelle 
Argüelles Rodríguez.- Rúbrica.- La Directora General de Desarrollo Regional, C. Rocío Magdalena Aguilar 
Rodríguez.- Rúbrica.- Por el Estado: la Secretaria de Desarrollo Urbano y Obras Públicas, C. Irene Jiménez 
Montiel.- Rúbrica.- Por el Municipio: la Presidenta Municipal, C. Abelina López Rodríguez.- Rúbrica. 
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INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR 
CONVENIO de Colaboración en materia de transferencia de recursos presupuestarios federales con el carácter de 
subsidios para llevar a cabo acciones para el fortalecimiento preferentemente del primer nivel de atención en el 
ejercicio fiscal 2022, con cargo a los recursos del Programa Presupuestario E023 Atención a la Salud, que celebran 
el Instituto de Salud para el Bienestar y el Estado de Jalisco. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SALUD.- Secretaría de 
Salud.- Instituto de Salud para el Bienestar. 

CONVENIO: GO-E023-2022-JAL-14 

CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS 
FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA LLEVAR A CABO ACCIONES PARA EL FORTALECIMIENTO 
PREFERENTEMENTE DEL PRIMER NIVEL DE ATENCIÓN EN EL EJERCICIO FISCAL 2022, CON CARGO A LOS 
RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD”, EN LO SUCESIVO “EL 
PROGRAMA”, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR, AL QUE EN LO 
SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ EL “INSABI”, REPRESENTADO POR EL MTRO. JUAN ANTONIO FERRER AGUILAR, 
EN SU CARÁCTER DE DIRECTOR GENERAL, ASISTIDO POR EL DR. CÉSAR ALEJANDRO ARCE SALINAS, TITULAR 
DE LA UNIDAD DE COORDINACIÓN NACIONAL MÉDICA, Y POR LA OTRA PARTE, EL EJECUTIVO DEL ESTADO DE 
JALISCO, AL QUE EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ “LA ENTIDAD”, REPRESENTADO POR EL C.P.C. JUAN 
PARTIDA MORALES, EN SU CARÁCTER DE SECRETARIO DE LA HACIENDA PÚBLICA Y POR EL DR. FERNANDO 
PETERSEN ARANGUREN, EN SU CARÁCTER DE SECRETARIO DE SALUD, CON LA PARTICIPACIÓN DEL DR. JOSÉ 
DE JESÚS MENDÉZ DE LIRA, DIRECTOR GENERAL DEL ORGANISMO PÚBLICO DESCENTRALIZADO DENOMINADO 
SERVICIOS DE SALUD JALISCO, A QUIENES DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ COMO "LAS PARTES", 
AL TENOR DE LOS ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

1. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce en su artículo 4o, párrafo cuarto, 
el derecho humano que toda persona tiene en nuestro país a la protección de la salud, disponiendo 
que la Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud, así como un 
sistema de salud para el bienestar, con el fin de garantizar la extensión progresiva, cuantitativa y 
cualitativa de los servicios de salud para la atención integral y gratuita de las personas que no 
cuenten con seguridad social. 

2. En términos de lo señalado en las fracciones I y II del artículo 2o de la Ley General de Salud, 
ordenamiento reglamentario del referido derecho humano, forman parte de las finalidades del 
derecho a la protección de la salud, el bienestar físico y mental de la persona, para contribuir al 
ejercicio pleno de sus capacidades, así como la prolongación y mejoramiento de la calidad de la vida 
humana. 

3. Conforme a lo señalado en el apartado II. Política Social del Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de julio de 2019, al abordarse el tema de salud 
para toda la población, el Gobierno Federal realizará las acciones necesarias para garantizar que 
hacia 2024 todas y todos los habitantes de México puedan recibir atención médica y hospitalaria 
gratuita, haciéndose énfasis en que la atención se brindará de conformidad con los principios de 
participación social, competencia técnica, calidad médica, pertinencia cultural, trato no 
discriminatorio, digno y humano, para lo cual se impulsaría la creación del “INSABI”, a través del 
cual, el Gobierno Federal realizará las acciones necesarias para garantizar que hacia el 2024 todas y 
todos los habitantes de México puedan recibir atención médica y hospitalaria gratuita, incluidos el 
suministro de medicamentos y materiales de curación y los exámenes clínicos 

4. El Programa Sectorial de Salud 2020-2024, publicado el 17 de agosto de 2020 en el Diario Oficial de 
la Federación, que parte de la necesidad de disponer de un sistema único, público, gratuito y 
equitativo de salud que garantice el acceso efectivo de toda la población a servicios de salud de 
calidad; establece entre sus objetivos prioritarios, garantizar los servicios públicos de salud a toda la 
población que no cuente con seguridad social y, el acceso gratuito a la atención médica y 
hospitalaria, así como exámenes médicos y suministro de los medicamentos incluidos en el 
Compendio Nacional de Insumos para la Salud. 

5. En este contexto, dentro de “EL PROGRAMA” se prevén como objetivos en los que tiene 
intervención el “INSABI”, los relativos a (i) servicios de atención médica dirigidos a las personas sin 
seguridad social que asisten al primer nivel de atención médica, y (ii) acciones para la prestación de 
los servicios de atención médica dirigidos a las personas sin seguridad social que asisten al primer 
nivel de atención médica. 



 DIARIO OFICIAL Jueves 20 de abril de 2023 

DECLARACIONES 

I. El “INSABI” declara que: 

I.1. De conformidad con los artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 1o, párrafo tercero, 3o, fracción I y 45 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal y 77 bis 35 de la Ley General de Salud es un Organismo Descentralizado de la 
Administración Pública Federal sectorizado en la Secretaría de Salud, cuyo objeto es proveer y 
garantizar la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos 
asociados a las personas sin seguridad social, así como impulsar, en coordinación con la 
Secretaría de Salud en su calidad de órgano rector, acciones orientadas a lograr una adecuada 
integración y articulación de las instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud. 

I.2. De conformidad con el artículo 77 bis 35, fracción II de la Ley General de Salud, tiene entre sus 
funciones celebrar y proponer convenios y demás instrumentos jurídicos de coordinación y 
colaboración con las instituciones de salud públicas, entidades federativas y municipios, para 
asegurar el cumplimiento de su objeto. 

I.3. El Mtro. Juan Antonio Ferrer Aguilar, en su carácter de Director General, cargo que acredita con 
copia de su nombramiento, cuenta con las facultades necesarias para la celebración del 
presente Convenio de Colaboración, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 77 bis 35 
B, fracción II y 77 bis 35 G, párrafo segundo de la Ley General de Salud y 22, fracción I y 59, 
fracción I de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales. 

I.4. Participa en la celebración del presente instrumento jurídico, en asistencia del Director General 
de “INSABI”, el Dr. César Alejandro Arce Salinas, Titular de la Unidad de Coordinación Nacional 
Médica, en virtud de las atribuciones que se le confieren en el artículo Trigésimo octavo del 
Estatuto Orgánico del Instituto de Salud para el Bienestar, quien acredita su cargo con copia del 
nombramiento respectivo. 

I.5. Para los efectos legales relacionados con este Convenio de Colaboración, señala como 
domicilio el ubicado en calle Gustavo E. Campa número 54, colonia Guadalupe Inn, 
Demarcación Territorial Álvaro Obregón, Ciudad de México. C.P. 01020. 

II. “LA ENTIDAD” declara que: 

II.1. Forma parte de la Federación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 40, 42, fracción 
I, y 43 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 1, 2, 3 de la 
Constitución Política del Estado de Jalisco. 

II.2. El C.P.C. Juan Partida Morales, Secretario de la Hacienda Pública, cargo que acredita con 
copia del nombramiento respectivo, cuenta con facultades para suscribir el presente Convenio 
de Colaboración, de conformidad con los artículos 1, 3, fracción I, 5, fracción II, 7, fracción III, 
14, 15, fracción VI, 16, fracción II y 18, fracciones VII y XXVII de la Ley Orgánica del Poder 
Ejecutivo del Estado de Jalisco. 

II.3. El Dr. Fernando Petersen Aranguren, Secretario de Salud, cargo que acredita con copia del 
nombramiento respectivo, cuenta con facultades para suscribir el presente Convenio de 
Colaboración, de conformidad con los artículos, 3, fracción I, 5 fracción II, 7, fracción III, 14, 15, 
fracción VI, 16, fracción XIV y 30, fracciones I, II, XVI, XIX, XXIX y XXXV de la Ley Orgánica del 
Poder Ejecutivo del Estado de Jalisco. 

II.4. El Dr. José de Jesús Méndez de Lira, Director General del Organismo Público Descentralizado 
denominado Servicios de Salud Jalisco, cargo que acredita con copia del nombramiento 
respectivo, cuenta con facultades para suscribir el presente Convenio de Colaboración, de 
conformidad con los artículos 1, 3, fracción II,66, fracción I, 69, fracción III, 76 y 78, fracciones I 
y II de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Jalisco, así como los numerales 1, 2, 
3, 10, fracciones I, XI y XV de la Ley del Organismo Público Descentralizado Servicios de Salud 
Jalisco, aunado a la autorización otorgada en la Sexta Sesión Ordinaria de su Junta de 
Gobierno mediante el Acuerdo 009/2020/ORD/VI, de fecha 14 de agosto de 2020. 

II.5. Sus prioridades para alcanzar los objetivos pretendidos a través del presente instrumento 
jurídico son contribuir, en el marco de “EL PROGRAMA”, a garantizar el acceso efectivo y la 
continuidad en la prestación gratuita de servicios de salud correspondientes preferentemente al 
primer nivel de atención, dirigidos a las personas sin seguridad social. 

II.6. Para todos los efectos legales relacionados con este Convenio de Colaboración señala como su 
domicilio el ubicado en la finca marcada con el número 107 de la calle Dr. Baeza Alzaga, 
Colonia Centro, C.P. 44100, en la Ciudad de Guadalajara, Jalisco. 
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Una vez expuesto lo anterior, y en virtud de que la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, dispone en sus artículos 74 y 75, que el Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, autorizará la ministración de los subsidios y transferencias con cargo en el 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2022; los cuales se ejercerán conforme a las 
disposiciones generales aplicables, están de acuerdo en celebrar el presente Convenio de Colaboración en 
materia de transferencia de recursos presupuestarios federales con el carácter de subsidios para el desarrollo 
de acciones correspondientes a “EL PROGRAMA”, conforme a las estipulaciones que se contienen en las 
siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio de Colaboración tiene por objeto establecer los compromisos 
a que se sujetarán “LAS PARTES” para que el “INSABI” transfiera a “LA ENTIDAD” recursos presupuestarios 
federales con el carácter de subsidios, a efecto de que esta última, en el marco de “EL PROGRAMA” y con la 
finalidad de contribuir a garantizar el acceso efectivo y la continuidad en la prestación gratuita de servicios de 
salud correspondientes preferentemente al primer nivel de atención, dirigidos a las personas sin seguridad 
social, los destine a contribuir a sufragar el gasto de operación de las unidades médicas de “LA ENTIDAD”, en 
los términos estipulados en este instrumento jurídico y sus anexos. 

Para efectos de lo anterior, el ejercicio, comprobación y control de los recursos presupuestarios federales 
que se transfieran en virtud del presente instrumento jurídico, se realizarán de conformidad con lo previsto en 
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, la Ley de Disciplina Financiera de las 
Entidades Federativas y los Municipios, el Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, y en las estipulaciones de este Convenio de Colaboración. 

SEGUNDA. TRANSFERENCIA. Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio de Colaboración, 
el “INSABI” transferirá a “LA ENTIDAD”, en una ministración, recursos presupuestarios federales con el 
carácter de subsidios hasta por la cantidad de $190,873,921.10 (ciento noventa millones ochocientos setenta 
y tres mil novecientos veintiún pesos 10/100 M.N.), conforme al capítulo de gasto y partida que se señalan en 
el Anexo 1 del presente Convenio de Colaboración. 

Los recursos presupuestarios federales a que se refiere el párrafo anterior serán transferidos por el 
“INSABI” a “LA ENTIDAD”, dentro del periodo que para tal efecto se precisa en el Anexo 1 del presente 
Convenio de Colaboración. 

Para los efectos anteriores, en términos de lo dispuesto por el artículo 69 de la Ley General de 
Contabilidad Gubernamental, "LA ENTIDAD", a través de su Secretaría de la Hacienda Pública, deberá abrir, 
en forma previa a la radicación de los recursos, una cuenta bancaria productiva, única y específica para este 
Convenio de Colaboración, en la institución bancaria que determine, con la finalidad de que dichos recursos y 
sus rendimientos financieros estén debidamente identificados. 

Una vez radicados los recursos presupuestarios federales en la Secretaría de la Hacienda Pública, ésta se 
obliga a ministrarlos íntegramente junto con los rendimientos financieros que se generen, dentro de los cinco 
(5) días hábiles siguientes a su recepción, al Organismo Público Descentralizado denominado Servicios de 
Salud Jalisco, que tendrá el carácter de Unidad Ejecutora para efectos del presente Convenio de 
Colaboración. 

La Unidad Ejecutora, deberá informar al "INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a la Salud, 
adscrita a la Unidad de Coordinación Nacional Médica, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a aquél 
en que concluya el plazo a que se refiere el párrafo anterior, la recepción de los recursos transferidos, 
señalando el monto y fecha de la misma, así como el importe de los rendimientos financieros generados que 
le hayan sido ministrados. Para efecto de que la Unidad Ejecutora pueda verificar el cumplimiento de esta 
obligación, el "INSABI” le dará aviso de la transferencia de recursos que realice a la Secretaría de la Hacienda 
Pública de “LA ENTIDAD”. En caso de advertirse algún incumplimiento a lo anterior, el “INSABI” lo informará a 
la Auditoría Superior de la Federación, a la Secretaría de la Función Pública y al órgano de control interno 
estatal, para los efectos legales y administrativos que procedan. 

Para efectos de lo señalado en el párrafo anterior, la Unidad Ejecutora deberá, previamente a la 
ministración de los recursos por parte de la Secretaría de la Hacienda Publica, abrir una cuenta bancaria 
productiva, única y específica para la recepción, ejercicio, comprobación y cierre presupuestario de los 
recursos referidos, a fin que éstos y sus rendimientos financieros estén en todo momento debidamente 
identificados. 
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La no ministración de estos recursos y sus rendimientos financieros por parte de la Secretaría de la 
Hacienda Pública a la Unidad Ejecutora en el plazo establecido en el párrafo cuarto de esta cláusula, se 
considerará incumplimiento de este instrumento jurídico, por lo que de actualizarse dicho supuesto, el 
“INSABI” podrá solicitar que se reintegren a la Tesorería de la Federación los recursos transferidos, así como 
los rendimientos financieros generados, obligándose “LA ENTIDAD” a realizar dicho reintegro dentro de los 
quince días naturales siguientes a la fecha en que sea requerida para tal efecto. 

Secretaría de la Hacienda Pública y la Unidad Ejecutora, deberán remitir al “INSABI” la documentación 
correspondiente a la apertura de las cuentas a que se refiere esta cláusula, en la que se especifique que el 
destino final de los recursos que se transfieran en virtud del presente Convenio de Colaboración, es para el 
desarrollo de las acciones que corresponden a “EL PROGRAMA”, de conformidad con los anexos de este 
instrumento jurídico. 

Los recursos presupuestarios federales que se transfieran en los términos de este Convenio de 
Colaboración no pierden su carácter federal, por lo que en su asignación, ejercicio y comprobación deberán 
observarse las disposiciones jurídicas federales aplicables. 

Asimismo, se acuerda que el monto de los recursos presupuestarios federales transferidos en virtud del 
presente Convenio de Colaboración no es susceptible de presupuestarse en los ejercicios siguientes, por lo 
que no implica el compromiso de transferencias posteriores ni en ejercicios fiscales subsecuentes con cargo al 
Ejecutivo Federal, para complementar cualquier otro gasto administrativo o de operación vinculado con el 
objeto del mismo, que no esté expresamente considerado en sus anexos. 

Los recursos presupuestarios federales que el “INSABI” se compromete a transferir a “LA ENTIDAD” en 
virtud del presente Convenio de Colaboración, estarán sujetos a la disponibilidad presupuestaria y a las 
autorizaciones correspondientes, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables. 

TERCERA. VERIFICACIÓN DEL DESTINO DE LOS RECURSOS FEDERALES. Para asegurar la 
transparencia en la aplicación y comprobación de los recursos federales ministrados, “LAS PARTES” 
convienen en sujetarse a lo siguiente: 

I. El “INSABI”, por conducto de la Coordinación de Atención a la Salud, dentro del marco de sus 
atribuciones y a través de los mecanismos que esta última implemente para tal fin, verificará (i) el 
cumplimiento del objetivo e indicadores a que se refiere la cláusula Cuarta de este Convenio de 
Colaboración, y (ii) que los recursos presupuestarios federales señalados en su cláusula Segunda 
sean destinados únicamente para cumplir el objeto del presente instrumento jurídico, de conformidad 
con su Anexo 2, sin perjuicio de las atribuciones que en la materia correspondan a otras instancias 
competentes del Ejecutivo Federal. 

II. Las acciones de verificación de la aplicación de los recursos que el "INSABI" realice en los términos 
estipulados en el presente instrumento jurídico, no implicará en modo alguno que éste pueda 
participar en los procesos de aplicación de los mismos, en virtud de lo cual deberá abstenerse de 
intervenir en el procedimiento de asignación de los contratos o de cualquier otro instrumento jurídico 
que formalice la Unidad Ejecutora para cumplir con el objeto de este instrumento jurídico, así como 
de interferir de forma alguna en el procedimiento y mecanismo de supervisión externo que defina “LA 
ENTIDAD” durante la aplicación de los recursos presupuestarios destinados a su ejecución y demás 
actividades que se realicen para el cumplimiento de las condiciones técnicas, económicas, de 
tiempo, de cantidad y de calidad contratadas a través de “LA ENTIDAD”. 

III. El “INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a la Salud, considerando su disponibilidad de 
recursos humanos y presupuestaria, podrá practicar visitas de supervisión y verificación, a efecto de 
observar la correcta aplicación y seguimiento de los recursos federales transferidos para la operación 
y objeto del “PROGRAMA”, y el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el presente 
instrumento jurídico, incluyendo la presentación de los informes que deba rendir “LA ENTIDAD” en 
los términos previstos en el presente instrumento jurídico. Los resultados derivados de las visitas de 
supervisión y verificación, se notificarán a la Unidad Ejecutora para que proceda conforme a sus 
atribuciones. 

Para efectos de lo señalado en el párrafo anterior, la Unidad Ejecutora estará obligada a otorgar al 
“INSABI”, a través de su personal que designe; todas las facilidades que resulten necesarias. 

IV. Para los efectos de las acciones de supervisión y verificación referidas en las fracciones I y III de la 
presente cláusula, “LA ENTIDAD” al rendir los informes del ejercicio presupuestario, deberá exhibir 
en medio electrónico la documentación escaneada de su original que sustente la correcta aplicación 
de los recursos a que se refiere la cláusula Segunda del presente instrumento jurídico. 
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V. El “INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a la Salud, podrá en todo momento verificar en 
coordinación con “LA ENTIDAD” la documentación que permita observar el ejercicio de los recursos 
presupuestarios federales transferidos a “LA ENTIDAD”, así como los rendimientos financieros 
generados y podrá solicitar a esta última que exhiba el original de los documentos que justifiquen y 
comprueben el ejercicio de dichos recursos. 

VI. En caso de presentarse (i) la falta de comprobación de los recursos presupuestarios federales 
transferidos a “LA ENTIDAD”, así como de sus rendimientos financieros o, (ii) no sean ejercidos en 
los términos estipulados en el presente Convenio de Colaboración, el “INSABI” podrá solicitar a “LA 
ENTIDAD” su reintegro a la Tesorería de la Federación. En estos supuestos, “LA ENTIDAD” estará 
obligada a efectuar dicho reintegro dentro de los quince días naturales siguientes a la fecha en que el 
“INSABI” se lo requiera. 

CUARTA. OBJETIVO, META E INDICADORES. Los recursos a que se refiere la Cláusula Segunda del 
presente Convenio de Colaboración tendrán el objetivo, meta e indicadores que a continuación se mencionan: 

OBJETIVO: los recursos que se transfieran a “LA ENTIDAD” en virtud del presente Convenio de 
Colaboración deberán destinarse a contribuir a sufragar el gasto de operación de las unidades médicas de “LA 
ENTIDAD” que prestan servicios a las personas sin seguridad social, correspondientes preferentemente al 
primer nivel de atención, exclusivamente con cargo a las partidas de gasto del Clasificador por Objeto del 
Gasto de la Administración Pública Federal que se incluyen en el Anexo 2 de este instrumento jurídico. 

META: Aplicación de la totalidad de los recursos transferidos en términos de lo estipulado en el presente 
instrumento jurídico y su Anexo 2. 

INDICADORES: En el Anexo 3 del presente instrumento jurídico se describen los indicadores aplicables al 
presente instrumento jurídico. 

QUINTA. APLICACIÓN. Los recursos presupuestarios federales a que alude la cláusula Segunda de este 
instrumento jurídico serán destinados por “LA ENTIDAD” en forma exclusiva a contribuir a sufragar el gasto de 
operación, preferentemente de las unidades médicas correspondientes al primer nivel de atención, que 
prestan servicios a las personas sin seguridad social, durante el periodo comprendido entre el 1 de marzo y el 
31 de diciembre de 2022, con la finalidad de contribuir a garantizar el acceso efectivo y la continuidad en la 
prestación gratuita de los mismos,. Dichos recursos no podrán destinarse a conceptos de gasto distintos a los 
previstos en el Anexo 2 de este instrumento jurídico. 

Los recursos presupuestarios federales que se transfieran en virtud del presente Convenio de 
Colaboración se devengarán conforme a lo establecido en el artículo 175 del Reglamento de la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; se registrarán por “LA ENTIDAD” en su contabilidad de acuerdo 
con las disposiciones jurídicas aplicables y se rendirán en su Cuenta Pública, sin que por ello pierdan su 
carácter federal. 

La Unidad Ejecutora podrá ejercer los rendimientos financieros generados en la cuenta bancaria 
productiva, única y específica en la que haya recibido los recursos presupuestarios federales objeto del 
presente instrumento jurídico, debiéndose sujetar para ello a los conceptos de gasto señalados en el Anexo 2 
del presente instrumento jurídico. 

“LA ENTIDAD” a través de la Unidad Ejecutora, presentará un reporte de los rendimientos financieros que 
generen los recursos presupuestarios federales transferidos en virtud del presente instrumento jurídico, 
conforme al Anexo 4 de este Convenio de Colaboración. 

El seguimiento del ejercicio de los recursos presupuestarios federales transferidos en virtud del presente 
instrumento, así como de los rendimientos financieros que éstos generen deberá hacerse a través del 
Formato para Certificación de Gasto, del Formato de Reporte de Acciones y del Formato de Cierre del 
Ejercicio Presupuestario que se incluyen como Anexos 5, 6 y 7 del mismo, con base en los conceptos de 
gasto previsto en el Anexo 2 de este Convenio de Colaboración. 

Los remanentes de los recursos presupuestarios federales transferidos a “LA ENTIDAD”, junto con los 
rendimientos financieros generados o los remanentes de éstos, según corresponda, deberán ser reintegrados 
a la Tesorería de la Federación en los términos y plazos previstos en el artículo 17 de la Ley de Disciplina 
Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, debiendo informarlo a “EL INSABI”, por conducto de 
la Coordinación de Atención a la Salud, de manera escrita y con los documentos soportes correspondientes. 

SEXTA. GASTOS ADMINISTRATIVOS. Los gastos administrativos y demás erogaciones no previstas en 
el Anexo 2 del presente instrumento jurídico, deberán ser realizados por “LA ENTIDAD” con cargo a sus 
recursos propios. 
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SÉPTIMA. OBLIGACIONES DE “LA ENTIDAD”. Adicionalmente a los compromisos establecidos en otras 
cláusulas del presente Convenio de Colaboración, “LA ENTIDAD” se obliga a: 

I. Vigilar el estricto cumplimiento de las disposiciones jurídicas aplicables al ejercicio del gasto público 
federal, obligándose, en consecuencia, a dar aviso a las instancias competentes, respecto de 
cualquier anomalía detectada. 

II. Garantizar en todo momento, a través de la Unidad Ejecutora, que las contrataciones que efectúe en 
cumplimiento del objeto del presente Convenio de Colaboración, cumplan con las disposiciones 
jurídicas aplicables. 

III. Responder, por conducto de la Unidad Ejecutora, por la integración y veracidad de la información 
técnica y financiera que proporcione para el cumplimiento de los compromisos establecidos en el 
presente instrumento jurídico, particularmente, de aquélla generada con motivo de la aplicación, 
seguimiento, control, rendición de cuentas y transparencia de los recursos presupuestarios federales 
transferidos, en términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 

IV. Aplicar, por conducto de la Unidad Ejecutora, los recursos federales transferidos y sus rendimientos 
financieros conforme al objetivo, meta e indicadores previstos en el presente instrumento jurídico. 

V. Remitir por conducto de la Unidad Ejecutora al “INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a la 
Salud, en un plazo no mayor a diez (10) días hábiles posteriores a la recepción de la transferencia de 
los recursos presupuestarios federales referidos en la cláusula Segunda del presente Convenio de 
Colaboración, los comprobantes que acrediten la recepción de dicha transferencia, conforme a la 
normativa aplicable. La documentación comprobatoria a que se refiere éste párrafo, deberá remitirse 
en archivo electrónico con el Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI). 

Así mismo, la Unidad Ejecutora deberá remitir al “INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a 
la Salud, en un plazo no mayor a diez (10) días hábiles posteriores a la recepción de la ministración 
realizada por parte de la Secretaría de la Hacienda Pública, el comprobante que acredite la recepción 
de la ministración, conforme a la normativa aplicable. 

VI. Integrar por conducto de la Unidad Ejecutora la información financiera relativa a los recursos 
federales transferidos para la ejecución del objeto del presente Convenio de Colaboración, en los 
términos previstos en el artículo 70 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

VII. Rendir al “INSABI”, por conducto de la Unidad Ejecutora, los informes (i) del ejercicio del gasto y de 
las acciones realizadas de manera mensual, a más tardar los días quince (15) de noviembre y 15 de 
diciembre de 2022, y (ii) de cierre del ejercicio, dentro de los (30) días siguientes a que ocurra el 
mismo, conforme a los Anexos 5, 6 y 7 de este Convenio de Colaboración, respectivamente. 

VIII. Verificar, a través de la Unidad Ejecutora, que la documentación comprobatoria del gasto de los 
recursos presupuestarios federales objeto de este Convenio de Colaboración, cumpla con los 
requisitos fiscales establecidos en las disposiciones federales aplicables, entre otros, aquéllos que 
determinan los artículos 29 y 29-A del Código Fiscal de la Federación, los que deberán expedirse a 
nombre de la Unidad Ejecutora. Conforme a lo anterior, dicha documentación deberá contar con el 
archivo electrónico CFDI correspondiente, salvo en los casos de excepción previstos por las leyes 
aplicables, en los que se deberán atender las disposiciones especiales para su comprobación. En tal 
virtud, la Unidad Ejecutora deberá remitir al “INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a la 
Salud, el archivo electrónico con la Verificación de Comprobantes Fiscales Digitales por Internet, 
emitido por el Servicio de Administración Tributaria (SAT). 

En consecuencia, la autenticidad de la documentación justificatoria y comprobatoria de los recursos 
federales erogados, será responsabilidad de la Unidad Ejecutora. 

IX. Mantener bajo su custodia, a través de la Unidad Ejecutora, la documentación justificatoria y 
comprobatoria original que sustente la erogación de los recursos presupuestarios federales 
transferidos en virtud del presente Convenio de Colaboración, obligándose a exhibirla en cualquier 
momento que le sea requerida por “EL INSABI” y, en su caso, por los órganos fiscalizadores 
competentes, además de proporcionar la información adicional que estos últimos le requieran. 

X. Cancelar, conforme a lo señalado en la fracción II del artículo 70 de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental, la documentación justificatoria y comprobatoria de los recursos presupuestarios 
federales transferidos en virtud del presente Convenio de Colaboración, con la leyenda “Operado con 
recursos presupuestarios federales del programa E023 “Atención a la Salud” del ejercicio fiscal 
2022”. 
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XI. Reportar al “INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a la Salud, y dar seguimiento mensual, 
por conducto de la Unidad Ejecutora, dentro de los primeros quince (15) días de los meses de 
noviembre y diciembre, el avance en el cumplimiento del objetivo, meta e indicadores y el resultado 
de las acciones que lleve a cabo, en cumplimiento del objeto de este Convenio de Colaboración. 

XII. Mantener, por conducto de la Unidad Ejecutora, actualizada la información relativa al cumplimiento 
del objetivo, metas e indicadores para los que se destinen los recursos presupuestarios federales 
transferidos. 

XIII. Proporcionar, por conducto de la Unidad Ejecutora, la información y documentación que el “INSABI” 
le solicite en las visitas de supervisión y verificación que este último opte por realizar, para observar 
el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el presente instrumento jurídico, así como que 
los recursos federales transferidos con motivo del mismo, sean destinados únicamente para el 
cumplimiento de su objeto. 

XIV. Informar sobre la suscripción de este Convenio de Colaboración a los órganos de control y de 
fiscalización de “LA ENTIDAD” y entregarles copia del mismo. 

XV. Difundir en la página de Internet de la Secretaría de Salud y de la Unidad Ejecutora el presente 
Convenio de Colaboración, así como los conceptos financiados con los recursos federales 
transferidos en virtud del mismo, incluyendo los avances y resultados financieros, en los términos de 
las disposiciones aplicables. 

XVI. Gestionar, por conducto de la Secretaría de Salud y de la Unidad Ejecutora, la publicación del 
presente instrumento jurídico en el órgano de difusión oficial de “LA ENTIDAD”. 

OCTAVA. OBLIGACIONES DE EL “INSABI”. Adicionalmente a los compromisos establecidos en otras 
cláusulas del presente Convenio de Colaboración, el “INSABI” se obliga a: 

I. Transferir, por conducto de la Coordinación de Programación y Presupuesto, a “LA ENTIDAD”, con el 
carácter de subsidios, los recursos presupuestarios federales a que se refiere el presente Convenio 
de Colaboración, dentro del periodo previsto en su Anexo 1. 

II. Verificar, por conducto de la Coordinación de Atención a la Salud, que los recursos presupuestarios 
federales que en virtud de este instrumento jurídico se transfieran, sean aplicados únicamente para la 
realización del objeto del mismo, sin perjuicio de las atribuciones que en la materia correspondan a 
otras instancias competentes de la Federación y/o de “LA ENTIDAD”. 

III. Practicar periódicamente, por conducto de la Coordinación de Atención a la Salud, dependiendo de 
su disponibilidad de personal y presupuestaria, visitas de supervisión y verificación de acuerdo al 
programa que para tal efecto se establezca. 

IV. Dar seguimiento, por conducto de la Coordinación de Atención a la Salud, al ejercicio de los recursos 
presupuestarios federales transferidos y rendimientos financieros generados, con base en los 
informes que la Unidad Ejecutora rinda a través de los formatos establecidos en los Anexo 4, 5, 6 y 7 
de este Convenio de Colaboración. 

V. Solicitar, por conducto de la Coordinación de Atención a la Salud, la documentación justificatoria y 
comprobatoria del gasto de los recursos presupuestarios federales transferidos, que la Unidad 
Ejecutora debe presentar en términos de lo estipulado en el presente Convenio de Colaboración, a 
través de los formatos establecidos en sus Anexos Anexo 4, 5, 6 y 7. 

VI. Verificar, por conducto de la Coordinación de Atención a la Salud, que “LA ENTIDAD” efectúe el 
reintegro de los recursos presupuestarios federales transferidos en virtud del presente Convenio de 
Colaboración, cuando (i) después de radicados a la Secretaría de la Hacienda Pública de “LA 
ENTIDAD”, no hayan sido ministrados a la Unidad Ejecutora en el plazo convenido en este 
instrumento jurídico; (ii) una vez ministrados a la Unidad Ejecutora, el “INSABI” lo requiera por su 
falta de comprobación, o por no haber sido ejercidos en los términos del presente Convenio de 
Colaboración, (iii) al cierre del ejercicio fiscal, en los términos dispuestos en el artículo 17 de la Ley 
de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y de los Municipios. 

VII. Presentar el Informe de la Cuenta de la Hacienda Pública Federal y los demás informes que sean 
requeridos, sobre la aplicación de los recursos transferidos con motivo del presente Convenio de 
Colaboración. 

VIII. Realizar, por conducto de la Coordinación de Atención a la Salud, en el ámbito de su competencia, la 
supervisión, verificación, seguimiento y evaluación de los recursos presupuestarios federales que en 
virtud de este instrumento sean ministrados a “LA ENTIDAD”, de conformidad con las disposiciones 
jurídicas aplicables en materia del ejercicio del gasto público federal. 



 DIARIO OFICIAL Jueves 20 de abril de 2023 

IX. Realizar las gestiones necesarias para la publicación del presente instrumento jurídico en el Diario 
Oficial de la Federación. 

X. Difundir, en la página de Internet del “INSABI”, el presente Convenio de Colaboración y los recursos 
presupuestarios federales transferidos mediante el presente instrumento jurídico, en los términos de 
las disposiciones aplicables. 

NOVENA. ACCIONES DE VERIFICACIÓN, SEGUIMIENTO, EVALUACIÓN, CONTROL Y 
FISCALIZACIÓN. “LAS PARTES” acuerdan que la verificación, seguimiento y evaluación del ejercicio de los 
recursos presupuestarios federales transferidos por el “INSABI” a “LA ENTIDAD” con motivo del presente 
instrumento jurídico, corresponderá a “LAS PARTES” en los términos estipulados en el mismo y de 
conformidad con lo establecido en las disposiciones jurídicas aplicables. 

Asimismo, se obligan a que, cuando los servidores públicos que participen en la ejecución del presente 
Convenio de Colaboración detecten que los recursos presupuestarios federales transferidos han sido 
destinados a fines distintos a los estipulados en este instrumento jurídico, lo harán del conocimiento de 
manera inmediata de la Auditoría Superior de la Federación, de la Secretaría de la Función Pública, de la 
Contraloría del Estado y, en su caso, del ministerio público que resulte competente. 

DÉCIMA. RESPONSABILIDAD LABORAL. Queda expresamente estipulado por "LAS PARTES", que el 
personal contratado, empleado o comisionado por cada una de ellas para dar cumplimiento al presente 
instrumento jurídico, guardará relación laboral únicamente con aquélla que lo contrató, empleó o comisionó, 
por lo que asumen plena responsabilidad por este concepto, sin que en ningún caso, la otra parte pueda ser 
considerada como patrón sustituto o solidario, obligándose en consecuencia, cada una de ellas, a sacar a la 
otra, en paz y a salvo, frente a cualquier reclamación o demanda, que su personal pretendiese interponer en 
su contra, deslindándose desde ahora de cualquier responsabilidad de carácter laboral, civil, penal, 
administrativa o de cualquier otra naturaleza jurídica que en ese sentido se les quiera fincar. 

DÉCIMA PRIMERA. COMISIÓN DE EVALUACIÓN Y SEGUIMIENTO. Para el adecuado desarrollo del 
objeto del presente instrumento, “LAS PARTES” constituyen, en este acto, una Comisión de Evaluación y 
Seguimiento integrada por un representante del “INSABI” y uno de “LA ENTIDAD”, cuyas funciones serán las 
siguientes: 

a) Solucionar cualquier circunstancia no prevista en el presente instrumento jurídico. 

b) Resolver las controversias o conflictos que se susciten con motivo de la interpretación o 
cumplimiento de este Convenio. 

c) Establecer las medidas o mecanismos que permitan atender las circunstancias especiales, caso 
fortuito o de fuerza mayor, para la realización del objeto previsto en el presente instrumento jurídico. 

d) Las demás que acuerden “LAS PARTES”. 

El “INSABI” designa como integrante de la Comisión de Evaluación y Seguimiento a la persona Titular de 
la Coordinación de Atención a la Salud. 

“LA ENTIDAD” designa como integrante de la Comisión de Evaluación y Seguimiento a la persona Titular 
de la Dirección General del Organismo Público Descentralizado denominado Servicios de Salud Jalisco. 

DÉCIMA SEGUNDA. VIGENCIA. El presente Convenio de Colaboración surtirá sus efectos a partir de la 
fecha de su suscripción y se mantendrá en vigor hasta el 31 de diciembre de 2022, sin perjuicio de las 
acciones de comprobación del ejercicio del gasto que se realicen con posterioridad en los términos 
convenidos en el mismo y de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables. 

DÉCIMA TERCERA. MODIFICACIONES. “LAS PARTES” acuerdan que el presente Convenio de 
Colaboración podrá modificarse de común acuerdo para lo cual deberán formalizar el convenio modificatorio 
respectivo. Las modificaciones al Convenio de Colaboración obligarán a sus signatarios a partir de la fecha de 
su firma y deberán publicarse en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano de difusión oficial de “LA 
ENTIDAD”. 

DÉCIMA CUARTA. CASO FORTUITO Y FUERZA MAYOR. En circunstancias especiales originadas por 
caso fortuito o fuerza mayor, para la realización del objeto previsto en este instrumento jurídico, “LAS 
PARTES” convienen en aplicar las medidas o mecanismos que se acuerden a través de la Comisión de 
Evaluación y Seguimiento señalada en la cláusula Décima Primera de este instrumento jurídico, mismas que 
de ser necesarias, darán lugar a suscribir el convenio modificatorio correspondiente en los términos que se 
señalan en la cláusula que antecede. 
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DÉCIMA QUINTA. CAUSAS DE TERMINACIÓN ANTICIPADA. El presente Convenio de Colaboración 
podrá darse por terminado anticipadamente por cualquiera de las causas siguientes: 

I. Por acuerdo de "LAS PARTES". 

II. Por no existir la disponibilidad presupuestaria para hacer frente a los compromisos que adquiere "EL 
INSABI". 

III. Por caso fortuito o fuerza mayor. 

DÉCIMA SEXTA. CAUSAS DE RESCISIÓN. El presente Convenio de Colaboración podrá rescindirse por 
el incumplimiento de las obligaciones contraídas en el presente instrumento jurídico. 

DÉCIMA SÉPTIMA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” manifiestan que el presente 
Convenio de Colaboración se celebra de buena fe por lo que, en caso de presentarse algún conflicto o 
controversia con motivo de su interpretación o cumplimiento, lo resolverán de común acuerdo mediante la 
Comisión de Evaluación y Seguimiento descrita en la cláusula Décima Primera del presente instrumento 
jurídico. 

En caso de subsistir la controversia, “LAS PARTES” acuerdan someterse a la jurisdicción de los Tribunales 
Federales competentes con sede en la Ciudad de México, por lo que renuncian expresamente a cualquier 
fuero que pudiere corresponderles en razón de sus domicilios presentes o futuros. 

DÉCIMA OCTAVA. AVISOS, COMUNICACIONES Y NOTIFICACIONES. “LAS PARTES” convienen en 
que todos los avisos, comunicaciones y notificaciones que se realicen con motivo del presente instrumento, se 
llevarán a cabo por escrito en los domicilios establecidos en el apartado de Declaraciones del mismo, así 
como en las direcciones electrónicas que las mismas designen para tales efectos, atendiendo los principios de 
inmediatez. 

En caso de que las partes cambien de domicilio, se obligan a dar el aviso correspondiente a la otra, con 
quince (15) días hábiles de anticipación a que dicho cambio de ubicación se lleve a cabo, de lo contrario se 
tomará como válido el domicilio expresado en el apartado de Declaraciones del presente instrumento. Para el 
caso de cambio de dirección electrónica, dicho cambio deberá notificarlo por escrito y/o vía oficial signada por 
“LAS PARTES”. 

DÉCIMA NOVENA. VICIOS DEL CONSENTIMIENTO. “LAS PARTES” manifiestan que en la celebración 
del presente convenio de colaboración no ha habido error, dolo o mala fe, lesión o vicios que afecten el 
consentimiento. 

VIGÉSIMA. ANEXOS. “LAS PARTES” reconocen como parte integrante del presente Convenio de 
Colaboración los Anexos que a continuación se indican. Dichos Anexos tendrán la misma fuerza legal que el 
presente Convenio de Colaboración. 

 

ANEXOS 

Anexo 1. MONTO DE LOS RECURSOS Y CALENDARIO DE TRANSFERENCIA 

Anexo 2 PARTIDAS PRESUPUESTARIAS AUTORIZADAS 

Anexo 3.  INDICADORES 

Anexo 4.  REPORTE DE RENDIMIENTOS FINANCIEROS 

Anexo 5.  FORMATO PARA CERTIFICACIÓN DE GASTO 

Anexo 6.  FORMATO DE REPORTE DE ACCIONES 

Anexo 7. FORMATO DE CIERRE PRESUPUESTARIO DEL EJERCICIO FISCAL 

Leído el presente Convenio de Colaboración, estando debidamente enteradas las partes de su contenido y 
alcance legal, lo firman por sextuplicado, en la Ciudad de México, al día 12 del mes de octubre de 2022.- Por 
el INSABI: Director General, Mtro. Juan Antonio Ferrer Aguilar.- Rúbrica.- Titular de la Unidad de 
Coordinación Nacional Médica, Dr. César Alejandro Arce Salinas.- Rúbrica.- Por la Entidad: Secretario de la 
Hacienda Pública, C.P.C. Juan Partida Morales.- Rúbrica.- Secretario de Salud, Dr. Fernando Petersen 
Aranguren.- Rúbrica.- Director General del Organismo Público Descentralizado denominado Servicios de 
Salud Jalisco, Dr. José de Jesús Mendéz de Lira.- Rúbrica. 
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ANEXO 1 

MONTO DE LOS RECURSOS Y CALENDARIO DE TRANSFERENCIA 

(Capítulo 4000 “Transferencias, Asignaciones, Subsidios y Otras Ayudas) 

Partida de Gasto Importe Total 
Periodo de 

Transferencia 

43401 
$190,873,921.10 (ciento noventa millones ochocientos 

setenta y tres mil novecientos veintiún pesos 10/100 M.N.) 
Octubre-Diciembre 

 

ANEXO 1 DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS 
PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA LLEVAR A CABO ACCIONES PARA EL 
FORTALECIMIENTO PREFERENTEMENTE DEL PRIMER NIVEL DE ATENCIÓN EN EL EJERCICIO FISCAL 2022, CON 
CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD”, CELEBRADO 
ENTRE EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO DE JALISCO, EL 12 DE 
OCTUBRE DE 2022. 

 

ANEXO 2 

PARTIDAS PRESUPUESTARIAS AUTORIZADAS 

No. Partida Descripción 

1 21101 Materiales y útiles de oficina 

2 21601 Material de limpieza 

3 22102 
Productos alimenticios para personas derivado de la prestación de 

servicios públicos en unidades de salud 

4 25101 Productos químicos básicos 

5 25301 Medicinas y productos farmacéuticos 

6 25401 Materiales, accesorios y suministros médicos 

7 25501 Materiales, accesorios y suministros de laboratorio 

8 25901 Otros productos químicos 

9 27201 Prendas de protección personal 

10 27501 Blancos y otros productos textiles, excepto prendas de vestir 

11 29501 
Refacciones y accesorios menores de equipo e instrumental médico 

y de laboratorio 

12 33901 Subcontratación de servicios con terceros 

13 33903 Servicios integrales 

14 35401 
Instalación, reparación y mantenimiento de equipo de instrumental 

médico y de laboratorio 

15 35701 Mantenimiento y conservación de maquinaria y equipo 

16 35801 Servicios de lavandería, limpieza e higiene 

17 35901 Servicios de jardinería y fumigación 

 

ANEXO 2 DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS 
PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA LLEVAR A CABO ACCIONES PARA EL 
FORTALECIMIENTO PREFERENTEMENTE DEL PRIMER NIVEL DE ATENCIÓN EN EL EJERCICIO FISCAL 2022, CON 
CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD”, CELEBRADO 
ENTRE EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO DE JALISCO, EL 12 DE 
OCTUBRE DE 2022. 
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ANEXO 5 

FORMATO PARA CERTIFICACIÓN DE GASTO 

(INSTRUCTIVO) 

 Se deberá anotar lo siguiente: 

1 Nombre de la Entidad Federativa. 

2 Fecha en que se elaboró en formato de certificación de gasto. 

3 Mes que reporta. 

4 Partida de gasto ejercida. 

5 Número del Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI). 

6 Monto erogado por CFDI. 

7. Concepto específico del monto erogado. 

8 Número de Póliza Cheque y/o Transferencia Electrónica del pago efectuado. 

9 Fecha de elaboración de la Póliza de Cheque y/o Transferencia Electrónica. 

10 Clave de la CLUES de la unidad médica en la que se ejerció el concepto de gasto. 

11 Nombre de la unidad médica en la que se ejerció el concepto de gasto. 

12 Observaciones: Aclaración o señalamiento por parte de la Entidad Federativa. 

13 Nombre, cargo y firma del Responsable de la elaboración del formato. 

14 Nombre, cargo y firma del Director de Administración (o equivalente). 

15 Nombre, cargo y firma del Titular de la Unidad Ejecutora. 
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PARA LLEVAR A CABO ACCIONES PARA EL FORTALECIMIENTO PREFERENTEMENTE DEL PRIMER NIVEL DE ATENCIÓN EN EL EJERCICIO FISCAL 2022, CON CARGO A LOS 

RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD”, CELEBRADO ENTRE EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL 

ESTADO DE JALISCO, EL 12 DE OCTUBRE DE 2022. 
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ANEXO 6 

FORMATO DE REPORTE DE ACCIONES 

(INSTRUCTIVO) 

Se deberá anotar lo siguiente: 

1. Nombre de la Entidad Federativa. 

2. Nombre del Programa que reporta. 

3. Mes que reporta. 

4. Registrar las Claves conforme a INEGI, ejemplo: “Localidad - Aguascalientes – Clave 010010001” 

- Entidad Federativa: Registrar clave a dos dígitos: 01 Aguascalientes 

- Municipio: Registrar clave a tres dígitos: 001 Municipio de Aguascalientes 

- Localidad: Registrar clave a cuatro dígitos: 0001 Aguascalientes 

5. Nombre de la Localidad 

6. Clave de la CLUES 

7. Nombre de la unidad médica 

8. Registrar el presupuesto ejercido por unidad médica para acciones del programa a reportar 

9. Registrar la acción realizada por unidad médica. 

10. Registrar aclaraciones o señalamientos adicionales por parte de la Entidad Federativa. 

11. Registrar el total del presupuesto ejercido en la Entidad Federativa. 

12. Nombre, cargo y firma del Responsable de la elaboración del formato. 

13. Nombre, cargo y firma del Director de Administración o equivalente. 

14. Nombre, cargo y firma del Titular de la Unidad Ejecutora (o su equivalente). 

 

ANEXO 6 DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS 

PARA LLEVAR A CABO ACCIONES PARA EL FORTALECIMIENTO PREFERENTEMENTE DEL PRIMER NIVEL DE ATENCIÓN EN EL EJERCICIO FISCAL 2022, CON CARGO A LOS 

RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD”, CELEBRADO ENTRE EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL 

ESTADO DE JALISCO, EL 12 DE OCTUBRE DE 2022. 
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ANEXO 7 

FORMATO DE CIERRE PRESUPUESTARIO DEL EJERCICIO FISCAL 

(INSTRUCTIVO) 

Se deberá anotar lo siguiente: 

1. Nombre de la Entidad Federativa. 

2. Fecha en que se elaboró el cierre presupuestario del ejercicio fiscal 2022 

3. Registrar la clave de la partida de gasto autorizada para la operación del programa 

4. Registrar el importe total autorizado para la operación del Programa E023. 

5. Registrar el importe total modificado autorizado, resultado de las adecuaciones presupuestarias 
(aumentos y reducciones por transferencia de recursos entre partidas de gasto, por aumentos y 
reducciones liquidas al presupuesto y por reintegros a la Tesorería de la Federación), por partida de 
gasto al cierre del ejercicio fiscal 2022 

6. Registrar el Importe de las erogaciones realizadas y respaldadas por los documentos 
comprobatorios, CFDI (PDF y XML), una vez autorizadas y pagadas con cargo al presupuesto 2022 
por partida de gasto 

7. Registrar el importe de las provisiones de recursos para atender los compromisos derivados de la 
operación del Programa E023 – 2022 (contratos de servicios o cualquier otra figura que signifique 
una obligación de realizar una erogación), siempre que se hubieren contabilizado debida y 
oportunamente las operaciones correspondientes y hayan sido contemplas en su presupuesto. 

8. Registrar el importe del reintegro de los recursos financieros a la Tesorería de la Federación, 
derivado de la transferencia de recursos federales que, al 31 de diciembre del ejercicio fiscal 
presente, no fueron ejercidos y devengados por la Unidad Ejecutora 

9. Registrar el importe total que resulte de la sumatoria por cada columna de presupuesto y reintegro de 
recursos financieros 

10. Registrar el importe total de los rendimientos financieros generados al cierre del ejercicio fiscal, tanto 
para la Secretaría de Finanzas (o su equivalente), como para los Servicios Estatales de Salud y/o 
Unidad Ejecutora. 

11. Registrar el Importe de las erogaciones realizadas por la Unidad Ejecutora con rendimientos 
financieros generados y respaldadas por los documentos comprobatorios, CFDI (PDF y XML), una 
vez autorizadas y pagadas con cargo al programa 

12. Registrar el importe del reintegro de los rendimientos financieros que no fueron comprometidos y 
devengados al 31 de diciembre del presente ejercicio fiscal 

13. Registrar el importe que resulte de la sumatoria de las columnas de los rendimientos financieros 
generados y ejercidos durante el presente ejercicio fiscal, así como los reintegros correspondientes 

14. Nombre y cargo del Responsable de la elaboración del formato 

15. Nombre del Director Administrativo (o equivalente). 

16. Titular de la Unidad Ejecutora (o su equivalente). 

ANEXO 7 DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS 
PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA LLEVAR A CABO ACCIONES PARA EL 
FORTALECIMIENTO PREFERENTEMENTE DEL PRIMER NIVEL DE ATENCIÓN EN EL EJERCICIO FISCAL 2022, CON 
CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD”, CELEBRADO 
ENTRE EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO DE JALISCO, EL 12 DE 
OCTUBRE DE 2022. 

FIRMAS DE LOS ANEXOS 1 A 7 DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE 
RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA LLEVAR A CABO 
ACCIONES PARA EL FORTALECIMIENTO PREFERENTEMENTE DEL PRIMER NIVEL DE ATENCIÓN EN EL 
EJERCICIO FISCAL 2022, CON CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A 
LA SALUD”, CELEBRADO ENTRE EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO 
JALISCO, EL 12 DE OCTUBRE DE 2022. 

Por el INSABI: Director General, Mtro. Juan Antonio Ferrer Aguilar.- Rúbrica.- Titular de la Unidad de 
Coordinación Nacional Médica, Dr. César Alejandro Arce Salinas.- Rúbrica.- Por la Entidad: Secretario de la 
Hacienda Pública, C.P.C. Juan Partida Morales.- Rúbrica.- Secretario de Salud, Dr. Fernando Petersen 
Aranguren.- Rúbrica.- Director General del Organismo Público Descentralizado denominado Servicios de 
Salud Jalisco, Dr. José de Jesús Mendéz de Lira.- Rúbrica. 
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PODER JUDICIAL 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION 

SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Acción de 
Inconstitucionalidad 114/2021. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.-  Secretaría General de Acuerdos. 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 114/2021 

PROMOVENTE: COMISION NACIONAL DE LOS 
DERECHOS HUMANOS 

VISTO BUENO 

SR. MINISTRO 

PONENTE: MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO 

COTEJÓ 

SECRETARIA: MERCEDES VERÓNICA SÁNCHEZ MIGUEZ 

Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión 
correspondiente al veintidós de septiembre de dos mil veintidós, emite la siguiente 

SENTENCIA 

Mediante la cual se resuelve la acción de inconstitucionalidad 114/2021, promovida por la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos (CNDH), en contra el artículo 18, Inciso A), fracción II, en la porción 
normativa “no haber sido condenado por sentencia irrevocable como responsable de un delito 
doloso” y fracción III, en la porción normativa “ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución 
firme como persona servidora pública”, así como el numeral 37, fracciones IV y V, ambas en la 
porción normativa “y solvencia moral”, de la Ley de los Cuerpos de Bomberos para el Estado de 
Chihuahua, expedida mediante Decreto No. LXVI/EXLEY/1018/2020 II P.O., publicado el tres de julio de 
dos mil veintiuno, en el Periódico Oficial del Gobierno de esa Entidad Federativa. 

ANTECEDENTES Y TRÁMITE DE LA DEMANDA 

1. PRIMERO. Presentación de la acción. Mediante escrito presentado el dos de agosto de dos mil 
veintiuno, ante la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, María del Rosario Piedra Ibarra, en su carácter de Presidenta de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, promovió la presente acción de inconstitucionalidad. 

2. SEGUNDO. Conceptos de invalidez. En su escrito inicial, la accionante expuso los siguientes 
conceptos de invalidez: 

- La Comisión Nacional de los Derechos Humanos sostiene que los artículos 18, inciso A), 
fracciones II, en la porción normativa “no haber sido condenado por sentencia irrevocable 
como responsable de un delito doloso” y III, en la porción normativa “ni haber sido 
destituido o inhabilitado por resolución firme como persona servidora pública”, y 37, 
fracciones IV y V, ambas en la porción normativa “y solvencia moral”, de la Ley de los 
Cuerpos de Bomberos para el Estado de Chihuahua establecen diversos requisitos para 
acceder a empleos públicos, los cuales transgreden los derechos de seguridad jurídica, 
igualdad y prohibición de discriminación, acceso a un cargo en el servicio público, libertad de 
trabajo y principio de legalidad, ello en razón de lo siguiente: 

A. Requisitos de no haber sido condenado por sentencia irrevocable como responsable de 
un delito doloso y no haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como 
persona servidora pública. 

- Las exigencias contenidas en el precepto 18, en las fracciones II y III, en las porciones 
normativas “no haber sido condenado por sentencia irrevocable como responsable de un 
delito doloso” y “ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como 
persona servidora pública”, excluyen de manera injustificada a determinadas personas para 
ocupar un cargo en el servicio público en esta Entidad y que tales requisitos resultan inclusivos 
y desproporcionados, además de que produce incertidumbre jurídica a las personas, dada la 
ambigüedad de las normas, que permite que su aplicación sea arbitraria por parte de los 
operadores jurídicos cuando califiquen el perfil del aspirante. Aunado a que tales 
requerimientos tienen el efecto de excluir de forma injustificada a determinados sectores de la 
población de la posibilidad de ejercer los cargos de mérito. 
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- Las normas impugnadas limitan de forma genérica los derechos de las personas sentenciadas 
por cualquier delito doloso, o bien, aquellas que fueron destituidas o inhabilitadas en el servicio 
público, sin considerar si las conductas sancionadas de que se trate se relacionan o no con las 
funciones que deban desempeñarse una vez que asuman los cargos en cuestión. 

- A juicio de la accionante, no es constitucionalmente válido que se impida el acceso al 
desempeño del servicio público a las personas que hayan sido sentenciadas por un delito 
doloso ipso facto, o que hubieren sido sancionadas por una falta administrativa con destitución 
o inhabilitación una vez que cumplieron con la temporalidad de la misma, dado que tales 
medidas se traducen en una exclusión injustificada y discriminatoria para las personas que se 
encuentren en esa condición social y/o jurídica, que les impide ejercer su derecho a la libertad 
de trabajo y, en específico, a ocupar un cargo público. 

- Por el contrario, la accionante considera que para que una restricción de esa naturaleza sea 
válida deben examinarse las funciones y obligaciones que tiene a cargo el puesto 
correspondiente y, una vez hecho ello, señalar con precisión únicamente las conductas ilícitas 
que se encuentren estrechamente vinculadas con el empleo en cuestión. 

- Señala que el artículo 21, de la Ley de los Cuerpos de Bomberos para el Estado de 
Chihuahua1, establece las atribuciones de las personas que desempeñen el cargo de bombero 
profesional dentro del cuerpo de bomberos municipales. Por lo que las restricciones contenidas 
en las disposiciones normativas impugnadas resultan desproporcionadas y sobre inclusivas aun 
cuando el motivo de sanción no se relacione de manera alguna con las atribuciones 
enunciadas. 

- En otras palabras, la generalidad y amplitud del artículo 18, inciso A), fracciones II y III, en las 
porciones normativas impugnadas, provoca un escenario absoluto de prohibición que impide 
acceder en condiciones de plena igualdad al respectivo empleo público a personas que 
pudieron haber sido sentenciadas irrevocablemente por la comisión de delitos dolosos y/o 
hayan sido destituidas o inhabilitadas en el servicio público a personas que en el pasado 
pudieron haber sido destituidas o inhabilitadas en el servicio público, sin que ello permita 
justificar en cada caso y con relación a la función en cuestión, la probable afectación a la 
eficiencia o eficacia del puesto a ejercer, sobre todo, tratándose de penas y sanciones que ya 
fueron ejecutada o cumplidas. 

- Agrega que no pasa inadvertido que con dicho requisito podría pensarse que se exige cierta 
probidad y honestidad a las personas que aspiren a ser bomberos profesionales en esa entidad 
federativa, a efecto de garantizar que su ejecución sea regular y se apegue en todo momento a 
la legalidad. 

- Que la disposición desborda su objetivo y termina por excluir a las personas que pretender 
reinsertarse a la sociedad, tras haber compurgado una pena por la comisión de conductas 
delictivas, con base en su situación social y/o jurídica de haber sido sujetos a una pena. 

                                                 
1 “ARTÍCULO 21. Quienes integren los Cuerpos de Bomberos en el Estado tendrán las siguientes obligaciones: 
I. Conducirse siempre con dedicación, disciplina, apego al orden jurídico y respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
II. Cumplir con las tareas inherentes a su cargo. 
III. Honrar el espíritu del Cuerpo de Bomberos basado en los principios fundamentales de lealtad, fuerza de voluntad, obediencia y disciplina. 
IV. Garantizar a la ciudadanía la prestación de los servicios de manera igualitaria, responsable, adecuada y oportuna. 
V. Mantener estricta reserva respecto de los asuntos que por razón del desempeño de su función conozcan, en los términos de las 
disposiciones legales aplicables. 
VI. Portar únicamente dentro de su horario de labores, los distintivos que acrediten su rango, así como el uniforme que los identifique como 
integrantes del Cuerpo de Bomberos municipal respectivo. 
VII. Conservar en óptimas condiciones el equipo que les sea dado para realizar sus funciones, así como utilizarlo de manera responsable 
debiendo en su caso, reportar a sus superiores cualquier deterioro o daño en el mismo. 
VIII. Entregar a las autoridades competentes los bienes recuperados durante algún siniestro, de acuerdo con la normatividad aplicable. 
IX. Asistir a los cursos de capacitación, especialización y evaluación que corresponda, de acuerdo con la normatividad aplicable. 
X. Desempeñar su misión sin solicitar ni aceptar compensaciones, pagos o gratificaciones distintas a las previstas legalmente. 
XI. Cumplir y hacer cumplir con diligencia las órdenes que reciban con motivo del desempeño de sus funciones. 
XII. Informar al superior jerárquico, de manera inmediata, las omisiones y/o actos indebidos de sus subordinados o iguales en categoría 
jerárquica. 
XIII. Abstenerse de introducir a las instalaciones de sus instituciones bebidas embriagantes, sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras 
sustancias adictivas de carácter ilegal. 
XIV. Abstenerse de consumir, dentro o fuera del servicio, sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras sustancias adictivas de carácter 
ilegal, prohibido o controlado, salvo los casos de medicamento controlado prescrito por médico. 
XV. Abstenerse de realizar conductas que desacrediten su persona y en perjuicio de la imagen de las instituciones, dentro o fuera del servicio. 
XVI. Someterse a evaluaciones periódicas para acreditar el cumplimiento de sus requisitos de permanencia, así como a los exámenes 
médicos que les sean requeridos, a través de las instituciones correspondientes. 
XVII. Velar por el cumplimiento de esta Ley y demás normatividad en la materia.” 
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- El requisito indicado resulta sobre inclusivo porque incluye todo tipo de delitos intencionales o 
dolosos previstos en el sistema jurídico local, incluso si aquellos no guardan relación con las 
funciones a desempeñar. 

- El legislador debió acotar la exigencia impugnada, en el sentido de restringir el acceso a las 
personas que aspiren a ser bomberos profesionales cuando hayan cometido conductas 
delictivas realmente gravosas y que se encuentren estrechamente vinculadas con las funciones 
a ejercer en dicho cargo, de forma tal que permitan válidamente poner en duda que el aspirante 
en cuestión vaya a ejercer de manera proba, íntegra y honesta sus atribuciones. 

- Aduce que el legislador realizó una distinción que no está estrechamente vinculada con la 
configuración de un perfil inherente al tipo de trabajo, pues exigir que la persona no haya sigo 
condenada por delito doloso mediante sentencia irrevocable no tiene una justificación objetiva 
en función del desempeño presente y futuro de quien pretenda ser bombero profesional en la 
entidad. 

- Es así que la generalidad del requisito en cita se traduce en una prohibición absoluta y sobre 
inclusiva, que excluye sin distinción a las personas que han cumplido una pena y se han 
reinsertado en la sociedad, creando así una condición estigmatizante. 

- Menciona que es necesario resaltar que el hecho de cometer un ilícito y haber sido sancionado 
por el mismo, no tiene la consecuencia de marcar a su autor como un delincuente o como una 
persona que carece de honestidad o probidad. Esto es, la comisión de un delito no hace 
cuestionable siempre la conducta de quien lo comete, ya que eso no implica que deba 
considerarse que su conducta estará apartada de tales valores invariablemente. 

- Que lo anterior, porque la función que se ha otorgado al derecho penal y a las penas, en el 
Estado democrático de Derecho, no tiene el alcance de definir o marcar a un infractor, respecto 
de su conducta por el resto de su vida. Por lo que, una vez que la persona ha compurgado la 
pena que le haya sido impuesta, debe estimarse que se encuentra en aptitud de volver a 
ocupar un empleo, incluso uno de carácter público. 

- Respecto a la exigencia referente a “no haber sido destituido o inhabilitado por resolución 
firme como una persona servidora pública” establece de forma genérica y absoluta que no 
podrán aspirar a ejercer como bomberas profesionales todas aquellas que hayan sido 
sancionadas con destitución o inhabilitación, sin importar el tipo de falta que dio lugar a la 
referida sanción, así como la temporalidad de la misma, lo cual constituye un requisito 
injustificado, pues ello no significa que dichos aspirantes no sean aptas para desempeñarse en 
el cargo de mérito. 

- Aduce que dicho requisito resulta irrazonable y abiertamente desproporcional, ya que no 
permite identificar si la destitución o inhabilitación se impuso por resolución firme de naturaleza 
administrativa, civil, o política; no distinguen entre sanciones impuestas por conductas dolosos 
o culposas, ni entre faltas o delitos graves o no graves; como tampoco contiene límite temporal, 
en cuanto a si la respectiva sanción o pena, y entre sanciones que están vigentes o siguen 
surtiendo sus efectos. 

- Considera que la norma impugnada constituye una restricción al acceso de un empleo público, 
que excluye por igual y de manera genérica a cualquier persona que haya sido destituida o 
inhabilitada por cualquier vía, razón o motivo, y en cualquier momento, considerando que a 
prescripción normativa abarca un gran número de posibles hipótesis normativas que  impide 
incluso valorar si los mismos tiene realmente una relación directa con las capacidades 
necesarias para el desempeño como bombero profesional, e incluso de cualquier  puesto 
público. 

- La norma que establece el requisito relacionado con haber recibido la sanción de destitución 
para el ejercicio de un empleo, cargo o comisión del servicio público, se estima que serían 
constitucionalmente admisibles sólo si se acotaran a que la persona se encuentre en ese 
momento cumpliendo con la sanción, de otra forma, al exigir que no hayan sido destituidas o 
inhabilitadas en el pasado, la disposición extendería ad infinitum la consecuencia impuesta por 
haber incurrido en un ilícito concerniente al régimen de responsabilidades administrativas o por 
hechos de corrupción. 

- Por el contrario, este tipo de exigencias coloca en una condición social determinada e inferior 
con respecto a otros integrantes de la sociedad, a cualquier persona que ha sido sancionada 
con una destitución o inhabilitación y se les excluye indefinidamente y de por vida, de la 
posibilidad de acceder al empleo público referido en la norma impugnada. 
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- La norma provoca un efecto inusitado y trascendente a cualquier inhabilitación o destitución 
impuesta en el pasado de una persona, comprometiendo de forma indirecta la prohibición 
establecida en el artículo 22 Constitucional, en tanto que las sanciones impuestas a una 
persona en un determinado tiempo adquieren un efecto de carácter permanente durante toda 
su vida. 

- Refiere que ese tipo de requisitos son claramente estigmatizantes, pues parten de una premisa 
que consiste en presuponer que, si una persona con ese tipo de antecedentes ocupa el cargo 
de mérito, se pondrá en riesgo el adecuado funcionamiento del servicio público por ese sólo 
hecho o bien, que invariablemente harán mal uso de los recursos puestos a su disposición o 
que simplemente son incapaces de ejecutar su labor con profesionalismo, idoneidad, aptitud, 
honestidad y probidad, entre otras cualidades, y en razón de ello, deben ser excluidas de 
manera automática de toda posibilidad de ser seleccionadas para desempeñar una función 
pública, aun cuando la conducta penal o administrativa por la que fueron sentenciados o 
sancionados no guarde ninguna relación con las actividades propias del cargo. 

- Menciona que existen diversos precedentes2 emitidos por esta Suprema Corte en los que se 
hace patente que el estudio para determinar la constitucionalidad de los requisitos que 
establecen distinciones entre personas con antecedentes penales y que han sido inhabilitadas, 
de aquellas que no se encuentran en esos supuestos para acceder a un cargo o empleo 
determinado, debe realizarse a través de un escrutinio o de razonabilidad, si se traducen en 
una distinción entre las personas que fueron sentenciadas y/o sancionadas por una conducta 
ilícita y quienes no se encuentren en dicha situación. 

- Agrega que toda vez que en el caso el legislador local realizó una distinción injustificada en 
perjuicio de las personas que fueron sentenciadas por la comisión de un delito doloso y/o que 
hayan sido destituidas o inhabilitadas por resolución firme como persona servidora pública, que 
les impide aspirar a ser bomberos profesionales, en desigualdad de circunstancias de aquellos 
que no se encuentran en esa situación proceden a realizar la constitucionalidad de las normas 
a través de un test de escrutinio ordinario. 

Test de escrutinio ordinario. 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos considera que los requisitos exigidos en el 
artículo 18, inciso A), fracciones II y III en las porciones normativas controvertidas, de la Ley de 
los Cuerpos de Bomberos para el Estado de Chihuahua, transgreden el derecho a la igualdad 
de las personas que se encuentren en esa circunstancia, en virtud de que no existe una 
relación lógica entre las mismas y las funciones a desempeñar. 

- Conforme lo sostuvo este Alto Tribunal, al resolver la acción de inconstitucionalidad 85/2018, 
previo al análisis constitucional de la norma que se estima transgresora del principio de 
igualdad, debe satisfacerse tres puntos: i) determinar si existe una distinción con la medida 
legislativa; ii) elegir el nivel de escrutinio que deberá aplicarse, y iii) desarrollar cada una de las 
etapas del test elegido. 

- En cuando al primero, se considera que los preceptos normativos combatidos establecen 
distinciones, para acceder a un cargo público en el Estado de Chihuahua, entre las personas 
que fueron objeto de responsabilidades penal y administrativa, y aquella que no se encuentren 
en ese supuesto. Con ello, las normas excluyen injustificadamente a las primeras de ejercicio 
del referido cargo, generando un régimen diferenciado sobre un supuesto de hecho idéntico. 

- Con la finalidad de llegar a tal conclusión y en relación con el segundo punto, la accionante 
estima indispensable basarse en un análisis ordinario de constitucionalidad de las normas 
reclamadas, de conformidad con lo determinado por este Alto Tribunal en diversos precedentes 
cuando ha estudiado esos tipos de requisitos para acceder a un cargo o empleo. 

- Refiere que los preceptos normativos impugnados podría tener una finalidad 
constitucionalmente válida, pues buscan generar las condiciones propicias para que quien 
acceda como bombero profesional en el Cuerpo de Bomberos municipales en el Estado de 
Chihuahua tengan el perfil necesario para el desempeño de las funciones del cargo, es decir, 
que sean rectos, probos, honorables, entre otras cualidades, que el legislador local pudo 
estimar que no los reúnen las personas que cuentan con algún antecedente penal o han sido 
destituidas o inhabilitadas como servidoras públicas; sin embargo, las medidas legislativas 
establecidas por el legislador chihuahuense no tienen relación directa, clara e indefectible para 
el necesario cumplimiento del fin constitucionalmente válido de contar con servidoras y 
servidores públicos adecuados y eficientes. 

                                                 
2 Acciones de inconstitucionalidad 85/2018, 83/2019, 111/2019, 117/2020. 
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- Lo anterior, primero, porque no existe base objetiva para determinar que una persona sin 
antecedentes de responsabilidad penal ejercerá las funciones correspondientes al cargo con 
rectitud, probidad y honorabilidad o que las personas que sí encuentren en tal supuesto per se 
ejercerán sus labores de forma adecuada, o que carezcan de tales valores, ni mucho menos 
que no tengan la aptitud necesaria para cumplir con sus funciones con eficiencia, competencia 
o conocimiento. 

- Que se debe considerar que el hecho de que una persona haya sido condenada por la comisión 
de algún delito forma parte de su vida privada, de su pasado y de su proyección social; por ello, 
no es dable que por esa razón se les impida participar activamente en los asuntos que le 
atañen a su comunidad, como lo es el desempeñarse como bombero profesional. 

- Asimismo, el requisito de no haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como 
persona servidora pública tampoco garantiza que las personas aspirantes a desempeñarse 
como bomberos profesionales que lleven a cabo su labor en condiciones de eficiencia, eficacia 
y honradez que persigue el legislador chihuahuense. 

- Lo anterior, puesto que el haber sido sancionado por ese tipo de conductas en el pasado no 
necesariamente tiene impacto directo, claro e indefectible en el cumplimiento de esa finalidad 
constitucional a la que se hizo referencia anteriormente, ya que ese antecedente de sanción 
puede no incidir de forma directa e inmediata en la capacidad funcional para ejecutar de 
manera eficaz y eficiente el respectivo empleo. 

- Así, si se reconoció la responsabilidad administrativa de una persona, esto no determina que, 
de ahí en adelante, la misma se encuentre impedida para realizar sus funciones 
adecuadamente, con apego a los principios que rigen el servicio público en nuestro país. 

- Que en relación con el indicado requisito, refiere que ese Tribunal Pleno sostuvo similares 
condiciones al resolver la acción de inconstitucionalidad 111/2019, promovida por la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos. 

- En consecuencia, no se advierte que las disposiciones normativas controvertidas tengan una 
conexión directa con el cumplimiento del fin constitucionalmente válido que persiguió el 
legislador local, por lo que es claro que los requisitos de mérito se traducen en medidas que 
atentan contra el derecho a la igualdad. 

- En suma, atendiendo a los elementos descritos, el artículo 18, inciso A), fracciones II y III, en 
las porciones normativas impugnadas de la Ley del Cuerpo de Bomberos para el Estado de 
Chihuahua, no aprueban un escrutinio ordinario de proporcionalidad, por lo que transgreden 
derechos humanos ya mencionados, ya que son medidas que no guardan relación directa, clara 
e indefectible para el cumplimiento de fin constitucionalmente válido, que pudiera ser el ejercicio 
idóneo de las funciones del Cuerpo de Bomberos en el Estado de Chihuahua. 

 B. Requisito de contar con solvencia moral. 

- Refiere que las normas impugnadas son inconstitucionales, bajo el argumento de que éstas 
resultan contrarias a los derechos de seguridad jurídica, por lo siguiente: 

- En términos del artículo 4, fracción XIV, del ordenamiento impugnado, Patronato es la 
organización que buscará el beneficio de los Cuerpos de Bomberos, con facultad de recabar y 
proveer de recursos, de acuerdo con sus facultades, apegados a esa legislación y sin fines de 
lucro. 

- En el Título Sexto denominado “Patronatos de Bomberos” del ordenamiento cuestionado, se 
establecen diversas disposiciones para la integración y funcionamiento de dichos organismos. 

- Los Patronatos tienen como propósito coadyuvar en la integración del patrimonio y la 
profesionalización de los Cuerpos de Bomberos, cuyo desempeño está basado en los principios 
de transparencia, certidumbre, honestidad, filantropía y corresponsabilidad.3 

- Asimismo, en el diverso 36 del ordenamiento controvertido establece que los cargos como 
integrantes de los Patronatos son honorarios y su creación por su interés de cada municipio y 
trabajarán sólo en su demarcación territorial de acuerdo con la normatividad aplicable. 

- En ese entendido en términos del artículo 37 impugnado, la mesa directiva de los patronatos 
estará integrada por la Presidencia; una Secretaría; una Tesorería; dos representantes por 
cada uno de los sectores empresarial y social, invitados por acuerdo del Ayuntamiento 
correspondiente, por un periodo de tres años; un representante de la administración municipal y 
dos representantes del Cuerpo de Bomberos del municipio que corresponda. 

                                                 
3 Artículo 34 de la Ley de los Cuerpos de Bomberos para el Estado de Chihuahua.  
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- Por lo tanto, si bien es cierto que los integrantes de los Patronatos de Bomberos desempeñaran 
cargos honoríficos, también lo es que en la selección de las y los aspirantes a los mismos no 
deben establecerse requisitos que sean contrarios a los derechos humanos. 

- Precisado lo anterior, aduce que el artículo 37, fracción IV y V, ambas en la porción normativa 
“y solvencia moral” restringen el acceso para fungir como integrante -en representación de los 
sectores empresarial y social- de los Patronatos de Bomberos municipales en el Estado de 
Chihuahua. 

- Que ello es así, ya que tales preceptos establecen que las personas invitadas -por acuerdo del 
Ayuntamiento que corresponda- a integrar los Patronatos de Bomberos Municipales, en 
representación de los sectores empresarial y social- cuenten con solvencia moral. Esto implica 
que una persona de indicados sectores no podrá integrar dicho patronato si es que la autoridad 
municipal, que califique el perfil, considera, a su juicio, que no cuenta o cubre con dicho 
requisito. 

- Por ello, la accionante estima que el uso de la expresión “solvencia moral” resulta amplia y 
ambigua, dado que ineludiblemente requiere de una valoración subjetiva, siendo la autoridad 
calificadora quien determine en qué casos una persona tiene o no solvencia moral. 

- Que lo anterior es así, ya que el texto de las normas exige que la moralidad de la o el aspirante 
que pretenda fungir como representante, ya sea el sector empresarial o social, en la integración 
de los Patronatos de Bomberos municipales se encuentre reconocida como apropiada, respecto 
a la credibilidad a la que pretende aludir el término “solvencia” pasando por alto que tal 
exigencia no puede tener una connotación o significado uniformemente aceptable para todas 
las personas, toda vez que el mencionado concepto entraña una valoración eminentemente 
subjetiva.  

- En ese sentido, el artículo 37, en sus fracciones IV y V, ambas en la porción normativa 
impugnada de la Ley de los Cuerpos de Bomberos para el Estado de Chihuahua, impiden que 
una persona integre los Patronatos de Bomberos municipales en su calidad de representantes 
de los sectores empresarial y social, si es que se considera que no tienen “solvencia moral”, sin 
que se tenga certeza sobre lo que se entiende por tal requisito; por lo tanto, los preceptos en 
combate permiten que sea la autoridad quien arbitrariamente califique el perfil de las y los 
aspirantes con base en determinaciones subjetivas, es decir, lo que conforme a su juicio 
constituya dicha exigencia. 

- Que ello se traduce en una medida arbitraria, pues dada la amplitud de los preceptos 
impugnados, cualquier circunstancia podría ser considerada como elemento que merme o 
perjudique la reputación o renombre de una persona a juicio de otra, impidiendo que accedan a 
esos cargos. 

- Por tanto ante la ambigüedad del requisito en cuestión, se vulnera el derecho de seguridad 
jurídica y el principio de legalidad de las personas que aspiren fungir como representantes de 
los sectores empresarial y social de los Patronatos de Bomberos municipales en el Estado de 
Chihuahua, ya que no les brinda certeza acerca de lo que se entiende con solvencia moral, 
pues como ya se ha apuntado, se trata de una exigencia cuya determinación depende de 
valoraciones subjetivas acerca de los que se considera bueno o malo, severo, grave o 
intrascendente. 

- Resulta inconcuso que las normas impugnadas no expresan un sentido normativo acotado toda 
vez que, por la forma tan amplia y ambigua de éstas, se da pauta a que se impida el acceso a 
un cargo honorífico concreto si es que otros sujetos determinan que, por cualquier circunstancia 
o consideración social, no se tiene solvencia moral. 

- Para ocupar determinados cargos, las normas en combate incluyen un aspecto subjetivo que 
atiende a una valoración social de lo que se debe ser considerado como una moralidad 
reconocida y aceptable, soslayando otras características objetivas y razonables. 

- Así los preceptos controvertidos, al prever expresamente que se debe contar con solvencia 
moral para ser elegidos como integrantes de los Patronatos de Bomberos municipales en 
representación de los sectores, se erigen como disposiciones carentes de una connotación o 
significado unívoco aceptable para todos, toda vez que los términos empleados en las normas 
en sí mismo entrañan una valoración eminentemente subjetiva, dado su carácter abstracto e 
indefinido. 
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- Lo anterior, significa que quedará al arbitrio de la autoridad la determinación sobre si una 
persona -que pretende ocupar los cargos de mérito- tiene solvente moralidad, en función de su 
propia consideración sobre lo que estima apropiado o aceptable. 

- Así, la evaluación que hará la persona para determinar si las y los aspirantes a dicho cargo 
acreditan ese requisito no depende ni parte de ningún parámetro objetivo, por el contrario se 
sujeta a criterios subjetivos de la persona que evalúa, ya que ésta determina si son relevantes o 
adecuados, concluyendo si se tiene o no una moralidad solventemente reconocida, derivado de 
una evaluación y valoración del estilo de vida, modos de pensar, posturas ideológicas, o el tipo 
de trabajo que se desempeñó previamente, entre muchos otros. 

- Es decir, la ponderación y la evaluación que realice la autoridad correspondiente resultará 
sumamente subjetiva, porque su determinación dependerá de lo que opine, practique o quiera 
entender, es decir, sobre cuáles son los componentes éticos en la vida personal que acreditan 
una solvencia moral. 

- Además, dicha exigencia, por su ambigüedad y falta de uniformidad en su apreciación, también 
se traduce en una forma de discriminación, toda vez que, la designación de las y los 
representantes de los sectores empresarial y social que integren los Patronatos de Bomberos 
municipales podrían quedar subordinados a la plena voluntad del juicio valorativo y de orden 
discrecional de quienes los designan. 

- Lo anterior, dependerá de lo que, en su conciencia, supongan acerca de cómo se concibe 
acreditar que alguien goza de solvencia moral, y si las y los interesados califican o no 
satisfactoriamente sus expectativas morales sobre esa forma de vivir de manera ejemplar, lo 
cual podría llevar al extraño de negar el acceso al cargo tan solo por prejuicios de orden 
religioso, condición social, preferencia sexual, estado civil, entre otros. 

- Por lo expuesto, es indiscutible que los preceptos normativos impugnados otorgan un trato 
diferenciado que puede redundar en discrecionalidad por parte del aplicador de éstos en 
perjuicio de las personas que aspiren a ser seleccionadas como representantes de los sectores 
empresarial y social que integren los Patronatos de Bomberos municipales, si es que, a juicio 
de la autoridad, carecen de reconocida solvencia moral. 

3. TERCERO. Admisión y trámite. Mediante proveído de cinco de agosto de dos mil veintiuno, el Ministro 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ordenó formar y registrar el expediente relativo 
a la presente acción de inconstitucionalidad, bajo el número 114/2021; y por razón de turno, designó al 
Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo para que actuara como instructor en el procedimiento. 

4. Por acuerdo de treinta y uno de agosto de dos mil veintiuno, el Ministro instructor admitió a trámite la 
demanda, ordenó dar vista a los Poderes Legislativo y Ejecutivo, ambos del Estado de Chihuahua, para 
que rindieran sus respectivos informes y remitieran los documentos necesarios para la debida 
integración del expediente; a la Fiscalía General de la República para que hasta antes del cierre de 
instrucción, manifestara lo que a su representación correspondiera; así como a la Consejería Jurídica del 
Gobierno Federal para que de considerar que la materia del juicio trasciende a sus funciones 
constitucionales, manifestara lo que a su esfera competencial conviniera, hasta antes del cierre de la 
instrucción. 

5. CUARTO. Certificación. El veintiuno de septiembre de dos mil veintiuno, la Secretaría de la Sección de 
Trámite de Controversias Constitucionales y de Acciones de Inconstitucionalidad de la Subsecretaría 
General de Acuerdos de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, certificó que el plazo de quince 
días concedido a los Poderes Legislativo y Ejecutivo, ambos del Estado de Chihuahua, para rendir sus 
informes respectivos, transcurriría del veintidós de septiembre al trece de octubre de dos mil veintiuno. 

6. QUINTO. Informe del Poder Legislativo del Estado de Chihuahua. Mediante escrito presentado el 
diecinueve de octubre de dos mil veintiuno, ante la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Congreso del Estado de Chihuahua, por conducto del 
licenciado Everardo Rojas Soriano, Titular de la Secretaría de Asuntos Legislativos y Jurídicos del 
Congreso del Estado de Chihuahua, rindió el informe que le fue requerido, manifestando, en esencia, lo 
siguiente: 

- Considera infundado el concepto de invalidez que hizo valer la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, en razón de las siguientes consideraciones: 

- El artículo 1º. Constitucional establece que todas las personas son iguales ante la ley, mientras 
que el precepto 5º. garantiza la libertad de trabajo, aunado a que el ejercicio de esta libertad 
sólo puede vedarse por determinación judicial cuando se ofendan derechos de la sociedad. 
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- Menciona que al respecto resulta aplicable el artículo 1 del Convenio a la Discriminación en 
Materia de Empleo y Ocupación, suscrito por el Estado Mexicano el 25 de junio de 1958, en la 
Conferencia General de la Administración General de la Organización Internacional de la 
Oficina Internacional del Trabajo, publicado en el Diario Oficial, el 11 de agosto de 1962, 
disposición que conforme al artículo 1º Constitucional es vinculatoria para todas las autoridades 
del país. 

- Aduce que este Tribunal ha sostenido el criterio de que el derecho a la igualdad y a la no 
discriminación, previsto en el artículo 1º. Constitucional, implica que las autoridades no traten 
diferente a individuos en una misma situación jurídica y proscribe cualquier distinción motivada 
por razones de género, edad, condición social, religión u otra análoga que atente contra la 
dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las 
personas. 

- Del mismo modo, tanto la Constitución como los Tratados Internacionales en materia de 
Derechos Humanos suscritos por el Estado Mexicano, prevén la posibilidad de otorgar un trato 
desigual a quienes no se encuentran en una paridad frente a los otros sujetos, si dicho trato 
implica una distinción justificada; pero sí, por el contrario, la medida adoptada carece de 
razonabilidad, entonces será excluyente y, por ende, discriminatoria, lo cual no es el caso que 
nos ocupa. 

- Refiere que este Alto Tribunal ha establecido los siguientes criterios jurisprudenciales que 
deben observarse al analizar la violación a la garantía de igualdad: 

 “IGUALDAD. CRITERIOS QUE DEBEN OBSERVARSE EN EL CONTROL DE LA 
CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS QUE ESTIMAN VIOLATORIAS DE DICHA 
GARANTÍA.”4 

 “IGUALDAD. CRITERIOS PARA DETERMINAR SI EL LEGISLADOR RESPETA ESE 
PRINCIPIO CONSTITUCIONAL.”5 

- Los principios de igualdad y no discriminación exigen que las personas que se encuentran en 
una misma situación deban ser tratadas de igual forma, sin privilegio ni favor, mientras que las 
que se ubican en diversa situación merecen un trato desigual, salvo que concurran 
circunstancias objetivas y razonables que justifiquen la alteración de la señalada regla. 

- Agrega que la Primera Sala de esta Suprema Corte ha manifestado que en algunas ocasiones 
hacer distinciones estará vedada, mientras que en otras estará permitido o incluso, 
constitucionalmente exigido, lo que evidencia que una distinción establecida por el legislador en 
la ley no es por sí misma contraria a la Constitución, sino que únicamente lo será en la medida 
que resulte irracional o injustificada, o fundada en un trato evidente discriminatorio. 

- Que lo anterior encuentra sustento en los criterios jurisprudenciales citados en los cuales se 
estableció que para determinar si el legislador respeta el principio de igualdad, pues indicó que 
cuando este Alto Tribunal conoce de un caso en el cual la ley distingue entre dos o varios 
hechos, sucesos, personas o colectivos debe analizar si dicha distinción descansa en una base 
objetiva y razonable o si, por el contrario, constituye una discriminación constitucionalmente 
vedada. 

- Indica que para llevar a cabo el análisis de la norma señala como inconstitucional debe partirse 
de la realización del test establecido por esta Suprema Corte, para determinar si la distinción 
efectuada descansa en una base objetiva y razonable o por el contrario, si constituye una 
discriminación constitucionalmente vedada, es decir, 1) determinar si la distinción derivada del 
orden jurídico persigue una finalidad objetiva y constitucionalmente válida; 2) examinar la 
racionalidad o adecuación de la citada distinción; y 3) que se cumpla con el requisito de 
proporcionalidad. 

                                                 
4 Registro digital: 164779, Instancia: Segunda Sala, Novena Época, Materia(s): Constitucional, Tesis: 2a./J. 42/2010, Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Abril de 2010, página 427, Tipo: Jurisprudencia.  
5 Registro digital: 174247, Instancia: Primera Sala, Novena Época, Materia(s): Constitucional, Tesis: 1a./J. 55/2006, Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Septiembre de 2006, página 75, Tipo: Jurisprudencia. 
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- Refiere que la norma mencionada no vulnera el derecho de no discriminación, ello en virtud de 
que en el artículo 38 ter de la Ley de Protección Civil del Estado de Chihuahua se establecieron 
las funciones de los Cuerpos de Bomberos6, de manera que establecer como requisito "no 
haber sido condenado por sentencia irrevocable como responsable de un delito doloso" para 
ingresar al Cuerpo de Bomberos, ello no transgrede el derecho humano de igualdad y no 
discriminación, previsto en el artículo 1°. Constitucional, puesto que del propio precepto legal se 
desprende que tal requisito constituye una distinción que tiene una justificación objetiva y 
razonable, como lo es el hecho de que en la Ley de los Cuerpos de Bomberos para el Estado 
de Chihuahua, se establece que los Cuerpos de Bomberos se regirán por los principios de 
honradez, profesionalismo, lealtad, solidaridad, servicio a la comunidad, colaboración, 
coordinación, derechos humanos y eficacia; además, deberán conducirse de manera 
responsable dentro del Sistema Estatal de Protección Civil y con los demás entes con los que 
coadyuven. 

- En primer lugar, sostiene que el mencionado requisito obedece a una finalidad objetiva y 
constitucionalmente válida, puesto que el legislador busca precisamente es la seguridad y 
tranquilidad de las personas que serán asistidas, teniendo la seguridad de que son personas 
profesionales y que no han participado en la comisión de algún delito. 

- En segundo lugar, refiere que tal requisito es racional, puesto que constituye un medio apto 
para conducir al fin u objetivo que el legislador quiere alcanzar, como es que se dará la 
seguridad a los ciudadanos de que las autoridades correspondientes sólo contratarán como 
profesionales a las personas que no cuenten con antecedentes penales y, por tanto, al 
encontrarse ante alguna eventualidad tendrán la certeza de que las personas que los van asistir 
no han incurrido en delitos y, por ende, que no han violado las leyes. 

- Y en tercer lugar, menciona que el requisito resulta proporcional toda vez que su finalidad 
objetiva es la protección de ciudadanos, de manera que ser asistido por profesionales no 
produce una afectación desmedida de otros bienes o derechos constitucionalmente protegidos 
a las personas que soliciten ingresar a los Cuerpos de Bomberos, de ahí que la misma ley 
establezca diferentes categorías para ingresar, ya sea de Bombero Voluntario o Bombero de 
Guardia Pasiva, esto en virtud de que el multicitado requisito no las limita a no poder prestar 
sus servicios en otras categorías que no tengan relación con el de Bombero Profesional, o bien, 
a que puedan buscar oportunidades de trabajo en el sector privado o bien, de manera 
independiente, sino solamente en caso de incumplir con aquél lo que procedería sería la 
negativa de ingreso y, por ende, el no poder prestar sus servicios en el Cuerpo de Bomberos 
como Profesional. 

- En ese sentido, concluye que el requisito previsto por el artículo 18, fracción II,  de la Ley de los 
Cuerpos de Bomberos para el Estado de Chihuahua, no vulnera el derecho humano de 
igualdad y no discriminación previsto por el artículo 1°. de la Constitución Federal de las 
personas que soliciten su ingreso al Cuerpo de Bomberos y que hayan sido condenados por 
sentencia irrevocable como responsable de un delito doloso, por constituir una distinción que 
obedece a una justificación objetiva y razonable, como lo es la protección de los ciudadanos del 
Estado de Chihuahua y que en algún momento tendrán que ser asistidos por el H. Cuerpo de 
Bomberos. 

- Refiere que no le asiste razón a la accionante al aseverar que se vulnera la garantía de libertad 
de trabajo toda vez que el citado precepto sólo reglamenta los requisitos para ingresar al 
Cuerpo de Bomberos en calidad de Profesional, y ante ello, las personas que hayan sido 
condenados por sentencia irrevocable como responsable de un delito doloso, sí pueden 
ingresar como Voluntarios o de Guardia Pasiva, o bien, en cualquier empresa de la Iniciativa 
Privada. 

                                                 
6 (ADICIONADO, P.O. 3 DE JULIO DE 2021) 
“ARTÍCULO 38 Ter. Las funciones de los Cuerpos de Bomberos, serán las siguientes: 
I. Proteger a las personas y, en su caso, a la sociedad, de los peligros y riesgos provocados por incendios, así como prevenir y controlar los 
efectos destructivos de estos. 
II. Prestar auxilio para contrarrestar, en su caso, daños derivados de derrumbes, inundaciones, explosivos y, en general, de todos aquellos 
hechos naturales o fortuitos que pongan en peligro la vida, las posesiones o los derechos de las personas. 
III. Prestar la asistencia que les sea requerida por autoridades competentes en relación con actos que pongan en peligro la vida, las 
posesiones o los derechos de las personas. 
IV. Impartir cursos de capacitación y adiestramiento a la población en general, para el control de situaciones de riesgo, emergencia, siniestro 
o desastre. 
V. Participar en los programas de prevención, simulacros, atención y mitigación de las emergencias, riesgos, contingencias y desastres de 
toda índole y magnitud. 
VI. Las demás que sean afines a las anteriores o resulten de otras leyes. 
La atención por parte de los Cuerpos de Bomberos se prestará en forma gratuita, a excepción de los servicios por los que esta Ley, las leyes 
fiscales correspondientes u otras disposiciones aplicables establezcan cuotas o tarifas por los mismos.” 
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- Robustece su argumento con la tesis jurisprudencial que lleva por rubro: “LIBERTAD DE 
TRABAJO. NO ES ABSOLUTA DE ACUERDO CON LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES 
QUE LA RIGEN (ARTÍCULO 5o., PÁRRAFO PRIMERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS).”7 

- Agrega que en apego a dicho criterio para realizar el análisis del artículo 18, fracción II, de la 
Ley citada, se debe verificar si lo establecido por dicha norma le impide a quien desea ingresar 
a los Cuerpos de Bomberos, el ejercicio de una actividad que satisfaga los presupuestos 
señalados en el referido criterio jurisprudencial. 

- Señala que no le asiste razón a la accionante cuando dice que el requisito de "no haber sido 
destituido o inhabilitado por resolución firme como persona servidora pública" para acceder al 
Cuerpo de Bomberos como profesional del ramo, es inconstitucional, ello porque en ningún 
momento se vulneró el derecho de igualdad y prohibición de discriminación, el derecho de 
acceso a un cargo en el servicio público, ni la libertad de trabajo. 

- Menciona que la fracción lll, del artículo 18, de la Ley de los Cuerpos de Bomberos para el 
Estado de Chihuahua, señala como requisito para acceder a la Cuerpos de Bomberos "no 
haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como persona servidora pública", en 
ninguna circunstancia se debe considerar que haya violaciones a sus derechos fundamentales 
contempladas en los convenios internacionales y en los preceptos constitucionales a que hace 
referencia en su demanda. 

- Agrega que resulta erróneo el argumento de la demandante cuando señala que se transgrede 
la libertad laboral, toda vez que no se trata de un simple empleo, sino que la persona que se 
desempeñe como bombero debe estar capacitada y preparada para una tarea en específico 
como lo es la profesión de bombero, no es una persona a la que se le da un trabajo, sino que 
existen elementos para el acceso a un empleo público recordando que se busca tutelar el 
correcto y cabal desarrollo de la función, más aún cuando se trata de un cargo o empleo que 
tiene la finalidad salvaguardar la integridad de los bienes y a las personas. Además se deben 
de establecer principios rectores de la función, ya que esta se traduce en una garantía a favor 
de los ciudadanos para que las personas que integran las filas de los cuerpos de bomberos, se 
conduzcan con apego a la legalidad, a los principios constitucionales de honradez, lealtad, 
imparcialidad y eficiencia en el servicio. 

- Refiere que el articulo 37 fracciones IV y V en la porción normativa "y solvencia moral" de la Ley 
de los Cuerpos de Bomberos para el Estado de Chihuahua no puede considerarse una 
expresión amplia y ambigua, tal y como lo expresa los accionante, ya que la solvencia moral es, 
deberá ser y será, una condición fundamental para poder apreciar en la sociedad, relaciones 
humanas pulcras, honestas, transparentes y civilizadas, en las que la virtud de las personas 
identifique de manera palmaria las sanas intenciones y honorables deseos de interactuar. 

- Los patronatos serán los encargados de coadyuvar en la integración del patrimonio y la 
profesionalización de los Cuerpos de Bomberos, basando su desempeño en los principios de 
transparencia, certidumbre, honestidad, filantropía y corresponsabilidad, razón por la cual para 
el buen funcionamiento de los mismos es que el legislador estableció este concepto, ya que se 
necesitan personas cuyo objetivo principal sea el de participar en el desarrollo de actividades 
encaminadas a solucionar las necesidades de toda índole del H. Cuerpo de Bomberos, a fin de 
que puedan estar en condiciones de prestar a la comunidad el más eficiente y efectivo servicio 
de seguridad, funcionando como organismo auxiliar independiente del ámbito administrativo 
municipal. 

7. SEXTO. Informe del Poder Ejecutivo del Estado de Chihuahua. Mediante escrito presentado el 
diecinueve de octubre de dos mil veintiuno, ante la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la Directora General de Normatividad de la Secretaría 
General de Gobierno del Estado de Chihuahua, en representación de la Titular del Poder Ejecutivo del 
Estado de Chihuahua, Sahara Gabriela Cárdenas Fernández, rindió el informe que le fue requerido, 
manifestando en esencia lo siguiente: 

- La Comisión Nacional de los Derechos Humanos pretende hacer valer la inconstitucionalidad 
de los artículos 18, inciso A), fracciones II en las porción normativa “no haber sido condenado 
por sentencia irrevocable como responsable de un delito doloso” y III, en la porción 
normativa “ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como persona 

                                                 
7 Registro digital: 194152, Instancia: Pleno, Novena Época, Materia(s): Constitucional, Tesis: P./J. 28/99, Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo IX, Abril de 1999, página 260. Tipo: Jurisprudencia. 
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servidora pública” y 37, fracciones IV y IV, en la porción normativa “solvencia moral” de la 
Ley de Cuerpos de Bomberos para el Estado de Chihuahua, no obstante, las normas 
impugnadas no transgreden los artículos 1º. 5º, 14, 16, 32 y 35 fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 2, 9 y 24 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos; 2, 25 y 26 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos. 

- Refiere que la exigencia citada transgrede los derechos de igualdad, no discriminación y 
libertad de trabajo ya que impide de manera justificada a las personas condenadas por 
cualquier delito doloso ejercer el cargo de Bombero Profesional, aun cuando tal sanción haya 
sido cumplida, lo cual resulta erróneo en virtud de que algunas consideraciones ya fueron 
tomadas en cuenta por este Alto Tribunal al resolver la contradicción de tesis 7/2015. 

- Menciona que se debe considerar que esta Suprema Corte ha sostenido el criterio que el 
derecho a la igualdad general y no discriminación previsto en el artículo 1º. Constitucional 
implica que las autoridades no traten diferente a individuos en una misma situación jurídica y 
proscribe cualquier distinción motivada por razones de género, edad, condición social, religión u 
otra análoga que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los 
derechos y las libertades de las personas. 

- Aunado a que, tanto en la Norma Fundamental como en los Tratados Internacionales en 
materia de Derechos Humanos suscritos por el Estado Mexicano, prevén la posibilidad de 
otorgar un trato desigual a quienes no se encuentran en una paridad frente a los otros sujetos, 
si dicho trato implica una distinción justificada; pero si, por el contrario, la medida, adoptada 
carece de razonabilidad, entonces será excluyente y, por ende, discriminatoria. 

- Indica que las porciones normativas impugnadas pertenecen a una materia de orden público 
por tratarse de una prestación de un servicio en beneficio de la población por lo que se debe 
tomar en cuenta lo dispuesto en el precepto 1° de la Ley de los Cuerpos de Bomberos para el 
Estado de Chihuahua8 por lo que al ser el Estado el encargado de regular las bases mínimas 
de los Cuerpos de Bomberos que ejercen un servicio público con sentido de seguridad y 
urgencia, la elección de intervenir en este proceso de orden público se puede ejercer mediante 
la incorporación voluntaria de las personas a este tipo de empleos. 

- Menciona que si bien es cierto los preceptos 1º. y 5º. Constitucionales reconocen el derecho 
humano a la igualdad y no discriminación y a la libre elección de actividad y oficio sin más 
condición que la de ser lícita, ello no resulta contrario a derechos de terceros o a los derechos 
sociales. 

- Que aunado a ello tratándose del ejercicio de un empleo público, la voluntad del particular 
interesado va más allá de la elección libre de cualquier empleo en las mismas condiciones que 
lo hará cualquier otro individuo o él mismo respecto de cualquier otra actividad, pues en 
realidad se está expresando la voluntad de desempeñar actividades propias del Estado con la 
finalidad de salvaguardar el interés de la población y, por ende, es válido que dicha elección, no 
pueda hacerse efectiva si no es sujetándose al cumplimiento de las condiciones que se estimen 
necesarias para garantizar la satisfacción de los intereses involucrados, en un contexto en que 
también conforme al propio artículo 5°. aludido, la participación de los particulares en la 
prestación de este servicio público no es forzosa y es ante todo voluntaria, mientras que el 
establecimiento y observancia del marco regulador establecido para la consecución o tutela de 
los intereses sociales involucrados no puede considerarse optativo ni para el Estado ni para el 
particular que decide participar en dichas actividades. 

- Por lo que las disposiciones impugnadas, en la porción que establece como requisito para ser 
bombero profesional “no haber sido condenado por sentencia irrevocable como responsable de 
un delito doloso”, ni “haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como persona 
servidora pública” resultan normas de regulación de la forma en que los particulares participan 
en la prestación del servicio público de urgencia y seguridad, que corresponde al Estado en su 
calidad de garante de los intereses de la población, y no es una norma de tutela de las 
libertades humanas que se dicen contrariadas. 

- Agrega que tampoco puede considerarse que el individuo se encuentra en la misma situación 
que cualquier otro particular en el ejercicio de sus derechos sobre la elección libre de realizar 
una actividad sin que se exijan mayores condiciones que la de ser lícita, no ser contraria a los 
intereses sociales o a derechos de terceros, ya que lo que se busca en realidad es la 

                                                 
8 “ARTÍCULO 1. Las disposiciones de esta Ley son de orden público e interés general y establecen las bases mínimas para regular la 
integración, organización y funcionamiento de los Cuerpos de Bomberos del Estado de Chihuahua.” 
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realización de una actividad relacionada con el interés y la seguridad de la población y respecto 
a esto, el Estado puede establecer las condiciones que estime necesarias para asegurar que la 
prestación de un servicio público en materia de seguridad, siendo en todo caso optativo para 
los particulares el participar dentro de dicho procedimiento ejerciendo un empleo público. 

- Refiere que las disposiciones cuya invalidez solicita la accionante, al establecer como condición 
para ser bombero profesional “no haber sido condenado por sentencia irrevocable como 
responsable de un delito doloso”, “ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme 
como persona servidora pública”, no transgreden los derechos reconocidos en los artículos 1°. 
y 5°. Constitucionales, inclusive bajo la aplicación de un escrutinio estricto propio de las 
distinciones basadas en categorías sospechosas. 

- Que lo anterior, encuentra fundamento en las siguientes tesis jurisprudenciales de rubro: 

"CONSTITUCIONALIDAD DE DISTINCIONES LEGISLATIVAS QUE SE APOYAN EN UNA 
CATEGORÍA SOSPECHOSA. FORMA EN QUE DEBE APLICARSE EL TEST DE 
ESCRUTINIO ESTRICTO.” 

“IGUALDAD. CUANDO UNA LEY CONTENGA UNA DISTINCIÓN BASADA EN UNA 
CATEGORÍA SOSPECHOSA. EL JUZGADOR DEBE REALIZAR UN ESCRUTINIO ESTRICTO 
A LA LUZ DE AQUEL PRINCIPIO.” 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LEYES QUE DAN TRATO DESIGUAL A 
SUPUESTOS DE HECHO EQUIVALENTES. NO NECESARIAMENTE DERIVAN DE LA 
EXPOCISIÓN DE MOTIVOS DE LA LEY CORRESPONDIENTE O DEL PROCESO 
LEGISLATIVO QUE LE DIO ORIGEN, SINO QUE PUEDEN DEDUCIRSE DEL PRECEPTO 
QUE LO ESTABLEZCA.” 

- Añade que la condicionante establecida en el ordenamiento jurídico en análisis, en el sentido de 
que para que las personas puedan ser bomberos profesionales deberán cumplir con los 
requisitos de “no haber sido condenado por sentencia irrevocable como responsable de un 
delito doloso” y “ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como persona 
servidora pública”, resulta una medida de distinción legislativa que busca otorgar seguridad a la 
población, mediante la prestación de un servicio. 

- Refiere que este fin es válido, dado que el artículo 4 de la Ley de los Cuerpos de Bomberos 
para el Estado de Chihuahua9, establece la definición de Bombero Profesional, del cual se 
desprende que al ser un servicio de vital importancia, es necesario que se cumplan con los 
requisitos considerados por el Estado para garantizarlo. 

- Agrega que la medida es congruente con la obtención del fin perseguido, ello porque son 
personas que en todo momento han evitado incurrir en la comisión de conductas contrarias a la 
seguridad pública, la paz y la tranquilidad social, y desde la perspectiva del escrutinio estricto 
desarrollado, no sólo se advierte o identifica, sino que también guarda una relación estrecha de 
idoneidad y conducencia desde una perspectiva constitucional. 

- Refiere que del contenido del inciso b), párrafo octavo, del artículo 21 de la Norma Fundamental 
se advierte que la propia Constitución reconoce la existencia y eficacia de las bases de datos 
criminalísticos para el aseguramiento de principios e intereses propios de la seguridad pública, 
por ser ese ámbito del Estado particularmente sensible a principios de confiabilidad, legalidad, 
honradez y lealtad, de manera que se insiste, en que tratándose de la medida prevista por la 
Ley de los Cuerpos de Bomberos para el Estado de Chihuahua, no se recurre a una 
estigmatización de ausencia de tales caracteres en quienes hayan sido condenados por delito 
doloso, sino que lo que se busca es asegurar el respeto a la seguridad de la población en 
general. 

 Sostiene que en la aplicación del escrutinio estricto aludido, los requisitos de “no haber sido 
condenado por sentencia irrevocable como responsable de un delito doloso” y “ni haber sido 
destituido o inhabilitado por resolución firme como persona servidora pública”, reduce una 

                                                 
9 “ARTÍCULO 4. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 
I. BOMBERO: Las y los integrantes de un Cuerpo de Bomberos, en cualquiera de sus figuras y/o jerarquías, cuyas funciones estarán 

encaminadas entre otras, a la salvaguarda de la vida y la seguridad de las personas y comunidades, así como a la prevención, 
control, mitigación y extinción de incendios, desastres y riesgos, de conformidad con la legislación en la materia. 

II. BOMBERO PROFESIONAL: Persona física mexicana, mayor de edad, que acredite el proceso de convocatoria y formación inicial e 
ingreso que confirme las competencias, habilidades y destrezas necesarias para desempeñar las tareas descritas en la fracción que 
antecede, y que forma parte de la agrupación con el carácter de persona servidora pública por el que recibe una remuneración por sus 
servicios.” 
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exclusión desmedida de otros bienes o derechos constitucionalmente protegidos de las 
personas que cuenten con antecedentes penales, esto en virtud de que el multicitado requisito 
no les impide el ejercicio de su derecho al empleo o a la libertad de trabajo u ocupación en 
otras actividades productivas, lo cual tiene sustento en la tesis de rubro: "LIBERTAD DE 
TRABAJO. NO ES ABSOLUTA DE ACUERDO CON LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES 
QUE LA RIGEN (ARTÍCULO 5o., PÁRRAFO PRIMERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEX ICANOS).” 

 Menciona que incluso desde un escrutinio estricto, propio de la verificación de una distinción 
basada en una categoría sospechosa, el establecimiento de las condiciones para ser Bombero 
Profesional, contenidas en las fracciones II y III, del inciso A, del Artículo 18, de la Ley de 
Bomberos no vulnera el derecho humano a la igualdad. reconocido en el artículo 1º. de la 
Constitución Federal y tampoco impacta determinadamente el ejercicio equitativo del derecho a 
la libertad de trabajo, reconocido en el numeral 5º. Constitucional. 

- Robustece su argumento con el contenido de la siguiente tesis jurisprudencial de rubro: 
“TRANSPORTE PARA LA MOVILIDAD SUSTENTABLE DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN. EL 
ARTÍCULO 86, FRACCIÓN I, INCISO E), DE LA LEY RELATIVA, AL CONDICIONAR LA 
EXPEDICIÓN DE LA LICENCIA ESPECIAL PARA CONDUCIR VEHÍCULOS DEL SERVICIO 
DE TRANSPORTE PÚBLICO, A QUE SE PRESENTE UNA CARTA DE NO ANTECEDENTES 
PENALES, NO CONTRAVIENE LOS DERECHOS HUMANOS A LA IGUALDAD Y A LA NO 
DISCRIMINACIÓN, NI A LA LIBERTAD DE TRABAJO.” 

- Respecto a la aseveración realizada por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en el 
sentido de que el artículo 37 fracciones IV y V de la Ley de los Cuerpos de Bomberos para el 
Estado de Chihuahua que establecen, como requisito para ser integrantes de la mesa directiva 
de los patronatos, se deberá contar con “solvencia moral”, ello resulta una imposición, amplia, 
ambigua y discriminatoria, debe tomarse en consideración que dichas aseveraciones de igual 
forma tienen el carácter de infundadas, pues son condiciones encaminadas al buen 
funcionamiento de este tipo de órganos, que dicho sea de paso, tal y como lo menciona la 
accionante se tratan de cargos únicamente honorífico, por lo que no se violenta ningún derecho 
humano, ni contiene aseveraciones discriminatorias, pues como se ha venido exponiendo en 
líneas anteriores, la intención del legislador es únicamente salvaguardar la prestación de un 
servicio público relacionado con la vida y la seguridad de las personas, lo que necesariamente 
implica que los servidores o personas que estén relacionadas con la prestación y 
funcionamiento de dicho servicio, sean personas confiables, tomando en consideración que en 
cuanto al funcionamiento, y específicamente sobre el patronato es dicha figura la encargada de 
la administración de los recursos, tanto materiales como humanos, por lo que es de 
considerarse que es válido que estás funciones deban quedar en las manos de aquellas 
personas que gozan de una solvencia moral y prestigio reconocido pues a su vez son quienes 
estarán al frente del equipo profesional del cuerpo de bomberos. Es por ello que el legislador 
chihuahuense al crear la Ley de los Cuerpos de Bomberos para el Estado de Chihuahua, brinda 
certeza jurídica, protegiendo los derechos de las personas, observando el principio de 
legalidad. 

- Concluye que los requisitos establecidos por las fracciones II y III del inciso A del artículo 18 de 
la Ley de los Cuerpos de Bomberos para el Estado de Chihuahua, no violan los principios de 
igualdad, no discriminación y libertad del trabajo, pues los requisitos de no haber sido 
condenado por sentencia irrevocable como responsable de un delito doloso, ni haber sido 
destituido o inhabilitado por resolución firme como persona servidora pública resultan medidas 
distintivas que concuerdan con el fin buscado por la norma, esto es, salvaguardar la vida y la 
seguridad de las personas, y que el requisito establecido por el artículo 37 en cuanto a que los 
representantes del sector empresarial y social deben ser de reconocida solvencia moral, no 
resulta discriminatorio, sino necesario en función de la finalidad del patronato del que formarán 
parte, por lo que solicita a esta esa Suprema Corte de Justicia de la Nación que reconozca la 
validez de las porciones normativas impugnadas por la accionante. 

8. SÉPTIMO. Alegatos. Mediante oficio presentado el veintitrés de noviembre de dos mil veintiuno, la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos formuló los alegatos que estimó convenientes. 

9. OCTAVO. Pedimento de la Fiscalía General de la República. No se formuló pedimento en este 
asunto. 

10. NOVENO. Cierre de la instrucción. Seguido el trámite legal correspondiente y la presentación de 
alegatos, por acuerdo de nueve de diciembre de dos mil veintiuno, se declaró cerrada la instrucción a 
efecto de elaborar el proyecto de resolución correspondiente. 
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I. COMPETENCIA 

11. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la 
presente acción de inconstitucionalidad de conformidad con lo dispuesto por los artículos 105, fracción II, 
inciso g), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos10 y 10, fracción I, de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación11, en relación con el punto Segundo, fracción II, del 
Acuerdo General número 5/201312 de trece de mayo de dos mil trece, toda vez que la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos promueve este medio de control constitucional contra normas generales de 
carácter estatal, al considerar que su contenido es violatorio de derechos humanos. 

II. PRECISIÓN DE LAS NORMAS RECLAMADAS 

12. Normas generales cuya invalidez se reclama 

Artículo 18, Inciso A), fracción II, en la porción normativa “no haber sido condenado por sentencia 
irrevocable como responsable de un delito doloso”, y fracción III, en la porción normativa “ni haber 
sido destituido o inhabilitado por resolución firme como persona servidora pública”, así como el 
numeral 37, fracciones IV y V, ambas en la porción normativa “y solvencia moral”, de la Ley de los 
Cuerpos de Bomberos para el Estado de Chihuahua, expedida mediante Decreto No 
LXVI/EXLEY/1018/2020 II P.O., publicado el tres de julio de dos mil veintiuno, en el Periódico Oficial del 
Gobierno de esa Entidad Federativa. 

III. OPORTUNIDAD 

13. El artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal 
prevé que: a) el plazo para promover una acción de inconstitucionalidad es de treinta días naturales 
contados a partir del siguiente al día en que se publique la norma impugnada en el correspondiente 
medio oficial; b) para efectos del cómputo del plazo aludido, no se deben excluir los días inhábiles, en la 
inteligencia de que si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda se podrá presentar al primer día 
hábil siguiente13. 

14. En este caso, el Decreto que contiene las normas impugnadas fue publicado el tres de julio de dos mil 
veintiuno en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Chihuahua, por lo que el plazo legal para 
su impugnación transcurrió del cuatro de julio al dos de agosto del mismo año. 

15. En consecuencia, la acción de inconstitucionalidad es oportuna, pues el escrito de demanda se 
presentó el dos de agosto de dos mil veintiuno en la Oficina de Certificación Judicial y 
Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

IV. LEGITIMACIÓN 

16. De acuerdo con el artículo 105, fracción II, inciso g), segundo párrafo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos es un organismo legitimado 
para impugnar leyes expedidas por las legislaturas estatales que estime violatorias de derechos 
humanos. 

                                                 
10 "Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes: 
[…] 
II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta 
Constitución. 
Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, 
por: 
[…] 
g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las entidades federativas, así como de 
tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. 
Asimismo, los organismos de protección de los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas 
por las Legislaturas. 
[…]” 
11 “Artículo 10. La Suprema Corte de Justicia conocerá funcionando en Pleno: 
I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
[…]” 
12 “Segundo. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación conservará para su resolución: 
[…] 
II. Las acciones de inconstitucionalidad, salvo en las que deba sobreseerse, así como los recursos interpuestos en éstas en los que sea 
necesaria su intervención. 
[…]” 
13 “Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la 
fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese 
inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente.” 
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17. Además, conforme a lo previsto en el primer párrafo del artículo 11 de la Ley Reglamentaria de la 
materia14, los promoventes deben comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que legalmente 
estén facultados para ello. 

18. Por su parte, el artículo 15, fracción XI, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos15 
confiere al Presidente de dicho órgano la facultad de presentar acciones de inconstitucionalidad. 

19. En ese contexto, se advierte que la demanda fue presentada por María del Rosario Piedra Ibarra, en su 
carácter de Presidenta de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, personalidad que acredita 
mediante el acuerdo de designación expedido el doce de noviembre de dos mil diecinueve por el 
Senado de la República, suscrito por la Presidenta y el Secretario de la Mesa Directiva de la 
Sexagésima Cuarta Legislatura de dicho órgano legislativo. 

20. Por tanto, es evidente que se actualiza la hipótesis de legitimación prevista en el artículo 105, fracción II, 
inciso g), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues el presente asunto fue 
promovido por un ente legitimado, a través de su debido representante y se plantea que las 
disposiciones impugnadas vulneran derechos humanos. 

V. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO 

21. Este Tribunal Pleno no advierte, de oficio, que se actualice alguna causal de improcedencia y dado que 
ni el Poder Legislativo y Ejecutivo del Estado de Chihuahua hicieron valer alguna que deba ser 
previamente analizada, lo procedente es estudiar el fondo. 

VI. ESTUDIO DE FONDO 

22. VI.1 Consideraciones previas sobre el método de estudio 

23. Como se desprende del escrito de demanda, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos reclama 
porciones normativas de dos artículos de la Ley de los Cuerpos de Bomberos para el Estado de 
Chihuahua, el primero (18, apartado A, fracciones II y III), establece requisitos para ser bombero 
profesional y, el segundo (37, fracciones IV y V), establece los requisitos que deben reunir los 
representantes del sector empresarial y social para formar parte en los patronatos de bomberos. 

24. En ese orden de ideas, este estudio se dividirá en dos apartados, en el primero (VI.2) se analizarán los 
requisitos relacionados con el cargo de bombero profesional; y en el segundo (VI.3) el requisito exigido a 
los representantes del sector empresarial y social para ser parte de los patronatos de bomberos, cuya 
validez es cuestionada. 

VI.2 Requisitos para ser bombero profesional en el Estado de Chihuahua, consistentes en: 

● no haber sido condenado por sentencia irrevocable como responsable de un delito 
doloso; y 

● no haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como persona servidora 
pública. 

 

25. Estos requisitos se encuentran previstos en el artículo 18, apartado A), fracciones II y III, de la Ley de los 
Cuerpos de Bomberos para el Estado de Chihuahua, en los términos siguientes: 

“ARTÍCULO 18. Para tener la calidad de bombero, es necesario contar con el nombramiento oficial 
que le expida el municipio que corresponda, previo proceso de formación. 

A) Para ser Bombero Profesional se requiere al menos: 

[…] 

                                                 
14 “Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios 
que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a 
juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. 
En las controversias constitucionales no se admitirá ninguna forma diversa de representación a la prevista en el párrafo anterior; sin embargo, 
por medio de oficio podrán acreditarse delegados para que hagan promociones, concurran a las audiencias y en ellas rindan pruebas, 
formulen alegatos y promuevan los incidentes y recursos previstos en esta ley. 
El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos será representado por el secretario de estado, por el jefe del departamento administrativo o 
por el Consejero Jurídico del Gobierno, conforme lo determine el propio Presidente, y considerando para tales efectos las competencias 
establecidas en la ley. El acreditamiento de la personalidad de estos servidores públicos y su suplencia se harán en los términos previstos en 
las leyes o reglamentos interiores que correspondan.” 
15 “Artículo 15. El Presidente de la Comisión Nacional tendrá las siguientes facultades y obligaciones:  
[…] 
XI.- Promover las acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como de tratados 
internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. 
[…]” 
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II. Ser de notoria buena conducta, no haber sido condenado por sentencia irrevocable como 
responsable de un delito doloso. 

III. No estar suspendido, ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como 
persona servidora pública, en los términos de la normatividad aplicable. 

[..]” 

26. La Comisión promovente aduce que el numeral 18, apartado A, fracciones II y III, en las porciones 
normativas “no haber sido condenado por sentencia irrevocable como responsable de un delito 
doloso” y “ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como persona servidora 
pública”, es inválido porque, al establecer esos requisitos, vulnera el derecho a la igualdad y no 
discriminación, la libertad de trabajo y el derecho de acceder a un cargo en el servicio público. 

27. En efecto, la promovente sostiene en esencia que las porciones normativas impugnadas impiden de 
manera injustificada que las personas accedan al cargo de bombero profesional cuando previamente 
hayan sido condenadas por sentencia irrevocable como responsables de un delito doloso, así como 
cuando hayan sido destituidas e inhabilitadas por resolución firme como servidor público, aun cuando ya 
se haya compurgado la pena o sanción impuesta; y sin considerar, además, si las conductas 
sancionadas de que se trate se relacionan o no con las funciones que deben desempeñarse una vez 
asumido el cargo en cuestión, lo que se traduce en una exclusión injustificada y discriminatoria para las 
personas que se encuentren en esa condición. 

28. En ese sentido, la Comisión accionante considera que, dadas las funciones encomendadas a los 
bomberos profesionales, las porciones normativas impugnadas resultan desproporcionadas y atentan 
contra los derechos fundamentales referidos. 

29. En ese orden de ideas, corresponde a este Pleno determinar si las porciones normativas impugnadas 
son constitucionales o, de lo contrario, declarar su invalidez. 

30. No obstante, teniendo en consideración que los agravios formulados por la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos se encuentran principalmente enfocados en señalar que esos requisitos son 
contrarios al derecho a la igualad y no discriminación, este Tribunal Pleno se enfocará en el análisis 
referente a la transgresión de ese derecho. 

31. Cabe señalar que esta Suprema Corte ya ha abordado temáticas similares a las planteadas en la 
presente acción de inconstitucionalidad, en donde se han analizado la validez de requisitos semejantes 
a los que aquí se analizan, para acceder a un cargo público; y ese análisis se ha realizado conforme al 
parámetro de regularidad constitucional del derecho de igualdad mencionado16, razón por la que el 
presente estudio también se hace bajo esa óptica. 

32. Para ese efecto, este apartado se subdividirá en tres partes: en la primera (A), se determinará el 
parámetro de regularidad constitucional que se debe utilizar para determinar si se ha o no infringido 
el derecho a la igualdad y no discriminación; en la segunda (B), se analizará de manera concreta el 
requisito consistente en “no haber sido condenado por sentencia irrevocable como responsable de 
un delito doloso”; en la tercera (C), se estudiará el requisito “ni haber sido destituido o inhabilitado 
por resolución firme como persona servidora pública”. 

                                                 
16 Entre las acciones de inconstitucionalidad mencionadas se encuentran las siguientes: 
107/2016. Resuelta en sesión de veintitrés de enero de dos mil veinte por unanimidad de once votos. Se determinó declarar inconstitucional 
el requisito de no contar con antecedentes penales para ejercer el cargo de Jefe de Manzana o Comisario Municipal del Estado de 
Veracruz. 
85/2018. Resuelta en sesión de veintisiete de enero de dos mil veinte por unanimidad de diez votos. Se declaró inconstitucional el requisito 
de no contar con antecedentes penales para poder obtener una licencia para ejercer el cargo de agente inmobiliario en el Estado de Baja 
California Sur. 
86/2018. Resuelta en sesión de veintisiete de enero de dos mil veinte por unanimidad de diez votos. Se determinó declarar inconstitucional el 
requisito de no tener antecedentes penales para ejercer el cargo de Director General en Organismos Descentralizados Operadores de 
Agua Potable del Estado de Sonora. 
50/2019. Resuelta en sesión de veintisiete de enero de dos mil veinte por unanimidad de diez votos. Se determinó declarar inconstitucional el 
requisito de no contar con antecedentes penales para integrar el Comité de Contraloría Social del Estado de Hidalgo. 
125/2019. Resuelta en sesión de quince de abril de dos mil veintiuno por unanimidad de once votos. Se determinó declarar la 
inconstitucionalidad del requisito de no haber sido sancionado por alguna autoridad administrativa federal, estatal o municipal, o por 
el Consejo de la Judicatura con motivo de una queja presentada en su contra o de un procedimiento de responsabilidad iniciado de 
oficio para ejercer el cargo director del Centro de Evaluación y Control de Confianza del Poder Judicial del Estado de Jalisco. 
108/2020. Resuelta en sesión de diecinueve de abril de dos mil veintiuno por mayoría de nueve votos. Se determinó la inconstitucionalidad 
del requisito de no haber sido sentenciado por la comisión de delitos calificados para ejercer el cargo de Comisario, Subcomisario y 
Jefe de Manzana del Estado de Yucatán. 
117/2020.Resuelta en sesión de veinte de abril de dos mil veintiuno por unanimidad de once votos. Se determinó declarar la 
inconstitucionalidad del requisito de no haber recibido condena por delitos doloso para poder realizar estudios socioeconómicos, 
psicológicos e informes psicosociales en materia de adopción en el Estado de Chihuahua. 
118/2020. Resuelta en sesión de veinte de mayo de dos mil veintiuno por mayoría de nueve votos. Se determinó declarar la 
inconstitucionalidad del requisito de no haber sido condenado por delito doloso que amerite pena privativa de más de un año para 
ejercer el cargo de Titular de la Jefatura del SATTAM del Estado de Tamaulipas. 
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A. Parámetro de regularidad constitucional 

 

33. Para establecer cuál es el parámetro de regularidad constitucional que se debe atender a fin de 
determinar si una norma es o no contraria al derecho humano a la igualdad y no discriminación, se 
estima pertinente destacar brevemente el contenido y alcances que esta Suprema Corte de Justicia de 
la Nación ha reconocido a ese derecho, así como al derecho de los ciudadanos mexicanos a 
desempeñarse en un cargo público cuando se cumplan las calidades que exija la ley. 

 

Derecho de igualdad y no discriminación 

 

34. Esta Suprema Corte ha sostenido que la igualdad reconocida en el artículo 1º Constitucional, es un 
derecho humano expresado a través de un principio adjetivo, el cual, invariablemente se predica de algo 
y consiste en que toda persona debe recibir el mismo trato y gozar de los mismos derechos en igualdad 
de condiciones que otra u otras personas, siempre y cuando se encuentren en una situación similar que 
sea jurídicamente relevante. 

35. Y ha precisado que una modalidad o faceta del derecho a la igualdad es la prohibición de discriminar, la 
cual entraña que ninguna persona pueda ser excluida del goce de un derecho humano, ni tratada en 
forma distinta a otra que presente similares características o condiciones jurídicamente relevantes, 
especialmente, cuando la diferenciación obedezca a alguna de las categorías que recoge el referido 
precepto constitucional, a saber: el origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la 
condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado 
civil, o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y que tenga por objeto menoscabar los 
derechos y libertades de las personas. 

36. Así, se ha considerado que el derecho humano de igualdad y la prohibición de discriminación obligan a 
toda clase de autoridades en el ámbito de sus competencias, pues su observancia debe ser un criterio 
básico para la producción normativa, para su interpretación y para su aplicación. 

37. No obstante, también se ha precisado que si bien el verdadero sentido de la igualdad es colocar a las 
personas en condiciones de poder acceder a los demás derechos constitucionalmente reconocidos, lo 
cual implica eliminar situaciones de desigualdad manifiesta, ello no significa que todos los individuos 
deban ser iguales en todo siempre, en cualquier momento y circunstancia, en condiciones absolutas, 
sino que debe traducirse en la seguridad de no tener que soportar un perjuicio o privarse de un 
beneficio, en forma injustificada; por tanto, tal principio exige tratar igual a los iguales y desigual a 
los desiguales, de manera que habrá ocasiones en que hacer distinciones estará vedado, y habrá 
otras en las que no sólo estará permitido sino que será constitucionalmente exigido. 

38. En la misma línea, este Pleno se ha referido al principio y/o derecho de no discriminación, al señalar que 
cualquier tratamiento discriminatorio respecto del ejercicio de cualquiera de los derechos reconocidos en 
la Constitución es, per se, incompatible con ésta, y que toda situación que considere superior a un 
determinado grupo y conduzca a tratarlo con algún privilegio, o que, inversamente, por considerarlo 
inferior, de lugar a que sea tratado con hostilidad o a que de cualquier forma se le discrimine del goce de 
derechos que sí se reconocen a quienes no se consideran incursos en tal situación, es inconstitucional. 

39. Sin embargo, también ha observado que no toda diferencia en el trato hacia una persona o grupo de 
personas es discriminatoria, pues son jurídicamente diferentes la distinción y la discriminación, ya que la 
primera constituye una diferencia razonable y objetiva, mientras que la segunda constituye una 
diferencia arbitraria que redunda en detrimento de los derechos humanos. Por ello, el Pleno sostuvo que 
la Constitución no prohíbe el uso de categorías sospechosas, sino su utilización de forma injustificada; y 
no se debe perder de vista que la discriminación tiene como nota característica que el trato diferente 
afecte el ejercicio de un derecho humano, de ahí que el escrutinio estricto de las distinciones basadas en 
las categorías sospechosas garantiza que sólo serán constitucionales aquellas que tengan una 
justificación muy robusta17. 

                                                 
17 Época: Décima Época; Registro: 2012594; Instancia: Pleno; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación; Libro 34, Septiembre de 2016, Tomo I; Materia(s): Constitucional; Tesis: P./J. 9/2016 (10a.); Página: 112. De rubro: “PRINCIPIO 
DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. ALGUNOS ELEMENTOS QUE INTEGRAN EL PARÁMETRO GENERAL”. 
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40. Por otra parte, la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación también en su 
jurisprudencia 1a./J. 125/2017 (10a.)18 estableció que el derecho humano a la igualdad jurídica ha sido 
tradicionalmente interpretado y configurado en el ordenamiento jurídico mexicano a partir de dos 
principios: el de igualdad ante la ley y el de igualdad en la ley; el primero, entendido como la garantía de 
que las personas deben ser tratadas iguales ante la ley en su condición de destinatarios de las normas y 
de usuarios del sistema de administración de justicia, para que los preceptos jurídicos se apliquen de 
manera uniforme a todos los individuos que se encuentren en la misma situación; el segundo, en 
relación con el contenido de las normas, a efecto de que el legislador no imponga tratos diferenciados 
injustificados. 

41. Asimismo, en la labor interpretativa de este Alto Tribunal respecto del derecho de igualdad, además de 
la referida igualdad jurídica formal o de derecho, se ha reconocido la igualdad sustantiva o de hecho 
concebida como una faceta o dimensión de ese derecho fundamental, cuyo propósito es remover o 
disminuir obstáculos sociales, políticos, económicos, culturales o de cualquier otra naturaleza, que 
impidan a ciertas personas o grupos sociales, colocados en situaciones de hecho específicas, de 
desventaja y de vulnerabilidad, gozar o ejercer de manera real y efectiva sus derechos humanos, en 
condiciones de paridad con otras personas o grupos de personas; igualdad sustantiva que exige 
medidas apropiadas de distinta índole, para evitar diferenciaciones injustificadas, discriminaciones 
sistemáticas, o revertir situaciones de marginación, a fin de que la operatividad del orden jurídico tenga 
lugar en auténticas condiciones de equidad. 

42. Son ilustrativos de las consideraciones anteriores los criterios de rubros: “IGUALDAD. LÍMITES A ESTE 
PRINCIPIO.”19, “IGUALDAD. CRITERIOS PARA DETERMINAR SI EL LEGISLADOR RESPETA ESE 
PRINCIPIO CONSTITUCIONAL.”20, “DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD JURÍDICA. CONTENIDO Y 
ALCANCES DE SU DIMENSIÓN SUSTANTIVA O DE HECHO.”21 

43. Respecto de la igualdad jurídica formal o de derecho (igualdad normativa), la Primera Sala ha 
reconocido que existe una desigualdad normativa cuando dos supuestos de hecho equivalentes son 
regulados de forma desigual sin que exista una justificación razonable para otorgar ese trato 
diferenciado; y que tal distinción en la norma generalmente se manifiesta a través de la exclusión tácita 
de un beneficio o de una diferenciación expresa; entendiendo que la primera tiene lugar cuando un 
régimen jurídico implícitamente excluye de su ámbito de aplicación a un supuesto de hecho equivalente 
al regulado en la disposición normativa; y la segunda, cuando el legislador establece dos regímenes 
jurídicos diferenciados para supuestos de hecho o situaciones equivalentes22. 

44. Lo anterior fue sostenido por este Tribunal Pleno al resolverse la acción de inconstitucionalidad 57/2021, 
en la cual se cuestionó el requisito referente a no haber sido condenado por delito doloso, exigido por el 
artículo 7, fracción VII, sexto párrafo, de la Constitución Política del Estado de Nayarit, para ser titular del 
Centro de Conciliación Laboral de esa Entidad23. 

                                                 
18 De rubro: “DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD JURÍDICA. RECONOCIMIENTO DE SU DIMENSIÓN SUSTANTIVA O DE HECHO EN 
EL ORDENAMIENTO JURÍDICO MEXICANO.” 
19 Tesis 1a./J. 81/2004, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XX, octubre de 2004, 
página 99. 
20 1a./J. 55/2006, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXIV, septiembre de 2006, 
página 75. 
21 Tesis: 1a. XLIII/2014 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 3, febrero de 2014, Tomo I, 
Página: 644.  
22 Tesis: 1a. CCCLXVIII/2015 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 24, noviembre de 2015, 
Tomo I, Página: 974, de rubro y texto: “DISCRIMINACIÓN NORMATIVA. EL LEGISLADOR PUEDE VULNERAR EL DERECHO 
FUNDAMENTAL DE IGUALDAD ANTE LA LEY POR EXCLUSIÓN TÁCITA DE UN BENEFICIO O POR DIFERENCIACIÓN EXPRESA. El 
derecho fundamental a la igualdad en su vertiente de igualdad formal o igualdad ante la ley comporta un mandato dirigido al legislador que 
ordena el igual tratamiento a todas las personas en la distribución de los derechos y obligaciones. Así, cuando el legislador establece una 
distinción que se traduce en la existencia de dos regímenes jurídicos, ésta debe ser razonable para considerarse constitucional. En este 
sentido, para mostrar que la distinción no es razonable debe señalarse por qué resultan equivalentes o semejantes los supuestos de hecho 
regulados por ambos regímenes jurídicos, de tal manera que esa equivalencia mostraría la falta de justificación de la distinción. De esta 
manera, existe discriminación normativa cuando dos supuestos de hecho equivalentes son regulados de forma desigual sin que exista una 
justificación razonable para otorgar ese trato diferenciado. Al respecto, debe señalarse que la discriminación normativa constituye un 
concepto relacional, en el sentido de que a la luz del derecho a la igualdad en principio ningún régimen es discriminatorio en sí mismo, sino en 
comparación con otro régimen jurídico. Dicho de otra manera, la inconstitucionalidad no radica propiamente en el régimen jurídico impugnado, 
sino en la relación que existe entre éste y el régimen jurídico con el que se le compara. En este sentido, la justificación de las distinciones 
legislativas que distribuyen cargas y beneficios se determina a partir de un análisis de la razonabilidad de la medida”. 
23 Resuelta por unanimidad de votos el 30 de noviembre de 2021. Ponencia de la Ministra Norma Lucia Piña Hernández. Unanimidad de 
once votos. Párrafos 26 a 35. 
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Derecho a desempeñarse en un empleo, cargo o comisión en el servicio público 

 

45. De conformidad con el artículo 35, fracción VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos24, todo ciudadano tiene derecho a poder ser nombrado en un empleo o comisión en el 
servicio público, si cumple con las calidades que establezca la ley. Este derecho también está 
reconocido en el artículo 23, numeral 1, inciso c), de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos25, y en el artículo 25, inciso c), del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos26. 

46. Este Tribunal Pleno ha sostenido que, salvo las condiciones establecidas expresamente por la propia 
Constitución General para determinados empleos, cargos o comisiones en el servicio público, el 
legislador ordinario federal y local, cuenta con libertad de configuración para determinar en la ley, las 
“calidades” exigibles para que una persona pueda ser nombrada para cualquier empleo, cargo o 
comisión en el servicio público, empero, ello no exime al legislador de observar los principios y derechos 
fundamentales. 

47. Asimismo, se ha precisado que cuando el artículo 35 se refiere a las “calidades” que establezca la ley 
alude a las “características de una persona que revelen un perfil idóneo para desempeñar con 
eficiencia y eficacia, el empleo o comisión que se le asigne”27; interpretación que se ha estimado 
consistente con el artículo 1, numeral 2, del Convenio Internacional del Trabajo No. 111, relativo a la 
Discriminación en Materia de Empleo y Ocupación28 y con lo previsto en el artículo 123, Apartado B), 
fracción VII, de la Constitución Federal, que refiere que “la designación del personal se hará 
mediante sistemas que permitan apreciar los conocimientos y aptitudes de los aspirantes.” 

48. En la controversia constitucional 38/2003, fallada el veintisiete de junio de dos mil cinco, el Tribunal 
Pleno sostuvo lo siguiente: 

“[…] Del análisis del artículo 35, fracción II, constitucional, se advierte que si bien estamos ante un 
derecho de configuración legal, pues corresponde al legislador fijar las reglas selectivas de acceso 
a cada cargo público, su desarrollo no es completamente disponible para el legislador, pues la 
utilización del concepto “calidades” se refiere a las cualidades o perfil de una persona, que 
vaya a ser nombrada en el empleo, cargo o comisión de que se trate, que pueden ser: capacidad, 
aptitudes, preparación profesional, edad y demás circunstancias, que pongan en relieve el perfil 
idóneo para desempeñar con eficiencia y eficacia el empleo o comisión que se le asigne. 

Asimismo, para efectos de su correcta intelección, el concepto “calidades” también debe vincularse 
con el principio de eficiencia en el desempeño de sus funciones, empleos, cargos y comisiones 
contenido en el artículo 113, así como con lo dispuesto en el artículo 123, apartado B, fracción VII, 
que dispone que la designación del personal sea mediante sistemas que permitan apreciar los 

                                                 
24 Artículo 35.- Son derechos de la ciudadanía: 
(…) 
VI.- Poder ser nombrado para cualquier empleo o comisión del servicio público, teniendo las calidades que establezca la ley; 
25 1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades:  
(…) 
c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.  
2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de 
edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal.;” 
26 “25. Derechos Políticos  
Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones mencionadas en el artículo 21, y sin restricciones indebidas, de los siguientes 
derechos y oportunidades:  
(…) 
c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.” 
 
27 De rubro: “ACCESO A EMPLEO O COMISIÓN PÚBLICA. LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 35 DE LA CONSTITUCIÓN DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, QUE SUJETA DICHA PRERROGATIVA A LAS CALIDADES QUE ESTABLEZCA LA LEY, DEBE 
DESARROLLARSE POR EL LEGISLADOR DE MANERA QUE NO SE PROPICIEN SITUACIONES DISCRIMINATORIAS Y SE RESPETEN 
LOS PRINCIPIOS DE EFICIENCIA, MÉRITO Y CAPACIDAD.” Número de Registro: 177102. Localización: [J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su 
Gaceta; Tomo XXII, Octubre de 2005; Pág. 1874. P./J. 123/2005. 
28 Convenio ratificado por México el 11 de septiembre de 1961. 
“Artículo 1 
1. A los efectos de este Convenio, el término discriminación comprende:  
a) cualquier distinción, exclusión o preferencia basada en motivos de raza, color, sexo, religión, opinión política, ascendencia nacional u 
origen social que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo y la ocupación;  
b) cualquier otra distinción, exclusión o preferencia que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo 
u ocupación que podrá ser especificada por el Miembro interesado previa consulta con las organizaciones representativas de empleadores y 
de trabajadores, cuando dichas organizaciones existan, y con otros organismos apropiados.  
2. Las distinciones, exclusiones o preferencias basadas en las calificaciones exigidas para un empleo determinado no serán consideradas 
como discriminación.  
3. A los efectos de este Convenio, los términos empleo y ocupación incluyen tanto el acceso a los medios de formación profesional y la 
admisión en el empleo y en las diversas ocupaciones como también las condiciones de trabajo.” 
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conocimientos y aptitudes de los aspirantes, del que se desprenden los principios de mérito y 
capacidad; interpretación que debe ser relacionada con los artículos 115, fracción VIII, segundo 
párrafo, y 116, fracción VI, que ordenan que las relaciones de trabajo entre los Estados y los 
Municipios y sus trabajadores, se regirán por las leyes expidan las legislaturas de los Estados, con 
base en lo dispuesto por el Artículo 123 de la Constitución y sus disposiciones 
reglamentarias. 

Luego, el entrelazamiento entre los diversos preceptos constitucionales citados a la luz de una 
interpretación sistemática autoriza a concluir que la Constitución impone la obligación de no exigir 
para el acceso a la función pública, requisito o condición alguna que no sea referible a los 
principios de eficiencia mérito y capacidad que se plasman en dichos preceptos, mismos que 
deben ser respetados por el legislador en la regulación que realice el legislador, de manera que 
deben considerarse violatorios de la prerrogativa de los ciudadanos de acceso a los cargos 
públicos todos aquellos supuestos que, sin esta referencia, establezcan una diferencia 
discriminatoria entre los ciudadanos mexicanos.” 

49. La misma noción sobre “las calidades que establezca la ley” se retomó en la acción de 
inconstitucionalidad 28/2006 y acumuladas 29/2006 y 30/2006, falladas el cinco de octubre de dos mil 
seis, en los siguientes términos: 

“[…] el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, editorial Espasa, vigésima 
segunda edición, establece que calidad significa, entre otras: 

"Propiedad o conjunto de propiedades inherentes a "algo, que permiten juzgar su valor”. 

"Estado de una persona, naturaleza, edad y demás "circunstancias y condiciones que se 
requieran "para un cargo o dignidad”. 

De las anteriores connotaciones deriva que en cuanto a la primera, el concepto calidad, aplicado a 
una persona, debe entenderse como la propiedad o conjunto de propiedades inherentes a ésta 
que permitan juzgarla por sí misma, por lo propio, natural o circunstancial de la persona a que se 
alude y que la distingue de las demás, cuyo sentido se obtiene de la definición que tiene la voz 
inherente, que significa “lo que por su naturaleza está de tal manera unido a otra cosa, que no 
se puede separar de ella”. 

La segunda también está dirigida a establecer que, lo que define la calidad de una persona, son los 
aspectos propios y esenciales de ésta, tan es así, que el punto de partida de la expresión, de los 
aspectos empleados para ejemplificar lo definido, son precisamente la naturaleza y la edad, por lo 
que incluso la expresión “y demás circunstancias” debe entenderse que está referida a otras 
características de la misma clase o entidad, es decir, propios del individuo, y no derivar de 
elementos o requisitos ajenos al ciudadano (…)”. 

50. Así, cuando el artículo 35, fracción VI (igual que la fracción II), de la Constitución Federal utiliza el 
término “las calidades que establezca la ley”, se refiere a cuestiones que son inherentes a la persona 
y no así a aspectos extrínsecos a ésta. 

51. Luego, al definir en las leyes secundarias respectivas, tanto el Congreso de la Unión, como las 
legislaturas de los Estados -en el ámbito de sus respectivas competencias-, las calidades necesarias 
para que una persona pueda ser nombrada para cualquier empleo o comisión en el servicio público, será 
necesario que los requisitos al efecto establecidos estén directamente relacionados con el perfil 
idóneo para el desempeño de la respectiva función, lo que exige criterios objetivos y razonables que 
eviten discriminar, sin la debida justificación, a personas que potencialmente tengan las calificaciones, 
capacidades o competencias (aptitudes, conocimientos, habilidades, valores, experiencias y destrezas) 
necesarias para desempeñar con eficiencia y eficacia el correspondiente empleo o comisión. 

52. Por ello, en principio, para la definición de las respectivas calidades a ser establecidas en la respectiva 
ley, como requisitos exigibles para cada empleo o comisión en el servicio público, será importante 
identificar las tareas o funciones inherentes a cada cargo o puesto público. 

53. Ello, sin perjuicio de que, para determinados puestos federales o locales, se exija desde la Constitución 
Federal el cumplimiento de determinados requisitos tasados, como lo es el caso de la edad, el perfil 
profesional o la residencia, por ejemplo29, y de que es necesario distinguir entre el acceso a un cargo de 
elección popular, del acceso a un empleo o comisión en la función pública, que, acorde al nivel de 
especialización requerido, puede exigir de calidades técnicas más específicas. 

                                                 
29 Por ejemplo, como lo exige el artículo 95 constitucional para el cargo de Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  
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54. En cualquier caso, fuera de las condiciones establecidas de manera expresa en la Ley Fundamental 
para determinados empleos y comisiones, los Congresos Federal y locales, cuentan con una amplia 
libertad de configuración para establecer las respectivas calidades, en tanto las mismas no vulneren 
algún derecho humano u otro principio constitucional30. 

55. Incluyendo en ello, de manera destacada, la necesidad de que los respectivos requisitos sean objetivos 
y razonables y permitan de manera efectiva el acceso a la función pública, en condiciones generales de 
igualdad, en respeto a lo previsto en los artículos 1º y 35, fracción VI, de la Constitución Federal, 23, 
apartado 1, inciso c), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 25, inciso c), del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

56. Este Tribunal Pleno sostuvo similares consideraciones en las acciones de inconstitucionalidad 
111/201931 y 192/202032. A su vez estas fueron retomadas en las acciones de inconstitucionalidad 
57/202133 y 300/202034. 

 

Tipo de escrutinio 

 

57. Al respecto, es necesario precisar que este Alto Tribunal, con algunas variantes normativas, ya ha tenido 
la oportunidad de examinar requisitos que aluden a supuestos jurídicos de contenido semejante o de 
similar naturaleza a los que aquí se controvierten (no haber sido condenado por delito doloso, no tener 
antecedentes penales) con motivo de la impugnación de normas locales de distintas legislaciones, en 
relación con la regulación de otros cargos públicos o relacionados con el servicio público, en donde la 
mayoría de los integrantes de esta Suprema Corte han considerado que la constitucionalidad de los 
mismos debe ser examinada bajo un escrutinio ordinario o de razonabilidad a la luz del derecho de 
igualdad, por no tratarse de una categoría sospechosa de discriminación que amerite un análisis 
estricto35, en tanto que ese tipo de requisitos no está referida propiamente a atributos o características 
inherentes a personas o grupos de personas históricamente excluidos o desventajados. 

58. En esa línea, siguiendo el criterio mayoritario de este Tribunal Pleno, las porciones normativas 
impugnadas serán examinadas bajo un escrutinio ordinario. 

59. Para ese efecto, se seguirán los siguientes pasos; primero se analizará si la norma impugnada hace una 
distinción o trato diferenciado; de ser el caso se analizará si esa distinción tiene una finalidad 
constitucionalmente válida o admisible y de ser el caso, se analizará si la medida resulta racional para su 
consecución -esto es, si guarda una relación identificable de instrumentalidad respecto de ella- y si 
constituye además un medio proporcional que evita el sacrificio innecesario de otros bienes y 
derechos.36 

                                                 
30 Así se falló, por ejemplo, en la acción de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017, resuelta el seis de 
septiembre de dos mil dieciocho, por lo que se refiere a los requisitos del Fiscal General de la Ciudad de México.  
31 Fallada en sesión de veintiuno de julio de dos mil veinte, por bajo Ponencia del Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
32 Resuelta en sesión de veintitrés de septiembre de dos mil veintiuno, por unanimidad de once votos, bajo la ponencia del Ministro Alberto 
Pérez Dayán. 
33 Fallada en sesión de treinta de noviembre de dos mil veintiuno. Unanimidad de once votos. Ponencia de la Ministra Norma Lucia 
Piña Henández. 
34 Resuelta en sesión de dieciocho de enero de dos mil veintidós. Ponencia de la Ministra Yasmín Esquivel Mossa. 
35 En la resolución de la acción de inconstitucionalidad 118/2020, en torno a la metodología de estudio del requisito de no haber sido 
condenado por delito doloso, este Alto Tribunal precisó:  
“1) Escrutinio estricto: debe realizarse por los jueces constitucionales en aquellos casos en los que la distinción (i) tenga como base las 
categorías sospechosas enumeradas en los artículos 1º, párrafo quinto, de la Constitución, 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos y 2.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos o (ii) implique una afectación central a derechos fundamentales 
reconocidos en la Constitución o en tratados internacionales ratificados por el Estado mexicano.  
2) Escrutinio ordinario: debe realizarse por los jueces constitucionales en aquellos casos en los cuales la diferencia de trato supuestamente 
arbitraria no tenga como base alguno de los criterios antes mencionados. En estos casos, el test de proporcionalidad se llevará a cabo 
mediante el análisis de la legitimidad de la medida, su instrumentalidad y su proporcionalidad. Esto implica una variación importante del 
test estricto antes mencionado, consistente en que el estudio de la idoneidad y la necesidad de la medida se reducen a una revisión de 
su instrumentalidad para perseguir la finalidad constitucionalmente admisible, sin que se exija al legislador que se realice por los 
“mejores medios imaginables. 
Con independencia del grado de escrutinio que sea aplicable, el estudio sobre la proporcionalidad de la medida exige un análisis adicional 
para detectar si el acto o la norma estudiada es adecuada, en el sentido de que no tenga defectos de sobre inclusión o de infra inclusión, de 
los que derive una vulneración del principio de igualdad y no discriminación. Esta etapa del escrutinio se ha llamado recientemente principio 
de razonabilidad, conforme al cual se exige una relación lógica y proporcional entre los fines y los medios de una medida, por la cual pueda 
otorgársele legitimidad”. 
36 “IGUALDAD. EN SU ESCRUTINIO ORDINARIO, EL LEGISLADOR NO TIENE LA OBLIGACIÓN DE USAR LOS MEJORES MEDIOS 
IMAGINABLES. Tesis P VIII/2011. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIV, Agosto de 2011, página 33. 
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A. Requisito para ser bombero profesional, consistente en: 

● “no haber sido condenado por sentencia irrevocable como responsable de un delito 
doloso” 

 

60. Le asiste razón a la Comisión accionante cuando afirma que este requisito resulta inconstitucional por 
ser contrario al derecho a la igualdad y no discriminación; en consecuencia, debe decretarse su 
invalidez. 

61. Lo anterior pues como se demuestra a continuación, la porción normativa impugnada, no logra superar 
el escrutinio ordinario que resulta aplicable. 

Distinción o trato diferenciado 

62. De inicio, debe decirse que el requisito para acceder al cargo de bombero profesional, establecido en el 
artículo 18, fracción II, de la Ley de los Cuerpos de Bomberos para el Estado de Chihuahua, consistente 
en “no haber sido condenado por sentencia irrevocable como responsable de un delito doloso”, 
sí entraña un trato diferenciado entre distintos sujetos que se pueden colocar en una situación similar 
jurídicamente relevante, pues entre el universo de personas aspirantes que puedan reunir las calidades 
exigidas para ocupar el cargo referido, concernientes a la capacidad y experiencia necesarias para 
realizar la función o a otros elementos delineadores del perfil del interesado, se distingue a quien haya 
sido condenado por sentencia irrevocable como responsable de un delito doloso, de quienes no hayan 
atravesado por dicha circunstancia, para excluirlos de la posibilidad de acceder a dicho cargo en el 
servicio público. 

 

Finalidad constitucional válida 

 

63. De las dos exposiciones de motivos vinculadas a la expedición de la Ley de los Cuerpos de Bomberos 
para el Estado de la Chihuahua, así como de las consideraciones que de ellas derivó la Comisión de 
Seguridad Pública y Protección Civil del Congreso de Chihuahua, se desprende que la ley obedeció a la 
necesidad de dignificar y reconocer el trabajo de los cuerpos de bomberos configurados dentro de los 
municipios, pues en la práctica formaban parte de la estructura de protección civil; por lo que era 
necesario reconocerlos e integrarlos al sistema de protección civil, generando una ley que fuera capaz 
de reconocer su especialidad funcional, dotándolos de los elementos necesarios para que puedan 
cumplir con su labor, pues son instituciones al servicio de la ciudadanía y por la heroicidad de su 
actividad son indispensables para la protección de la vida, razón por la que era necesario una 
normatividad que por un lado, diera certeza jurídica y estabilidad laboral a todas y todos los integrantes 
de los cuerpos de bomberos; y por otro, reglamentara las actividades vinculadas con el desempeño de 
su función. 

64. Ahora bien, en relación con el tema concreto que nos cupa, el Poder Legislativo local, en su informe 
justificado señala que los requisitos exigidos para ser bombero profesional, concretamente el relativo a 
“no haber sido condenado por sentencia irrevocable como responsable de un delito doloso”, se 
encuentra justificado porque en razón de las funciones que tienen encomendadas los bomberos, deben 
proteger la vida y posesiones de las personas, además de que deben conducirse bajo los principios de 
honradez, profesionalismo, lealtad, solidaridad, servicio a la comunidad, colaboración, coordinación, 
respeto a los derechos humanos y eficacia, de manera que ese requisito es adecuado para dar 
seguridad a la ciudadanía. 

65. En términos similares, rindió su informe el Poder Ejecutivo del Estado de Chihuahua, pues considera 
que el requisito referente a “no haber sido condenado por sentencia irrevocable como responsable 
de un delito doloso” se encuentra justificado ya que se trata de una medida adoptada para asegurar el 
interés de la población en materia de seguridad, pues entre las funciones que el bombero tiene 
encomendadas se encuentra la salvaguarda de la vida y la seguridad de las personas y comunidades, 
por tanto, asevera que los bomberos deben ser personas que en todo momento hayan evitado incurrir 
en la comisión de conductas contrarias a la seguridad pública, la paz y la tranquilidad social, pues 
además se trata de un ámbito que resulta particularmente sensible a los principios de confiabilidad, 
legalidad, honradez y lealtad. 

66. Bajo esa lógica, es dable admitir que el requisito “no haber sido condenado por sentencia 
irrevocable como responsable de un delito doloso”, sí tiene una finalidad constitucionalmente válida, 
en tanto que persigue que las personas que acceden a ese cargo, contribuyan a la seguridad pública, la 
paz y la tranquilidad social; y bajo esa lógica es admisible que el legislador local configure las calidades 
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que debe cumplir el aspirante a un determinado cargo, empleo o comisión en el servicio público de la 
entidad federativa, como se lo permite el artículo 35, fracción VI, de la Constitución Federal, con el 
propósito de asegurar que la función relativa se preste por las personas más idóneas, que cuenten con 
un determinado perfil compatible con el puesto y con los conocimientos, aptitudes, competencias, 
capacidades y experiencia necesarios para realizar la función de que se trate, de acuerdo con los 
principios constitucionales que rigen el desempeño del servicio público, particularmente los relativos a la 
legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia, entre otros, que encuentran anclaje en la Norma 
Fundamental.37 

67. En ese sentido, el Congreso Local de Chihuahua, decidió crear un filtro para el acceder al cargo de 
bombero profesional, con el ánimo de asegurar que quien desempeñe dicho cargo, lo haga conforme a 
los principios constitucionales exigibles, pues el legislador local entiende que con ese requisito, se 
garantizará que la persona que ocupe el cargo en cuestión actuará con rectitud, probidad y 
honorabilidad en su función, cumpliendo con los principios rectores del servicio público. 

68. De modo que en principio, es dable estimar que la porción normativa impugnada se propone un fin 
admisible y legítimo en el marco constitucional. 

 

Idoneidad de la medida (instrumentalidad) 

 

69. Este Tribunal Pleno estima que esta grada del escrutinio ordinario no se satisface. Esto, pues la medida 
legislativa en examen no guarda una relación directa, clara e indefectible con el logro de la finalidad 
constitucionalmente válida antes referida, por varias razones. 

70. Primero, porque no hay una base objetiva para sostener que por el solo hecho de que una persona no 
haya sido condenada por sentencia irrevocable por la comisión de un delito doloso, ello garantizará que 
dicha persona desarrollará las funciones inherentes a un determinado cargo, empleo o comisión en el 
servicio público, cumpliendo cabalmente con los principios y demás exigencias propias del mismo; sobre 
todo, ese solo hecho no permite garantizar que la persona realizará las funciones con rectitud, probidad 
y honorabilidad. 

71. Segundo, porque la exigencia de dicho requisito “no haber sido condenado por sentencia 
irrevocable como responsable de un delito doloso” no está estrechamente vinculada con la 
configuración de un perfil inherente al puesto a desempeñar; esto, pues no está referido a aspectos 
objetivos como la preparación o experiencia profesional, o al cumplimiento de exigencias formales o 
sustanciales para facilitar el desempeño de la función que se adviertan razonables para dicho cargo, a 
efecto de garantizar, en lo posible, su correcta realización; sino que dicho requisito, en estricto sentido, 
al exigir que el aspirante al puesto de bombero profesional demuestre que en su pasado no ha incurrido 
en una conducta dolosa que haya sido reprochada por el sistema de justicia penal con una sentencia 
irrevocable, introduce una cuestión de orden moral, sin que se advierta una vinculación objetiva en 
función del desempeño del cargo. 

72. En efecto, si bien en el artículo 4 de la Ley para los Cuerpos de Bomberos para el Estado de Chihuahua 
indica que las funciones de los bomberos estarán encaminadas a la salvaguarda de la vida y seguridad 
de las personas y comunidades, así como a la prevención control, mitigación y extinción de incendios, 
desastres y riesgos, lo cierto es que de acuerdo con lo establecido en el artículo 5 de la propia ley, las 
funciones que desempeñan para ese fin son las siguientes: 

● Extinguir incendios sin distinción de la causa de los mismos. 

● Controlar fugas y derrames de cualquier tipo de sustancia o material peligroso, que ponga en 
riesgo la integridad de las personas. 

● Atender explosiones. 

                                                 
37 Al respecto, basta destacar que el artículo 109 de la Constitución Federal, al regular las responsabilidades de los servidores públicos, deja 
ver claramente cuáles son los principios que rigen la realización del servicio público y que su contravención puede ser constitutiva de delito o 
de infracción administrativa sancionables, a saber: 
"Art. 109.- Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente: 
(…) 
II. La comisión de delitos por parte de cualquier servidor público o particulares que incurran en hechos de corrupción, será sancionada en los 
términos de la legislación penal aplicable. 
(…) 
III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, 
imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones (…)”.  
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● Efectuar labores de salvamento y rescate de personas atrapadas en diversas circunstancias. 

● Apoyar a las empresas proveedoras de energía eléctrica, con la delimitación y resguardo de las 
áreas de riesgo relacionadas con el cableado eléctrico y alumbrado público. 

● Retirar árboles, vegetación, anuncios espectaculares, señalamientos viales, así como cualquier 
otro objeto que por las condiciones en las que se encuentren pongan en riesgo la integridad de 
la ciudadanía y, en su caso, delimitar y resguardar el área hasta que las personas obligadas 
retiren dichos objetos. 

● Auxiliar en la atención de riesgos ocasionados por fauna que represente un peligro para las 
personas. 

● Coadyuvar cuando se den colisiones de los distintos tipos de transporte público o privado y se 
esté en riesgo la vida o la integridad de la ciudadanía. 

● Realizar y participar en foros, congresos, conferencias, capacitaciones, entre otras actividades 
nacionales e internacionales, de acuerdo a su objeto. 

73. Así, teniendo en cuenta las funciones antes referidas, este Alto Tribunal no advierte una relación directa, 
clara, objetiva e indefectible, entre el tipo de funciones que corresponden a un bombero profesional, con 
la exigencia de “no haber sido condenado por sentencia irrevocable como responsable de un 
delito doloso”, a efecto de justificar dicho requisito en función del perfil exigible para el cargo a 
desempeñar y sostener su idoneidad. 

74. Sobre todo, porque el artículo 5 de la mencionada ley, permite que estas funciones puedan ser 
realizadas en colaboración de otras instancias, como pueden ser los bomberos voluntarios, de quienes 
no se exige dicho requisito. 

75. Además, como bien lo argumenta la Comisión accionante, dicho requisito resulta sobreinclusivo, en 
tanto que comprende a todo aquel aspirante que, aun reuniendo las demás calidades exigibles para 
ocupar ese cargo, haya sido condenado por cualquier delito doloso, lo que incluye un amplio catálogo de 
conductas típicas, graves y no graves, que hubieren ameritado pena privativa de libertad o no; tampoco 
se toma en cuenta si la pena fue alternativa, inclusive, si pudo ser objeto de condena condicional, indulto 
o reconocimiento de inocencia, ni se atiene a su duración; menos se distingue entre delitos cuyo bien 
jurídico tutelado pueda impactar directamente o esté estrechamente relacionado con el tipo de funciones 
propias del puesto, y delitos cuyo bien jurídico protegido no tenga una conexión con dicho cargo. 

76. Asimismo, es dable hacer notar que, la norma tampoco toma en cuenta el tiempo que hubiere 
transcurrido desde la condena o la compurgación de la pena y el momento en que se pretende acceder 
al cargo. 

77. Además, tampoco toma en cuenta que, si ya se cumplió la condena, cobra relevancia el derecho a la 
reinserción social. 

78. Esta amplitud de la norma conduce a advertir su falta de razonabilidad, dado el gran número de posibles 
supuestos comprendidos en su hipótesis, que, se reitera, difuminan una justificación objetiva que pueda 
sostenerse en razón de las funciones a realizar en el cargo de que se trata. 

79. De manera que si bien el requisito analizado, en principio, tiene una finalidad constitucionalmente válida 
y admisible; no resulta idóneo ni razonable para alcanzarla; y ello lo torna inconstitucional, porque 
contraviene el principio de igualdad y el derecho a acceder a un empleo, cargo o comisión en el servicio 
público en condiciones de igualdad, por no advertirse una justificación objetiva y razonable que permita 
considerarlo necesario para el correcto, eficaz y eficiente desempeño de la función inherente al cargo. 

80. En consecuencia, si bien esta Suprema Corte, en los casos en que se cuestionan requisitos que prevé la 
ley para la elegibilidad de los aspirantes a determinados cargos públicos, no excluye la posibilidad de 
que, para un determinado empleo, cargo o comisión en el servicio público, pudiera resultar justificada 
una condición como la que aquí se impugna respecto de determinados delitos y en razón del perfil 
exigible por la naturaleza de las funciones a realizar, en la medida en que tenga el potencial de incidir de 
manera directa en ellas, bajo un examen casuístico del supuesto de que se trate; lo cierto es que en este 
caso, no se advierte con nitidez la idoneidad y la razonabilidad de la medida. 

81. Sin dejar de señalar que asiste razón a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, cuando aduce 
que la porción normativa controvertida, al operar como requisito para acceder a un cargo en el servicio 
público, entraña un contenido de orden moral con potencial estigmatizante, pues medularmente entraña 
una presunción de que la persona que ha sido sancionada penalmente por la comisión de un delito 
doloso (cualquiera y sin distinguir sobre determinadas circunstancias como las ya referidas), no será 
capaz de desempeñar el cargo con apego a la legalidad y conforme a los principios que rigen la función, 
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sobre todo con rectitud, probidad y honradez, y necesariamente podrá volver a delinquir; lo que carece 
de un sustento objetivo y conduce a sostener que la norma controvertida es violatoria del derecho de 
igualdad y del derecho a acceder a un empleo, cargo o comisión en el servicio público en condiciones de 
igualdad, protegidos en los artículos 1 y 35, fracción VI, de la Constitución Federal. 

82. Así, no habiéndose superado la segunda grada del test de escrutinio ordinario, resulta innecesario 
avanzar en dicho examen, o analizar algún otro argumento del concepto de invalidez, pues está 
demostrada la inconstitucionalidad del precepto cuestionado38. 

83. Similares consideraciones se sustentaron en las acciones de inconstitucionalidad 192/202039, 
118/202040, 275/202041 y 57/202142. 

84. Por las razones expuestas, lo procedente es declarar la invalidez del numeral 18, inciso A), fracción II, 
en la porción normativa "no haber sido condenado por sentencia irrevocable como responsable de 
un delito doloso” de la Ley de los Cuerpos de Bomberos para el Estado de Chihuahua. 

 

B. Requisito para ser bombero profesional, consistente en: 

“ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como  persona servidora pública” 

 

85. Sobre este requisito también le asiste razón a la Comisión accionante cuando afirma que es 
inconstitucional por ser contrario al derecho a la igualdad y no discriminación; en consecuencia, debe 
decretarse su invalidez. 

86. Lo anterior pues al igual que el requisito anterior no logra superar el escrutinio ordinario que resulta 
aplicable. 

Distinción o trato diferenciado 

87. De inicio, debe decirse que el requisito para acceder al cargo de bombero profesional, establecido en el 
artículo 18, fracción III, de la Ley de los Cuerpos de Bomberos para el Estado de Chihuahua, consistente 
en “ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como persona servidora pública”, 
entraña un trato diferenciado entre distintos sujetos que se pueden colocar en una situación similar 
jurídicamente relevante, pues entre el universo de personas aspirantes que puedan reunir las calidades 
exigidas para ocupar el cargo referido, concernientes a la capacidad y experiencia necesarias para 
realizar la función o a otros elementos delineadores del perfil del interesado, se distingue a quien haya 
sido destituido e inhabilitado por resolución firme como persona servidora pública, de quienes no 
hayan atravesado por dicha circunstancia, para excluirlos de la posibilidad de acceder a dicho cargo en 
el servicio público. 

Finalidad constitucional válida 

88. Como también ya se mencionó de las dos exposiciones de motivos vinculadas a la expedición de la Ley 
de los Cuerpos de Bomberos para el Estado de  Chihuahua, así como de las consideraciones que de 
ellas derivó la Comisión de Seguridad Pública y Protección Civil del Congreso de Chihuahua, se 
desprende que la ley obedeció a la necesidad de dignificar y reconocer el trabajo de los cuerpos de 
bomberos configurados dentro de los municipios, pues en la práctica formaban parte de la estructura de 
protección civil; por lo que era necesario reconocerlos e integrarlos al sistema de protección civil, 
generando una ley que fuera capaz de reconocer su especialidad funcional, dotándolos de los elementos 

                                                 
38 Sirve de apoyo la tesis P./J. 37/2004, de rubro: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ESTUDIO INNECESARIO DE CONCEPTOS DE 
INVALIDEZ.” Novena Época. Pleno. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIX. Junio de 2004. Página 863. Registro: 
181398. 
39 Fallado el 23 de septiembre de 2021. Ponencia del Ministro Alberto Pérez Dayan. Unanimidad de once votos. Se declaró la invalidez del 
artículo 32, fracciones I, en su porción normativa “por nacimiento”, y VII, en su porción normativa “y no haber sido condenado por delito 
doloso”, de la Ley Orgánica del Centro de Conciliación Laboral del Estado de Chiapas. 
40 Fallado el 20 de mayo de 2021. Ponencia del Ministro Javier Laynez Potisek. Se declaró la invalidez del artículo 13, apartado A, fracción 
IV, en su porción normativa “No haber sido sentenciado por delito doloso que haya ameritado pena privativa de la libertad por más de 
un año”, de la Ley que Establece el Servicio de Administración Tributaria de Tamaulipas. 
41 Resuelta el 19 de agosto de 2021. Ponencia del ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Se declaró la invalidez del artículo 16, 
párrafo segundo, fracción IV, en su porción normativa “y no haber sido condenado por algún delito”, de la Ley del Sistema Anticorrupción 
del Estado de Sinaloa y, por extensión, la del artículo 34, fracción V, en su porción normativa “y no haber sido condenado por algún 
delito”, del referido ordenamiento legal. 
42 Fallado el 30 de noviembre de 2021, Ponencia de la Ministra Norma Lucia Piña Hernández. Unanimidad de once votos. Se declaró la 
invalidez del artículo 7, fracción VII, párrafo sexto, en su porción normativa "y no haya sido condenado por delito doloso" de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit. 
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necesarios para que puedan cumplir con su labor, pues son instituciones al servicio de la ciudadanía y 
por la heroicidad de su actividad son indispensables para la protección de la vida, razón por la que era 
necesario una normatividad que por un lado, diera certeza jurídica y estabilidad laboral a todas y todos 
los integrantes de los cuerpos de bomberos; y por otro, reglamentara las actividades vinculadas con el 
desempeño de su función. 

89. Como también se mencionó, con relación al tema concreto que nos cupa, el Poder Legislativo Local, en 
su informe justificado señala que los requisitos exigidos para ser bombero profesional, concretamente el 
relativo a “ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como persona servidora 
pública”, se encuentra justificado porque en razón de las funciones que tienen encomendadas los 
bomberos deben proteger la vida y posesiones de las personas además de que deben conducirse bajo 
los principios de honradez, profesionalismo, lealtad, solidaridad, servicio a la comunidad, colaboración, 
coordinación, respeto a los derechos humanos y eficacia, de manera que ese requisito es adecuado 
para dar seguridad a la ciudadanía. 

90. En términos similares, rindió su informe el Poder Ejecutivo del Estado de Chihuahua, pues considera que 
el requisito referente a “ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como persona 
servidora pública” se encuentra justificado ya que se trata de una medida adoptada para asegurar el 
interés de la población en materia de seguridad, pues entre las funciones que el bombero tiene 
encomendadas se encuentra la salvaguarda de la vida y la seguridad de las personas y comunicades, 
por tanto, asevera que los bomberos deben ser personas que en todo momento hayan evitado incurrir en 
la comisión de conductas contrarias a la seguridad pública, la paz y la tranquilidad social, pues además 
se trata de un ámbito que resulta particularmente sensible a los principios de confiabilidad, legalidad, 
honradez y lealtad. 

91. Bajo esa lógica, es dable admitir que el requisito “ni haber sido destituido o inhabilitado por 
resolución firme como persona servidora pública”, sí tiene una finalidad constitucionalmente válida, 
en tanto que persigue que las personas que acceden a ese cargo, contribuyan a la seguridad pública, la 
paz y la tranquilidad social; y bajo esa lógica es admisible que el legislador local configure las calidades 
que debe cumplir el aspirante a un determinado cargo, empleo o comisión en el servicio público de la 
entidad federativa, como se lo permite el artículo 35, fracción VI, de la Constitución Federal, con el 
propósito de asegurar que la función relativa se preste por las personas más idóneas, que cuenten con 
un determinado perfil compatible con el puesto y con los conocimientos, aptitudes, competencias, 
capacidades y experiencia necesarios para realizar la función de que se trate, de acuerdo con los 
principios constitucionales que rigen el desempeño del servicio público, particularmente los relativos a la 
legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia, entre otros, que encuentran anclaje en la Norma 
Fundamental43. 

92. En efecto, al resolver la acción de inconstitucionalidad 111/2019, en sesión de veintiuno de julio de dos 
mil veinte, este Pleno sostuvo que cuando el artículo 35, fracciones II y VI, de la Constitución Federal, 
utiliza el término “las calidades que establezca la ley”, se refiere a cuestiones que son inherentes a la 
persona y no así a aspectos extrínsecos a ésta. 

93. En ese precedente se determinó que, al definir en las leyes secundarias federales y locales, las 
calidades necesarias para que una persona pueda ser nombrada para cualquier empleo o comisión del 
servicio público, será necesario que los requisitos al efecto establecidos estén directamente 
relacionados con el perfil idóneo para el desempeño de la respectiva función, lo que exige criterios 
objetivos y razonables que eviten discriminar, sin debida justificación, a personas que potencialmente 
tengan las calificaciones, capacidades o competencias necesarias para desempeñar con eficiencia y 
eficacia el correspondiente empleo o comisión. Ello, sin perjuicio que, para determinados puestos 
federales o locales, se exige desde la Constitución Federal el cumplimiento de determinados requisitos 
tasados, como lo es el caso de la edad, el perfil profesional o la residencia, por ejemplo44, y que es 
necesario distinguir entre el acceso a un cargo de elección popular, del acceso a un empleo o comisión 

                                                 
43 Al respecto, basta destacar que el artículo 109 de la Constitución Federal, al regular las responsabilidades de los servidores públicos, deja 
ver claramente cuáles son los principios que rigen la realización del servicio público y que su contravención puede ser constitutiva de delito o 
de infracción administrativa sancionables, a saber:  
"Art. 109.- Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente: 
(…) 
II. La comisión de delitos por parte de cualquier servidor público o particulares que incurran en hechos de corrupción, será sancionada en los 
términos de la legislación penal aplicable. 
(…) 
III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, 
imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones (…)”.  
44 Así lo exigen entre otros, según el caso, los artículos 95 para los cargos de Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
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en la función pública, que, acorde al nivel de especialización, puede requerir de calidades técnicas más 
específicas. 

94. Así, se resolvió que, en cualquier caso, fuera de las condiciones establecidas de manera expresa en la 
Ley Fundamental para determinados empleos y comisiones, los Congresos Federal y Locales, cuentan 
con una amplia libertad de configuración para establecer las respectivas calidades, en tanto las mismas 
no vulneren por sí mismas algún derecho humano u otro principio constitucional45; inclusive, la 
necesidad de que los respectivos requisitos sean razonables y permitan de manera efectiva el acceso a 
la función pública, en condiciones generales de igualdad, en respeto a lo previsto en los artículos 1º y 
35, fracción VI, de la Constitución Federal, 23, apartado 1, inciso c), de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y 25, inciso c), del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

Idoneidad de la medida (instrumentalidad) 

95. En el caso concreto, la norma impugnada, exige para el cargo de bombero profesional del Estado de 
Chihuahua, no haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como persona servidora 
pública; sin embargo, este requisito resulta irracional y desproporcional porque: 

 Impiden identificar si la destitución o inhabilitación se impuso por resolución firme de naturaleza 
administrativa, civil o política; 

 No distingue entre sanciones impuestas por conductas dolosas o culposas, ni entre faltas 
graves o no graves. 

 No contiene límite temporal, en cuanto a si la respectiva sanción fue impuesta hace varios años 
o de forma reciente; y, 

96. Como restricción de acceso a un empleo público, excluye por igual y de manera genérica a cualquier 
persona que haya sido destituida o inhabilitada por cualquier vía, razón o motivo, y en cualquier 
momento, lo que, de manera evidente, ilustra la falta de razonabilidad y proporcionalidad de la medida, 
ya que, el gran número de posibles supuestos comprendidos en las hipótesis normativas objeto de 
análisis, impide incluso valorar si los mismos, tienen realmente una relación directa con las capacidades 
necesarias para el desempeño del empleo público de referencia. 

97. Siendo así, si a una persona se le restringe el acceso a un empleo público determinado, por el solo 
hecho de haber sido sancionada en el pasado, –penal, política o administrativamente–, con una 
destitución o inhabilitación temporal cuyo plazo ya se cumplió, sin duda puede presentarse una 
condición de desigualdad no justificada frente a otros potenciales candidatos al puesto, sobre todo, si el 
respectivo antecedente de sanción, no incide de forma directa e inmediata en la capacidad funcional 
para ejecutar de manera eficaz y eficiente el respectivo empleo, máxime que el legislador local hizo una 
distinción que, en estricto sentido, no está estrechamente vinculada con la configuración de un perfil 
inherente a la función pública a desempeñar, sino en cierta forma, con su honor y reputación, a partir de 
no haber incurrido, nunca, en su pasado, en una conducta que el sistema de justicia administrativa le 
haya reprochado a partir de una sanción determinada, lo cual, también resulta sobreinclusivo. 

98. Así, se coloca en una condición social determinada e inferior con respecto a otros integrantes de la 
sociedad, a cualquier persona que ha sido sancionada con una destitución o inhabilitación y se le 
excluye indefinidamente y de por vida, de la posibilidad de acceder al cargo de bombero profesional. 

99. De hecho, el requisito en cuestión, provoca un efecto inusitado y trascendente a cualquier destitución o 
suspensión impuesta en el pasado de una persona, comprometiendo de forma indirecta la prohibición 
establecida en el artículo 22 Constitucional, en tanto que sanciones impuestas a una persona un 
determinado tiempo, adquieren un efecto de carácter permanente durante toda la vida de una persona y 
provoca un efecto discriminador y no justificado con esa exclusión, lo que lleva a declarar la 
inconstitucionalidad de la norma impugnada. 

100. Es importante precisar que este Tribunal Pleno ya ha sostenido que lo expuesto no excluye la posibilidad 
de que, para determinados empleos públicos, podría resultar posible incluir una condición como la 
impugnada, pero con respecto a determinadas faltas que, por sus características específicas, tengan el 
potencial de incidir de manera directa e inmediata en la función a desempeñar y en las capacidades 
requeridas para ello, lo que tendría que justificarse y analizarse caso por caso para sostener que la 
persona no es idónea para el ejercicio de alguna función o comisión en el servicio público, lo que no 
acontece en el caso, dadas las funciones que tiene encomendadas el bombero profesional del Estado 
de Chihuahua. 

                                                 
45 Véase lo resuelto en la acción de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017, en sesión de 6 de 
septiembre de 2018. 
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101. Así, con base en las consideraciones expuestas, se declara la inconstitucionalidad y consiguiente 

invalidez de la norma impugnada, en la porción normativa que refiere “ni haber sido destituido o 

inhabilitado”, contenida en la fracción III del inciso A) del artículo 18 de la Ley de los Cuerpos de 

Bomberos para el Estado de Chihuahua. 

102. Cabe destacar que este tribunal Pleno ya ha resuelto la invalidez de porciones semejantes a las 

analizadas en las diversas acciones de inconstitucionalidad 111/201946 y 300/2020.47 

Precisión sobre porción normativa no impugnada 

103. Por otro lado, debe señalarse que el contenido íntegro de la porción normativa que se acaba de analizar 

es el siguiente: 

“Artículo 18. Para tener la calidad de bombero es necesario contar con el nombramiento oficial que 

le expida el municipio que corresponda, previo proceso de formación. 

A) Para ser bombero profesional se requiere al menos: 

[…] 

III. No estar suspendido, ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como persona 

servidora pública, en los términos de la normatividad aplicable. 

[…]” 

104. Como se advierte, a pesar de la invalidez declarada, subsiste la existencia del fragmento “No estar 

suspendido”, el cual se rige, en esencia, por la porción normativa que se acaba de invalidar; es decir, 

para ser bombero profesional se requiere no estar suspendido por resolución firme como persona 

servidora pública. 

105. En ese sentido, en virtud que dicho fragmento no fue motivo de impugnación, por consecuencia, debe 

quedar inserto en el cuerpo del artículo 18, de la Ley de los Cuerpos de Bomberos para el Estado de 

Chihuahua; por tanto, lo conducente es que este Tribunal Constitucional armonice esa porción 

normativa, con la finalidad de generar certeza a la fracción III del mencionado precepto. 

106. Bajo esas consideraciones, el texto de la fracción en comento, a partir de que surta sus efectos la 

presente ejecutoria, deberá leerse de la siguiente manera: 

“Artículo 18. Para tener la calidad de bombero es necesario contar con el nombramiento oficial que le 

expida el municipio que corresponda, previo proceso de formación. 

A) Para ser bombero profesional se requiere al menos: 

[…] 

III. No estar suspendido por resolución firme como persona servidora pública, en los términos 

de la normatividad aplicable. 

[…]” 
 

                                                 
46 Fallada el 21 de julio de 2020. Ponencia del Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Se declaró la invalidez de los artículos 23, fracción 
XXIII, 35, fracción V, 74, fracciones I, en su porción normativa “por nacimiento”, y VII, en su porción normativa “ni haber sido destituido o 
inhabilitado por resolución firme como servidor público; ni estar sujeto a procedimiento de responsabilidad administrativa federal o 
local”, 75, fracciones I, en su porción normativa ‘por nacimiento’, y VI, en su porción normativa “ni haber sido destituido o inhabilitado por 
resolución firme como servidor público; ni estar sujeto a procedimiento de responsabilidad administrativa federal o local”, 84, 
apartado A, fracción VIII, en su porción normativa “ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público, 
ni estar sujeto a procedimiento de responsabilidad administrativa federal o local”, 85, apartado A, fracciones I, en sus porciones 
normativas ‘por nacimiento’ y ‘sin tener otra nacionalidad’, y XI, en su porción normativa “ni haber sido destituido por resolución firme 
como servidor público, ni estar sujeto a procedimiento de responsabilidad administrativa federal o local”, y 86, apartado A, fracciones 
I, en su porción normativa ‘por nacimiento’, y VIII, en su porción normativa “ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme 
como servidor público, ni estar sujeto a procedimiento de responsabilidad administrativa federal o local”, de la Ley Orgánica de la 
Fiscalía General del Estado de Quintana Roo. 
47 Resuelta el 18 de enero de 2022. Ponencia de la Ministra Yasmín Esquivel Mossa. Se declaró la invalidez del artículo 81, fracciones II, en 
su porción normativa ‘y no haber sido condenado por delito doloso que amerite pena de prisión por más de un año’, V y VII, en su porción 
normativa “ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público, ni estar sujeto a procedimiento de 
responsabilidad administrativa federal o local en términos de las normas aplicables”, de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia 
Administrativa del Estado de México. 
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VI.3 Requisito para ser representantes del sector empresarial y social en los patronatos de 
bomberos, consistente en: “y solvencia moral” 

 

107. Este requisito se encuentra previsto en el artículo 37, fracciones IV y V, de la Ley de los Cuerpos de 
Bomberos para el Estado de Chihuahua, en los términos siguientes: 

“ARTÍCULO 37. Los Patronatos contarán con una mesa directiva integrada por: 

[..] 

IV. Dos representantes del sector empresarial de reconocido prestigio y solvencia moral, invitados 
por acuerdo del Ayuntamiento, por un periodo de tres años. 

V. Dos representantes del sector social de reconocido prestigio y solvencia moral, invitados por 
acuerdo del Ayuntamiento, por un periodo de tres años. 

[…]" 

108. La accionante sostiene que la exigencia de tener reconocida solvencia moral para acceder a los 
Patronatos de Bomberos del Estado de Chihuahua como representantes del sector empresarial y 
social, vulnera el derecho de seguridad jurídica al usar términos indeterminados e imprecisos que 
permiten arbitrariedades, en virtud que dicha expresión resulta amplia y ambigua, pues requiere de una 
valoración subjetiva, siendo la autoridad calificadora del cumplimiento de los requisitos para aspirar al 
cargo, quien determine en qué casos una persona tiene o no solvencia moral. 

109. Lo anterior, como se verá a continuación, es esencialmente fundado. 

110. En efecto, el principio de seguridad jurídica, en términos generales, ha sido precisado por este Alto 
Tribunal como el inequívoco conocimiento del resultado que provendrá de la eventual aplicación de las 
normas. 

111. La seguridad jurídica, prevista en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, no debe entenderse en el sentido de que la ley ha de señalar de manera especial y precisa 
un procedimiento para regular cada una de las relaciones que se entablen entre las autoridades y los 
particulares, sino que debe contener los elementos mínimos para hacer valer el derecho del gobernado 
de forma que, sobre este aspecto, la autoridad no incurra en arbitrariedades; para lo cual es innecesario 
que en todos los supuestos de la ley se deba detallar extremadamente, pero siempre que la intención 
legislativa se encuentre definida de manera sencilla para evidenciar la forma en que debe hacerse valer 
el derecho por el particular. 

112. En el área de la técnica legislativa, no es exigible la definición de cada una de las palabras y/o 
enunciados empleados en la creación de normas, pero para que ello sea posible, los vocablos tendrán 
que ser de uso común y de indudable comprensión para los destinatarios, sin condicionar su 
constitucionalidad al hecho de que describan el significado de los vocablos utilizados en su redacción. 

113. No obstante, para que ello suceda, es un imperativo que el legislador evite o disminuya la utilización de 
conceptos, expresiones, ideas o palabras que provoquen la imprecisión, oscuridad, ambigüedad, 
confusión o contradicción de las normas, ya que ello podría tener como resultado que los gobernados no 
tengan conocimiento de a qué se atienen o si, por el contrario, cumplen con los elementos fijados en la 
norma correspondiente para actuar de alguna manera precisa o ejercer determinado derecho. 

114. Así, resulta pertinente señalar lo sostenido por este Alto Tribunal en la acción de inconstitucionalidad 
107/2016, pues en aquélla se analizó la exigencia de tener “un modo honesto de vivir” para acceder al 
cargo de Jefe de Manzana o Comisario Municipal, contemplado en el artículo 64 de la Ley Orgánica del 
Municipio Libre del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave; en aquel asunto se determinó que el uso 
de este tipo de terminología resulta sumamente subjetiva, porque depende de lo que cada quien opine, 
practique o quiera entender, sobre cuáles son los componentes éticos en la vida personal, de modo tal 
que, dicha expresión, por su ambigüedad y dificultad en su uniforme apreciación, también se traduce en 
una forma de discriminación en el asunto que se analiza, ya que la designación de la persona titular del 
Órgano Interno de Control del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, podría quedar 
subordinada a la plena voluntad del juicio valorativo y de orden discrecional de quienes los designan, 
pues dependerá de lo que, en su conciencia, supongan acerca de cómo se concibe como solvencia 
moral, y si los interesados califican o no satisfactoriamente sus expectativas este aspecto 
ejemplarmente, lo cual podría llevar al extremo de negar el acceso al cargo tan solo por prejuicios de 
orden religioso, condición social, preferencia sexual, estado civil, etcétera. 

115. Además, si se quisiera valorar el requisito en cuestión, debe partirse de la premisa favorable de que toda 
persona cuenta con solvencia moral y en todo caso, quien afirme lo contrario, tendría que acreditar por 
qué objeta tan relativo concepto en el ámbito social, por lo que no cabe exigir a quienes aspiran acceder 
a un cargo público que demuestren lo que, en principio y salvo prueba irrefutable en contrario, es 
inherente a su persona, ya que a todo individuo le asiste una presunción de moralidad tan solo por el 
hecho de su naturaleza humana. 
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116. A partir de lo anteriormente señalado, queda claro que resulta discriminatorio exigirle a la persona que 
pretende acceder a un cargo público que acredite tener solvencia moral, sin siquiera saber cuáles son 
los criterios morales de las personas que lo calificarán, y peor aún, ignorando si esos valores son 
compartidos por el propio aspirante o por los demás integrantes de la comunidad en forma mayoritaria y 
sin prejuicios. 

117. Cabe señalar que al resolver la acción de inconstitucionalidad 65/2021, en el que se analizó el 
requisito contar con una amplia solvencia moral para ser titular de las direcciones general y de las 
unidades académicas del Instituto de Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo 
León, señaló que el requisito para ocupar un cargo público consistente en contar con una “amplia 
solvencia moral” es inconstitucional, toda vez que es un concepto muy subjetivo, porque su 
acreditación depende de lo que cada persona entienda por dicho concepto. 

118. Así, al respecto se destacó lo que la Real Academia de la Lengua Española señala para cada una de las 
palabras mencionadas, indicando el significado siguiente: 

Amplia. 

“1. adj. Extenso, dilatado, espacioso. U. t. en sent. fig. Amplios poderes. Amplias 
ventajas”. 

Solvencia. 

“1. f. Acción y efecto de solver o resolver. 

2. f. Carencia de deudas. 

f. Capacidad de satisfacer las deudas. 

4. f. Cualidad de solvente”. 

Moral 

“1. adj. Perteneciente o relativo a las acciones de las personas, desde el punto de 
vista de su obrar en relación con el bien o el mal y en función de su vida individual 
y, sobre todo, colectiva. 

2. adj. Conforme con las normas que una persona tiene del bien y del mal. No me 
parece moral. 

3. adj. Basado en el entendimiento o la conciencia, y no en los sentidos. Prueba, 
certidumbre moral. 

4. adj. Que concierne al fuero interno o al respeto humano, y no al orden jurídico. 
Aunque el pago no era exigible, tenía obligación moral de hacerlo. 

5. f. Doctrina del obrar humano que pretende regular el comportamiento individual y 
colectivo en relación con el bien y el mal y los deberes que implican. 

6. f. Conjunto de facultades del espíritu, por contraposición a físico. 

7. f. Estado de ánimo, individual o colectivo. Tengo la moral por los suelos. 

8. f. Ánimo para afrontar algo. Se necesita tener moral para aguantar tantas 
penalidades. 

9. f. coloq. En actividades que implican confrontación o esfuerzo intenso, confianza en el 
éxito”. 

119. Partiendo de lo anterior, indicó que, como se podía observar, las palabras utilizadas en la porción 
normativa impugnada presentan un alto grado de subjetividad, ya que la persona que realice la 
valoración de dicho requisito será la que, conforme a su entender, determine en primer lugar si no hay 
dudas en cuanto a que la moral del aspirante es extensa y, en segundo, determinará, desde el punto de 
vista de su obrar en relación con el bien o el mal y en función de su vida individual, cómo deberá ser la 
moralidad requerida para ingresar al cargo público correspondiente. 

120. Así, retomando las consideraciones expresadas en la acción de inconstitucionalidad 107/2016, en ese 
precedente se indicó que este Alto Tribunal considera que la medida en cuestión es una forma de 
discriminación, ya que el cumplimiento del requisito consistente en contar con una “amplia solvencia 
moral” para ser titular de las Direcciones General y de las unidades académicas del Instituto de 
Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo León, queda al juicio valorativo y de 
orden discrecional de las personas que los designen, porque su cumplimiento quedara sujeto a lo que 
consideren como el bien o el mal en función de su vida individual y si los interesados califican o no 
satisfactoriamente sus expectativas morales sobre su forma de vivir. 
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121. Además, se indicó que resulta discriminatorio exigir a quien pretende acceder a un cargo público, 
acreditar contar con una “amplia solvencia moral”, sin saber cuáles son los criterios morales de las 
personas que lo calificarán, y peor aún, ignorando si esos valores son compartidos por el propio 
aspirante o por los demás integrantes de la comunidad en forma mayoritaria y sin prejuicios, lo que 
podría generar que se le niegue el acceso al cargo por prejuicios de orden religioso, condición social, 
preferencia sexual, estado civil, etcétera48. 

122. Atendiendo a lo anterior este Tribunal Pleno considera que la porción normativa “y solvencia moral” 
contenida en las fracciones IV y V del artículo 37 de la Ley de los Cuerpos de Bomberos para el Estado 
de Chihuahua, es violatoria del principio de seguridad jurídica, por ser un requisito arbitrario, ya que los 
aspirantes quedan subordinados a la plena voluntad del juicio valorativo y de orden discrecional de 
quienes designan. 

123. Consecuentemente, a fin de adecuar la declaración de invalidez con las porciones normativas no 
impugnadas de las fracciones IV y V del artículo 37 de la Ley para los Cuerpos de Bomberos del Estado 
de Chihuahua, deberán leerse de la siguiente manera: 

 

ARTÍCULO 37. Los Patronatos contarán con una mesa directiva integrada por: 

[..] 

IV. Dos representantes del sector empresarial de reconocido prestigio, invitados por acuerdo del 
Ayuntamiento, por un periodo de tres años. 

V. Dos representantes del sector social de reconocido prestigio, invitados por acuerdo del 
Ayuntamiento, por un periodo de tres años. 

[…]" 

 

124. Cabe destacar que al resolverse la acción de inconstitucionalidad 300/202049, también se declaró la 
inconstitucionalidad de una porción normativa de un requisito semejante al que aquí se impugna. 

125. VII. Efectos. En términos del artículo 45 de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y con base en las consideraciones 
previamente expuestas, se declara la invalidez del artículo 18, inciso A), fracción II, en la porción 
normativa “no haber sido condenado por sentencia irrevocable como responsable de un delito 
doloso”, y fracción III, en la porción normativa “ni haber sido destituido o inhabilitado”, así como del 
artículo 37, fracciones IV y V, en la porción normativa “y solvencia moral”, de la Ley de los Cuerpos de 
Bomberos para el Estado de Chihuahua. 

126. La declaración de invalidez surtirá efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta 
ejecutoria al Poder Legislativo del Estado de Chihuahua. 

127. Por lo expuesto y fundado, se resuelve: 

PRIMERO. Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad. 

SEGUNDO. Se declara la invalidez de los artículos 18, inciso A), fracciones II, en su porción normativa ‘no 
haber sido condenado por sentencia irrevocable como responsable de un delito doloso’, y III, en su porción 
normativa ‘ni haber sido destituido o inhabilitado’, y 37, fracciones IV y V, en sendas porciones normativas ‘y 
solvencia moral’, de la Ley de los Cuerpos de Bomberos para el Estado de Chihuahua, expedida mediante el 
DECRETO N° LXVI/EXLEY/1018/2020 II P.O., publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el 
tres de julio de dos mil veintiuno, la cual surtirá sus efectos a partir de la notificación de estos puntos 
resolutivos al Congreso del Estado de Chihuahua, conforme a lo expuesto en los apartados VI y VII de esta 
decisión. 

TERCERO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del 
Estado de Chihuahua, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

                                                 
48 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
“Artículo 1.  
[…] 
Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las 
condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad 
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas. 
[…].” 
49 Fallada el 18 de enero de 2022. Ponencia de la Ministra Yasmín Esquivel Mossa. Se declaró la invalidez del 81, fracción V, en su porción 
normativa “Contar con reconocida solvencia moral”, de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México. 
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Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

En relación con el punto resolutivo primero: 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 
Hernández, Ríos Farjat, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto de los apartados I, II, III, 
IV y V relativos, respectivamente, a la competencia, a la precisión de las normas reclamadas, a la 
oportunidad, a la legitimación y a las causas de improcedencia y sobreseimiento. 

En relación con el punto resolutivo segundo: 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá separándose de los párrafos setenta y nueve y ciento uno del 
proyecto original —que, conforme a los ajustes del engrose, corresponden a los párrafos setenta y siete y 
noventa y nueve—, Esquivel Mossa apartándose del párrafo setenta y nueve del proyecto original —que, 
conforme a los ajustes del engrose, corresponde al párrafo setenta y siete—, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, 
Pardo Rebolledo, Piña Hernández apartándose de la metodología utilizada, Ríos Farjat, Pérez Dayán y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea apartándose de la metodología utilizada, respecto del apartado VI, relativo 
al estudio de fondo, en su parte primera, consistente en declarar la invalidez del artículo 18, inciso A), fracción 
II, en su porción normativa “no haber sido condenado por sentencia irrevocable como responsable de un delito 
doloso”, de la Ley de los Cuerpos de Bomberos para el Estado de Chihuahua, expedida mediante el 
DECRETO N° LXVI/EXLEY/1018/2020 II P.O., publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el 
tres de julio de dos mil veintiuno. El señor Ministro Gutiérrez Ortiz Mena anunció voto concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf con consideraciones adicionales, 
Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández apartándose de la metodología, Ríos Farjat, Pérez Dayán 
y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea apartándose de algunas consideraciones, respecto del apartado VI, 
relativo al estudio de fondo, en su parte segunda, consistente en declarar la invalidez del artículo 18, inciso A), 
fracción III, en su porción normativa “ni haber sido destituido o inhabilitado”, de la Ley de los Cuerpos de 
Bomberos para el Estado de Chihuahua, expedida mediante el DECRETO N° LXVI/EXLEY/1018/2020 II P.O., 
publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el tres de julio de dos mil veintiuno. El señor 
Ministro Gutiérrez Ortiz Mena anunció voto concurrente. 

Se aprobó por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 
Hernández, Ríos Farjat y Pérez Dayán, respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su parte 
tercera, consistente en declarar la invalidez del artículo 37, fracciones IV y V, en sendas porciones normativas 
“y solvencia moral”, de la Ley de los Cuerpos de Bomberos para el Estado de Chihuahua, expedida mediante 
el DECRETO N° LXVI/EXLEY/1018/2020 II P.O., publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa 
el tres de julio de dos mil veintiuno. El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea votó en contra y 
anunció voto particular. 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 
Hernández, Ríos Farjat, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del apartado VII, relativo 
a los efectos, consistente en determinar que la declaratoria de invalidez decretada surta sus efectos a partir de 
la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Chihuahua. 

En relación con el punto resolutivo tercero: 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 
Hernández, Ríos Farjat, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. 

El señor Ministro Javier Laynez Potisek no asistió a la sesión de veintidós de septiembre de dos mil 
veintidós previo aviso a la Presidencia. 

El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea declaró que el asunto se resolvió en los términos 
precisados. Doy fe. 

Firman los señores Ministros Presidente y el Ponente con el Secretario General de Acuerdos, quien da fe. 

Ministro Presidente, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Ministro Ponente, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Lic. Rafael Coello 
Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de treinta y dos fojas 
útiles, con las que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado 
electrónicamente de la sentencia emitida en la acción de inconstitucionalidad 114/2021, promovida por la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en su sesión del veintidós de septiembre de dos mil veintidós. Se certifica con la finalidad de que se 
publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a trece de marzo de dos mil veintitrés.- 
Rúbrica. 
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CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 
ACUERDO del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la aprobación del Protocolo para prevenir, 
atender, sancionar y erradicar la violencia de género en el mundo del trabajo del Consejo de la Judicatura Federal. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Unidad de Prevención y Combate al Acoso Sexual. 

ACUERDO del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la aprobación del Protocolo 
para prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia de género en el mundo del trabajo del 
Consejo de la Judicatura Federal. 

SE INFORMA ACUERDO DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, RELATIVO A LA 

APROBACIÓN DEL PROTOCOLO PARA PREVENIR, ATENDER, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA DE 

GÉNERO EN EL MUNDO DE TRABAJO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL. 

FUNDAMENTO 

ÚNICO. De conformidad con lo señalado en el artículo 98, fracción X del Acuerdo General del Pleno del 
Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo, es 
facultad de la Unidad de Prevención y Combate al Acoso Sexual emitir protocolos de actuación que incluyan 
acciones preventivas para la adecuada prevención, detección y atención en casos de acoso sexual y cualquier 
otra forma de violencia sexual y de género, incluyendo, enunciativamente, la capacitación y sensibilización del 
personal adscrito a las distintas áreas administrativas del Consejo, particularmente las encargadas de la 
investigación y sustanciación de asuntos de índole laboral y disciplinaria. 

ACUERDOS 

PRIMERO. Se autoriza el Protocolo para prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia de género en 
el mundo del trabajo del Consejo de la Judicatura Federal. 

SEGUNDO. Se instruye a las áreas administrativas competentes del Consejo de la Judicatura Federal 
para proveer lo necesario a fin de que el Protocolo se publique en el Diario Oficial de la Federación y que el 
mismo tenga vigencia al día siguiente de su publicación. 

TERCERO. Se instruye a la Unidad de Prevención y Combate al Acoso Sexual para que realice las 
acciones necesarias para la difusión del Protocolo en cuestión en los medios institucionales oficiales. 

CUARTO. Se ordena a todas las personas servidoras públicas del Consejo de la Judicatura Federal dar 
cumplimiento a lo señalado en el Protocolo para prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia de género 
en el mundo del trabajo del Consejo de la Judicatura Federal y de este modo contribuir en la construcción de 
espacios libres de violencia. 

www.dof.gob.mx/2023/CJF/Protocolo_UPCAS301122.pdf 

Ciudad de México, a 22 de marzo de 2023.- Titular de la Unidad de Prevención y Combate al Acoso 
Sexual, Jimena Ávalos Capín.- Rúbrica. 

(R.- 534981) 

 

 

INFORMACIÓN relativa a los saldos y productos financieros del Fondo para la administración de los recursos 
provenientes de sentencias que deriven de las Acciones Colectivas Difusas, que se proporciona en cumplimiento de 
la obligación establecida en el artículo 34 del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que 
reforma el similar que crea el Fondo para la administración de los recursos provenientes de sentencias que deriven 
de las Acciones Colectivas Difusas, a que se refiere el artículo 624 del Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Técnica del Fondo para la administración de los recursos provenientes de sentencias que 
deriven de las Acciones Colectivas Difusas. 

INFORMACIÓN RELATIVA A LOS SALDOS Y PRODUCTOS FINANCIEROS DEL FONDO PARA LA 
ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS PROVENIENTES DE SENTENCIAS QUE DERIVEN DE LAS ACCIONES 
COLECTIVAS DIFUSAS, QUE SE PROPORCIONA EN CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN ESTABLECIDA EN EL 
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ARTÍCULO 34 DEL ACUERDO GENERAL DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, QUE REFORMA 
EL SIMILAR QUE CREA EL FONDO PARA LA ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS PROVENIENTES DE 
SENTENCIAS QUE DERIVEN DE LAS ACCIONES COLECTIVAS DIFUSAS, A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 624 DEL 
CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES. 

CONSIDERANDO 

PRIMERO.- El 10 de marzo de 2017, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo General 

del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reforma el similar que crea el Fondo para la 

administración de los recursos provenientes de sentencias que deriven de las Acciones Colectivas Difusas, a 

que se refiere el artículo 624 del Código Federal de Procedimientos Civiles, mismo que entró en vigor a los 

tres días siguientes al de su publicación. 

El artículo 34 del Acuerdo General en cita, textualmente prescribe: 

“Artículo 34.- TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS DEL FONDO. El Comité Técnico enviará 

en forma trimestral a la entidad de fiscalización superior de la Federación, el informe correspondiente al 

ejercicio de los recursos que integran el patrimonio del Fondo y en forma anual en términos del artículo 626 

del Código. La publicación trimestral se realizará a través del Consejo de la Judicatura Federal, previa 

aprobación que haga la Dirección General de Auditoría de los saldos y productos financieros acumulados en 

el Fondo. Lo anterior se informará al Comité Técnico y se difundirá a través de la página de Internet  del 

Consejo.” 

SEGUNDO.- De acuerdo con el precepto invocado en el último párrafo del punto anterior, el Consejo de la 

Judicatura Federal, fungiendo como Comité Técnico del Fondo, presenta la siguiente información: 

INFORME CORRESPONDIENTE AL EJERCICIO DE LOS RECURSOS QUE INTEGRAN EL PATRIMONIO DEL 

FONDO PARA LA ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS PROVENIENTES DE SENTENCIAS QUE DERIVEN DE LAS 

ACCIONES COLECTIVAS DIFUSAS DEL PERIODO ENERO A MARZO DE 2023. 

Saldo patrimonial al 31 

de diciembre de 2022 

1) Ingresos enero-

marzo 2023 

Intereses enero-

marzo 2023 

Egresos enero-

marzo 2023 

Saldo patrimonial al 

31 de marzo de 2023

$1.01 $0.00 $0.00 $0.00 $1.01 

 

1) “Las aportaciones al patrimonio del Fondo para la administración de los recursos provenientes de 

sentencias que deriven de las Acciones Colectivas Difusas que se muestran en este cuadro, son las 

generadas durante el período de enero a marzo de 2023 y corresponden a los recursos provenientes 

de sentencias que deriven de las Acciones Colectivas Difusas de acuerdo a lo establecido en el 

artículo 4° del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que crea el Fondo 

para la administración de los recursos provenientes de sentencias que deriven de las Acciones 

Colectivas Difusas, a que se refiere el artículo 624 del Código Federal de Procedimientos Civiles”. 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- Infórmese a la Entidad de Fiscalización Superior de la Federación y publíquese este documento 

en el Diario Oficial de la Federación. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 20 de abril de 2023.- La Secretaria Técnica del Fondo para la administración de los 

recursos provenientes de sentencias que deriven de las Acciones Colectivas Difusas, María Teresa Adriana 

Hermoso y Núñez.- Rúbrica. 
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INFORMACIÓN relativa a los saldos y productos financieros del Fondo de Apoyo a la Administración de Justicia, 
que se proporciona en cumplimiento de la obligación establecida en el artículo 911 del Acuerdo General del Pleno 
del Consejo de la Judicatura Federal, que establece las disposiciones en materia de actividad administrativa del 
propio Consejo. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Técnica del Fondo de Apoyo a la Administración de Justicia. 

INFORMACIÓN RELATIVA A LOS SALDOS Y PRODUCTOS FINANCIEROS DEL FONDO DE APOYO A LA 

ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, QUE SE PROPORCIONA EN CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN ESTABLECIDA 

EN EL ARTÍCULO 911 DEL ACUERDO GENERAL DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, QUE 

ESTABLECE LAS DISPOSICIONES EN MATERIA DE ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA DEL PROPIO CONSEJO. 

CONSIDERANDO 

PRIMERO.- El 2 de enero de 2015, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo General del 

Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que establece las disposiciones en materia de actividad 

administrativa del propio Consejo, mismo que entró en vigor al día siguiente de su publicación. 

El artículo 911 del Acuerdo General en cita, textualmente prescribe: 

“Artículo 911.- TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS DEL FONDO. La Secretaría Técnica 

enviará en forma trimestral a la entidad de fiscalización superior de la Federación, el informe correspondiente 

al ejercicio de los recursos que integran el patrimonio del Fondo de Apoyo. Al mismo tiempo, se publicarán en 

el Diario Oficial de la Federación, previa revisión de la Dirección General de Auditoría, los ingresos del 

periodo, incluyendo los rendimientos financieros, egresos, destino y saldo patrimonial del Fondo y se difundirá 

a través de la página de Internet del Fondo de Apoyo”. 

SEGUNDO.- De acuerdo con el precepto invocado en el último párrafo del punto anterior, el Consejo de la 

Judicatura Federal, fungiendo como Comité Técnico del Fondo, presenta la siguiente información: 

INFORME CORRESPONDIENTE AL EJERCICIO DE LOS RECURSOS QUE INTEGRAN EL PATRIMONIO DEL 

FONDO DE APOYO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA DEL PERIODO ENERO A MARZO DE 2023. 

Saldo patrimonial al 31 

de diciembre de 2022 

1) Ingresos enero-

marzo 2023 

Intereses enero-

marzo 2023 

2) Egresos enero-

marzo 2023 

Saldo patrimonial al 

31 de marzo de 2023

$5,564’743,372.81 $145’281,361.85 $140’913,694.35 $5’082,599.19 $5,845’855,829.82 

 

1) “Los recursos a que se refiere la tabla anterior son los generados en el período del 1 de enero al 31 

de marzo de 2023, de conformidad con los artículos 225 y 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 

de la Federación. No incluyen los recursos fiscales autorizados al Consejo de la Judicatura Federal 

en el Presupuesto de Egresos de la Federación, tal y como lo señala el artículo 226 en el citado 

ordenamiento que a la letra dice: ‘Los recursos con los que se integre y opere el Fondo serán 

diferentes de aquellos que comprenda el presupuesto anual aprobado a favor del Poder Judicial de la 

Federación, y no afectarán las partidas que sean autorizadas mediante dicho presupuesto’”. 

2) “El importe de los egresos incluye los gastos de administración del Fondo, así como los apoyos 

otorgados en cumplimiento a los fines para los cuales se constituyó el propio Fondo durante el 

período del 1 de enero al 31 de marzo de 2023”. 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- Infórmese a la Entidad de Fiscalización Superior de la Federación y publíquese este documento 

en el Diario Oficial de la Federación. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 20 de abril de 2023.- La Secretaria Técnica del Fondo de Apoyo a la Administración 

de Justicia, María Teresa Adriana Hermoso y Núñez.- Rúbrica. 
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BANCO DE MEXICO 
TIPO de cambio para solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la República 
Mexicana. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario del 
pueblo”. 

TIPO DE CAMBIO PARA SOLVENTAR OBLIGACIONES DENOMINADAS EN MONEDA  EXTRANJERA PAGADERAS EN 

LA REPÚBLICA MEXICANA 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos 
Mexicanos; 35 de la Ley del Banco de México, así como 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco de 
México, y según lo previsto en el Capítulo V del Título Tercero de su Circular 3/2012, informa que el tipo de 
cambio obtenido el día de hoy fue de $18.0448 M.N. (dieciocho pesos con cuatrocientos cuarenta y ocho 
diezmilésimos moneda nacional) por un dólar de los EE.UU.A. 

La equivalencia del peso mexicano con otras monedas extranjeras se calculará atendiendo a la cotización 
que rija para estas últimas contra el dólar de los EE.UU.A., en los mercados internacionales el día en que se 
haga el pago. Estas cotizaciones serán dadas a conocer, a solicitud de los interesados, por las instituciones 
de crédito del país. 

Atentamente, 

Ciudad de México, a 19 de abril de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Asuntos Jurídicos 
Internacionales y Especiales, Lic. José Elías Romero Apis Hernández.- Rúbrica.- Director de Operaciones 
Nacionales, Lic. Juan Rafael García Padilla.- Rúbrica. 

 

 

TASAS de interés interbancarias de equilibrio. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario del 
pueblo”. 

TASAS DE INTERÉS INTERBANCARIAS DE EQUILIBRIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que las Tasas de Interés Interbancarias de Equilibrio en moneda nacional (TIIE) a plazos de 
28, 91 y 182 días obtenidas el día de hoy, fueron de 11.5329, 11.6449 y 11.9055 por ciento, respectivamente. 

Las citadas Tasas de Interés se calcularon con base en las cotizaciones presentadas por las siguientes 
instituciones de banca múltiple: BBVA México, S.A., Banco Santander (México), S.A., HSBC México, S.A., 
Banco Inbursa, S.A., Banca Mifel, S.A., Banco J.P. Morgan, S.A. y ScotiaBank Inverlat, S.A. 

Ciudad de México, a 19 de abril de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Asuntos Jurídicos 
Internacionales y Especiales, Lic. José Elías Romero Apis Hernández.- Rúbrica.- Director de Operaciones 
Nacionales, Lic. Juan Rafael García Padilla.- Rúbrica. 

 

 

TASA de interés interbancaria de equilibrio de fondeo a un día hábil bancario. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario del 
pueblo”. 

TASA DE INTERÉS INTERBANCARIA DE EQUILIBRIO DE FONDEO A UN DÍA HÁBIL BANCARIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio (TIIE) de Fondeo a un día hábil bancario en 
moneda nacional determinada el día de hoy, fue de 11.25 por ciento. 

Ciudad de México, a 18 de abril de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Asuntos Jurídicos 
Internacionales y Especiales, Lic. José Elías Romero Apis Hernández.- Rúbrica.- Director de Operaciones 
Nacionales, Lic. Juan Rafael García Padilla.- Rúbrica. 
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INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL 
ACUERDO del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se aprueban los Lineamientos para la 
conformación de la Lista Nominal de Electores de la prueba piloto del Voto Anticipado para el Proceso Electoral 
Local 2022-2023 en los estados de Coahuila de Zaragoza y México. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional 
Electoral.- Consejo General.- INE/CG124/2023. 

ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL QUE SE APRUEBAN 

LOS “LINEAMIENTOS PARA LA CONFORMACIÓN DE LA LISTA NOMINAL DE ELECTORES DE LA PRUEBA PILOTO 

DEL VOTO ANTICIPADO PARA EL PROCESO ELECTORAL LOCAL 2022-2023 EN LOS ESTADOS DE COAHUILA DE 

ZARAGOZA Y MÉXICO” 

GLOSARIO 

CNV Comisión Nacional de Vigilancia. 

Consejo General Consejo General del Instituto Nacional Electoral. 

Convención Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.  

CPEUM/ 
Constitución 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

CPV 
Credencial(es) para Votar vigente(s), emitida(s) en territorio nacional o para votar 
desde el extranjero. 

CRFE Comisión del Registro Federal de Electores. 

Demanda(s) de 
Juicio 

Demanda(s) de Juicio para la Protección de los Derechos Político-Electorales del 
Ciudadano. 

DEOE Dirección Ejecutiva de Organización Electoral.  

DERFE Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores. 

INE/Instituto Instituto Nacional Electoral. 

JDE Junta(s) Distrital(es) Ejecutiva(s) del Instituto Nacional Electoral. 

JLE Junta(s) Local(es) Ejecutiva(s) del Instituto Nacional Electoral. 

LAVE 

Lineamientos para el acceso, verificación y entrega de los datos personales en 
posesión del Registro Federal de Electores por los integrantes de los Consejos 
General, Locales y Distritales, las Comisiones de Vigilancia del Registro Federal 
de Electores y los Organismos Públicos Locales.  

LFPED Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación. 

LGIPD Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad. 

LGIPE Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

Lineamientos 
Lineamientos para la conformación de la Lista Nominal de Electores de la prueba 
piloto del Voto Anticipado para los Procesos Electorales Locales 2022-2023 en los 
Estados de Coahuila de Zaragoza y de México. 

LNEVA Lista(s) Nominal(es) de Electores con Voto Anticipado. 

LOVA 
Lineamientos para la organización de la prueba piloto de voto anticipado en los 
Procesos Electorales Locales 2022-2023 en las entidades de Coahuila de 
Zaragoza y México. 

Modelo de 
Operación 

Modelo de Operación para la prueba piloto del Voto de las Personas con Voto 
Anticipado en los Procesos Electorales Locales 2023 en las entidades de Coahuila 
de Zaragoza y de México. 

OPL Organismo(s) Público(s) Local(es). 

PEL Proceso(s) Electoral(es) Local(es). 
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PIyCPEL 
Plan Integral y Calendarios de Coordinación de los Procesos Electorales Locales 
2022-2023. 

PVA 
Persona(s) con Voto Anticipado, que solicitó(aron), entre 2018 y 2022, la emisión 
de su Credencial para Votar en su domicilio con base en lo dispuesto por el 
artículo 141 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

RE Reglamento de Elecciones del Instituto Nacional Electoral. 

SCJN Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

SIILNEVA 
Solicitud(es) Individual(es) de Inscripción a la Lista Nominal de Electores con Voto 
Anticipado en territorio nacional. 

TEPJF Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

VA Voto Anticipado. 

ANTECEDENTES 

1. Lineamientos de operación de casillas especiales para el voto de las personas hospitalizadas, 
familiares o personas a su cuidado y personal de guardia en hospitales. El 4 de mayo de 2018, 
este Consejo General aprobó, mediante Acuerdo INE/CG431/2018, los “Lineamientos de operación 
de casillas especiales para el voto de las personas hospitalizadas, familiares o personas a su 
cuidado y personal de guardia, durante la Jornada Electoral del 1° de julio de 2018 en hospitales. 
Prueba piloto y dispositivo ordinario”. 

2. Lineamientos para la conformación de la LNEVA para el PEL 2021-2022 en el estado de 
Aguascalientes. El 25 de febrero de 2022, este Consejo General aprobó, mediante Acuerdo 
INE/CG146/2022, los Lineamientos para la conformación de la LNEVA para el PEL 2021-2022 en el 
Estado de Aguascalientes. 

3. Aprobación del PIyCPEL. El 26 de septiembre de 2022, este Consejo General aprobó, mediante 
Acuerdo INE/CG634/2022, el PIyCPEL con motivo de las elecciones ordinarias locales a celebrarse 
el 4 de junio de 2023, en las entidades de Coahuila y Estado de México, para elegir los cargos de 
elección popular que se muestran en la siguiente tabla: 

ENTIDAD 
FEDERATIVA 

GUBERNATURA 

DIPUTACIONES 

MAYORÍA 

RELATIVA 

REPRESENTACIÓN 
PROPORCIONAL 

Coahuila 1 16 9 

Estado de México 1 --- --- 

TOTAL 2 16 9 

 

4. Aprobación de los LOVA y del Modelo de Operación. El 29 de noviembre de 2022, este Consejo 
General aprobó, mediante Acuerdo INE/CG823/2022, los LOVA y el Modelo de Operación. 

5. Inicio de los PEL 2022-2023. Los días 1º y 4 de enero de 2023, dieron comienzo los PEL 2022-2023 
en las entidades de Coahuila y Estado de México, respectivamente. 

6. Recomendación de la CNV. El 10 de febrero de 2023, mediante Acuerdo INE/CNV02/FEB/2023, la 
CNV recomendó a este Consejo General aprobar los Lineamientos. 

7. Aprobación del proyecto de acuerdo por la CRFE. El 23 de febrero de 2023, mediante Acuerdo 
INE/CRFE10/01SO/2023, la CRFE aprobó someter a la consideración de este órgano superior de 
dirección, el proyecto de acuerdo del Consejo General por el que se aprueban los Lineamientos. 

CONSIDERANDOS 

PRIMERO. Competencia. 

Este Consejo General es competente para aprobar los Lineamientos, conforme a lo previsto en los 
artículos 41, párrafo tercero, Base V, Apartado A, párrafos primero y segundo, y Apartado B, inciso 
a), numeral 3 de la CPEUM; 29; 32, párrafo 1, inciso a), fracción III; 34, párrafo 1, inciso a); 35; 36; 
44, párrafo 1, incisos l), gg) y jj); 133, párrafo 1 de la LGIPE; 4, párrafo 1, fracción I, apartado A, 
inciso a); 5, párrafo 1, incisos r) y x) del Reglamento Interior del INE; 16 de los LOVA; así como, Fase 
I.1 Registro y conformación de la LNEVA del Modelo de Operación. 
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SEGUNDO. Razones jurídicas que sustentan la determinación. 

Acorde a lo establecido en el artículo 1º, párrafo primero de la CPEUM, todas las personas gozarán 
de los derechos humanos reconocidos en la propia Carta Magna y en los tratados internacionales de 
los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio 
no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la misma 
establece. 

En términos del párrafo segundo de la disposición aludida, las normas relativas a los derechos 
humanos se interpretarán de conformidad con la CPEUM y con los tratados internacionales de la 
materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 

El párrafo tercero del artículo referido dispone que todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 
violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

En ese contexto, el artículo 34 de la CPEUM, establece que son ciudadanas y ciudadanos de la 
República, las mujeres y los varones que, teniendo la calidad de mexicanos, hayan cumplido 18 años 
y tengan un modo honesto de vivir. 

Asimismo, el artículo 35, párrafo primero, fracciones I y II de la CPEUM, mandata que son derechos 
de las ciudadanas y los ciudadanos, entre otros, votar en las elecciones populares y poder ser 
votados para todos los cargos de elección popular, teniendo las calidades que establezca la ley. 

Adicionalmente, el artículo 36, párrafo primero, fracción I de la CPEUM, así como el artículo 130, 
párrafo 1 de la LGIPE, indica que es obligación de las ciudadanas y los ciudadanos de la República, 
inscribirse en el Registro Federal de Electores. 

Bajo esa arista, el artículo 41, párrafo tercero, Base V, Apartado A, párrafo primero de la CPEUM, así 
como los diversos 29, 30, párrafo 2 y 31, párrafo 1 de la LGIPE, señalan que el INE es un organismo 
público autónomo dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, en cuya integración 
participan el Poder Legislativo de la Unión, los partidos políticos nacionales y las ciudadanas y los 
ciudadanos, en los términos que ordene la ley. Todas las actividades del Instituto se regirán por los 
principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, máxima publicidad, objetividad, 
paridad, y se realizarán con perspectiva de género. 

A su vez, la citada disposición constitucional determina en el Apartado B, inciso a), párrafo 3, en 
relación con el artículo 32, párrafo 1, inciso a), fracción III de la LGIPE que, para los procesos 
electorales federales y locales, corresponde al INE, el Padrón Electoral y la Lista Nominal de 
Electores. 

Por su parte, el artículo 133 de la CPEUM, advierte que la propia Constitución, las leyes del 
Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, 
celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la 
Ley Suprema de toda la Unión. 

En consecuencia, los tratados internacionales tienen fuerza de ley y son de observancia obligatoria 
porque forman parte de nuestro sistema jurídico; en esa medida, deben ser cumplidos y aplicados a 
todas las personas que se encuentren bajo su tutela. 

I. Marco convencional internacional de derechos humanos 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos, en su artículo 21, apartado 3, indica que la 
voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad se expresará 
mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por sufragio universal e 
igual y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la libertad del voto. 

Por su parte, la Declaración sobre el Derecho y el Deber de los Individuos, los Grupos y las 
Instituciones de Promover y Proteger los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales 
Universalmente Reconocidos, en su artículo 2, párrafo 1, dispone que los Estados tienen la 
responsabilidad primordial y el deber de proteger, promover y hacer efectivos todos los derechos 
humanos y las libertades fundamentales, entre otras cosas, adoptando las medidas necesarias para 
crear las condiciones sociales, económicas, políticas y de otra índole, así como las garantías 
jurídicas requeridas para que toda persona sometida a su jurisdicción, individual o colectivamente, 
pueda disfrutar en la práctica de todos esos derechos y libertades. 
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Es importante mencionar que la Convención reconoce en sus incisos e) y h), que la discapacidad es 
un concepto que evoluciona y que resulta de la interacción entre las personas con deficiencias y las 
barreras debidas a la actitud y al entorno que evitan su participación plena y efectiva en la sociedad, 
en igualdad de condiciones con las demás; también, que la discriminación contra cualquier persona 
por razón de su discapacidad constituye una vulneración de la dignidad y el valor inherentes del ser 
humano. 

En ese sentido, el artículo 1°, párrafo 2 de la Convención prevé que, entre las personas con 
discapacidad, se incluyen a aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o 
sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su participación 
plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás. 

El artículo 2, párrafo 4 de la Convención, señala que se entiende como discriminación por motivos de 
discapacidad, cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el 
propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en 
igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos 
político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de discriminación, 
entre ellas, la denegación de ajustes razonables. 

Los ajustes razonables, de conformidad con el párrafo quinto de dicho precepto, son las 
modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga 
desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las 
personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos 
los derechos humanos y libertades fundamentales. 

En términos del artículo 5 de la Convención, los Estados parte deben adoptar medidas positivas para 
facilitar que las personas con discapacidad disfruten en igualdad de condiciones de los derechos 
garantizados en legislación. 

El artículo 12 de la Convención indica las personas con discapacidad tienen derecho al 
reconocimiento de su personalidad jurídica, lo cual será en igualdad de condiciones que los demás, 
debiéndose asegurar que se respeten los derechos, la voluntad y preferencias de quien posee la 
diversidad funcional. 

Además, el artículo 1 de la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de 
Discriminación contra las Personas con Discapacidad, prevé que la discapacidad significa una 
deficiencia física, mental o sensorial, ya sea de naturaleza permanente o temporal, que limita la 
capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, que puede ser causada o 
agravada por el entorno económico y social. 

Acorde a lo previsto por el artículo 2, párrafos 1 y 2 del Pacto Internacional de Derechos Políticos y 
Civiles, los Estados parte se comprometen a respetar y a garantizar a todas y todos los individuos 
que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el 
dicho Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra 
índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social; así 
también, a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones del Pacto 
referido, las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que 
fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos y que no estuviesen ya 
garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter. 

El propio Pacto invocado en su artículo 25, incisos a) y b), establece la obligación de los Estados 
Parte para proteger que todas y todos los ciudadanos gocen, sin ninguna distinción y sin 
restricciones indebidas, del derecho y oportunidad a participar en la dirección de los asuntos 
públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos y, consecuentemente, del 
derecho a votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal 
e igual, y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de las y los electores. 

Luego entonces, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Declaración Americana de 
los Derechos y Deberes del Hombre, en sus artículos 23, apartado 1, incisos a) y b), y XX, 
respectivamente, protegen que todas las ciudadanas y ciudadanos puedan tomar parte en el 
gobierno de su país y gocen de los derechos y oportunidades de participar en la dirección de los 
asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos, así como de 
votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y 
por voto secreto que garantice la libertad del voto. 



Jueves 20 de abril de 2023 DIARIO OFICIAL  

Dichas obligaciones y deberes convencionales del Estado Mexicano son reconocidas y regladas en 
cuanto a su protección y formas de ejercicio en la CPEUM y desarrollados en un marco normativo 
que comprende la legislación electoral nacional. 

II. Marco legal nacional 

El artículo 1, párrafo 2 de la LGIPE, instituye que las disposiciones de dicha ley son aplicables a las 
elecciones en los ámbitos federal y local respecto de las materias que establece la CPEUM. 

El artículo 5, párrafo 1 de la LGIPE, prevé que su aplicación corresponde, en sus respectivos ámbitos 
de competencia, al INE, al TEPJF, a los OPL y a las autoridades jurisdiccionales locales en la 
materia, a la Cámara de Diputados y al Senado del Congreso de la Unión. 

De conformidad el artículo 7, párrafos 1 y 2 de la LGIPE, en relación con el diverso 35, fracción I de 
la CPEUM, votar en las elecciones constituye un derecho y una obligación de la ciudadanía, que se 
ejerce para integrar órganos del Estado de elección popular. También es derecho de la ciudadanía y 
obligación para los partidos políticos la igualdad de oportunidades y la paridad entre hombres y 
mujeres para tener acceso a cargos de elección popular. El voto es universal, libre, secreto, directo, 
personal e intransferible. Quedan prohibidos los actos que generen presión o coacción a las 
personas electoras. 

Por otra parte, el artículo 30, párrafo 1, incisos a), c), d), e) y f) de la LGIPE, refiere que son fines del 
INE contribuir al desarrollo de la vida democrática; integrar el Registro Federal de Electores; asegurar 
a la ciudadanía el ejercicio de sus derechos político-electorales y vigilar el cumplimiento de sus 
obligaciones; garantizar la celebración periódica y pacífica de las elecciones, así como ejercer las 
funciones que la CPEUM le otorga en los PEL, y velar por la autenticidad y efectividad del sufragio. 

A su vez, el artículo 43, párrafos 1 y 2 de la LGIPE, dispone en lo conducente que, este Consejo 
General ordenará la publicación en el Diario Oficial de la Federación de los acuerdos y resoluciones 
de carácter general que pronuncie. El Secretario Ejecutivo establecerá los acuerdos para asegurar su 
oportuna publicación en ese medio oficial. 

No debe perderse de vista que, con fundamento en el artículo 54, párrafo 1, incisos b), c), d) y ñ) de 
la LGIPE, la DERFE tiene, entre otras atribuciones, la de formar, revisar, y actualizar el Padrón 
Electoral, así como expedir la CPV, conforme al procedimiento establecido en el Libro Cuarto de la 
propia LGIPE y las demás que le confiera ésta. 

Conforme el artículo 126, párrafos 1 y 2 de la LGIPE, el INE prestará por conducto de la DERFE y de 
sus Vocalías en las JLE y las JDE, los servicios inherentes al Registro Federal de Electores, mismo 
que es de carácter permanente, de interés público y tiene por objeto cumplir con lo previsto en el 
artículo 41 de la CPEUM sobre el Padrón Electoral. 

El artículo 127, párrafo 1 de la LGIPE, advierte que el Registro Federal de Electores será el 
encargado de mantener actualizado el Padrón Electoral. 

El artículo 128 de la LGIPE, estipula que en el Padrón Electoral constará la información básica de las 
mujeres mexicanas y los varones mexicanos, mayores de 18 años, que han presentado la solicitud a 
que se refiere el párrafo 1 del artículo 135 de la propia LGIPE, agrupados en dos secciones, la de 
ciudadanas y ciudadanos residentes en México y la de ciudadanas y ciudadanos residentes en el 
extranjero. 

El artículo 130 de la LGIPE, ordena que las ciudadanas y los ciudadanos están obligados a 
inscribirse en el Registro Federal de Electores y a informar a éste de su cambio de domicilio dentro 
de los treinta días siguientes a que ello ocurra; asimismo, las ciudadanas y los ciudadanos 
participarán en la formación y actualización del Padrón Electoral en los términos de las normas 
reglamentarias correspondientes. 

De conformidad con el artículo 133, párrafo 1 de la LGIPE, el INE se encargará de formar y 
administrar el Padrón Electoral y la Lista Nominal de Electores. 

Ahora bien, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 141 de la LGIPE, la ciudadanía mexicana 
residente en el territorio nacional, que se encuentre incapacitada físicamente para acudir a inscribirse 
ante las oficinas de la DERFE correspondiente a su domicilio, deberá solicitar su inscripción por 
escrito, acompañando la documentación que acredite su incapacidad. En su caso, la DERFE dictará 
las medidas pertinentes para la entrega de la CPV de la persona electora físicamente impedida. 
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Con base en el artículo 2, fracción II de la LGIPD, se entenderá por ajustes razonables, las 
modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga 
desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las 

personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos 
los derechos humanos y libertades fundamentales. 

La fracción X del mismo artículo, establece que la discapacidad física es la secuela o malformación 
que deriva de una afección en el sistema neuromuscular a nivel central o periférico, dando como 
resultado alteraciones en el control del movimiento y la postura, y que al interactuar con las barreras 

que le impone el entorno social, pueda impedir su inclusión plena y efectiva en la sociedad, en 
igualdad de condiciones con los demás. 

A su vez, el artículo 2, fracción XIV de la LGIPD, define a la discriminación por motivos de 
discapacidad, como cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que 
tenga el propósito o el efecto de obstaculizar, menoscabar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce 

o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales 
en los ámbitos político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de 
discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables. 

También, los artículos 4, 5 y 32 de la LGIPD, establecen que las personas con discapacidad gozarán 
de todos los derechos que establece el orden jurídico mexicano, entre ellos la libertad de expresión y 

opinión; sin distinción de origen étnico, nacional, género, edad, o un trastorno de talla, condición 
social, económica o de salud, religión, opiniones, estado civil, preferencias sexuales, embarazo, 
identidad política, lengua, situación migratoria o cualquier otro motivo u otra característica propia de 
la condición humana , asegurando su plena inclusión a la sociedad en un marco de respeto, igualdad 
y equiparación de oportunidades. 

El artículo 1, fracción I de la LFPED, indica que se entenderá por ajustes razonables las 
modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas en la infraestructura y los servicios, que al 
realizarlas no impongan una carga desproporcionada o afecten derechos de terceros, que se aplican 
cuando se requieran en un caso particular, para garantizar que las personas gocen o ejerzan sus 
derechos en igualdad de condiciones con las demás. 

En la fracción III del artículo 1 de la LFPED, se advierte lo que se entiende por discriminación, esto 
es, toda distinción, exclusión restricción o preferencia que, por acción u omisión, con la intención o 
sin ella, no sea objetiva, racional ni proporcional y tenga por objeto o resultado de obstaculizar, 
restringir, impedir menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos 
y libertades, cuando se base en uno o más de los siguientes motivos el origen étnico o nacional, el 
color de la piel, la cultura, el sexo, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, 

económica de salud o jurídica la religión la apariencia física, las características genéticas, la situación 
migratoria, el embarazo, la lengua, las opiniones, las preferencias sexuales, la identidad o filiación 
política, el estado civil, la situación familiar, las responsabilidades familiares, el idioma, los 
antecedentes penales o cualquier otro motivo. 

Ahora bien, a fin de salvaguardar de manera más amplia los derechos político-electorales de la 

ciudadanía para solicitud inscripción al Padrón Electoral, actualizar su situación registral y obtener su 
CPV con la que podrán ejercer su derecho al sufragio, el artículo 82 del RE, dispone que este 
Consejo General podrá aprobar, con el conocimiento de la CNV, un ajuste a los plazos para la 
actualización del Padrón Electoral y generación de la Lista Nominal de Electores para el proceso 
electoral que corresponda. 

Para tal efecto, los incisos a) al h) del artículo 82 del RE, establecen los rubros a los que se podrán 
realizar ajustes para cualquier proceso electoral o de participación ciudadana; entre otros, los 
relativos a las campañas de inscripción o actualización, a la conformación de listados nominales que 
se entregarán para revisión a los partidos políticos, así como a la impresión de las Listas Nominales 
de Electores Definitivas. 

Por su parte, el Pleno de la SCJN emitió la tesis 1a. CXV/2015, misma que se cita a continuación: 
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PERSONAS CON DISCAPACIDAD. APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE MEJOR 
INTERPRETACIÓN POSIBLE DE SU VOLUNTAD Y SUS PREFERENCIAS 
(INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 1 Y 12 DE LA CONVENCIÓN SOBRE 
LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD). De la interpretación 
sistemática y funcional de los artículos citados deriva que su objetivo principal es 
garantizar el respeto de los derechos, la voluntad y las preferencias de las personas 
con discapacidad. En ese sentido, cuando pese a realizarse un esfuerzo considerable 
fuere imposible determinar la voluntad y las preferencias de la persona, la 
determinación del denominado "interés superior" debe sustituirse por la "mejor 
interpretación posible de la voluntad y las preferencias", ya que bajo este paradigma se 
respetan su autonomía y libertad personal y, en general, todos sus derechos en 
igualdad de condiciones que los demás. Así, cuando la persona con discapacidad 
hubiese manifestado de algún modo su voluntad, acorde con el paradigma de la mejor 
interpretación posible, habría que establecer y respetar los mecanismos necesarios 
para que esa manifestación no sufra detrimento o sea sustituida. 

De igual manera, el Pleno de la SCJN emitió la tesis 35/2019, que establece lo siguiente: 

PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. SU 
NATURALEZA Y FUNCIÓN EN EL ESTADO MEXICANO. El principio de 
progresividad que rige en materia de los derechos humanos implica tanto gradualidad 
como progreso. La gradualidad se refiere a que, generalmente, la efectividad de los 
derechos humanos no se logra de manera inmediata, sino que conlleva todo un 
proceso que supone definir metas a corto, mediano y largo plazos. Por su parte, el 
progreso implica que el disfrute de los derechos siempre debe mejorar. En tal sentido, 
el principio de progresividad de los derechos humanos se relaciona no sólo con la 
prohibición de regresividad del disfrute de los derechos fundamentales, sino también 
con la obligación positiva de promoverlos de manera progresiva y gradual, pues como 
lo señaló el Constituyente Permanente, el Estado mexicano tiene el mandato 
constitucional de realizar todos los cambios y transformaciones necesarias en la 
estructura económica, social, política y cultural del país, de manera que se garantice 
que todas las personas puedan disfrutar de sus derechos humanos. Por tanto, el 
principio aludido exige a todas las autoridades del Estado mexicano, en el ámbito de 
su competencia, incrementar el grado de tutela en la promoción, respeto, protección y 
garantía de los derechos humanos y también les impide, en virtud de su expresión de 
no regresividad, adoptar medidas que sin plena justificación constitucional disminuyan 
el nivel de la protección a los derechos humanos de quienes se someten al orden 
jurídico del Estado mexicano. 

III. Disposiciones normativas del VA para los PEL 2022-2023 

Los LOVA, en su artículo 16, señala que la conformación de la LNEVA se sujetará a lo previsto en los 
Lineamientos de la materia, así como los propios LOVA. 

A su vez, el artículo 17 de los LOVA, establece que la DERFE elaborará una base de datos por 
entidad federativa con las personas solicitantes. 

El artículo 19 de los LOVA, dispone que el ejercicio del VA corresponderá con el último registro que 
se tenga en la Lista Nominal de Electores. Por consecuencia, las actividades de empadronamiento y 
credencialización quedarán excluidas de esta modalidad. 

Además, el artículo 20 de los LOVA, señala que la DEOE y la DERFE enviarán a la JLE los archivos 
electrónicos de las invitaciones y las SIILNEVA; a su vez, la JLE los remitirá a las JDE de la 
demarcación correspondiente a los domicilios de las personas solicitantes. 

De acuerdo con el artículo 23 de los LOVA, las personas solicitantes que deseen emitir el VA 
deberán llenar la SIILNEVA, firmarla y estampar en ella su huella digital. En caso de requerirlo, 
podrán solicitar el apoyo de una persona de su confianza para llenar la solicitud. Hecho lo anterior, el 
personal de la JDE recibirá el documento llenado, procediendo a la revisión de la información y en 
caso de ser necesario, se solicitará a la persona solicitante que se complemente la información de 
cada campo requerido de forma clara; o bien, la manifestación de no tener interés en participar. 

El artículo 24 de los LOVA, determina que, recabadas las SIILNEVA correspondientes al distrito 
electoral federal, la JDE remitirá vía correo electrónico institucional una relación de los formatos en 
archivo Excel, y los formatos de SIILNEVA previamente digitalizados, en formato PDF, así como los 
formatos originales a la DERFE a través de la JLE; esta última revisará que se encuentren 
debidamente requisitadas conforme a lo dispuesto en los Lineamientos de la materia. 
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También, el artículo 25 de los LOVA, manifiesta que los requisitos mínimos para ejercer el VA son los 
siguientes: 

a) Estar inscrita o inscrito en la Lista Nominal de Electores de las entidades de Coahuila de 
Zaragoza y de México, según corresponda; 

b) Haber solicitado entre 2018 y 2022 la emisión de la CPV conforme a lo dispuesto en el 
artículo 141 de la LGIPE; 

c) Manifestar a través del correcto llenado de la SIILNEVA su intención de registrarse en la 
LNEVA, y 

d) Que la SIILNEVA resulte dictaminada como procedente. 

El artículo 26 de los LOVA, refiere que el formato de la SIILNEVA contendrá, al menos, los siguientes 
datos: 

a) Número de folio; 

b) Fecha de llenado; 

c) Nombre(s), primer y segundo apellidos; 

d) Entidad de nacimiento; 

e) Fecha de nacimiento; 

f) Sexo; 

g) Manifestación de la persona de votar anticipadamente por la vía postal; 

h) Medios de contacto; 

i) Manifestación de la persona de no tener interés en participar en la prueba piloto, y 

j) Espacios para firma y huella digital de la persona. 

A su vez, el artículo 31 de los LOVA, establece que la DERFE integrará un expediente por cada una 
de las personas solicitantes que llenen correctamente su SIILNEVA; de las que, al menos, deberá 
asentarse la siguiente información: 

a) Fecha de recepción de las SIILNEVA en la DERFE; 

b) Oficios de entrega de la JLE y la JDE correspondientes, y 

c) En su caso, información adicional relevante, referente al traslado y entrega de la SIILNEVA. 

En términos del artículo 35 de los LOVA, la DERFE determinará la procedencia o improcedencia de 
las SIILNEVA como resultado del cumplimiento de los requisitos establecidos en la LGIPE; así como 
en los Lineamientos de la materia. 

De conformidad con el artículo 36 de los LOVA, las determinaciones sobre la procedencia o 
improcedencia de la SIILNEVA deberán garantizar cuando menos lo siguiente: 

a) El cumplimiento de los plazos que defina el cronograma del Modelo de Operación; 

b) Un análisis integral del expediente; 

c) La fundamentación y motivación de las consideraciones que determinen su procedencia o 
improcedencia, y 

d) La salvaguarda de los derechos político-electorales de las personas solicitantes que pidan 
su incorporación a la LNEVA. 

El artículo 47 de los LOVA, dispone que la DERFE generará la LNEVA Definitiva por entidad 
federativa de conformidad con lo establecido en la LGIPE, el RE, los propios LOVA, los 
Lineamientos, los LAVE y los acuerdos adoptados por este Consejo General, tomando en cuenta las 
propuestas que en su caso emita la CNV. 

Adicionalmente, el INE está obligado a brindar las facilidades necesarias a la ciudadanía mexicana 
que vive con alguna discapacidad, para realizar los trámites que les permitan formar parte de la 
LNEVA. 



Jueves 20 de abril de 2023 DIARIO OFICIAL  

Dentro de las actividades previas a la jornada de VA, el Modelo de Operación establece, en la Fase 
I.1 Registro y conformación de la LNEVA, que la DERFE propondrá a la CNV y a la CRFE los 
Lineamientos de la materia y el formato de SIILNEVA, para que se aprueben por este Consejo 
General. Los Lineamientos establecerán los plazos y términos para la conformación y utilización de la 
LNEVA. 

Por último, el Modelo de Operación prevé las fechas y periodos de ejecución de las actividades que 
se realizarán en el marco de la prueba piloto de VA en los PEL 2022-2023, entre ellas, las relativas a 
la conformación y utilización de la LNEVA, de cara a la jornada de VA que se llevará a cabo del 15 al 
19 de mayo de 2023. 

Con base en los preceptos normativos anteriormente enunciados, se considera que válidamente este 
Consejo General se encuentra facultado para aprobar los Lineamientos. 

TERCERO. Motivos para aprobar los Lineamientos. 

El INE está obligado a promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de 
conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, en 
el ámbito de su competencia, como autoridad en materia electoral. 

En ese sentido, es importante mencionar que el principio de progresividad implica una obligación a 
quienes aplican las normas, de ampliar el alcance y la protección de los derechos humanos en la 
mayor medida posible hasta lograr su plena efectividad de acuerdo con las circunstancias reales y 
jurídicas. 

De esta manera, el INE, como autoridad electoral, está obligado a prever mecanismos que 
promuevan y salvaguarden el derecho de la ciudadanía a votar y ser votada estableciendo, incluso si 
es necesario, acciones afirmativas para generar las condiciones que permitan la emisión del sufragio 
en todo el territorio nacional. 

Por consiguiente, esta autoridad electoral ha adoptado diversas medidas tendientes a garantizar a 
todas las personas (con discapacidad, trans, en prisión preventiva, etc.) el ejercicio del voto en 
igualdad de condiciones y sin discriminación en todos los tipos de elección y mecanismos de 
participación ciudadana. 

Tal es el caso que, mediante Acuerdo INE/CG823/2022, este Consejo General emitió los LOVA, así 
como el Modelo de Operación, los cuales contemplan la realización de la prueba piloto de VA en 
territorio nacional que tiene como objetivo ofrecer facilidades a las personas electoras que, por 
motivos de incapacidad física, no pueden presentarse en una casilla el día de la jornada electoral. 

Dicho ello, es oportuno mencionar que la implementación de esta modalidad, que consiste en ofrecer 
la posibilidad de emitir el sufragio anticipadamente, también implica la adopción de una medida de 
nivelación orientada a eliminar los obstáculos que pudieran impedir, limitar o menoscabar el ejercicio 
efectivo y en condiciones de igualdad de los derechos político-electorales, particularmente el derecho 
al voto de la ciudadanía perteneciente a alguna o algunas poblaciones en situación de 
discriminación. 

De igual manera, con esa modalidad se atenderá el principio de progresividad que rige en materia de 
los derechos humanos, el cual implica, como se mencionó previamente, que el disfrute de los 
derechos siempre vaya mejorando de forma gradual ampliando su alcance en la mayor medida 
posible hasta lograr su plena efectividad de acuerdo con las circunstancias reales y jurídicas. 

En razón de lo anterior, en el marco de la prueba piloto del VA para los PEL 2022-2023 en los 
Estados de Coahuila de Zaragoza y de México, a través del presente acuerdo, este Consejo General 
estima pertinente aprobar los Lineamientos, para que la ciudadanía que decida emitir su sufragio de 
manera anticipada a causa de alguna discapacidad que le impida o limite hacerlo en la casilla que le 
corresponde a su domicilio el día de la jornada electoral, con base en los siguientes objetivos: 

a) Establecer las bases de la prueba piloto para la conformación de la LNEVA para los PEL 
2022-2023 en los Estados de Coahuila de Zaragoza y de México; 

b) Definir las actividades que realizará el INE para la elaboración y el uso de la LNEVA, en el 
ámbito de sus competencias, de conformidad con lo establecido en el artículo 41, párrafo 
tercero, Base V, Apartado A de la CPEUM; el Libro Cuarto de la LGIPE; el Capítulo II, Título 
I del Libro Tercero del RE, y 

c) Establecer los procedimientos y requisitos de registro en la LNEVA para que las personas 
con VA ejerzan su derecho al voto. 
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En esa tesitura, es importante señalar que los Lineamientos contemplan los siguientes apartados: 

I. Disposiciones preliminares. En este apartado se contemplan, además del glosario y los 
objetivos de los Lineamientos, todas aquellas directrices generales para su correcta observancia, 
en atención a la LGIPE, el RE, la legislación local aplicable, los LOVA, el Modelo de Operación y 
demás normatividad en la materia. 

 En particular, se destaca que el INE celebrará con los OPL los Convenios Generales de 
Coordinación y Colaboración, a fin de establecer las acciones específicas que den cumplimiento 
a las bases, procedimientos y actividades establecidas en los Lineamientos; así como, lo 
necesario para cubrir los costos de los documentos y materiales para el ejercicio y la promoción 
del VA. 

II. Registro de las PVA. Los Lineamientos especifican, en primer lugar, los actos 
interinstitucionales preparatorios para la conformación de la LNEVA. La DERFE integrará una 
base de datos de las personas que hayan solicitado, entre 2018 y 2022, la emisión de su CPV 
en su domicilio en las entidades de Coahuila y de México, conforme a lo dispuesto por el artículo 
141 de la LGIPE. A partir de esa relación de personas solicitantes del VA, se realizará una 
verificación de situación registral para contar con un diagnóstico inicial del universo de posibles 
votantes y que correspondan a registros vigentes en la Lista Nominal de Electores. El resultado 
de dicha verificación constituirá el insumo para generar y enviar las SIILNEVA. 

 Las JLE distribuirán los formatos a las JDE respectivas para su impresión y efectuar las visitas a 
los domicilios de las PVA para disponer las SIILNEVA y contar con su respuesta y el llenado del 
formato, para su posterior remisión a la DERFE. 

 En segundo lugar, se establecen los requisitos para la inscripción de las PVA a la LNEVA —
estar inscritas en la Lista Nominal de Electores de Coahuila o del Estado de México, haber 
solicitado entre 2018 y 2022 la emisión de la CPV en su domicilio conforme al artículo 141 de la 
LGIPE, estar impedidas para acudir el día de la jornada electoral a ejercer su derecho al voto— y 
para manifestar su decisión de votar por la vía postal desde su domicilio o el lugar en que se 
localicen. 

 En tercer lugar, se contemplan las características de la SIILNEVA, cuyo formato, que forma parte 
integral de los Lineamientos, contará con un folio constituido por el número de distrito electoral 
local, la clave de municipio y un número consecutivo, y contará con elementos que permitirán un 
control y correlación de los registros que integrarán la LNEVA para su revisión y para su uso en 
la jornada de VA, así como para la integración de sobres de seguridad para su envío a las PVA. 

III. Procesamiento de la SIILNEVA. Los Lineamientos prevén las reglas para la recepción e 
integración del expediente y la verificación de las SIILNEVA, a través de los procedimientos 
técnico-operativos que emita la DERFE. 

 De igual manera, se da cuenta del proceso de verificación de situación registral de las PVA, con 
el objetivo de determinar el estatus de cada uno de los registros en el Padrón Electoral, a efecto 
de que dicha información sirva como insumo para el dictamen de procedencia de la SIILNEVA. 
La DERFE entregará a la CNV, la CRFE y este Consejo General, un informe con datos 
estadísticos sobre el número de SIILNEVA recibidas, en el que se distinga aquellas solicitudes 
que resultaron procedentes respecto de las improcedentes, así como las causas de 
improcedencia. 

 Asimismo, la DERFE determinará la procedencia o improcedencia de las SIILNEVA como 
resultado del cumplimiento de los requisitos establecidos en la LGIPE y los propios 
Lineamientos, con base en los criterios que para tal efecto establezca la DERFE. 

 Por último, en este apartado se hace referencia a las notificaciones de no inscripción en la 
LNEVA, que la DERFE hará del conocimiento de las PVA, por conducto de las JLE y JDE 
respectivas, derivado de la determinación de improcedencia de SIILNEVA. Es pertinente señalar 
que, en esta notificación, se expresarán claramente los motivos y fundamentos legales por los 
que la solicitud fue determinada como improcedente y, además, se informará a la PVA acerca de 
los derechos que le asisten y los mecanismos legales de defensa a su disposición. Igualmente, 
la DERFE elaborará un informe estadístico de las SIILNEVA que fueron determinadas 
improcedentes, para conocimiento de la CNV y la CRFE. 
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IV. LNEVA para Revisión. En este apartado de los Lineamientos, se determina que el INE, a través 
de la DERFE, conformará la LNEVA para Revisión para el PEL 2022-2023 en la entidad 
correspondiente, misma que entregará a las representaciones de los partidos políticos 
acreditadas ante la CNV para su revisión, en términos de lo establecido en la LGIPE, el RE y los 
LAVE. 

V. Integración de la LNEVA Definitiva. En este apartado, se indica que la DERFE generará la 
LNEVA Definitiva, de conformidad con lo establecido en la LGIPE, el RE, los propios 
Lineamientos, los LAVE y los acuerdos adoptados por este Consejo General, tomando en 
consideración las propuestas que, en su caso, emita la CNV. 

 Asimismo, se contempla que, una vez transcurrido el plazo para la interposición del medio de 
impugnación o bien, resuelta la última impugnación, este Consejo General hará la declaración de 
validez de la LNEVA Definitiva. 

 Los Lineamientos establecen que la vigencia de la LNEVA Definitiva cesará una vez concluida la 
jornada electoral de los PEL 2022-2023; en este sentido, la DERFE tomará las previsiones 
necesarias para que las PVA cuyo registro hubiere causado baja temporal de la Lista Nominal de 
Electores —en territorio nacional o de residentes en el extranjero, según sea el caso— sean 
reinscritas inmediatamente al listado que corresponda. 

 La LNEVA Definitiva estará integrada por las PVA cuya SIILNEVA fue determinada como 
procedente, así como las PVA que se incorporen a la LNEVA en cumplimiento de las sentencias 
que para tal efecto sean notificadas por el TEPJF. 

 Por último, se contemplan los aspectos relativos a la entrega y devolución de la LNEVA para 
Escrutinio y Cómputo, para lo cual se deberán atender las disposiciones establecidas en los 
LOVA, el Título VI de los LAVE y el Anexo 19.3 del RE. 

VI. Demanda de Juicio. Los Lineamientos prevén las medidas para la sustanciación de las 
Demandas de Juicio que se presenten, una vez que la DERFE haya notificado a las PVA el 
resultado definitivo de no inscripción en la LNEVA Definitiva o bien, estas personas consideren 
que en dicha determinación de improcedencia existen probables violaciones a su derecho al VA. 

 La DERFE, a través de las JLE de las entidades de Coahuila y Estado de México, tramitará los 
medios de impugnación; en particular, elaborará el formato de la Demanda de Juicio y su 
correspondiente instructivo de llenado, para su puesta a disposición de las PVA, quienes 
deberán contar con las facilidades necesarias para su entrega, así como el llenado y envío 
oportunos. 

 La DERFE informará a las personas integrantes de la CNV y de la CRFE sobre las resoluciones 
emitidas por el TEPJF para su incorporación en la LNEVA Definitiva, en términos de la LGIPE. 

VII. Comisión Nacional de Vigilancia. En este apartado de los Lineamientos, se establecen las 
directrices para las actividades de supervisión de la CNV en el procesamiento de las SIILNEVA, 
que contemplarán, cuando menos, las siguientes: 

a) Acceso permanente, a través del Centro Nacional de Consulta del Padrón Electoral, al 
contenido de la base de datos, base de imágenes, documentos fuente y movimientos del 
Padrón Electoral, exclusivamente para su revisión y verificación en los términos 
establecidos en la normatividad de la materia; 

b) Estadísticos que se generen relativos a la situación registral de las PVA; 

c) Informe estadístico del número de PVA que solicitaron su inscripción en la LNEVA, una 
vez concluidos el proceso de registro y la jornada electoral de los PEL 2022-2023, 
respectivamente, y 

d) Acceso a la información relacionada con las SIILNEVA. 

 La CNV ejercerá sus atribuciones en términos de la CPEUM, la LGIPE y los reglamentos que 
establecen sus competencias, con el fin de conocer y, en su caso, opinar acerca de los criterios 
para la determinación sobre la procedencia o improcedencia de las SIILNEVA; conocer el 
resultado de la determinación que realice la DERFE acerca de la procedencia o improcedencia 
de las SIILNEVA; verificar la LNEVA a través de los medios que disponga la DERFE, y las 
demás que establezca la normatividad electoral aplicable. 
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VIII. Confidencialidad de los datos personales. En este último apartado, se detalla que el INE, por 
conducto de la DERFE, la CNV, las representaciones de los partidos políticos y, en su caso, de 
las candidaturas independientes, en sus respectivos ámbitos de competencia, deberán adoptar 
las medidas necesarias que garanticen la seguridad de los datos personales y eviten su 
alteración, pérdida, transmisión y acceso no autorizado, de acuerdo con la normatividad 
aplicable. 

En la siguiente tabla, se muestran las fechas o periodos de ejecución de las actividades a que se 
refiere este apartado de los Lineamientos: 

APARTADO DE LOS 

LINEAMIENTOS 
DESCRIPCIÓN DE LA ACTIVIDAD 

FECHA O 

PERIODO 

Registro de las PVA 

Fecha de corte para integrar la base de datos de personas que 
solicitaron entre 2018 y 2022 la CPV en términos del artículo 141 

de la LGIPE 
31.12.2022 

Fecha límite para integrar una base de datos de las PVA para 

realizar una primera verificación de situación registral 
05.03.2023 

Periodo para enviar los formatos de SIILNEVA a las JLE, así 

como su impresión por las JDE 

07.03.2023 a 

10.03.2023 

Periodo de visita de las JDE a los domicilios de PVA para llenar 

la SIILNEVA y manifestar su decisión de votar de manera 

anticipada en el PEL 2022-2023 

13.03.2023 a 

17.03.2023 

Periodo de entrega de las SIILNEVA llenadas y firmadas por las 

PVA a las JLE y a la DERFE para revisar e integrar expediente 

20.03.2023 a 

22.03.2023 

Fecha límite para revisar las SIILNEVA recibidas por la DERFE 

para revisar e integrar el expediente 
24.03.2023 

Procesamiento de 

la SIILNEVA 

Fecha límite para definir los criterios de determinación de 

procedencia o improcedencia de la SIILNEVA por la DERFE 
15.03.2023 

Fecha límite para emitir los procedimientos técnico-operativos 
para recibir e integrar el expediente y verificar la información de 

SIILNEVA por la DERFE 
25.03.2023 

Periodo para efectuar la verificación de situación registral de las 

PVA por la DERFE 

24.03.2023 a 

27.03.2023 

Periodo para determinar la procedencia o improcedencia de 

SIILNEVA, derivado de las inconsistencias detectadas y 

reportadas 

28.03.2023 a 

03.04.2023 

Periodo para notificar a la PVA sobre la improcedencia de su 

SIILNEVA 

04.04.2023 a 

11.04.2023 

LNEVA para 

Revisión 

Fecha de corte de la LNEVA para Revisión 20.03.2023 

Fecha límite para poner a disposición la LNEVA para Revisión a 

las representaciones de los partidos políticos ante la CNV 
31.03.2023 

Fecha límite para notificar a la DERFE las observaciones a la 

LNEVA para Revisión 
06.04.2023 

Fecha límite para efectuar modificaciones a la LNEVA a que 

hubiere lugar y presentar el informe a la CNV y al Consejo 

General 

21.04.2023 

Integración de la 

LNEVA Definitiva 

Declaración de validez de la LNEVA Definitiva para los PEL 

2022-2023 

Transcurrido el 

plazo para 

interponer medio 
de impugnación o 

bien, resulta la 

última impugnación



Jueves 20 de abril de 2023 DIARIO OFICIAL  

APARTADO DE LOS 

LINEAMIENTOS 
DESCRIPCIÓN DE LA ACTIVIDAD 

FECHA O 

PERIODO 

Demanda de Juicio 

Fecha a partir de la cual se pondrá a disposición de las PVA el 
formato de Demanda de Juicio y su instructivo de llenado 

04.04.2023 

Fecha límite informar a la CNV y a la CRFE sobre las 
resoluciones emitidas por el TEPJF para su incorporación en la 
LNEVA Definitiva 

03.06.2023 

 

No es óbice señalar que, en el marco de sus atribuciones legalmente conferidas, la CNV recomendó 
a este Consejo General aprobar estos Lineamientos, cuyo proyecto fue presentado para su análisis y 
discusión ante la CRFE, para su presentación en este Consejo General. 

Por otra parte, este órgano superior de dirección determina procedente que la DERFE informe a las 
personas integrantes de la CNV, así como a las JLE y las JDE de las entidades de Coahuila de 
Zaragoza y Estado de México, sobre la aprobación de este acuerdo, los Lineamientos y el formato de 
SIILNEVA que se anexa a estos últimos, en atención a las atribuciones del órgano de vigilancia 
establecidas en la normatividad electoral, así como lo previsto en los LOVA y el Modelo de 
Operación, en donde se establecen los mecanismos para implementar el VA. 

Igualmente, resulta procedente que la Unidad Técnica de Vinculación con los Organismos Públicos 
Locales de este Instituto haga del conocimiento a los OPL de Coahuila de Zaragoza y del Estado de 
México lo aprobado en este acuerdo, en atención a los LOVA, el Modelo de Operación y los 
Convenios Generales de Coordinación y Colaboración celebrados entre el INE y dichos OPL en la 
materia. 

Por las consideraciones expuestas, resulta oportuno que este Consejo General apruebe los 
Lineamientos, de conformidad con el anexo que acompaña el presente acuerdo y forma parte 
integral del mismo. 

En razón de lo expuesto en las consideraciones de hecho y de derecho, este Consejo General en ejercicio 
de sus facultades emite los siguientes: 

ACUERDOS 

PRIMERO. Se aprueban los “Lineamientos para la conformación de la Lista Nominal de Electores de la 
prueba piloto del Voto Anticipado para los Procesos Electorales Locales 2022-2023 en los Estados de 
Coahuila de Zaragoza y de México”, de conformidad con lo expuesto en el considerando tercero y el anexo 
que acompaña al presente acuerdo y forma parte integral del mismo. 

SEGUNDO. Se instruye a la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores, a informar a las 
personas integrantes de la Comisión Nacional de Vigilancia lo aprobado por este órgano superior de dirección. 

TERCERO. Se instruye a la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores, a hacer del 
conocimiento el presente acuerdo y su anexo a las Juntas Locales y Distritales Ejecutivas de este Instituto en 
las entidades de Coahuila de Zaragoza y de México. 

CUARTO. Se instruye a la Unidad Técnica de Vinculación con los Organismos Públicos Locales, a hacer 
del conocimiento del Instituto Electoral de Coahuila y del Instituto Electoral del Estado de México, lo aprobado 
por este Consejo General. 

QUINTO. El presente acuerdo y su anexo entrarán en vigor a partir del día de su aprobación por parte de 
este Consejo General. 

SEXTO. Publíquense el presente acuerdo y su anexo en la Gaceta Electoral, en el portal electrónico del 
Instituto Nacional Electoral, en la NormaINE, así como en el Diario Oficial de la Federación. 

El presente Acuerdo fue aprobado en sesión ordinaria del Consejo General celebrada el 27 de febrero de 
2023, por votación unánime de las y los Consejeros Electorales, Norma Irene De La Cruz Magaña, Doctor 
Uuc-kib Espadas Ancona, Doctora Adriana Margarita Favela Herrera, Maestro José Martín Fernando Faz 
Mora, Carla Astrid Humphrey Jordán, Doctor Ciro Murayama Rendón, Maestra Dania Paola Ravel Cuevas, 
Maestro Jaime Rivera Velázquez, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña, Maestra Beatriz Claudia Zavala Pérez y 
del Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello. 

El Consejero Presidente del Consejo General, Dr. Lorenzo Córdova Vianello.- Rúbrica.- El Secretario del 
Consejo General, Lic. Edmundo Jacobo Molina.- Rúbrica. 
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ANEXO DEL ACUERDO INE/CG124/2023 

LINEAMIENTOS PARA LA CONFORMACIÓN DE LA LISTA NOMINAL DE ELECTORES DE LA PRUEBA PILOTO 
DEL VOTO ANTICIPADO PARA LOS PROCESOS ELECTORALES LOCALES 2022-2023 EN LOS ESTADOS DE 
COAHUILA DE ZARAGOZA Y DE MÉXICO 

CONTENIDO 

TÍTULO I. DISPOSICIONES PRELIMINARES 

Capítulo Único. Glosario y disposiciones generales 

TÍTULO II. REGISTRO DE LAS PVA 

Capítulo Primero. Actos interinstitucionales preparatorios para la conformación de la LNEVA 

Capítulo Segundo. Requisitos para la inscripción de PVA a la LNEVA y para manifestar su decisión de 
votar por la vía postal desde su domicilio o el lugar en que se localicen 

Capítulo Tercero. Formato de la SIILNEVA 

TÍTULO III. PROCESAMIENTO DE LA SIILNEVA 

Capítulo Primero. Recepción e integración del expediente y verificación de las SIILNEVA 

Capítulo Segundo. Verificación de la Situación Registral de las PVA 

Capítulo Tercero. Determinación de procedencia o improcedencia de la SIILNEVA 

Capítulo Cuarto. Notificación de no inscripción en la LNEVA 

TÍTULO IV. LNEVA PARA REVISIÓN 

Capítulo Único. Observaciones a la LNEVA para Revisión 

TÍTULO V. INTEGRACIÓN DE LA LNEVA DEFINITIVA 

Capítulo Primero. Disposiciones Preliminares 

Capítulo Segundo. Conformación de la LNEVA Definitiva 

Capítulo Tercero. Entrega y devolución de la LNEVA para Escrutinio y Cómputo 

TÍTULO VI. DEMANDA DE JUICIO 

Capítulo Primero. Disposiciones Preliminares 

Capítulo Segundo. Cumplimiento de Sentencias 

TÍTULO VII. COMISIÓN NACIONAL DE VIGILANCIA 

Capítulo Único. Actividades de supervisión de la CNV en el procesamiento de las SIILNEVA 

TÍTULO VIII. CONFIDENCIALIDAD DE LOS DATOS PERSONALES 

Capítulo Único. Confidencialidad 

ANEXO. FORMATO DE SOLICITUD INDIVIDUAL DE INSCRIPCIÓN A LA LISTA NOMINAL DE ELECTORES CON 
VOTO ANTICIPADO EN TERRITORIO NACIONAL 

LINEAMIENTOS PARA LA CONFORMACIÓN DE LA LISTA NOMINAL DE ELECTORES DE LA PRUEBA PILOTO 
DEL VOTO ANTICIPADO PARA LOS PROCESOS ELECTORALES LOCALES 2022-2023 EN LOS ESTADOS DE 
COAHUILA DE ZARAGOZA Y DE MÉXICO 

TÍTULO I 

DISPOSICIONES PRELIMINARES 

Capítulo Único 

Glosario y disposiciones generales 

1. Para los efectos de los presentes Lineamientos, se entenderá por: 

a) CNV: Comisión Nacional de Vigilancia; 

b) Consejo General: Consejo General del Instituto Nacional Electoral; 

c) Convenio(s) General(es) de Coordinación y Colaboración: Instrumento(s) que firma(n) 
el Instituto Nacional Electoral con el Organismo Público Local de la entidad con Proceso 
Electoral Local; 
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d) COTSPEL: Comisión Temporal para el Seguimiento de los Procesos Electorales Locales 
2022-2023; 

e) CPEUM: Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

l) CPV: Credencial(es) para Votar vigente(s) expedida(s) en territorio nacional o, en su caso, 
Credencial(es) para Votar desde el Extranjero; 

m) CRFE: Comisión del Registro Federal de Electores; 

p) Demanda de Juicio: Demanda de Juicio para la Protección de los Derechos Político-
Electorales del Ciudadano; 

q) DEOE: Dirección Ejecutiva de Organización Electoral del Instituto Nacional Electoral; 

r) DERFE: Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores del Instituto Nacional 
Electoral; 

s) INE: Instituto Nacional Electoral; 

t) JDE: Junta(s) Distrital(es) Ejecutiva(s) del INE en los Estados de Coahuila de Zaragoza y 
de México; 

u) JLE: Junta(s) Local(es) Ejecutiva(s) del INE en los Estados de Coahuila de Zaragoza y de 
México; 

v) LAVE: Lineamientos para el acceso, verificación y entrega de los datos personales en 
posesión del Registro Federal de Electores por los integrantes de los Consejos General, 
Locales y Distritales, las Comisiones de Vigilancia del Registro Federal de Electores y los 
Organismos Públicos Locales; 

w) LFTAIP: Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 

x) LGIPE: Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales; 

y) LGPDP: Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados; 

z) LGSMIME: Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral; 

aa) Lineamientos: Lineamientos para la conformación de la Lista Nominal de Electores de la 
prueba piloto del Voto Anticipado para los Procesos Electorales Locales 2022-2023 en los 
Estados de Coahuila de Zaragoza y de México; 

bb) LNEVA: Lista Nominal de Electores con Voto Anticipado; 

cc) LNEVA para Revisión: Lista Nominal de con Voto Anticipado, que la DERFE elabora y 
pone a disposición de los partidos políticos a efectos de su verificación en términos del 
artículo 337, párrafo 1 de la LGIPE; 

dd) LNEVA Definitiva: Lista Nominal de Electores con Voto Anticipado, siendo la relación de 
personas cuya Solicitud Individual de Inscripción a dicha lista fue determinada como 
procedente por la DERFE, al haber cumplido con los requisitos legales, así como de 
aquellos casos procedentes de las observaciones de los partidos políticos o bien, que la 
autoridad jurisdiccional haya ordenado su inclusión; 

ee) LOVA: Lineamientos para la organización de la prueba piloto de voto anticipado en los 
Procesos Electorales Locales 2022-2023 en las entidades de Coahuila de Zaragoza y 
México; 

ff) Modelo de Operación: Modelo de Operación para la prueba piloto del Voto de las 
Personas con Voto Anticipado en los Procesos Electorales Locales 2023 en las entidades 
de Coahuila de Zaragoza y de México; 

gg) OPL: Organismo(s) Público(s) Local(es) de los Estados de Coahuila de Zaragoza y de 
México; 

hh) PEL 2022-2023: Proceso(s) Electoral(es) Local(es) 2022-2023 en los Estados de Coahuila 
de Zaragoza y de México; 

ii) PVA: Persona(s) con Voto Anticipado, que solicitó(aron) entre 2018 y 2022 la emisión de su 
CPV en su domicilio con base en lo dispuesto en el artículo 141 de la LGIPE; 

jj) RE: Reglamento de Elecciones del INE; 
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kk) RIINE: Reglamento Interior del INE; 

ll) RSFCV: Reglamento de Sesiones y Funcionamiento de las Comisiones de Vigilancia; 

mm) SIILNEVA: Solicitud(es) Individual(es) de Inscripción a la Lista Nominal de Electores con 
Voto Anticipado en territorio nacional; 

nn) SPES(JL): Sobre Paquete Electoral de Seguridad (Junta Local); 

oo) SPES(VA): Sobre Paquete Electoral de Seguridad (Voto anticipado), que corresponde al 
sobre en el que se deposita el Sobre Voto; 

pp) TEPJF: Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación; 

qq) VA: Voto Anticipado, y 

rr) VSR: Verificación de Situación Registral. 

2. Los presentes Lineamientos tienen por objeto: 

a) Establecer las bases de la prueba piloto para la conformación de la LNEVA para los PEL 
2022-2023 en los Estados de Coahuila de Zaragoza y de México; 

b) Definir las actividades que realizará el INE para la elaboración y el uso de la LNEVA, en el 
ámbito de sus competencias, de conformidad con lo establecido en el artículo 41, párrafo 
tercero, Base V, Apartado A de la CPEUM; el Libro Cuarto de la LGIPE; el Capítulo II, Título 
I del Libro Tercero del RE; 

c) Establecer los procedimientos y requisitos de registro en la LNEVA para que las PVA 
ejerzan su derecho al voto. 

3. Los presentes Lineamientos son de orden público, de observancia general y obligatoria para el INE, 
el OPL, las representaciones de partidos políticos con registro nacional y local y, en su caso, de las 
candidaturas independientes, en sus respectivos ámbitos de competencia, así como para la 
ciudadanía que decida emitir su sufragio de forma anticipada a causa de alguna discapacidad que le 
impida o limite hacerlo en su casilla correspondiente durante la jornada electoral. 

4. El funcionariado electoral, las representaciones de los partidos políticos y, en su caso, de las 
candidaturas independientes, y demás instancias involucradas, interpretarán y aplicarán los 
presentes Lineamientos conforme a la CPEUM, los tratados o instrumentos internacionales 
ratificados por el Estado Mexicano, la LGIPE, la LGSMIME, el RE; la legislación local aplicable, tanto 
del orden general como del electoral, en tanto no contravenga la normatividad antes señalada; las 
disposiciones normativas emitidas por el Instituto; así como, a los criterios de interpretación 
gramatical, sistemático y funcional. A falta de disposición expresa, se aplicarán los principios 
generales del derecho. 

5. El funcionariado electoral, las representaciones de los partidos políticos y, en su caso, de las 
candidaturas independientes, y demás instancias involucradas, estarán obligados a salvaguardar  la 
confidencialidad y protección de los datos personales a que tengan acceso, con motivo de la 
implementación de las disposiciones establecidas en los presentes Lineamientos, adoptando las 
medidas necesarias para evitar su alteración, pérdida, transmisión o acceso no autorizado, en los 
términos previstos en la LGIPE; la LGPDP; el Reglamento del Instituto Nacional Electoral en Materia 
de Protección de Datos Personales; los LAVE; los presentes Lineamientos; así como, los 
compromisos adquiridos en virtud de los Convenios Generales de Coordinación y Colaboración que 
al efecto se suscriban. 

6. El INE celebrará con los OPL los Convenios Generales de Coordinación y Colaboración, a fin de 
establecer las acciones específicas que permitan dar cumplimiento a las bases, procedimientos y 
actividades establecidas en los presentes Lineamientos. Para ello, los mismos se elaborarán con 
base en lo establecido por el Título I, Capítulo V del RE. 

7. El INE y el OPL, en el ámbito de sus atribuciones, deberán prever una parte específica en su 
presupuesto para cubrir el costo de los elementos del SPES(JL) y SPES(VA), así como elementos 
de papelería electoral diversa, derivados de la aplicación de los presentes Lineamientos, así como el 
costo de actividades de promoción del VA. 

8. Las actividades relativas al ejercicio del VA deberán realizarse conforme a los principios de certeza, 
legalidad, independencia, imparcialidad, máxima publicidad, objetividad, paridad, y se realizarán con 
perspectiva de género e inclusión. 

9. La CNV, en términos de la LGIPE, el RE, el RIINE, el RSFCV y los LAVE, emitirá recomendaciones 
y, en su caso, los acuerdos relacionados con la debida integración y conformación de la LNEVA, en 
el ámbito de sus atribuciones. 
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10. Los casos y actividades no previstas en los presentes Lineamientos serán revisados y resueltos por 
la DERFE en el Grupo de Trabajo Interinstitucional para la Coordinación del VA, e informados a las 
personas integrantes del Consejo General o bien, de la COTSPEL o de la CRFE, según 
corresponda, para su resolución final. 

11. Los aspectos técnicos, operativos y procedimentales para la organización del VA, que se 
desprendan de los presentes Lineamientos, se atenderán conforme al Modelo de Operación y los 
LOVA. 

TÍTULO II 

REGISTRO DE LAS PVA 

Capítulo Primero 

Actos interinstitucionales preparatorios para la conformación de la LNEVA 

12. La DERFE integrará una base de datos de las personas que hayan solicitado, entre 2018 y 2022, en 
los Estados de Coahuila de Zaragoza y de México, la emisión de su CPV en su domicilio en la 
entidad correspondiente, conforme lo dispuesto en el artículo 141 de la LGIPE, con corte al 31 de 
diciembre de 2022. 

 Dicha base de datos deberá integrar, cuando menos, los siguientes datos de la PVA: 

a) Nombre(s), primer apellido y segundo apellido; 

b) Sexo; 

c) Fecha de nacimiento; 

d) Entidad de nacimiento; 

e) Distrito electoral local, y 

f) Municipio (nombre y número). 

13. La DERFE integrará una base de datos temporal, con los datos señalados en el numeral anterior, de 
las PVA para realizar una primera VSR, que sirva para tener un diagnóstico inicial del universo  de 
posibles votantes y que correspondan a los registros que se localicen como vigentes en la Lista 
Nominal de Electores, a más tardar el 5 de marzo de 2023, a fin de contar con elementos para la 
generación de los formatos de SIILNEVA y realizar el envío vía correo electrónico institucional a la 
JLE de la entidad correspondiente del 7 al 10 de marzo de 2023 y ésta, a su vez, a las JDE 
respectivas, para la impresión de los formatos. 

14. La georreferencia del voto de las PVA corresponderá con el registro localizado en el Padrón 
Electoral, y no se considerarán actividades de empadronamiento y credencialización. El voto de las 
PVA corresponderá al distrito electoral local de su registro en el Padrón Electoral. 

15. El personal de la JDE en los Estados de Coahuila de Zaragoza y de México realizará las visitas a los 
domicilios de las PVA, del 13 al 17 de marzo de 2023, para disponer de los formatos de SIILNEVA, 
así como sus correspondientes instructivos, para proceder a entregar los formatos de SIILNEVA  a 
cada una de las PVA que deseen participar en el ejercicio del voto. Una vez que las PVA lleven a 
cabo el llenado y firmado de su SIILNEVA, lo entregarán al personal de la JLE. Para esto, la DERFE 
enviará previamente a la JLE, vía correo electrónico institucional, los archivos electrónicos en 
formato PDF de las SIILNEVA para la impresión de cada uno de los registros que les corresponda. 

16. Las PVA, desde el momento en que se les entregue la SIILNEVA, revisarán y, en su caso, llenarán 
los datos solicitados, firmarán y estamparán su huella, en los espacios de la SIILNEVA, y la 
entregarán al personal de las JLE, a fin de que realicen la remisión a la DERFE del 20 al 22 de 
marzo de 2023 previo a la revisión de cada uno de los formatos. En caso de requerirlo, la PVA podrá 
solicitar el apoyo de alguna persona de su confianza para llenar la SIILNEVA. Hecho lo anterior, el 
personal de las JDE recabará el documento llenado o bien, la manifestación de no tener interés en 
participar. 

17. Como parte del envío y la entrega de los formatos de las SIILNEVA por parte de la JLE a la DERFE, 
se deberá llevar a cabo una revisión de los formatos desde el inicio de la recepción, hasta el 24 de 
marzo de 2023 inclusive, la cual incluirá que por lo menos los formatos estén llenados, firmados y 
con la huella digital estampada del dedo índice derecho de las PVA, verificará que no contenga 
campos en blanco y que la información sea legible. La JLE deberá escanear y enviar vía correo 
electrónico institucional, en formato PDF, todas las SIILNEVA a la DERFE, desde el inicio de la 
recepción, y hasta el 22 de marzo de 2023 inclusive, momento en que se reciban todos los formatos, 
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incluyendo los cancelados y no utilizados, en caso de no tener la totalidad de los formatos, se 
informará a la DERFE de la situación; asimismo, deberá realizar el envío de los documentos físicos, 
a más tardar el 24 de marzo de 2023, vía servicio de mensajería o mediante personal de la JLE, 
para la integración del expediente en la DERFE, el cual servirá para las actividades de revisión y 
cotejo. 

 Adicionalmente, la DERFE enviará un 5% adicional del total de los formatos de la SIILNEVA sin 
datos, de los enviados de cada entidad, para que puedan ser utilizados en caso de que algún 
formato deba ser reemplazado por algún error en el llenado. En caso de que estos formatos no sean 
utilizados, se deberá proceder a su cancelación por parte del personal de la JLE y se enviarán junto 
con el resto de los formatos recibidos, y se notificará a la DERFE. 

Capítulo Segundo 

Requisitos para la inscripción de PVA a la LNEVA y para manifestar su decisión de votar  por la vía 
postal desde su domicilio o el lugar en que se localicen 

18. Los requisitos que deberán cumplir las PVA para participar en la prueba piloto del VA para el PEL 
2022-2023, deberán ser mínimamente las siguientes: 

a) Estar inscrita en la Lista Nominal de Electores de los Estados de Coahuila de Zaragoza y 
de México; 

b) Haber solicitado entre 2018 y 2022 la emisión de la CPV en su domicilio particular conforme 
a lo dispuesto en el artículo 141 de la LGIPE; 

c) Estar impedida para acudir el día de la jornada electoral a ejercer su derecho al voto, y 

d) Manifestar su intención de registrarse en la LNEVA llenando completamente y, en su caso, 
firmando y/o estampando su huella digital del dedo índice derecho, este último en el 
supuesto de que no puedan firmar en su SIILNEVA. 

19. Las PVA que soliciten su incorporación a la LNEVA, además de cumplir con los requisitos que fijan 
expresamente los artículos 34 de la CPEUM y 9, párrafo 1 de la LGIPE, deberán manifestar su 
decisión de votar por la vía postal en el PEL 2022-2023, en el periodo comprendido del 13 al 17 de 
marzo de 2023, mediante el llenado, firma, y/o estampado de huella digital este último en el 
supuesto de que no puedan firmar y entrega de la SIILNEVA. 

Capítulo Tercero 

Formato de la SIILNEVA 

20. El formato de la SIILNEVA de las personas solicitantes que manifiesten su intención de voto por la 
vía postal para el PEL 2022-2023, deberá contener, cuando menos, los siguientes datos de la PVA: 

a) Número de folio; 

b) Fecha de llenado; 

c) Nombre(s), primer apellido y segundo apellido de la PVA; 

d) Entidad de nacimiento; 

e) Fecha de nacimiento; 

f) Sexo; 

g) Declaración de la PVA para votar por la vía postal anticipada, y 

h) Firma y/o huella digital. 

21. Las SIILNEVA serán foliadas y prellenadas con la información que integre la DERFE, con la 
finalidad de llevar un control y correlación de los registros que integrarán la LNEVA para Revisión y 
la LNEVA Definitiva y, a su vez, servirá para la integración del SPES(JL) para el envío a las PVA. 

 Dicho folio será conformado la siguiente forma: 

XX AAA YYYYY 

Número de distrito 

electoral local 
Número de municipio Número consecutivo 
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 Los primeros dos dígitos (XX), serán numéricos, y servirán para identificar a los distritos electorales 
contemplados en la prueba piloto de VA para el PEL 2022-2023, de acuerdo con lo siguiente: 

XX NO. DE MUNICIPIO NOMBRE DE MUNICIPIO 

01 030 SALTILLO 

02 030 SALTILLO 

03 030 SALTILLO 

… … … 

01 001 ACAMBAY DE RUIZ CASTAÑEDA 

02 045 JALTENCO 

01 113 VILLA DEL CARBON 

14 013 ATIZAPAN DE ZARAGOZA 

… … … 

 

 La nomenclatura que será utilizada para la conformación del número de folio en las siguientes tres 
posiciones (AAA) será numérica, y correspondiente al número del municipio de las entidades de 
Coahuila de Zaragoza y de México de la PVA, conforme al ejemplo siguiente: 

NO. DE MUNICIPIO NOMBRE DE MUNICIPIO 

030 SALTILLO 

031 SAN BUENAVENTURA 

032 SAN JUAN DE SABINAS 

033 SAN PEDRO 

034 SIERRA MOJADA 

035 TORREÓN 

… … 

009 AMECAMECA 

013 ATIZAPAN DE ZARAGOZA 

022 OCOTITLÁN 

025 CUAUTITLAN IZCALLI 

113 VILLA DEL CARBON 

… … 

 

 Finalmente, los últimos cinco dígitos (YYYYY), serán numéricos, y corresponden al número 
consecutivo asignado a cada SIILNEVA, ordenado por cada distrito electoral, iniciando la 
numeración en cada distrito electoral hasta el total de registros de cada uno. 

XXXXX DISTRITO ELECTORAL 

00001 01 

00002 01 

00003 01 

… … 

00001 02 

00002 02 

… … 
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 Por lo que, como ejemplo, se tendrán los folios conformados de la siguiente forma: 

XX AAA YYYYY 

NÚMERO DE DISTRITO 
ELECTORAL 

NÚMERO DE MUNICIPIO NÚMERO CONSECUTIVO 

01 002 00001 

01 002 00002 

01 002 00003 

… … … 

01 003 00001 

01 003 00002 

01 003 00003 

… … … 

01 004 00001 

01 004 00002 

01 004 00003 

… … … 

02 001 00001 

02 001 00002 

02 001 00003 

… … … 

03 001 00001 

03 001 00002 

03 001 00003 

 

22. El INE, a través de la DERFE, será responsable del uso y protección de datos personales de las 
PVA que se recaben derivados de la SIILNEVA, por lo que el formato deberá garantizar la 
confidencialidad de los datos personales, en términos de la LGPDP; la LFTAIP; el artículo 126, 
párrafo 3 de la LGIPE, y demás normatividad aplicable en la materia. 

 El formato de SIILNEVA deberá incluir las prevenciones legales que corresponden a la alteración del 
Padrón Electoral para hacerlas del conocimiento de las PVA. 

23. El formato de SIILNEVA, debidamente requisitado, tendrá los efectos legales de notificación al INE 
sobre la decisión de la PVA para votar por la vía postal de manera anticipada desde su domicilio, así 
como su autorización expresa para su baja temporal de la Lista Nominal de Electores en territorio 
nacional y, en su caso, de la Lista Nominal de Electores Residentes en el Extranjero, por lo que 
únicamente podrá votar desde su domicilio en el periodo que programe el INE para emitir su VA en 
la jornada electoral del PEL 2022-2023 en los Estados de Coahuila de Zaragoza y de México. 

24. La SIILNEVA contendrá información referente a las sanciones establecidas en la Ley General de 
Delitos Electorales y del artículo 411 del Código Penal Federal, para las personas que lleven a cabo 
la alteración del material electoral y que, de incurrir en la transgresión, serán acreedores a una 
sanción de acuerdo con lo previsto por la Ley en la materia. 

TÍTULO III 

PROCESAMIENTO DE LA SIILNEVA 

Capítulo Primero 

Recepción e integración del expediente y verificación de las SIILNEVA 

25. La DERFE desarrollará e implementará, con el conocimiento y, en su caso, opinión de la CNV, los 
procedimientos técnico-operativos relativos a la recepción e integración del expediente y la 
verificación de la información contenida en las SIILNEVA, a más tardar el 25 de marzo de 2023, los 
cuales se harán del conocimiento de las personas integrantes de la CRFE. 



Jueves 20 de abril de 2023 DIARIO OFICIAL  

26. La DERFE integrará un expediente por cada una de las PVA que manifiesten su intención de voto, 
para lo cual se deberá contar, además de los datos que se asientan en las SIILNEVA, con los 
siguientes: 

a) Fecha de recepción de las SIILNEVA en la DERFE; 

b) Oficios de entrega de la JLE, de los cuales provienen las SIILNEVA, y 

c) En su caso, información adicional relevante, referente al traslado y entrega de la SIILNEVA. 

27. La DERFE, a partir de la información contenida en las SIILNEVA, llevará a cabo la VSR que se 
refiere en el Capítulo Segundo del presente Título. 

28. Los datos de la PVA que se deberán considerar para VSR serán, cuando menos, los siguientes: 

a) Nombre(s), primer apellido y segundo apellido; 

b) Fecha de nacimiento; 

c) Entidad de nacimiento, 

d) Firma, y/o 

e) Huella digital del dedo índice derecho. 

 Los datos personales de la SIILNEVA deberán coincidir con el registro que se identifique en el 
Padrón Electoral y la Lista Nominal de Electores. 

Capítulo Segundo 

Verificación de la Situación Registral de las PVA 

29. La DERFE, con base en los datos de la SIILNEVA, llevará a cabo una VSR para determinar el 
estatus de cada uno de los registros en el Padrón Electoral, a efecto que esa información sirva como 
insumo para el dictamen de procedencia de la SIILNEVA. 

30. Para la VSR de las PVA que llenaron su SIILNEVA, la DERFE deberá realizar la confronta de cada 
registro contra los archivos históricos del Padrón Electoral y Lista Nominal de Electores. El periodo 
de la VSR se realizará, a más tardar, del 24 al 27 de marzo del 2023. 

31. Al término del periodo de registro y una vez realizada la confronta señalada en el numeral anterior, 
el INE entregará a las personas integrantes de la CNV, de la CRFE y del Consejo General, un 
informe con datos estadísticos sobre el número de SIILNEVA recibidas, desagregado por distrito 
electoral y desglosando aquellas que resultaron procedentes respecto de las improcedentes, así 
como las causas de improcedencia. 

Capítulo Tercero 

Determinación de procedencia o improcedencia de la SIILNEVA 

32. La DERFE determinará la procedencia o improcedencia de las SIILNEVA como resultado del 
cumplimiento de los requisitos establecidos en la LGIPE y los presentes Lineamientos, en el periodo 
comprendido del 28 de marzo al 3 de abril de 2023. 

33. La DERFE definirá los criterios de determinación de procedencia o improcedencia de la SIILNEVA, 
con el conocimiento y opinión de la CNV a más tardar el 15 de marzo de 2023, y se informará a las 
personas integrantes de la CRFE. 

34. El periodo para el análisis y determinación de procedencia o improcedencia de la SIILNEVA que 
envíen las PVA, derivado de las inconsistencias detectadas y reportadas, finalizará el 3 de abril de 
2023, para que la DERFE determine lo conducente. 

35. Las determinaciones sobre la procedencia o improcedencia de la SIILNEVA deberán garantizar, 
cuando menos, lo siguiente: 

a) El cumplimiento de los plazos; 

b) Un análisis integral del expediente; 

c) La fundamentación y motivación de las consideraciones para determinar la procedencia o 
improcedencia de la SIILNEVA, y 

d) La salvaguarda en todo momento de los derechos político-electorales de las PVA. 

 La DERFE informará a la CRFE y a la CNV el resultado de las determinaciones sobre la 
procedencia o improcedencia de las SIILNEVA. 
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36. La DERFE conformará la LNEVA Definitiva una vez que revise y analice los resultados de las 
observaciones que, en su caso, presenten las representaciones de los partidos políticos a la LNEVA 
para Revisión, así como del resultado de la VSR final, que se establece en el Capítulo Segundo del 
presente Título. 

 En estos casos, los registros causarán baja temporal de la Lista Nominal de Electores 
correspondiente al territorio nacional y, en su caso, de la Lista Nominal de Electores Residentes en 
el Extranjero. 

 Las SIILNEVA que se hayan determinado como improcedentes, se tratarán conforme al Capítulo 
Cuarto del presente Título. 

Capítulo Cuarto 

Notificación de no inscripción en la LNEVA 

37. La DERFE hará del conocimiento de las PVA, por conducto de las JLE y JDE, que su SIILNEVA fue 
determinada como improcedente, en los siguientes supuestos: 

a) Por haberse realizado fuera de los plazos establecidos, y 

b) Por no haber cumplido alguno de los requisitos previamente establecidos. 

38. La DERFE diseñará e implementará un mecanismo para notificar a las PVA su no inscripción en la 
LNEVA, pudiendo emplear medios electrónicos, impresos o por mensajería, e inclusive por vía 
telefónica de ser posible este medio de contacto o, en su caso, la notificación vía personal. 

39. La notificación de no inscripción en la LNEVA deberá expresar claramente los motivos y 
fundamentos legales por los cuales la SIILNEVA fue determinada como improcedente. Además, se 
deberá informar a las PVA acerca de los derechos que les asisten y los mecanismos legales de 
defensa. 

 La fecha límite de notificación a las PVA sobre la improcedencia de su SIILNEVA será del 4 al 11 de 
abril de 2023. Al término del periodo de procesamiento de las SIILNEVA, la DERFE reportará a las 
personas integrantes de la CNV y de la CRFE la información estadística de las solicitudes que 
fueron determinadas improcedentes. 

TÍTULO IV 

LNEVA PARA REVISIÓN 

Capítulo Único 

Observaciones a la LNEVA para Revisión 

40. El INE, a través de la DERFE, conformará la LNEVA para Revisión para el PEL 2022-2023, misma 
que entregará a las representaciones de los partidos políticos acreditadas en la CNV para su 
revisión, en términos de lo establecido en la LGIPE, el RE y los LAVE. 

 La fecha de corte de la LNEVA para Revisión será el 20 de marzo de 2023. 

41. Las representaciones de los partidos políticos acreditadas ante la CNV no podrán reproducir ni 
almacenar por ningún medio impreso, óptico, magnético, o por cualquier otra modalidad, la LNEVA 
para Revisión que se les proporcione, por lo que deberán sujetarse a la normatividad aplicable. 

42. La DERFE pondrá a disposición de los partidos políticos, a través de sus representaciones 
acreditadas ante la CNV, la LNEVA para Revisión a más tardar el 31 de marzo de 2023. 

43. Las representaciones de los partidos políticos acreditadas ante la CNV podrán notificar a la DERFE, 
a más tardar el 6 de abril de 2023, las observaciones a la LNEVA para Revisión, las cuales deberán 
versar sobre hechos y casos concretos e individualizados. 

44. Derivado de las observaciones que se realicen a la LNEVA para Revisión, se harán las 
modificaciones a que hubiere lugar y se presentará el informe respectivo al Consejo General y a la 
CNV, a más tardar el 21 de abril de 2023. 

45. Las representaciones de los partidos políticos y, en su caso, de las candidaturas independientes, 
podrán impugnar ante el TEPJF el informe a que se refiere el numeral anterior. La impugnación se 
sujetará a lo dispuesto en la LGIPE y la LGSMIME. 

46. En caso de que no se impugne el informe sobre la atención de las observaciones que se realicen a 
la LNEVA para Revisión o bien, una vez que se hayan resuelto las impugnaciones que en su caso 
se hayan presentado, se emitirá la LNEVA Definitiva. 
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TÍTULO V 

INTEGRACIÓN DE LA LNEVA DEFINITIVA 

Capítulo Primero 

Disposiciones Preliminares 

47. La DERFE generará la LNEVA Definitiva, de conformidad con lo establecido en la LGIPE, el RE, los 
presentes Lineamientos, los LAVE y los acuerdos adoptados por el Consejo General, tomando en 
consideración las propuestas que, en su caso, emita la CNV. 

48. Transcurrido el plazo para la interposición del medio de impugnación o resuelta la última 
impugnación, el Consejo General hará la declaración de validez de la LNEVA Definitiva. 

49. La DERFE tomará las previsiones necesarias para que, una vez concluida la jornada electoral del 
PEL 2022-2023 y, en los casos que así corresponda, las PVA cuyo registro hubiere causado baja 
temporal de la Lista Nominal de Electores correspondiente al territorio nacional, o de la Lista 
Nominal de Electores Residentes en el Extranjero, sean reinscritas inmediatamente al listado que 
corresponda, en su caso, en la sección electoral que corresponde a su domicilio en México. 

50. La vigencia de la LNEVA Definitiva cesará una vez concluida la jornada electoral del  PEL 2022-
2023. La LNEVA Definitiva no será exhibida fuera del territorio nacional. 

Capítulo Segundo 

Conformación de la LNEVA Definitiva 

51. La LNEVA Definitiva no integrará la fotografía impresa de las PVA y se utilizará exclusivamente para 
los fines establecidos en la LGIPE, el RE y los presentes Lineamientos. 

52. Los campos de información que contendrá la LNEVA Definitiva serán conformados, en lo que 
corresponda, de acuerdo con lo estipulado en el numeral 37 de los LAVE, con excepción de la 
fotografía impresa de las PVA que la integren. 

53. La LNEVA Definitiva estará integrada por: 

a) Las personas solicitantes cuya SIILNEVA fue determinada como procedente, y 

b) Las PVA que se incorporen a la LNEVA en cumplimiento de las sentencias que para tal 
efecto sean notificadas por el TEPJF. 

54. La LNEVA Definitiva deberá estar integrada por orden alfabético de las PVA de cada distrito 
electoral local, en términos del acuerdo que para tal efecto apruebe el Consejo General. 

55. La LNEVA Definitiva será utilizada para efectos del escrutinio y cómputo del VA para el PEL 2022-
2023. 

Capítulo Tercero 

Entrega y devolución de la LNEVA para Escrutinio y Cómputo 

56. La DERFE entregará a la DEOE la LNEVA para Escrutinio y Cómputo, para su traslado al Consejo 
Local del INE en la entidad federativa correspondiente, en los términos que para el efecto se 
establezcan en los LOVA, el Título VI de los LAVE, así como los procedimientos contemplados en el 
Anexo 19.3 del RE. 

57. Al finalizar la jornada electoral del PEL 2022-2023, el INE, por conducto de la DEOE, con el apoyo 
de las JLE y JDE, realizará las actividades para devolver a la DERFE los ejemplares de la LNEVA 
Definitiva que fueron utilizados para el escrutinio y cómputo del VA, en su caso, con motivo de la 
instrumentación de los presentes Lineamientos, los LOVA, los LAVE y el Anexo 19.3 del RE. 

58. Los ejemplares de la LNEVA Definitiva que se utilicen para el escrutinio y cómputo del VA, serán 
destruidos en los términos que determinen la LGIPE, los LOVA, los LAVE y el Anexo 19.3 del RE. 

TÍTULO VI 

DEMANDA DE JUICIO 

Capítulo Primero 

Disposiciones Preliminares 

59. Una vez que la DERFE haya notificado a las PVA el resultado definitivo de no inscripción en la 
LNEVA Definitiva, y estas personas consideren que en dicha determinación de improcedencia 
existen probables violaciones a su derecho al VA, podrán impugnarla ante el TEPJF. 
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60. Para la sustanciación de la Demanda de Juicio, se estará a lo dispuesto en los Libros Primero y 
Tercero de la LGSMIME. 

61. La DERFE, a través de las JLE, tramitará los medios de impugnación que sean recibidos en los 
términos de la LGSMIME. 

62. Para efectos del presente Capítulo, el formato de la Demanda de Juicio y su correspondiente 
instructivo de llenado, deberá ser elaborado por la DERFE y se pondrá a disposición de las PVA, a 
partir del 4 de abril de 2023, a través de los siguientes medios: 

a) En la página de internet del INE: www.ine.mx, y 

b) En cualquier otro medio o espacio que determine la DERFE. 

 La DERFE, a través de la JLE en los Estados de Coahuila de Zaragoza y de México, deberán 
otorgar las facilidades necesarias para la entrega a los PVA, para el llenado y para el envío 
oportunos del formato de la Demanda de Juicio. 

Capítulo Segundo 

Cumplimiento de Sentencias 

63. Para el cumplimiento de las sentencias que emita el TEPJF, el INE, por conducto de la DERFE, 
dictará las providencias necesarias, conforme a los siguientes supuestos: 

a) En el caso de las resoluciones en las que se ordene la inscripción en la LNEVA Definitiva 
motivo de una SIILNEVA de PVA que cuenten con una CPV emitida desde el extranjero, la 
DERFE deberá incorporar dichos registros en la LNEVA Definitiva y procederá a realizar  la 
baja temporal de la Lista Nominal de Electores Residentes en el Extranjero; 

b) En el caso de las resoluciones en las que se ordene la inscripción en la LNEVA Definitiva 
motivo de una SIILNEVA de PVA con CPV vigente emitida en territorio nacional, la DERFE 
procederá a realizar la baja temporal de la Lista Nominal de Electores en territorio nacional, 
e incorporará dichos registros en la LNEVA Definitiva, y 

c) En el caso que el TEPJF confirme la determinación de la DERFE sobre la no inscripción en 
la LNEVA Definitiva, se archivará el asunto como definitivamente concluido, y los registros 
correspondientes se mantendrán dentro del Padrón Electoral y la Lista Nominal de 
Electores con el domicilio que les corresponda en el territorio nacional o, en su caso, en el 
extranjero. 

64. La DERFE informará a las personas integrantes de la CNV y de la CRFE sobre las resoluciones 
emitidas por el TEPJF para su incorporación en la LNEVA Definitiva, en términos de la LGIPE, a 
más tardar el 3 de junio de 2023. 

TÍTULO VII 

COMISIÓN NACIONAL DE VIGILANCIA 

Capítulo Único 

Actividades de supervisión de la CNV en el procesamiento de las SIILNEVA 

65. La DERFE proporcionará a las representaciones de los partidos políticos acreditadas en la CNV, 
cuando menos, lo siguiente: 

a) Acceso permanente, a través del Centro Nacional de Consulta del Padrón Electoral, al 
contenido de la base de datos, base de imágenes, documentos fuente y movimientos del 
Padrón Electoral, exclusivamente para su revisión y verificación en los términos 
establecidos en la LGIPE, el RIINE, el RSFCV, los LAVE y los presentes Lineamientos; 

b) Estadísticos que se generen relativos a la situación registral de las PVA; 

c) Informe estadístico del número de PVA que solicitaron su inscripción en la LNEVA, una vez 
concluidos el proceso de registro y la jornada electoral del PEL 2022-2023, 
respectivamente, y 

d) Acceso a la información relacionada con las SIILNEVA. 
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66. La DERFE proporcionará, a través del Centro Nacional de Consulta del Padrón Electoral, los 
mecanismos que permitan verificar la información nominativa de PVA que soliciten su inscripción a 
la LNEVA, cuyo expediente deberá contener, al menos, lo siguiente: 

a) Los datos de la PVA que obran en la base de datos del Padrón Electoral; 

b) La entidad mexicana de nacimiento o de referencia para emitir su voto; 

c) La fecha y hora de recepción de la SIILNEVA, y 

d) En caso de existir un subsane, la causa del mismo y su resolución. 

 En caso de existir Demanda de Juicio, la DERFE deberá incluir la resolución correspondiente como 
parte del expediente del registro de la PVA. 

67. Para efectos de los presentes Lineamientos, la CNV ejercerá sus atribuciones en términos de la 
CPEUM, la LGIPE, el RIINE y el RSFCV, con el objetivo de: 

a) Conocer y, en su caso, opinar acerca de los criterios para la determinación sobre la 
procedencia o improcedencia de las SIILNEVA que realice la DERFE; 

b) Conocer el resultado de la determinación que realice la DERFE acerca de la procedencia o 
improcedencia de las SIILNEVA; 

c) Verificar la LNEVA a través de los medios que disponga la DERFE, y 

d) Las demás que establezca la normatividad electoral aplicable. 

TÍTULO VIII 

CONFIDENCIALIDAD DE LOS DATOS PERSONALES 

Capítulo Único 

Confidencialidad 

68. El INE, por conducto de la DERFE, la CNV, las representaciones de los partidos políticos y, en su 
caso, de las candidaturas independientes, en sus respectivos ámbitos de competencia, deberán 
adoptar las medidas necesarias que garanticen la seguridad de los datos personales y eviten su 
alteración, pérdida, transmisión y acceso no autorizado, de acuerdo con lo dispuesto en la CPEUM, 
la LFTAIP, la LGIPE, la LGPDP, los Tratados Internacionales ratificados por el Estado Mexicano, así 
como los LAVE. 

69. La DERFE y las autoridades de la JLE que participen en la prueba piloto de VA en el  PEL 2022-
2023, serán las responsables del tratamiento y resguardo de los documentos y datos que las PVA 
proporcionen a la DERFE para su inscripción en la LNEVA y que obre en su poder, así como las 
demás actividades referidas en los presentes Lineamientos, los cuales se considerarán 
estrictamente confidenciales. 

70. La DERFE no podrá comunicar o dar a conocer los documentos y datos personales captados en el 
proceso de inscripción en la LNEVA, salvo en los casos que lo determinen la LGIPE y la LGPDP. 

71. Respecto a la información a la que tengan acceso las representaciones partidistas acreditadas en la 
CNV con motivo del ejercicio de sus atribuciones en términos de la LGIPE y demás normatividad 
aplicable, tendrán la obligación de salvaguardar la confidencialidad de los datos personales. 

72. Las áreas responsables del INE deberán garantizar en todo momento la confidencialidad, 
salvaguarda y custodia de la información, los instrumentos y los productos electorales que les sean 
entregados, de conformidad con las disposiciones previstas en el Título VI de los LAVE. 

73. Las áreas del INE que manejen información que se encuentre relacionada con la LNEVA, deberán 
implementar los procedimientos contemplados en el Anexo 19.3 del RE, necesarios para garantizar 
la protección de datos contenidos en dicho instrumento y salvaguardar el mismo, en términos de la 
LGIPE y demás normatividad aplicable. 

74. Las personas funcionarias públicas, las representaciones de los partidos políticos y, en su caso, de 
las candidaturas independientes que tengan acceso a los instrumentos y productos electorales 
materia de los presentes Lineamientos, únicamente estarán autorizadas para su uso y manejo en 
los términos previstos en la LGIPE, la LGPDP, los LAVE, los LOVA, los presentes Lineamientos y 
los acuerdos que emita sobre la materia el Consejo General. 

75. La violación a la confidencialidad de los datos personales será sancionada en términos de la 
legislación en la materia, así como la normatividad que salvaguarda dicho derecho. 
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ACUERDO del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el cual se da respuesta al escrito de consulta 
identificado con el número CEEH-PVEM-SF/01/2023, suscrito por la C.P. Josefina Lazcano Lazcano, Secretaria de 
Finanzas del Comité Ejecutivo Estatal del Partido Verde Ecologista de México en el Estado de Hidalgo. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional 
Electoral.- Consejo General.- INE/CG164/2023. 

ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL CUAL SE DA 
RESPUESTA AL ESCRITO DE CONSULTA IDENTIFICADO CON EL NÚMERO CEEH-PVEM-SF/01/2023, SUSCRITO 
POR LA C.P. JOSEFINA LAZCANO LAZCANO, SECRETARIA DE FINANZAS DEL COMITÉ EJECUTIVO ESTATAL DEL 
PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO EN EL ESTADO DE HIDALGO 

ANTECEDENTES 

I. Mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de febrero de 2014, se 
reformó el artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual dispone, 
en su Base V, Apartado A, párrafos primero y segundo, que el Instituto Nacional Electoral es un 
organismo público autónomo, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, en cuya 
integración participan el Poder Legislativo de la Unión, los Partidos Políticos Nacionales y los 
ciudadanos; asimismo, es autoridad en la materia electoral, independiente en sus decisiones y 
funcionamiento y profesional en su desempeño, regido por los principios de certeza, legalidad, 
independencia, imparcialidad, máxima publicidad, objetividad, paridad, y se realizarán con 
perspectiva de género. 

II. El 23 de mayo de 2014, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se 
expide la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales (LGIPE), cuyo Libro Cuarto, 
Título Segundo, Capítulos Cuarto y Quinto, contienen las facultades y atribuciones de la Comisión 
de Fiscalización y de la Unidad Técnica de Fiscalización (UTF), respectivamente, así como las 
reglas para su desempeño y los límites precisos respecto de su competencia. 

III. El 23 de mayo de 2014 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se 
expide la Ley General de Partidos Políticos (LGPP). 

IV. En sesión extraordinaria del 19 de noviembre de 2014, el Consejo General del Instituto Nacional 
Electoral aprobó el Acuerdo INE/CG263/2014, por el que expidió el Reglamento de Fiscalización 
(RF) y se abrogó el Reglamento 2 de Fiscalización aprobado el 4 de julio de 2011 por el Consejo 
General del entonces Instituto Federal Electoral, mediante Acuerdo CG201/2011. 

V. En sesión extraordinaria del Consejo General celebrada el 30 de julio de 2020, se aprobó el 
Acuerdo INE/CG174/2020, mediante el cual se reformaron y adicionaron diversas disposiciones del 
Reglamento de Fiscalización, aprobado mediante el acuerdo INE/CG263/2014, modificado a través 
de los Acuerdos INE/CG350/2014, INE/CG1047/2015, INE/CG320/2016, INE/CG875/2016, 
INE/CG68/2017, INE/CG409/2017 e INE/CG04/2018. 

VI. El 16 de enero de 2023, la UTF recibió un escrito identificado con el número  CEEH-PVEM-
SF/01/2023, de fecha 13 de enero de 2022, signado por la C.P. Josefina Lazcano Lazcano, 
Secretaria de Finanzas del Comité Ejecutivo Estatal del Partido Verde Ecologista de México en el 
Estado de Hidalgo, mediante el cual consulta se le indique si es posible que el Partido Verde 
Ecologista de México Hidalgo reciba aportaciones de militantes y simpatizantes toda vez que no 
tiene derecho a recibir financiamiento para el desarrollo de actividades ordinarias y específicas en 
el ejercicio 2023, adicionalmente, solicita conocer si un servidor público de cualquiera de los tres 
niveles de gobierno puede realizar aportaciones en su calidad de persona física, o bien, como 
militante, simpatizante o afiliado al partido político. 

VII. En la Tercera Sesión Extraordinaria celebrada el quince de marzo de 2023, la Comisión de 
Fiscalización del Consejo General del Instituto Nacional Electoral fue aprobado el presente Acuerdo 
por votación unánime de las y los Consejeros Electorales integrantes de dicha Comisión:  Dr. Uuc-
Kib Espadas Ancona, Dra. Adriana Margarita Favela Herrera, Carla Astrid Humphrey Jordan, Dr. 
Ciro Murayama Rendón, así como por el Presidente de la Comisión de Fiscalización, el Mtro. Jaime 
Rivera Velázquez. 

CONSIDERANDO 

1. Que de conformidad con lo establecido en el artículo 41, Base V, apartado A, párrafos primero y 
segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la organización de las 
elecciones federales es una función estatal que se realiza a través de un organismo público 
autónomo denominado Instituto Nacional Electoral (INE), que es autoridad en la materia e 
independiente en sus decisiones y funcionamiento. 



Jueves 20 de abril de 2023 DIARIO OFICIAL  

2. Que el artículo 41, Base II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos señala que 
la ley garantizará que los partidos políticos cuenten de manera equitativa con elementos para llevar 
a cabo sus actividades y señalará las reglas a que se sujetará su financiamiento, debiendo 
garantizar que los recursos públicos prevalezcan sobre los de origen privado; toda vez que el 
financiamiento para los partidos políticos se compone de las ministraciones destinadas al 
sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes, las tendentes a la obtención del voto 
durante los procesos electorales y las de carácter específico; esto es, el financiamiento de los 
partidos políticos tiene una finalidad y un monto determinado constitucionalmente. 

3. Que de conformidad con el artículo 6, numeral 3 de la LGIPE el Instituto, en el ámbito de sus 
atribuciones, dispondrá lo necesario para asegurar el cumplimiento de las normas en materia 
electoral. 

4. Que de conformidad con el artículo 30, numeral 1, incisos a), b), d), f) y g) de la LGIPE, son fines 
del INE contribuir al desarrollo de la vida democrática, preservar el fortalecimiento del régimen de 
partidos políticos, asegurar a los ciudadanos el ejercicio de los derechos político-electorales y 
vigilar el cumplimiento de sus obligaciones; velar por la autenticidad y efectividad del sufragio; llevar 
a cabo la promoción del voto y coadyuvar a la difusión de la educación cívica y la cultura 
democrática. 

5. Que de conformidad con el artículo 35 de la LGIPE, el Consejo General del INE es el órgano 
superior de dirección, responsable de vigilar el cumplimiento de las disposiciones constitucionales y 
legales en materia electoral, así como de velar porque los principios de certeza, legalidad, 
independencia, imparcialidad, máxima publicidad, objetividad y paridad de género guíen todas las 
actividades del Instituto. En su desempeño aplicará la perspectiva de igualdad de género y no 
discriminación, contribuyendo a promover la representación política de las mujeres. 

6. Que el artículo 44, párrafo 1, inciso j), de la LGIPE señala que es atribución del Consejo General de 
este Instituto vigilar que las actividades de los partidos políticos y las agrupaciones políticas 
nacionales se desarrollen con apego a la ley en cita, a la LGPP, así como a los Lineamientos que 
emita el Consejo General para que los partidos políticos prevengan, atiendan y erradiquen la 
violencia política contra las mujeres en razón de género, y vigilar que cumplan con las obligaciones 
a que están sujetos. 

7. Que el artículo 42, numerales 2 y 6 de la LGIPE prevé la creación de la Comisión de Fiscalización, 
la cual funcionará permanentemente y se integrará exclusivamente por Consejeras o Consejeros 
Electorales designados por el Consejo General, y contará con una o un Secretaria Técnica que 
será la o el Titular de la UTF. 

8. Que el artículo 190, numerales 1 y 2 de la LGIPE dispone que la fiscalización de los partidos 
políticos se realizará en los términos y conforme a los procedimientos previstos por dicha ley y de 
conformidad con las obligaciones previstas en la LGPP. 

 Asimismo, la fiscalización de las finanzas de los partidos políticos estará a cargo del Consejo 
General por conducto de su Comisión de Fiscalización. 

9. Que conforme al artículo 191, numeral 1, incisos a) y d) de la ley en cita, se establece que el 
Consejo General del INE está facultado para emitir los Lineamientos específicos en materia de 
fiscalización, contabilidad y registro de operaciones de los partidos políticos, así como vigilar que 
en el origen y aplicación de sus recursos observen las disposiciones legales. 

10. Que el artículo 192, numerales 1, inciso j) y 2, de la LGIPE señala que la Comisión de Fiscalización 
tendrá como facultad el resolver las consultas que realicen los partidos políticos, y que para el 
cumplimiento de sus funciones, contará con la UTF. 

11. Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 196, numeral 1 de la LGIPE, la UTF es el 
órgano que tiene a su cargo la recepción y revisión integral de los informes que presenten los 
partidos políticos respecto del origen, monto, destino y aplicación de los recursos que reciban por 
cualquier tipo de financiamiento, así como investigar lo relacionado con las quejas y procedimientos 
oficiosos en materia de rendición de cuentas de dichos institutos políticos. 

12. Que conforme a lo señalado en los artículos 199, numeral 1, incisos a) y b); 426 y 428 de la LGIPE, 
es facultad de la UTF el auditar con plena independencia técnica la documentación soporte, así 
como la contabilidad que presenten los partidos políticos. 

 Asimismo, determina que la UTF tendrá la facultad de elaborar y someter a consideración de la 
Comisión de Fiscalización, los proyectos de Reglamento en materia de fiscalización y contabilidad, 
y los Acuerdos que se requieran para el cumplimiento de sus funciones. 
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13. Que el artículo 7, numeral 1, inciso d), de la LGPP dispone que corresponde al INE la fiscalización 
de ingresos y egresos de los partidos políticos, sus coaliciones, las agrupaciones políticas 
nacionales y de los y las candidatas a cargos de elección popular federal y local. 

14. Que el artículo 23, numeral 1, inciso d) de la LGPP establece como derecho de los partidos 
políticos, recibir financiamiento público en concordancia con lo dispuesto en el artículo 41 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y demás leyes federales o locales 
aplicables. 

15. Asimismo, el artículo 50 de la LGPP prescribe que los partidos políticos tienen derecho a recibir, 
para desarrollar sus actividades, financiamiento público que se distribuirá de manera equitativa; que 
éste deberá prevalecer sobre otros tipos de financiamiento y será destinado para el sostenimiento 
de actividades ordinarias permanentes, gastos de procesos electorales y para actividades 
específicas como entidades de interés público. 

16. Que el artículo 25, numeral 1, inciso n), de la LGPP señala como obligación de los partidos políticos 
el aplicar el financiamiento de que dispongan exclusivamente para los fines que les hayan sido 
entregados. 

17. Que el artículo 52 de la LGPP establece que, para que un partido político nacional cuente con 
recursos públicos locales, deberá haber obtenido el tres por ciento de la votación válida emitida en 
el proceso electoral local anterior en la entidad federativa de que se trate. 

18. Que el artículo 53 de la LGPP prevé que los partidos políticos podrán recibir financiamiento que no 
provenga del erario, en relación con el artículo 56 del mismo ordenamiento, el cual dispone 
modalidades del financiamiento que pueden recibir los partidos cuando no provenga del erario. 

19. Que el artículo 39, numeral 1, inciso k), de la LGPP establece que, para el caso del financiamiento 
privado, en los estatutos de cada partido político se deberán prever los tipos y las reglas a los que 
recurrirán. 

20. Que el artículo 54 de la LGPP establece limitaciones para realizar aportaciones o donativos a los 
partidos políticos, aspirantes, personas precandidatas o candidatas a cargos de elección popular. 

21. Que el artículo 29 del Código Electoral del Estado de Hidalgo dispone que los partidos políticos 
tendrán derecho al financiamiento público y privado para sus actividades ordinarias permanentes y 
para gastos de campaña. 

22. Que el artículo 31 del Código Electoral del Estado de Hidalgo dispone que el financiamiento privado 
incluye las donaciones y aportaciones de personas físicas en calidad de simpatizantes, y todas las 
diferentes formas en que los propios partidos políticos pueden allegarse de fondos, sea por la vía 
de la militancia, de actividades promocionales o de rendimientos financieros, para aplicarse en 
gastos de actividad general o activos fijos, gastos de precampaña y de campaña. 

23. Que el catorce de diciembre de dos mil veintidós, el Consejo General del INE aprobó el Acuerdo 
INE/CG850/2022, por el cual se establecen los Lineamientos Generales para la comprobación de 
aportaciones de militantes y simpatizantes durante los procesos electorales y de operación 
ordinaria, en cumplimiento a la Sentencia SUP-RAP-397/2021 y acumulados de la Sala Superior 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

24. Que de conformidad con el artículo 16, numeral 5 del RF, cuando las consultas involucren criterios 
de interpretación del Reglamento, o bien, si la UTF propone un cambio de criterio en relación con 
los establecidos previamente por la Comisión, el proyecto de respuesta será remitido para su 
discusión y eventual aprobación por parte de la Comisión de Fiscalización. 

25. Que el referido artículo 16, numeral 6 del RF dispone que, si la consulta involucra la emisión de una 
respuesta con aplicación de carácter obligatorio o, en su caso, se emitan nuevas normas para los 
sujetos obligados relativos a la normatividad en materia de fiscalización, el proyecto de respuesta 
será remitido a la Comisión para efectos que lo someta a consideración y, en su caso, aprobación 
del Consejo General. 

26. Que el escrito materia de la presente consulta versa sobre la posibilidad de recibir aportaciones de 
militantes y simpatizantes en el caso de que un partido político no tenga derecho a recibir 
financiamiento público para el desarrollo de sus actividades ordinarias y específicas en 
determinado ejercicio y sobre la viabilidad de que un servidor público de cualquiera de los tres 
niveles de gobierno realice aportaciones en su calidad de persona física, o bien, como militante, 
simpatizante o afiliado al Partido Verde Ecologista de México Hidalgo. 
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 Motivación del acuerdo 

27. De la lectura integral a la consulta formulada por la Secretaria de Finanzas del Comité Ejecutivo 
Estatal del Partido Verde Ecologista de México en el estado de Hidalgo, se advierte que cuestiona 
si es posible recibir aportaciones de militantes y simpatizantes, toda vez que el Partido Político 
Nacional con acreditación en esa Entidad no tiene derecho a recibir financiamiento público para el 
desarrollo de actividades ordinarias y específicas en el ejercicio 2023, por no haber obtenido el tres 
por ciento de la votación válida emitida en el proceso electoral local previo; adicionalmente, 
consulta si un servidor público de cualquiera de los tres niveles de gobierno puede realizar 
aportaciones en su calidad de persona física, o bien, como militante, simpatizante o afiliado al 
Partido Verde Ecologista de México Hidalgo. 

En virtud de lo anterior y con fundamento en lo previsto en los artículos 41, Base V, apartados A, párrafos 
primero y segundo y B, penúltimo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 192, 
numerales 1, inciso j) y 2; 199, numeral 1, inciso m) de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales y 16, numerales 5 y 6 del Reglamento de Fiscalización se ha determinado emitir el siguiente: 

ACUERDO 

PRIMERO. Se da respuesta al escrito de consulta signado por la C.P. Josefina Lazcano Lazcano, 
Secretaria de Finanzas del Comité Ejecutivo Estatal del Partido Verde Ecologista de México en el estado de 
Hidalgo, en los términos siguientes: 

C.P JOSEFINA LAZCANO LAZCANO 
SECRETARIA DE FINANZAS DEL COMITÉ EJECUTIVO ESTATAL DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO EN EL 

ESTADO DE HIDALGO. 

P R E S E N T E 

Con fundamento en los artículos 192, numeral 1, inciso j) de la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales y 16, numeral 6 del Reglamento de Fiscalización, se da respuesta a su 
consulta, recibida con fecha dieciséis de enero de dos mil veintitrés, por la Unidad Técnica de 
Fiscalización. 

I. Planteamiento de la consulta 

Mediante escrito identificado con número de oficio CEEH-PVEM-SF/01/2023, de fecha trece de enero de 
dos mil veintitrés, realiza una consulta a la Unidad Técnica de Fiscalización, cuya parte conducente se 
transcribe a continuación: 

“(…) 

Mediante acuerdo IEEH/CG/054/2022 del Instituto Estatal Electoral de Hidalgo se dan a 
conocer las aportaciones máximas que puede recibir cada partido político en su 
conjunto, también los montos por cada militante y simpatizante. 

En dicho acuerdo se hace referencia que este Instituto político no tendrá derecho a 
acceder a la prerrogativa relativa a financiamiento público local para actividades 
ordinarias y específicas para el ejercicio 2023, debido a que no obtuvimos el tres por 
ciento de la votación valida emitida en el proceso electoral 2020-2021, es por ello que 
nuestra consulta es: 

1.- ¿Si este Instituto político puede recibir aportaciones de nuestros Militantes y 
simpatizantes aunado a que no contamos con financiamiento público local? 

2.- ¿Un servidor público de cualquiera de los 3 ámbitos de gobierno puede realizar 
aportaciones a un partido político en su calidad de persona física y como militante, 
simpatizante o afiliado a este Instituto político? 

(…)” 

Al respecto, de la lectura integral al escrito en comento, esta UTF advierte que el consultante solicita se le 
informe si es posible recibir aportaciones de militantes y simpatizantes, toda vez que en el presente 
ejercicio, su Partido no tiene derecho a recibir financiamiento público para el desarrollo de actividades 
ordinarias y específicas. Asimismo, solicita saber si un servidor público de cualquiera de los tres niveles de 
gobierno puede realizar aportaciones en su calidad de persona física, o bien, como militante, simpatizante 
o afiliado al Partido Verde Ecologista de México Hidalgo. 
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II. Marco normativo aplicable 

El artículo 41, Base ll, de la CPEUM prevé que la ley garantizará que los partidos políticos nacionales 
cuenten de manera equitativa con elementos para llevar a cabo sus actividades y en ese sentido, señalará 
las reglas a las que se sujetará el financiamiento de los propios partidos y sus campañas electorales, 
debiendo garantizar que los recursos públicos prevalezcan sobre los de origen privado, y fijará los límites a 
las erogaciones en los procesos internos de selección de las candidaturas y en las campañas electorales; 
asimismo, establecerá el monto máximo que tendrán las aportaciones de sus militantes y simpatizantes y 
ordenará los procedimientos para el control, fiscalización oportuna y vigilancia, durante campaña, del 
origen y uso de todos los recursos con que cuenten. 

Asimismo, el artículo 50 de la LGPP señala que los partidos políticos tienen derecho a recibir, para 
desarrollar sus actividades, financiamiento público que se distribuirá de manera equitativa; que éste 
deberá prevalecer sobre otros tipos de financiamiento y será destinado para el sostenimiento de 
actividades ordinarias permanentes, gastos de procesos electorales y para actividades específicas como 
entidades de interés público. 

Por su parte el artículo 51 de la LGPP establece que los partidos políticos tendrán derecho al 
financiamiento público de sus actividades, estructura, sueldos y salarios, independientemente de las 
demás prerrogativas otorgadas en el ordenamiento en comento; el cual podrá ser utilizado únicamente 
para el sostenimiento de actividades ordinarias permanentes, para actividades específicas como entidades 
de interés público y gastos de campaña. 

Cabe resaltar que, para que un partido político nacional cuente con recursos públicos locales deberá haber 
obtenido el tres por ciento de la votación válida emitida en el proceso electoral local anterior en la entidad 
federativa de que se trate, de conformidad con el artículo 52 del mismo instrumento normativo. 

Ahora bien, para el caso del financiamiento privado, el artículo 39, numeral 1, inciso k), de la LGPP 
establece que en los estatutos de cada partido político se deberán prever los tipos y las reglas a los que 
recurrirán. 

De igual manera el artículo 53, numeral 1 de la LGPP establece que los partidos políticos podrán recibir 
financiamiento que no provenga del erario, con las modalidades siguientes: 

a) Financiamiento por la militancia; 

b) Financiamiento de simpatizantes; 

c) Autofinanciamiento, y 

d) Financiamiento por rendimientos financieros, fondos y fideicomisos. 

Por otro lado, el artículo 54 numeral 1 de la LGPP establece limitaciones para realizar aportaciones o 
donativos a los partidos políticos, aspirantes, personas precandidatas o candidatas a cargos de elección 
popular; limitaciones que consisten en el deber de rechazar cualquier liberalidad en su favor en dinero o en 
especie, por sí o por interpósita persona, provenientes de: 

a) Los poderes Ejecutivo, Legislativo y/o Judicial de la Federación o de las Entidades Federativas, y 
los Ayuntamientos, (salvo el caso del financiamiento público establecido en la Constitución), 

b) Las dependencias, entidades u organismos de la administración pública federal, estatal o 
municipal, centralizada o paraestatal, de los órganos de gobierno, 

c) Los organismos autónomos federales y estatales, 

d) Otros partidos políticos, personas físicas o morales extranjeras, 

e) Los organismos internacionales de cualquier naturaleza, 

f) Las personas morales y 

g) Las personas que vivan o trabajen en el extranjero. 

Lo anterior es coincidente con lo establecido en los artículos 25, numeral 1, inciso i), y 55 de la LGPP, los 
cuales de igual manera prevén la obligación de los partidos políticos de rechazar toda clase de aportación 
de los entes impedidos por la ley con la finalidad de financiar a los partidos políticos; asimismo, el artículo 
56 de la LGPP prevé las modalidades del financiamiento que pueden recibir los partidos cuando no 
provenga del erario. 

Análogamente, los artículos 104 en relación con el 56, numeral 2 de la LGPP, 104 Bis y 106 del 
Reglamento de Fiscalización (en adelante RF), definen los requisitos que se deben colmar a efecto de que 
las aportaciones (ingresos) por parte de aspirantes, personas precandidatas, candidaturas independientes 
y candidaturas, así como de los militantes y simpatizantes sean conforme a derecho y que guarden un 
adecuado control a efecto de que puedan ser plenamente fiscalizadas. 
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Ahora bien, las aportaciones, así como el actuar de los entes políticos, deberán de ceñirse a los límites 
fijados por el Consejo General del Instituto Nacional Electoral (en adelante INE) en cada ejercicio, límites 
que, en su caso, serán aplicables a los partidos políticos nacionales y se regirán conforme a lo establecido 
en los artículos 122 y 123 del RF. 

Cabe mencionar que, el catorce de diciembre de dos mil veintidós, el Consejo General del INE aprobó el 
Acuerdo INE/CG850/2022, por el cual se establecen los Lineamientos Generales para la comprobación de 
aportaciones de militantes y simpatizantes durante los procesos electorales y de operación ordinaria, en 
cumplimiento a la Sentencia SUP-RAP-397/2021 y acumulados de la Sala Superior del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación (en adelante TEPJF). 

En lo que respecta a la legislación local, el Código Electoral del Estado de Hidalgo establece en su artículo 
29 que los partidos políticos tendrán derecho al financiamiento público y privado para sus actividades 
ordinarias permanentes y para gastos de campaña de acuerdo a lo que establezca ese instrumento 
normativo. 

El mismo cuerpo normativo contempla en su artículo 31 que el financiamiento privado incluye las 
donaciones y aportaciones de personas físicas en calidad de simpatizantes, y todas las diferentes formas 
en que los propios partidos políticos pueden allegarse de fondos, sea por la vía de la militancia, de 
actividades promocionales o de rendimientos financieros, para aplicarse en gastos de actividad general o 
activos fijos, gastos de precampaña y campaña. 

Ahora bien, mediante sesión ordinaria de fecha 27 de octubre de 2022, el Consejo General del Instituto 
Estatal Electoral de Hidalgo aprobó el acuerdo IEEH/CG/054/2022, referente al financiamiento público y 
privado que recibirán los partidos políticos para el sostenimiento de actividades ordinarias permanentes y 
actividades específicas para el ejercicio 2023 en esa entidad, el cual prevé que para el presente ejercicio 
anual, debe considerarse como Proceso Electoral Local previo, el relativo a la renovación de la 
Gubernatura del estado de Hidalgo 2021-2022. De tal proceso los resultados arrojan que el Partido Verde 
Ecologista de México no obtuvo el 3% de la votación válida y, por tanto, no tiene derecho a acceder a la 
prerrogativa relativa a recibir financiamiento público local para actividades ordinarias y específicas para el 
ejercicio 2023. 

III. Caso concreto 

En concordancia con el marco normativo aplicable, y en atención al cuestionamiento señalado en el 
numeral 1, se hace de su conocimiento que el artículo 52 de la LGPP1 establece que para que un partido 
político nacional cuente con recursos públicos locales deberá haber obtenido al menos el tres por ciento 
de la votación válida emitida en la elección de diputaciones de Congresos locales en el proceso electoral 
local anterior en la entidad federativa de que se trate. 

En el caso que nos ocupa, el Partido Verde Ecologista de México Hidalgo no obtuvo el tres por ciento de la 
votación recibida en la elección de renovación de la Gubernatura de dicha entidad en el proceso 2021-
2022, el cual sirvió de base para la distribución del financiamiento público que recibirían los partidos 
políticos para el sostenimiento de actividades ordinarias y actividades específicas para el ejercicio 2023; 
en ese sentido, el instituto político no tiene derecho a acceder a la prerrogativa relativa a recibir 
financiamiento público local en el presente ejercicio. 

Por tanto, se resalta que del principio constitucional de prevalencia del financiamiento público sobre el 
privado, consagrado en el artículo 41, base II, de la CPEUM, se advierte que la pretensión del legislador 
es que los recursos de los que se alleguen los partidos políticos estén libres de intereses de particulares, 
los cuales pudieran provenir de las personas aportantes en su calidad de simpatizantes o militantes y que 
en consecuencia puedan incidir en su vida interna, así como en las decisiones que adopten, aunado a que 
se busca que el financiamiento privado no altere el equilibrio en la competencia diseñada a partir del 
financiamiento público. 

Lo anterior se refuerza con la Tesis jurisprudencial número 12/2010, aprobada por el pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, el quince de febrero de dos mil diez en cuyo rubro establece: 
“FINANCIAMIENTO PÚBLICO. EL PRINCIPIO DE PREEMINENCIA DE ESTE TIPO DE 
FINANCIAMIENTO SOBRE EL PRIVADO, ES APLICABLE TANTO EN EL ÁMBITO FEDERAL COMO EN 
EL ESTATAL.”, misma que a la letra señala lo siguiente: 

                                                 
1 De conformidad con el decreto de reforma publicado en el DOF el pasado 02 de marzo de 2023. 
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“FINANCIAMIENTO PÚBLICO. EL PRINCIPIO DE PREEMINENCIA DE ESTE TIPO 
DE FINANCIAMIENTO SOBRE EL PRIVADO, ES APLICABLE TANTO EN EL 
ÁMBITO FEDERAL COMO EN EL ESTATAL. 

De los antecedentes legislativos de la reforma constitucional en materia electoral 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 13 de noviembre de 2007, se aprecia la 
intención del Congreso de la Unión de reducir el costoso financiamiento tanto público 
como privado destinado a los partidos políticos, como una respuesta a un sentido 
reclamo de la sociedad mexicana. Dicha reducción se refleja en el cambio de la fórmula 
para obtener la bolsa de financiamiento público a repartir entre los institutos políticos, 
pero también en el acotamiento del financiamiento privado, bajo dos esquemas 
fundamentales: a) la reiteración del principio relativo a la preeminencia del 
financiamiento público sobre el privado, ya contenido en la Constitución General de la 
República en la reforma publicada en el indicado medio de difusión el 22 de agosto de 
1996; y b) la imposición de un límite a las aportaciones de los simpatizantes, cuya suma 
total no podrá exceder anualmente, para cada partido, al 10% del tope de gastos 
establecido para la última campaña presidencial. La razón fundamental de establecer la 
preeminencia del financiamiento público sobre el privado se sustenta en la preocupación 
social de que intereses ilegales o ilegítimos, a través del dinero, puedan influir en la vida 
de los partidos y en el curso de las campañas electorales, por lo cual, en la reforma 
constitucional mencionada en primer lugar se estableció un nuevo modelo de 
comunicación entre los partidos políticos y la sociedad, basado en diversos ejes, entre 
ellos, el relativo al nuevo esquema de financiamiento público y privado destinado a los 
partidos políticos. Por otra parte, si bien es cierto que en el artículo 116, fracción IV, 
incisos g) y h), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos nada se dice 
en cuanto a la preeminencia del financiamiento público sobre el privado, por lo cual 
podría concluirse que dicho principio solamente aplica en el ámbito federal y que queda 
a la libre determinación de las entidades federativas asumirlo en las Constituciones y 
leyes estatales, también lo es que esta interpretación se contrapone con los 
antecedentes legislativos de la reforma constitucional de mérito, por lo cual no existe 
justificación alguna con base en tales antecedentes para señalar que dicho principio no 
es aplicable para los Estados de la República, sino que por el contrario, la interpretación 
auténtica, genética y teleológica de dicho precepto conduce a concluir que ese principio 
de preeminencia resulta aplicable a ellos.” 

En ese tenor, y toda vez que existe un límite constitucional sobre el financiamiento privado, se informa 
que, al no contar con financiamiento público local, el Partido Verde Ecologista de México en el 
estado de Hidalgo no puede acceder al financiamiento privado en su modalidad de financiamiento 
por la militancia y financiamiento de simpatizantes de su partido, ya que allegarse de tales recursos 
constituye una transgresión al principio constitucional de prevalencia del financiamiento público sobre el 
privado. 

En ese sentido, la negativa para recaudar financiamiento privado en la entidad federativa obedece a que, 
previamente, el instituto político había perdido el derecho a recibir financiamiento público en el presente 
ejercicio fiscal, por no haber alcanzado el 3% -tres por ciento- de la votación válida emitida en el pasado 
proceso electoral local. 

Por tanto, conforme al principio de preminencia o prevalencia del financiamiento público sobre el privado, 
cuando el primero no exista, la base o parámetro para compararlo con el segundo sería igual a cero, y por 
tanto cualquier suma que el partido político obtuviera por recursos de origen privado iría en contra de tal 
principio. 

Esto, en razón de que la Norma Fundamental estableció esa limitante al régimen de financiamiento de los 
partidos políticos, el cual tiene como eje rector el principio de prevalencia del financiamiento público sobre 
el privado, a fin de que el primero sirva de parámetro para limitar, trasparentar el origen y fiscalizar el 
monto total que los actores políticos reciben de fuentes legítimas provenientes de particulares, en aras de 
fortalecer el sistema democrático de nuestro país y tutelar el interés social de impedir que factores reales 
de poder ilegales o ilegítimos puedan influir en la vida interna de los partidos. 

En esa línea, aun cuando el régimen de financiamiento vigente permite la recaudación de fondos privados, 
éste únicamente puede realizarse cuando un partido político nacional, en el marco de su participación en 
la vida política del Estado obtiene al menos el tres por ciento de votos de la ciudadanía, a fin de gozar de 
la prerrogativa de recibir recursos públicos y privados bajo las reglas y principios establecidos en nuestro 
orden jurídico, entre los que destaca el principio de prevalencia. 
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Es de destacar que la anterior determinación, no le priva de manera absoluta al Partido Verde Ecologista 
de México Hidalgo la posibilidad de obtener recursos, ya que los órganos nacionales de los partidos 
pueden destinar recursos en efectivo o en especie a favor de sus órganos partidistas locales para el 
desarrollo de sus actividades ordinarias. 

Aunado a lo anterior, no se deja imposibilitado al partido político nacional con acreditación local para 
continuar con sus actividades ordinarias y específicas, ya que puede recibir financiamiento de la estructura 
nacional del partido y realizar actividades políticas en su carácter de partido político nacional en la entidad 
federativa, conforme a las reglas y modalidades permitidas en el orden jurídico nacional. 

De esta forma, está en aptitud de continuar con sus actividades ordinarias pues las dirigencias nacionales 
pueden proporcionar un continuo mantenimiento a la estructura orgánica del instituto político nacional con 
acreditación local (actividades ordinarias) y, para la difusión de la cultura democrática (actividades 
específicas), debiendo garantizar los derechos político-electorales de sus militantes y simpatizantes. 

Es así que a un partido político nacional le puede ser negado el derecho de allegarse de recursos privados 
a nivel estatal, a consecuencia de no haber recibido recursos públicos, esto, porque conforme a lo previsto 
en el artículo 41 constitucional existe el principio de prevalencia de los recursos públicos sobre los 
privados, lo que se traduce en que ante la ausencia de financiamiento público tampoco habría privado, 
dado el límite constitucional de que este último no puede rebasar al primero. 

De ahí que, si un partido no recibe recursos públicos, tampoco podría allegarse de financiamiento privado, 
puesto que sería ir en contra de la disposición constitucional. 

Lo anterior, se reafirma con la sentencia aprobada por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación en el Juicio de Revisión Constitucional Electoral identificado con el Expediente 
SUP-JRC-153/2017, de fecha dieciocho de mayo de dos mil diecisiete, mediante el cual se confirma la 
resolución emitida por el Tribunal Electoral del Estado de Tamaulipas que a su vez confirmó el acuerdo 
mediante el cual se determinó que el actor no podía recaudar financiamiento privado de sus militantes 
para sus actividades ordinarias y específicas, en atención a que perdió el derecho a recibir financiamiento 
público estatal, por no haber alcanzado el porcentaje de votación exigido en alguna de las elecciones del 
proceso electoral local ordinario 2015-2016. 

No se omite señalar que, el artículo 150, numeral 1 del del RF prevé el control de transferencias de 
recursos federales para actividades ordinarias, el cual dispone lo siguiente: 

“Artículo 150. 

Del control de las transferencias 

1. Transferencias de recursos federales para actividades ordinarias. Las 
transferencias de recursos federales que los partidos políticos podrán efectuar para 
el desarrollo de sus actividades ordinarias se sujetarán a lo siguiente: 

a) A órganos federales: 

I. El Comité Ejecutivo Nacional podrá realizar transferencias en efectivo y en 
especie a sus Comités Directivos Estatales. 

II. Los partidos políticos registrarán todas las operaciones, correspondientes a los 
comités directivos distritales en la contabilidad del Comité Directivo Estatal. 

b) A órganos locales: 

I. El Comité Ejecutivo Nacional podrá realizar transferencias, en efectivo y en 
especie, a los Comités Ejecutivos Estatales. 

 Los Comités Directivos Estatales sólo podrán efectuar transferencias en efectivo 
y en especie al Comité Ejecutivo Estatal de su entidad federativa 

(…)” 

Por ello, se advierte que ya que el partido político consultante no cuenta con financiamiento público local y 
con observancia en el principio de prevalencia del financiamiento público sobre el privado, no es factible 
que obtenga financiamiento privado en su modalidad de financiamiento por la militancia y financiamiento 
de simpatizantes; sin embargo el instituto político podrá allegarse de recursos federales para el desarrollo 
de sus actividades ordinarias y actividades específicas a través de transferencias efectuadas por el Comité 
Ejecutivo Nacional del Partido Verde Ecologista de México. 

En relación con el cuestionamiento correspondiente al numeral 2, se informa que la LGPP en su 
artículo 54, numeral 1 establece las limitaciones que consisten en el deber de rechazar cualquier 
aportación en favor de los partidos políticos, aspirantes, personas precandidatas o candidatas a cargos de 
elección popular en dinero o en especie, por sí o por interpósita persona, provenientes de los poderes 
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Ejecutivo, Legislativo y/o Judicial, de la Federación o de las Entidades Federativas, y los Ayuntamientos, 
de las dependencias, entidades u organismos de la administración pública federal, estatal o municipal, 
centralizada o paraestatal, de los órganos de gobierno, de los organismos autónomos federales y 
estatales, de otros partidos políticos, personas físicas o morales extranjeras, de los organismos 
internacionales de cualquier naturaleza, de las personas morales y de las personas que vivan o trabajen 
en el extranjero. 

En concordancia con lo anterior, el artículo 31, fracción II del Código Electoral del Estado de Hidalgo 
señala de manera más amplia quiénes no podrán realizar aportaciones o donativos a los partidos políticos 
en esa Entidad, ya sea en dinero o en especie, por sí o por interpósita persona y bajo ninguna 
circunstancia. 

Ahora bien, el artículo 104 BIS del RF señala de manera expresa que las aportaciones que realicen los 
militantes o simpatizantes deberán ser de forma individual y de manera directa al órgano responsable del 
partido y en las cuentas aperturadas exclusivamente para estos recursos y en ningún caso se podrán 
realizar aportaciones de militantes o simpatizantes a través de descuentos vía nómina a 
trabajadores, ni a los Partidos Políticos Locales que no cuenten con financiamiento público local, 
pero lo podrán hacer al Partido Nacional. 

Aun cuando, es posible que los servidores públicos de cualquiera de los tres ámbitos, en su carácter de 
personas físicas con calidad de militantes o simpatizantes, pueden realizar aportaciones a título 
personal, deben de colmar los requisitos previstos en las modalidades de financiamiento, además de que 
no deben provenir del erario público, requisitos señalados en el artículo 56, numeral 1 de la LGPP, en 
relación con el artículo 31, fracción I del Código Electoral del Estado de Hidalgo. 

No obstante, se reitera que para el caso que nos ocupa y tratándose de un caso en concreto y no así de 
una consulta genérica, el Partido Verde Ecologista de México Hidalgo, al no contar con financiamiento 
público local para el desarrollo de sus actividades ordinarias y actividades específicas para el presente 
ejercicio 2023, se encuentra impedido para acceder al financiamiento privado en su modalidad de 
financiamiento por la militancia y financiamiento de simpatizantes de su partido, de conformidad con el 
principio constitucional de prevalencia del financiamiento público sobre el privado. 

IV. Conclusiones 

Por lo anteriormente expuesto, es válido concluir lo siguiente: 

 Que, al no contar con financiamiento público local, el Partido Verde Ecologista de México en el 
estado de Hidalgo no puede acceder al financiamiento privado en su modalidad de financiamiento 
por la militancia y financiamiento de simpatizantes. 

 Que es válida la determinación respecto a que, si un partido político no alcanza el umbral de 
votación, perderá el derecho a recibir financiamiento público y, por ende, a obtener recursos de 
origen privado, de conformidad con el principio de preminencia del financiamiento público sobre el 
privado. 

 Que el partido político consultante sí podrá allegarse de recursos federales para el desarrollo de 
sus actividades ordinarias y actividades específicas a través de transferencias efectuadas por el 
Comité Ejecutivo Nacional del Partido Verde Ecologista de México. 

 Que el artículo 54, numeral 1 de la LGPP, en relación con el artículo 31, fracción II del Código 
Electoral del Estado de Hidalgo señala quiénes no podrán realizar aportaciones o donativos a los 
partidos políticos en esa Entidad, ya sea en dinero o en especie, por sí o por interpósita persona 
y bajo ninguna circunstancia. 

SEGUNDO. Notifíquese el presente Acuerdo a la Secretaria de Finanzas del Comité Ejecutivo Estatal del 
Partido Verde Ecologista de México en el Estado de Hidalgo. 

TERCERO. Notifíquese a todos los Partidos Políticos Nacionales y locales, a través del Sistema Integral 
de Fiscalización. 

CUARTO. El contenido del presente Acuerdo entrará en vigor a partir de su aprobación. 

QUINTO. Publíquese en el Diario Oficial de la Federación. 

El presente Acuerdo fue aprobado en sesión extraordinaria del Consejo General celebrada el 27 de marzo 
de 2023, por votación unánime de las y los Consejeros Electorales, Norma Irene De La Cruz Magaña, Doctor 
Uuc-kib Espadas Ancona, Doctora Adriana Margarita Favela Herrera, Maestro José Martín Fernando Faz 
Mora, Carla Astrid Humphrey Jordán, Doctor Ciro Murayama Rendón, Maestra Dania Paola Ravel Cuevas, 
Maestro Jaime Rivera Velázquez, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña, Maestra Beatriz Claudia Zavala Pérez y 
del Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello. 

El Consejero Presidente del Consejo General, Dr. Lorenzo Córdova Vianello.- Rúbrica.- El Secretario del 
Consejo General, Lic. Edmundo Jacobo Molina.- Rúbrica. 
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ACUERDO del Consejo General por el que se da respuesta a la consulta formulada por el interventor del extinto 
Partido Fuerza por México relacionada con el cumplimiento de las sentencias TEECH/RAP/166/2021 y su 
acumulado TEECH/RAP/168/2021 y SUP-RAP/287/2022, del 9 de diciembre de 2021 y 28 de septiembre de 2022, 
respectivamente. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional 
Electoral.- Consejo General.- INE/CG165/2023. 

ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL POR EL QUE SE DA RESPUESTA A LA CONSULTA FORMULADA POR EL 

INTERVENTOR DEL EXTINTO PARTIDO FUERZA POR MÉXICO RELACIONADA CON EL CUMPLIMIENTO DE LAS 

SENTENCIAS TEECH/RAP/166/2021 Y SU ACUMULADO TEECH/RAP/168/2021 Y SUP-RAP/287/2022, DEL 9 DE 

DICIEMBRE DE 2021 Y 28 DE SEPTIEMBRE DE 2022, RESPECTIVAMENTE 

ANTECEDENTES 

Declaratoria de Pérdida de Registro. El 30 de agosto de 2021, mediante acuerdo INE/JGE177/2021, la 

Junta General Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral (INE) emitió la declaratoria de pérdida de registro del 

Partido Político Nacional denominado Fuerza por México, por no haber obtenido por lo menos el tres por 

ciento de la votación válida emitida en la elección federal ordinaria celebrada el 06 de junio de 2021. 

Confirmación del Consejo General. El 30 de septiembre de 2021, durante su segunda sesión 

extraordinaria, el Consejo General del INE emitió el dictamen INE/CG/1569/2021, relativo a la pérdida de 

registro del Partido Político Nacional denominado Fuerza por México, confirmando la declaratoria emitida por 

la Junta General Ejecutiva. 

Impugnación de la declaratoria. El 04 de octubre de 2021, el Partido Fuerza por México impugnó la 

declaratoria antes citada. 

Pérdida de la acreditación local del partido Fuerza por México. Mediante acuerdo  IEPC/CG-

R/006/2021, de fecha 13 de octubre de 2021, el Instituto de Elecciones y Participación Ciudadana Chiapas 

(IEPC) declaró la pérdida de la acreditación local del partido Fuerza por México. 

Confirmación de la declaratoria de pérdida de registro. El 08 de diciembre de 2021, la Sala Superior 

del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) confirmó la declaratoria de pérdida de 

registro del Partido Político Fuerza por México. 

Sentencia TEECH/RAP/166/2021 y su Acumulado TEECH/RAP/168/2021. El 9 de diciembre de 2021, el 

Tribunal Electoral de Estado de Chiapas (TEECH), mediante sentencia dictada entro del expediente 

TEECH/RAP/166/2021 y su acumulado TEECH/RAP/168/2021, ordenó devolver a Fuerza por México la 

acreditación local y volver al estado de prevención con las implicaciones jurídicas que esto conlleva. 

Acuerdo IEPC/CG-A/007/2022. El 26 de enero de 2022, el Instituto Electoral de Participación Ciudadana 

Chiapas (IEPC) emitió acuerdo el por el que se aprobó la determinación del monto y la distribución del 

financiamiento público a otorgarse en el ejercicio 2022, para el sostenimiento de las actividades ordinarias 

permanentes de los partidos políticos acreditados y con registro ante ese organismo electoral local. 

Solicitud de ministración. El 23 y 28 de marzo de 2022, la Secretaría de Administración de Fuerza por 

México solicitó al IEPC Chiapas se realizara la ministración vía transferencia o, en su defecto, en cheque 

expedido a favor del Comité Directivo Estatal (CDE), del gasto ordinario correspondiente a los meses de 

enero, febrero y marzo. 

Acuerdo IEPC/CG-A/042/2022. El 29 de marzo de 2022, el IEPC Chiapas emitió acuerdo en el que 

resolvió que, al tratarse de un partido político nacional que perdió su registro ante el INE, las reglas aplicables 

en materia de sus obligaciones y en materia de recursos locales corresponden a la autoridad nacional y en 

específico al Interventor designado, por lo que no hubo lugar a acordar su petición, haciendo la precisión que 

había depositado el financiamiento ordinario a la cuenta abierta por el Interventor. 

Impugnación del Acuerdo IEPC/CG-A/042/2022. El 2 de abril de 2022 el ente político, a través de su 

representante, impugnó el acuerdo IEPC/CG-A/042/2022 ante el TEECH Chiapas, promoviendo juicio para la 

protección de los derechos políticos electorales del ciudadano, al que le recayó el número 

TEECH/JDC/016/2022. 
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Juicio para la protección de los derechos políticos electorales del Ciudadano. El 27 de mayo de 

2022 el TEECH resolvió el juicio para la protección de los derechos políticos electorales del ciudadano, 

reencauzado al recurso de apelación contenido en el expediente TEECH/JDC/016/2022, promovido por la  C. 

Janette Ovando Reazola, en su carácter de Presidente del Comité Directivo Estatal del partido político 

nacional Fuerza por México, en el sentido siguiente: 

 Se declara incompetente para pronunciarse respecto de la actuación del Interventor. 

 Se remite expediente a la Comisión de Fiscalización (COF), con la finalidad de que se pronuncie 

respecto de la actuación del Interventor y, en su caso, determine si se deben entregar los recursos a 

la promovente. 

 Se reencauza el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano a recurso 

de apelación. 

 Se confirma el acuerdo IEPC/CG-A/042/2022, por el cual el OPLE entregó los recursos al Interventor 

y no a la promovente. 

Conclusión del Proceso Electoral Local Extraordinario: El 01 de junio de 2022, el Consejo General del 

IEPC declaró la conclusión del Proceso Electoral Local Extraordinario 2022, para la elección de miembros de 

ayuntamientos en los municipios de Siltepec, Venustiano Carranza, El Parral y Emiliano Zapata, en donde se 

celebraron elecciones extraordinarias el domingo 3 de abril de 2022. 

Resolución IEPC/CG-R/004/2022. El 9 de junio de 2022, el IEPC, declaró la pérdida de acreditación local 

ante ese Instituto de Fuerza por México, al no haber obtenido al menos el tres por ciento de la votación válida 

emitida, en el proceso electoral local ordinario 2021 y en el proceso electoral local extraordinario 2022. 

Acuerdo IEPC/CG-A/055/2022. El IEPC determinó la redistribución del monto del financiamiento público 

para el sostenimiento de las actividades ordinarias permanentes y de franquicias postales de los partidos 

políticos acreditados y con registro ante ese organismo electoral local, aprobado mediante acuerdo  IEPC/CG-

A/007/2022, del periodo junio a diciembre del ejercicio 2022, como resultado de la pérdida de acreditación y 

registro de los partidos políticos Movimiento Ciudadano, de la Revolución Democrática, Fuerza por México, 

Popular Chiapaneco y Nueva Alianza Chiapas. 

Impugnación de Fuerza por México. El 13 de junio de 2022, el partido Fuerza Por México Chiapas 

impugno la Resolución IEPC/CG-R004/2022 y el Acuerdo IEPC/CG-A/055/2022. 

Sentencia del Tribunal Electoral del Estado de Chiapas. El 5 de julio de 2022, dentro del expediente 

TEECH/RAP/024/2022, el Tribunal resolvió el recurso de apelación promovido por el partido Fuerza por 

México en contra de la Resolución IEPC/CG-R004/2022 y del Acuerdo IEPC/CG-A/055/2022, en el que 

determinó confirmar las citadas resoluciones. 

Impugnación de la sentencia TEECH/RAP/024/2022. El 11 de julio de 2022, Janette Ovando Reazola 

impugnó dicha sentencia.  

Sentencia dictada en los autos del expediente SX-JRC-62/2022 y SX-JRC-71/2022 acumulados. El 28 

de julio de 2022, la Sala Regional Xalapa del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) 

resolvió los expedientes TEECH/RAP/024/2022 y TEECH/RAP/025/2022, estableciéndose en dicha sentencia, 

entre otras cosas, lo siguiente: 

 Revocar la sentencia impugnada. 

 Revocar la resolución IECP/CG-R/004/2022 por la que el Instituto Electoral Local aprobó la pérdida 

de acreditación de los partidos políticos Movimiento Ciudadano, Fuerza por México y de la 

Revolución Democrática. 

 Por única ocasión, para efecto de que el Instituto Electoral de Participación Ciudadana Chiapas 

(IEPC) pueda determinar la cancelación de la acreditación de los partidos políticos nacionales  o la 

pérdida de registro de los partidos políticos locales, deberá esperar hasta la conclusión de los 

procesos electorales extraordinarios de los Municipios de Frontera Comalapa y Honduras  de la 

Sierra. 
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 El Instituto de Elecciones y Participación Ciudadana Chiapas, de manera inmediata, deberá emitir los 

acuerdos necesarios para restituir a los partidos políticos actores y a aquéllos que se encuentren en 

la misma situación jurídica, los derechos y prerrogativas que conforme a derecho les corresponda. 

 Deberá informar a la Sala Regional, dentro de las veinticuatro horas a que ello suceda, sobre el 

cumplimiento dado a la ejecutoria. 

Sesión urgente del Consejo General del IEPC. El 30 de julio de 2022 se aprobó el acuerdo 

IEPC/CGA/062/2022, en cumplimiento a lo resuelto por la Sala Regional Xalapa del TEPJF en los expedientes 

SX-JRC-62/2022 y SX-JRC-71/2022 acumulados, restituyendo la acreditación local del partido político 

nacional Fuerza por México, así como el registro de los partidos políticos locales Nueva Alianza Chiapas y 

Popular Chiapaneco, hasta la conclusión de los procesos electorales locales extraordinarios de los municipios 

de Frontera Comalapa y Honduras de la Sierra, Chiapas. 

Acuerdo CF/006/2022. El 18 de agosto de 2022 la Comisión de Fiscalización, en cumplimiento a lo 

ordenado en el TEECH/JDC/016/2022, emitió acuerdo por el que asumió su competencia y determinó  lo 

siguiente: 

 La inexistencia de la omisión del liquidador por la entrega del recurso del financiamiento de campaña 

extraordinaria. 

 La inexistencia de la omisión del liquidador por la falta de entrega del financiamiento de actividades 

ordinarias; y, 

 Que el financiamiento público para actividades ordinarias para el ejercicio 2022, determinado por el 

Instituto local, debía ser entregado al liquidador para cubrir obligaciones preexistentes a la 

declaratoria de pérdida de registro del partido político. 

 De manera esencial, consideró que eran inexistentes los supuestos actos y omisiones atribuidos al 

interventor/liquidador nacional, debido a que su actuación se ajustó a la normatividad aplicable. 

Asimismo, razonó que la existencia de financiamiento ordinario otorgado a un partido político con 

posterioridad a su pérdida de registro, de ninguna forma podrá ser destinado a los órganos de 

finanzas del partido en proceso de liquidación, sino al interventor y solo podrá ser utilizado para 

cubrir obligaciones preexistentes a la declaratoria de pérdida de registro del partido político. 

Sentencia dictada en el SUP-RAP-287/2022. El 28 de septiembre de 2022, la Sala Superior del TEPJF 

revocó parcialmente el acuerdo CF/006/2022, emitido por la COF del INE, resolviendo que en primera 

instancia los recursos que reciba Fuerza por México de las prerrogativas provenientes del financiamiento 

público local para actividades ordinarias permanentes, deben ser administrados por el interventor/liquidador 

del otrora partido político nacional Fuerza por México en liquidación, además de que no se pueden otorgar 

directamente los recursos derivados de las prerrogativas del financiamiento público ordinario local 2022 a 

Fuerza por México a través de su dirigencia estatal, porque la acreditación local no significa una nueva 

personalidad jurídica para un partido político, porque se trata de una situación sui generis, que no es diferente 

al otrora partido Fuerza por México, cuyo registro fue perdido a nivel federal, sino que en el contexto del 

ámbito local, implicó una habilitación provisional de la personalidad jurídica para continuar subsistiendo con 

los derechos y prerrogativas que le correspondan, entre ellos, el financiamiento público ordinario local, dentro 

del proceso electoral extraordinario. 

Consulta. El 13 de enero del 2023, se recibió en la Unidad Técnica de Fiscalización del INE un escrito 

signado por el interventor del extinto Partido Fuerza por México, mediante el cual realizó diversas 

manifestaciones y formuló preguntas relacionadas con el cumplimiento de las sentencias 

TEECH/RAP/166/2021 y su acumulado TEECH/RAP/168/2021 y SUP-RAP/287/2022 de 9 de diciembre de 

2021 y 28 de septiembre de 2022, respectivamente, preguntas que para mejor identificación, serán 

numeradas como se detalla a continuación: 

1. ¿Quién es el responsable de dar cumplimiento a las obligaciones en materia de fiscalización sobre 

los recursos que el suscrito va a poner a disposición en la cuenta bancaria mancomunada que la 

liquidada tiene con FxM en el estado de Chiapas? 
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2. ¿Quién va a realizar los registros correspondientes en el Sistema Integral de Fiscalización de los 

gastos realizados? 

3. ¿Qué tipo de gastos o conceptos puedo autorizar a FxM en el estado de Chiapas en mi calidad  de 

liquidador? 

•  Tal y como se desprende del acta entrega recepción de enero 2022, así como del Sistema 

Integral de Fiscalización la liquidada en el Estado de Chiapas no cuenta con trabajadores. 

4. ¿Quién dará cumplimiento a las resoluciones arriba mencionadas? 

5. ¿Por qué periodos el suscrito debe autorizar pago alguno por concepto de salarios? 

 •  En caso de que alguna o algunas personas manifiesten ser trabajadores de la liquidada en el 

Estado de Chiapas. 

6. ¿Indicarme de donde el suscrito va a obtener el tope salarial a efecto de autorizar dichos gastos? 

•  Cabe precisar que en términos de la resolución de 8 de diciembre de 2021 la liquidada dejó de 

tener operaciones como partido político. 

7. ¿Indicarme el margen de actuar del suscrito en términos de las resoluciones arriba citadas?” 

Comisión de Fiscalización. El 15 de marzo de 2023, en su Tercera Sesión Extraordinaria, la COF, 

aprobó por votación unánime de los presentes, el contenido del presente acuerdo. 

CONSIDERACIONES 

COMPETENCIA 

1. De conformidad con lo establecido en el artículo 41, Base V, apartado A, párrafos primero y segundo de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), la organización de las elecciones es una 

función estatal que se realiza a través del INE y de los Organismos Públicos Locales, quienes son autoridad 

en la materia, a nivel federal y a nivel local, respectivamente, independientes en sus decisiones y 

funcionamiento, así como profesionales en su desempeño. 

2. Por su parte, el artículo 30, numeral 1, incisos a), b), d), f) y g) de la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales (LGIPE), establece que son fines del INE, contribuir al desarrollo de la vida 

democrática, preservar el fortalecimiento del régimen de partidos políticos, asegurar a la ciudadanía el 

ejercicio de los derechos político-electorales y vigilar el cumplimiento de sus obligaciones; velar por la 

autenticidad y efectividad del sufragio; llevar a cabo la promoción del voto y coadyuvar a la difusión de  la 

educación cívica y la cultura democrática. 

3. El artículo 35 de la LGIPE, el Consejo General del INE es el órgano superior de dirección, responsable 

de vigilar el cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales en materia electoral, así como de 

velar porque los principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, máxima publicidad, objetividad 

y paridad de género guíen todas las actividades del INE. 

4. Así, el artículo 42, numerales 2 y 6 de la LGIPE, prevé la creación de la Comisión de Fiscalización, la 

cual funcionará permanentemente y se integrará exclusivamente por Consejeras y Consejeros Electorales 

designados por el Consejo General del INE, y contará con una Secretaria Técnica que será la persona Titular 

de la Unidad Técnica de Fiscalización. 

5. Además, el artículo 44, numeral 1 inciso jj) establece que, es atribución del Consejo General del INE, 

emitir los acuerdos necesarios para ejercer las atribuciones señaladas por dicha ley o cualquier otra 

legislación aplicable. 

6. El artículo 192 numeral 1, incisos a) y d) de la LGIPE establece que el Consejo General del Instituto 

ejercerá las facultades de supervisión, seguimiento y control técnico y, en general, todos aquellos actos 

preparatorios a través de la Comisión de Fiscalización, la cual le someterá a su consideración los acuerdos 

generales y normas técnicas que se requieran para regular el registro contable de los partidos políticos; 

revisará las funciones y acciones realizadas por la UTF con la finalidad de garantizar la legalidad y certeza en 

los procesos de fiscalización. 
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7. Asimismo, el inciso ñ), del citado numeral establece que, con el apoyo de la UTF, la Comisión de 

Fiscalización llevará a cabo la liquidación de los partidos políticos que pierdan su registro e informará al 

Consejo General del INE los parámetros, acciones y resultados de los trabajos realizados con tal fin. 

8. El numeral 2 del citado artículo 192 de la LGIPE establece que, para el cumplimiento de sus funciones, 

la Comisión de Fiscalización contará con la UTF. 

9. De conformidad con lo establecido en el artículo 199, numeral 1, inciso b), de la LGIPE, la UTF tendrá la 

facultad de elaborar y someter a consideración de la Comisión de Fiscalización los proyectos de reglamento 

en materia de fiscalización y contabilidad, y los acuerdos que se requieran para el cumplimiento de  sus 

funciones. 

10. En términos de lo señalado en el artículo 199, numeral 1, inciso i) de la LGIPE la UTF, junto con la 

Comisión de Fiscalización, es responsable de supervisar los procedimientos de liquidación que realice el 

Interventor designado sobre los partidos políticos que pierdan su registro. 

11. El artículo 2, numeral 2 del Reglamento de Comisiones del Consejo General del Instituto Nacional 

Electoral, establece que las Comisiones ejercerán las facultades que les confiera la Ley, el Reglamento 

Interior, el propio Reglamento de Comisiones, los Acuerdos de integración, los Reglamentos y Lineamientos 

específicos de su materia, así como los Acuerdos y Resoluciones del propio Consejo. 

12. El artículo 16, numeral 5 del Reglamento de Fiscalización (RF), dispone que si la Comisión de 

Fiscalización advierte que la respuesta a la consulta implica criterios de interpretación del Reglamento; o bien, 

si la Unidad Técnica propone un cambio de criterio a los establecidos previamente por la Comisión, tendrá 

diez días a partir del día siguiente al de la recepción de la consulta o de concluido el plazo para subsanar los 

requisitos omitidos, para remitir el proyecto de respuesta a la Comisión para que ésta resuelva lo conducente 

en la sesión respectiva. 

13. Por cuanto hace a la Consulta del Interventor del extinto Partido Fuerza por México, el artículo 16, 

numeral 6 del Reglamento de Fiscalización dispone que, si la consulta involucra la emisión de respuesta con 

aplicación de carácter obligatorio o, en su caso, se emitan normas para los sujetos obligados, tendrá diez días 

a partir del día siguiente al de la recepción para remitir el proyecto de respuesta a la Comisión para efectos de 

que ésta lo someta a consideración y, en su caso, aprobación del Consejo General.  

MOTIVACIÓN DEL ACUERDO 

14. Como se anticipó en el apartado de Antecedentes, el 09 de junio de 2022, el IEPC emitió la resolución 

IEPC/CG/R/004/2022 en la que se aprobó el dictamen de pérdida de acreditación de Fuerza por México en los 

procesos electorales locales ordinarios 2021 y extraordinario 2022. Derivado de lo anterior, el TEECH, 

mediante sentencia dictada en los autos del expediente TEECH/RAP/166/2021 y su acumulado 

TEECH/RAP/168/2021 el 30 de agosto de 2022, ordenó mantener en la etapa de prevención al extinto Partido 

Fuerza por México Chiapas con las implicaciones jurídicas que esto conlleva, por lo que el Instituto local debía 

proveer lo conducente, es decir, entregar las prerrogativas a las que tuviera derecho en el ámbito estatal, 

relacionado con los procesos electorales extraordinarios. 

Es importante señalar que a través de la publicación del comunicado en la página del IEPC y ante la falta 

de garantías para preservar la integridad de la ciudadanía que participó en el proceso electoral local 

extraordinario 2022, el IEPC decidió suspender las elecciones municipales en Frontera Comalapa y Honduras 

de la Sierra, situación que originó que los dirigentes del Comité Directivo Estatal del extinto partido político 

nacional Fuerza por México en Chiapas, erróneamente, interpreten que ellos son quienes pueden administrar 

y disponer del recurso otorgado como si el partido aún contara con registro vigente, cuando en la especie 

dicha facultad recae en la persona del interventor, quien se encuentra ejecutando la liquidación del partido 

político nacional Fuerza por México. Esto es así, en primer lugar, porque la razón de mantener vigente la 

existencia del Comité Directivo Estatal del Partido Fuerza por México en Chiapas, es que hay dos municipios 

en la entidad pendientes de realizar el proceso electoral extraordinario que no fue posible llevar a cabo el 03 

de abril de 2022, por lo tanto, resultan aplicables las disposiciones legales y reglamentarias relativas al 

ejercicio de los recursos exclusivamente tratándose de su participación en dicho proceso local extraordinario; 
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en segundo lugar, porque precisamente así lo determinó el TEPJF mediante sentencia de fecha 29 de 

septiembre de 2022, en la que expresamente dispuso que los recursos de las prerrogativas deben ser 

administrados por el interventor/liquidador del otrora partido político nacional Fuerza por México y, en tercer 

lugar, porque de conformidad con los artículos 97 numeral 1 inciso a) y d) LGPP y 381 numeral 1 del RF, el 

interventor es el responsable del control y vigilancia directos del uso y destino de los recursos y bienes del 

partido en liquidación. Asimismo, acorde con los artículos 97 numeral 1 inciso c) de la LGPP y 391, numeral 2 

del RF, es quien tiene las más amplias facultades para actos de administración y de dominio, sobre el 

conjunto de bienes y recursos del partido político en liquidación y, atento a lo dispuesto por los artículos 97 

numeral 1 inciso d) fracción II de la LGPP y 390 numeral 3 del RF, es el responsable de determinar las 

obligaciones de pago, a cargo del partido político en liquidación. 

15. Así las cosas, los recursos destinados para la elección extraordinaria que aún se encuentra pendiente 

en los municipios de Frontera Comalapa y Honduras de la Sierra deben ser administrados por el interventor, 

atendiendo lo dispuesto por el artículo 12 de las Reglas Generales de las Liquidaciones. Por lo tanto, el 

responsable de la presentación de los informes y del registro de los gastos en el Sistema Integral de 

Fiscalización es el interventor del extinto partido Fuerza por México. 

En ese orden, los gastos que se pueden realizar son los previstos en los artículos 243 de la LGIPE; 76 de 

la LGPP y 199 del RF, así como los previstos en las legislaciones locales que no se opongan a las federales, 

respetando el tope de gastos de campaña establecido para cada elección, sin perder de vista que se trata de 

un partido nacional en liquidación que tiene derecho a participar en una elección extraordinaria. 

Consecuentemente, los gastos que pueden realizarse no pueden tener el mismo tratamiento ni seguir la 

misma suerte que los gastos que pueden realizar en una elección extraordinaria los partidos con registro 

vigente, so pena de contravenir disposiciones del propio reglamento de fiscalización, particularmente las que 

establecen que al perder su registro ningún partido, puede realizar actividades distintas a las estrictamente 

indispensables para cobrar sus cuentas y hacer líquido su patrimonio, así como, las relativas a quién es el 

responsable de la administración y destino de los recursos para los gastos que se autoricen. 

Por lo anterior, debe entenderse que el alcance del artículo 12 de las reglas generales de las liquidaciones 

es limitado, por tratarse de partidos en liquidación, y diferente del caso de los partidos con registro vigente, por 

lo que los gastos que pueden realizarse en el caso de los partidos que están en liquidación y tienen derecho a 

participar en una elección extraordinaria, deben limitarse a los estrictamente necesarios para participar en el 

proceso electoral local extraordinario que se encuentra pendiente de realizar, estar soportados con la 

documentación comprobatoria con los requisitos fiscales que correspondan, con los demás requisitos 

necesarios de conformidad con el tipo de gasto establecido en el Reglamento de Fiscalización, y ser 

autorizados previamente por el interventor. 

16. Además, la determinación de la Sala Superior del TEPJF es clara al indicar que el interventor del 

otrora Partido Fuerza por México es quien debe autorizar los gastos que se mencionan en los dispositivos 

aludidos, y por ende llevar el registro de las operaciones que se realicen en el Sistema Integral de 

Fiscalización (SIF), toda vez que él es quien cuenta con las claves de acceso que le permiten dar seguimiento 

y consultar la información contable del partido en liquidación. 

De igual forma, si así lo considerara, el interventor puede proporcionar la clave de acceso al SIF a 

cualquier otra persona, bajo su más estricta responsabilidad, incluso al responsable del Comité Directivo 

Estatal en Chiapas, sin que ello signifique que no deba ser supervisado por el propio interventor. 

Aunado a lo anterior, acorde con lo dispuesto por el numeral 1 inciso a) del artículo 392 del RF, las 

obligaciones que debe cumplir el interventor a nombre del partido en liquidación son, entre otras, la 

presentación de Informes trimestrales, anuales, de precampaña y campaña a que se refiere el artículo 199 

numeral 1 inciso d) de la LGIPE y el 77, 78 y 79 de la LGPP, por lo tanto, tanto el control y administración de 

los recursos, las autorizaciones de gastos, su registro en el SIF, así como la presentación de los informes 

respectivos, considerando que únicamente permanecerán vigentes para participar en el Proceso Local 

Extraordinario en los Municipios de Frontera Comalapa y Honduras de la Sierra, le corresponden  al 

interventor.  



Jueves 20 de abril de 2023 DIARIO OFICIAL  

17. En esa tesitura, la Sala Superior del TEPJF reconoce que, al Comité Directivo Estatal del extinto 

partido político nacional Fuerza por México en Chiapas, se le permitió participar en elecciones extraordinarias 

y mantener su acreditación. Esta situación sui generis genera una personalidad jurídica que no es diferente al 

otrora partido Fuerza por México, cuyo registro ya fue perdido a nivel federal, sino que, en el contexto del 

ámbito local, implicó solo una habilitación provisional de su personalidad jurídica, para el único y exclusivo 

efecto de estar en aptitud de participar en el proceso local extraordinario pendiente de celebrarse en los 

municipios anteriormente citados. 

Por todo ello, no es posible mantener pendiente ese proceso de manera indefinida, por lo que debe 

requerirse al IEPC que realice el análisis de la situación que priva en esos municipios, a fin de que emita un 

pronunciamiento respecto de lo que procederá a realizar. En primer lugar, deberá pronunciarse sobre si 

resulta definitoria la participación del Comité Directivo Estatal de Fuerza por México en Chiapas, para efecto 

de alcanzar el 3% de la votación válida emitida y, en su caso, estar en posibilidad de solicitar registro como 

partido local. Es decir, si considerando la totalidad del padrón electoral en ambos municipios, y suponiendo 

que se obtuviera el 100% de participación y la totalidad de la votación favoreciera al Comité Directivo Estatal 

de Fuerza por México en Chiapas, esto sería suficiente para que sumado al resto de la votación que obtuvo 

Fuerza por México en la entidad, alcanzara dicho umbral.  

Lo anterior es relevante, toda vez que, si del ejercicio de análisis señalado en el párrafo anterior resultara 

que aun así no alcanzaría el 3% de la votación válida emitida, carecería de sentido mantener un Comité 

Directivo vigente de un Partido Nacional que ya se encuentra en etapa de liquidación. Toda vez que en nada 

cambiaria el sentido de la votación, ni se vulneraría el derecho de la Ciudadanía a participar en un proceso 

que ya no resultaría de trascendencia para el Comité Directivo Estatal del extinto Partido Fuerza por México, 

salvo por lo que se refiere al derecho a participar en dicho proceso, postulando algún candidato que 

eventualmente resultara ganador. 

En segundo lugar, en caso de que del análisis anterior se desprendiera que el proceso local extraordinario 

pendiente en los municipios multicitados sí fuera indispensable para definir si con ese resultado alcanzaría el 

3% y, por lo tanto hiciera la diferencia entre incluir en la liquidación al citado Comité o tener la posibilidad de 

registrarlo como partido local, el IEPC deberá pronunciarse sobre las fechas en que tendrían lugar las 

elecciones extraordinarias pendientes o, en su caso, manifestar qué procedería, acorde con su legislación y 

reglamentación local, si existiera imposibilidad material y/o jurídica para llevarlas a cabo. 

Del mismo modo, manifestar lo que tendría que hacer para obtener un resultado final de los cómputos, 

toda vez que no es viable mantener eternamente vigente el registro de un Comité Directivo Estatal, cuando el 

partido político nacional al que pertenece ya se ha extinguido, al estar en liquidación, considerando que el 

único beneficio al que puede acceder como resultado de la elección extraordinaria en esa entidad, es que se 

le tenga por cumplido el requisito de afiliación en caso de que solicitara su registro como partido local, acorde 

con lo dispuesto en el artículo 5 de las Reglas Generales. Es decir, el resultado de la elección ni siquiera es 

garantía de obtener el registro como partido local, pues todavía tendría que cumplir con el resto de los 

requisitos pues, como ya se dijo, obtener el 3% en esa entidad, únicamente le beneficia para tener por 

cumplido uno solo de los requisitos, por lo tanto, no puede ser razón suficiente que no se hayan celebrado 

elecciones en los municipios antecitados para mantener de forma indefinida en una entidad la acreditación de 

un partido que ya se extinguió a nivel nacional, como es el caso de Fuerza por México.  

18. Ahora bien, en otro orden de ideas, el interventor en su consulta hace alusión al acta de entrega 

recepción de enero de 2022, de la que se desprende que el partido Fuerza por México no contaba con 

trabajadores en el estado de Chiapas, afirmación que encuentra sustento en el Sistema Integral de 

Fiscalización, en el que no se encontraron trabajadores registrados, por lo tanto, no existirían pagos que 

realizar por concepto de salarios que deba autorizar el interventor. 

En efecto, atento a lo que establece el artículo 390 numeral 4 del RF, se considerarán trabajadores del 

partido político a aquellos ciudadanos que sean reportados como tal ante el instituto o ante los Organismo 

Públicos Locales, en los informes anuales de los ejercicios anteriores al de la pérdida o cancelación del 

registro. Los ciudadanos que consideren deban ser incluidos en la lista de trabajadores, pero no cuenten con 
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el reconocimiento del partido en liquidación, deberán hacer valer sus derechos ante las autoridades 

competentes, a efecto de que mediante laudo laboral, el interventor los incluya en la lista de trabajadores para 

salvaguardar sus derechos. En tal virtud, para efecto de la liquidación, debemos sujetarnos a las disposiciones 

de la ley, a las reglas y a la propia determinación de la Sala Superior TEPJF-SUP-RAP-287/2022. En ese 

sentido, si bien el interventor tiene amplias facultades para actos de administración y dominio y debe realizar 

su actividad conforme a su experiencia, conocimientos y experticia, también debe sujetar su actuación a las 

disposiciones legales y reglamentarias aplicables al procedimiento de liquidación. 

En el caso particular que nos ocupa, debemos distinguir además que, aunado a que el Partido Fuerza por 

México se encuentra en liquidación, la Sala Superior del TEPJF determinó que se le debe permitir participar a 

través de uno de sus Comités Directivos Estatales en la elección extraordinaria que se encuentra pendiente 

de realizar en los municipios de Frontera Comalapa y Honduras de la Sierra. Por lo tanto, las disposiciones 

que el interventor debe aplicar son las relativas al supuesto contemplado por el artículo 2 numeral 3 de las 

Reglas Generales de las Liquidaciones y, en consecuencia deberá sujetarse, entre otros, a los artículos, 12 de 

las citadas Reglas, 390 numeral 4 y 395 numeral 1 del RF que establecen, entre otras cosas, la 

responsabilidad del interventor en la administración de los recursos, la forma en la que administrará y 

dispondrá de dichos recursos, así como la forma en la que podrá cerciorarse de quienes fungieron como 

trabajadores del otrora partido para efectos de su consulta. 

En conclusión, si como él mismo lo manifiesta, no existen trabajadores que hubieran sido registrados para 

ser considerados como tales en términos del artículo 395 numeral 2 del RF, entonces no habría pagos por 

autorizar por concepto de salarios y, por otro lado, tampoco habría quien le diera cumplimiento a las 

resoluciones que señala para efectos de participar en la elección extraordinaria. 

19. En ese mismo contexto, y bajo los mismos argumentos, no se requiere obtener el tope salarial que 

manifiesta el interventor para autorizar gastos por concepto de salarios, pues aún y cuando hubiera personas 

que manifestaran ser trabajadores, como lo señala el interventor, tendría que sujetarse, como ya se dijo, a las 

disposiciones del artículo 395 numeral 2 del RF, para saber a quiénes se puede considerar como trabajadores 

del partido y, si tal como el propio interventor lo señala, no existen trabajadores en esos términos, entonces no 

necesita autorizar gastos por ese concepto. 

20. Por último, respecto del actuar del interventor, como se ha venido describiendo a lo largo de los 

considerandos del presente acuerdo, encuentra asidero legal y reglamentario en las disposiciones que rigen el 

procedimiento de liquidación, en aquellas que regulan específicamente el caso de los partidos en liquidación 

que van a participar en un proceso electoral extraordinario de carácter local, en las que determinan el alcance 

de las actividades que pueden llevarse a cabo en el otrora partido y en los alcances de lo que determinó en su 

sentencia la Sala Superior del TEPJF. 

En esa tesitura, resulta importante reiterar, aun y cuando ya se haya señalado anteriormente, que el 

artículo 12 de las Reglas Generales de las liquidaciones establece que, en cuanto a las elecciones 

extraordinarias en las que los partidos políticos en proceso de liquidación tengan derecho a recibir 

financiamiento público, el Interventor, junto con el responsable de finanzas del partido político, deberá abrir de 

manera inmediata una cuenta bancaria mancomunada con los requisitos establecidos en el artículo 54 del 

Reglamento de Fiscalización y el Interventor será el responsable de los gastos que se realicen en las 

campañas correspondientes. 

Por su parte, el artículo 393 numeral 1 del RF establece que, desde el momento en que hubiere perdido su 

registro, ningún partido político podrá realizar actividades distintas a las estrictamente indispensables para 

cobrar sus cuentas y hacer líquido su patrimonio, a través del interventor, con el fin de solventar sus 

obligaciones. 

Del mismo modo, el artículo 392 numeral 1 inciso a) del RF dispone que las obligaciones que deberán ser 

cumplidas por el interventor a nombre del partido político son, entre otras, la presentación de todos los 

informes que corresponda. 
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Finalmente, la Sentencia de la Sala Superior del TEPJF dictada en el expediente SUP-RAP-287/202 

determinó, por un lado, que esta situación sui generis generó una personalidad jurídica que no es diferente al 

otrora partido Fuerza por México, cuyo registro ya fue perdido a nivel federal, sino que, en el contexto del 

ámbito local, implicó una habilitación provisional de la personalidad jurídica, con el único objetivo de participar 

en el proceso electoral extraordinario de carácter local pendiente de realizarse en los municipios de Frontera 

Comalapa y Honduras de la Sierra en el estado de Chiapas. Por otro lado, que fue correcto el actuar del IEPC 

de entregarle los recursos al interventor, como correcta ha sido la actuación del interventor en la liquidación y 

que es precisamente a dicho especialista a quien le corresponde la administración de los recursos para la 

participación del Comité Directivo Estatal del partido Fuerza por México en Chiapas en el proceso electoral 

local extraordinario que se encuentra pendiente. 

Las disposiciones antes señaladas, constituyen el margen del actuar al que debe sujetarse el interventor 

para efecto del proceso electoral extraordinario pendiente de celebrarse en los municipios antecitados. 

En virtud de lo anterior y con fundamento en lo previsto en los artículos 41, Base V, apartados A, párrafos 

primero y segundo y B, penúltimo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 192, 

numeral 1, incisos j) y ñ), y 2; 199, numeral 1, inciso i) de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 

Electorales y 97 numeral i, inciso d) fracción V de la Ley General de Partidos Políticos así como 16, numeral 5, 

del Reglamento de Fiscalización se ha determinado emitir el siguiente:  

ACUERDO 

PRIMERO. Se da respuesta a la consulta formulada por el Interventor del otrora Partido Fuerza por 

México, en los términos siguientes:  

Dr. José Gerardo Badín Cherit 

Interventor del otrora Partido Fuerza por México 

Con fundamento en los artículos 44; 192, numeral 1, inciso j) y 199 de la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales, en relación con el artículo 16, numeral 6, del Reglamento de Fiscalización, la 

Comisión de Fiscalización del Instituto Nacional Electoral da respuesta a la consulta realizada en los  términos 

siguientes: 

Preguntas 

1. ¿Quién es el responsable de dar cumplimiento a las obligaciones en materia de fiscalización sobre 

los recursos que el suscrito va a poner a disposición en la cuenta bancaria mancomunada que la 

liquidada tiene con FxM en el estado de Chiapas? 

2. ¿Quién va a realizar los registros correspondientes en el Sistema Integral de Fiscalización de los 

gastos realizados? 

3. ¿Qué tipo de gastos o conceptos puedo autorizar a FxM en el estado de Chiapas en mi calidad  de 

liquidador? 

 Tal y como se desprende del acta entrega recepción de enero 2022, así como del Sistema Integral 

de Fiscalización la liquidada en el estado de Chiapas no cuenta con trabajadores. 

4. ¿Quién dará cumplimiento a las resoluciones TEECH/RAP/166/2021 y su Acumulado 

TEECH/RAP/168/2021 y SUP-RAP287/2022? 

5. ¿Por qué periodos el suscrito debe autorizar pago alguno por concepto de salarios? 

 En caso de que alguna o algunas personas manifiesten ser trabajadores de la liquidada en el estado 

de Chiapas. 

6. ¿Indicarme de donde el suscrito va a obtener el tope salarial a efecto de autorizar dichos gastos? 

 Cabe precisar que en términos de la resolución de 8 de diciembre de 2021 la liquidada dejó de tener 

operaciones como partido político. 

7. ¿Indicarme el margen de actuar del suscrito en términos de las resoluciones arriba citadas?” 
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Respuesta 

Por lo que hace a las preguntas identificadas con los numerales 1, 2 y 3, atento a los razonamientos 

vertidos en las consideraciones 14, 15 y 16 del presente acuerdo, el responsable de dar cumplimiento a las 

obligaciones en materia de fiscalización y de realizar los registros correspondientes en el SIF por los gastos 

realizados, es el interventor. Los gastos que puede autorizar, son los previstos en los artículos 243 de la 

LGIPE; 76 de la LGPP y 199 del RF, siempre que sean estrictamente necesarios para participar en el proceso 

electoral local extraordinario que se encuentra pendiente de realizar, deberán estar soportados con la 

documentación comprobatoria, los requisitos fiscales que correspondan, los demás requisitos necesarios de 

conformidad con el tipo de gasto establecido en el Reglamento de Fiscalización, destacando que deben ser 

autorizados con anterioridad a la ejecución de la erogación. Por lo tanto, al ser él sobre quien recaiga la 

responsabilidad de los gastos que se realicen, queda a su consideración la decisión de autorizarlos o no, una 

vez que haya analizado bajo su más estricta responsabilidad, si se encuentra o no plenamente justificado  su 

destino. 

Por lo que hace a las preguntas identificadas con los numerales 4 y 5, atento a las razones expuestas en 

el considerando 18 del presente acuerdo, no habría pagos por autorizar por concepto de salarios y, tampoco 

habría quien le diera cumplimiento a las resoluciones que señala para efectos de participar en la elección 

extraordinaria. 

Respecto a la pregunta identificada con el numeral 6, de conformidad con los motivos, razones y 

fundamentos expuestos en el considerando 19 del presente acuerdo, no se requiere obtener el tope salarial 

que manifiesta el interventor para autorizar gastos por concepto de salarios, pues aún y cuando hubiera 

personas que manifestaran ser trabajadores, como lo señala el interventor, tendría que sujetarse como ya se 

dijo a las disposiciones del artículo 395 numeral 2 del RF, para saber a quiénes se puede considerar como 

trabajadores del partido y si, tal como el propio interventor lo señala, no existen trabajadores en esos 

términos, entonces no necesita autorizar gastos por ese concepto. 

Finalmente, en cuanto a la pregunta señalada con el número 7, por los motivos y fundamentos expresados 

en el considerando 20 del presente acuerdo, el margen para actuar del interventor se encuentra normado por 

las disposiciones que rigen la participación en procesos electorales extraordinarios de partidos en proceso de 

liquidación y con las limitantes y alcances que en el propio considerando 20 se señalan. 

SEGUNDO. Notifíquese personalmente el presente Acuerdo al Interventor del otrora Partido Fuerza  por 

México.  

TERCERO. Requiérase al IEPC, a efecto de que se pronuncie respecto de la fecha en que se llevará a 

cabo la elección extraordinaria en los municipios de Frontera Comalapa y Honduras de la Sierra, una vez que 

haya realizado el análisis que se señala en el considerando 17, respecto de si resulta definitoria para el 

Comité Directivo Estatal de Fuerza por México en Chipas la elección extraordinaria que se encuentra 

pendiente en esa entidad, así como respecto de la viabilidad de celebrarla o, en su caso, qué sucedería si 

resulta material y/o jurídicamente imposible llevarla a cabo, a fin de no mantener en la incertidumbre al resto 

de interesados en la liquidación, por las razones expuestas en el Considerando 17 del presente acuerdo. 

CUARTO. Publíquese en el Diario Oficial de la Federación. 

El presente Acuerdo fue aprobado en sesión extraordinaria del Consejo General celebrada el 27 de marzo 

de 2023, por diez votos a favor de las y los Consejeros Electorales, Norma Irene De La Cruz Magaña, Doctor 

Uuc-kib Espadas Ancona, Doctora Adriana Margarita Favela Herrera, Maestro José Martín Fernando Faz 

Mora, Carla Astrid Humphrey Jordán, Doctor Ciro Murayama Rendón, Maestra Dania Paola Ravel Cuevas, 

Maestro Jaime Rivera Velázquez, Maestra Beatriz Claudia Zavala Pérez y del Consejero Presidente, Doctor 

Lorenzo Córdova Vianello y un voto en contra del Consejero Electoral, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña. 

El Consejero Presidente del Consejo General, Dr. Lorenzo Córdova Vianello.- Rúbrica.- El Secretario del 

Consejo General, Lic. Edmundo Jacobo Molina.- Rúbrica. 
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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE INFRAESTRUCTURA, COMUNICACIONES Y 

TRANSPORTES 
MODIFICACIÓN al Título de Asignación otorgado el 20 de abril de 2020, por el Gobierno Federal, a través de la 
Secretaría de Comunicaciones y Transportes, actualmente, Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y 
Transportes, en favor de la empresa de participación estatal mayoritaria Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- COMUNICACIONES.- 
Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes. 

MODIFICACIÓN AL TÍTULO DE ASIGNACIÓN OTORGADO EL 20 DE ABRIL DE 2020, POR EL GOBIERNO 

FEDERAL, A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES, ACTUALMENTE, SECRETARÍA 

DE INFRAESTRUCTURA, COMUNICACIONES Y TRANSPORTES, EN LO SUCESIVO “LA SECRETARÍA”, EN FAVOR DE 

LA EMPRESA DE PARTICIPACIÓN ESTATAL MAYORITARIA “FONATUR TREN MAYA, S.A. DE C.V.”, EN LO SUCESIVO 

“EL ASIGNATARIO” O “FTM”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES ANTECEDENTES Y CLÁUSULAS: 

ANTECEDENTES 

I. El 20 de abril de 2020, el Ejecutivo Federal, por conducto de “LA SECRETARÍA” otorgó a favor de “EL 
ASIGNATARIO” el Título de Asignación respecto de la vía general de comunicación ferroviaria denominada 
Tren Maya, en lo sucesivo “Vía Tren Maya” para: i) la construcción, operación y explotación de la “Vía Tren 
Maya”; incluyendo los bienes inmuebles necesarios para la prestación del servicio público de transporte 
ferroviario de carga y de pasajeros; y ii) la prestación del servicio público de transporte ferroviario de carga y 
de pasajeros en la “Vía Tren Maya”. Todo ello en los términos y condiciones que se indican en el Título y sus 
anexos, el cual fue publicado en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 21 de abril de 2020, en lo sucesivo 
el “Título de Asignación”. 

II. El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 (PND), publicado en el DOF el 12 de julio de 2019, señala en 
su Epílogo: Visión de 2024, como responsabilidad del Gobierno Federal, operar una transformación mayor en 
el aparato administrativo y de reorientar las políticas públicas, las prioridades gubernamentales y los 
presupuestos; así mismo establece los siguientes Ejes Generales: I. Política y Gobierno, II. Política Social y III. 
Economía, previendo para lograr su cumplimiento, entre otros, como principio rector: “la economía para el 
bienestar”, retomando el camino del crecimiento con austeridad y sin corrupción. 

Asimismo, el PND en la sección III “Economía”, subsección “Proyectos Regionales”, identifica al proyecto 
Tren Maya como el más importante de la presente administración del Gobierno Federal en materia de 
infraestructura, desarrollo socioeconómico y turismo, orientado a incrementar la derrama económica del 
turismo en la Península de Yucatán, crear empleos, impulsar el desarrollo sostenible, proteger el medio 
ambiente de la zona –desalentando actividades como la tala ilegal y el tráfico de especies– y propiciar el 
ordenamiento territorial de la región. 

III. La Estrategia Nacional de Turismo 2019 – 2024, identifica al Tren Maya como un proyecto de alto 
impacto de relevancia turística. Su paso por los estados de Quintana Roo, Campeche, Chiapas, Tabasco y 
Yucatán enmarcará el cinturón de integración y de desarrollo regional más importante de la historia y la más 
grande inversión en los últimos años. 

IV. El Programa Sectorial de Comunicaciones y Transportes 2020-2024 (PSCT), publicado en el DOF el 2 
de julio de 2020, señala que el proyecto Tren Maya establecido en el PND, es de vocación esencialmente 
turística y es coordinado por el Fondo Nacional de Fomento al Turismo, y que la “LA SECRETARÍA” 
concesionará, regulará y vigilará todo lo conducente en sus áreas de competencia de la línea del ferrocarril y 
su operación. 

Asimismo, el PSCT establece el Objetivo prioritario 2.- “Contribuir al desarrollo del país mediante el 
fortalecimiento del transporte con visión de largo plazo, enfoque regional, multimodal y sustentable, para que 
la población, y en particular las regiones de menor crecimiento, cuenten con servicios de transporte seguros, 
de calidad y cobertura nacional”; así como establece la Estrategia prioritaria 2.1.- “Impulsar proyectos de 
infraestructura aeroportuaria y ferroviaria en función de las prioridades del desarrollo regional y la inclusión 
social, a fin de mejorar la cobertura y propiciar una mayor conectividad territorial, en particular en las zonas de 
menor crecimiento” y la Acción puntual 2.1.4.- “Colaborar en la construcción del proyecto regional Tren Maya 
en todos los procesos de carácter legal, administrativo y técnico, para fortalecer el desarrollo de la región 
sureste”. 
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V. El Anexo 1 del “Título de Asignación”, establece que la “Vía Tren Maya”, se encuentra en los Estados 
de Chiapas, Tabasco, Campeche, Yucatán y Quintana Roo, en convivencia con la vía general de 
comunicación ferroviaria del Istmo de Tehuantepec en sus tramos de las líneas férreas “FA” comprendida de 
Palenque, Chiapas a Mérida, Yucatán; “FD” comprendida de Mérida, Yucatán a Tizimin, Yucatán y “FX” 
comprendida de Empalme Valladolid, Yucatán a Valladolid, Yucatán, las cuales se encontraban asignadas a la 
empresa de participación estatal mayoritaria denominada “Ferrocarril el Istmo de Tehuantepec”, S.A. de C.V., 
por virtud del Título de Asignación otorgado el 23 de diciembre de 1999, publicado en el DOF el 2 de mayo del 
2000, el cual fue modificado el 20 de diciembre de 2017 y publicado en el DOF el 23 de febrero de 2018. 

VI. Mediante oficio número FTM/SEN/621/2022, “EL ASIGNATARIO” solicitó a “LA SECRETARÍA” 
modificar el “Título de Asignación” a fin de que el tramo ferroviario Palenque – Mérida, sus ramales, inmuebles 
e instalaciones accesorias queden bajo su asignación y responsabilidad. 

VII. El servicio público de transporte ferroviario es una actividad económica prioritaria y corresponde al 
Estado ser rector de su desarrollo, por lo que al ejercer sus funciones de rectoría, está obligado a proteger en 
todo momento el interés público y social, así como proveer la continuidad de los servicios ferroviarios en 
cuanto a su desarrollo y regulación, conforme lo establecen los artículos 25 y 28 párrafo IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 1 de la Ley Reglamentaria del Servicio Ferroviario. 

VIII. Con base en lo anterior, tomando en consideración que el objetivo fundamental del otorgamiento de 
una concesión y/o asignación ferroviaria, consiste en satisfacer el interés social a través de la encomienda de 
prestar el servicio público de transporte ferroviario, “LA SECRETARÍA” debe promover el desarrollo del 
sistema ferroviario mexicano para garantizar su correcto funcionamiento. 

Las condiciones actuales de las vías generan disminución de los flujos de carga y, consecuentemente en 
la competitividad; la incorporación de la línea ferroviaria “FA”, tramo Palenque, Chiapas a Valladolid, Yucatán, 
a la Asignación de “FTM” impulsará el desarrollo de la “Vía Tren Maya” y permitirá la transformación 
estructural de las vías ferroviarias ubicadas en la península de Yucatán, para mejorar la calidad y operación 
del servicio público de transporte ferroviario. Ello también contribuirá en la promoción del desarrollo 
económico y social de la región del Sureste, atendiendo las necesidades presentes y futuras del transporte de 
carga y de pasajeros. 

La modernización a la infraestructura del sistema ferroviario del Sureste, impulsará un servicio público de 
transporte ferroviario eficiente y de calidad para los usuarios, y traerá consigo los siguientes beneficios: 

- Transformar y mejorar las condiciones de la infraestructura de las vías para adecuarse a los flujos de 
carga actuales y potenciales. 

- Mejorar la interconexión con otros modos de transporte. 

- Proporcionar mayores inversiones para el desarrollo económico y social. 

- Incrementar los índices de competitividad en la región. 

- Promover la generación de empleos. 

Por lo anterior, “LA SECRETARÍA” determina factible modificar el “Título de Asignación”, para incorporar la 

línea ferroviaria “FA”, tramo Palenque, Chiapas a Mérida, Yucatán como parte integrante de la “Vía Tren 

Maya”. 

IX. Las Licenciadas Alicia Paulina Aragón Torres y Andrée Lilian Guigue Pérez acreditan su personalidad 

como Apoderadas Legales de “EL ASIGNATARIO”, con escrituras públicas número 57,989 y 58,780 y 58,111 

de fechas 3 de abril de 2023 y 19 de mayo de 2022, respectivamente, ambas pasadas ante la fe del Lic. 

Rogelio Magaña Luna, titular de la Notaría Pública número 156 de la Ciudad de México. 

FUNDAMENTOS LEGALES 

Con fundamento en los artículos 36, fracciones I, VII, VIII, y XXVII de la Ley Orgánica de la Administración 

Pública Federal; 1, 6, fracción II, 7, 10, 14 y 20 de la Ley Reglamentaria del Servicio Ferroviario; 1, 4, 12, 14 y 

15 del Reglamento del Servicio Ferroviario; 4o. y 5o., fracción XI del Reglamento Interior de la Secretaría de 

Comunicaciones y Transportes, y las Condiciones 1.2. y 6.2. de “Título de Asignación”, esta Dependencia del 

Ejecutivo Federal otorga la presente modificación, de conformidad con las siguientes: 
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CLÁUSULAS 

PRIMERA.- Se modifica el “Título de Asignación” a efecto de incorporar el tramo ferroviario siguiente: 

LINEA DEL KM AL KM LONGITUD (KM.) TRAMO 

FA FA-330+450 FA-894+400 563.950 Palenque, Chiapas a Mérida, 

Yucatán 

 

Los bienes del dominio público que se encuentran adheridos a dicho tramo ferroviario se incorporan al 
“Título de Asignación” y pasan a formar parte de los Anexos [2] y [3], respectivamente. 

SEGUNDA.- Se modifican las condiciones 1.1.8., 1.2.2., 1.4.2., 2.2., 4.2., del “Título de Asignación” para 
quedar como siguen: 

“1.1.8. Vía Férrea: 

i) La vía general de comunicación ferroviaria denominada Tren Maya, que se construya de 
conformidad con el Proyecto Ejecutivo a que se refiere la condición 2.2. de la presente 
Asignación 

ii) La vía del Mayab correspondiente al siguiente tramo ferroviario: 

- “FA” km FA-330+450 al FA-894+400, con una longitud de 563.950 kilómetros, tramo 
Palenque, Chiapas a Mérida, Yucatán; 

Los siguientes tramos ferroviarios se asignan como ramales optativos, y el Asignatario 
contará con dos años calendario a partir de la suscripción de la presente Modificación 
para notificar por escrito a la Secretaría su aceptación o rechazo de forma total o parcial; 
al efecto, deberá acompañar a su escrito un programa de rehabilitación y puesta en 
servicio, así como la propuesta de adecuación de su plan de negocios: 

- “FD” km FD-000+000 al FD-177+350 con una longitud de 177.350 kilómetros, tramo 
Mérida – Tizimín; 

- “FX” km FX-000+000 al FX-036+656 con una longitud de 36.656 kilómetros, tramo 
Empalme Valladolid - Valladolid; 

- “FN” km FN-000+000 al FN-032+427 con una longitud de 32.427 kilómetros, tramo 
Mérida- Progreso; y 

- “FL” km FL-000+000 al FL-009+042 con una longitud de 9.042 kilómetros, tramo 
Campeche - Lerma. 

- “FP” km FP-7+826 al 153+174 con una longitud de 145.348 kilómetros, tramo 
Empalme – Dto. Peto – Peto. 

- “FS” km 0+000 al 57+100 con una longitud de 57.100 kilómetros, tramo Acanceh – 
Sotuta. 

Será responsabilidad del Asignatario llevar a cabo los trabajos de reparación necesarios 
dentro de los siguientes 365 días naturales a partir que haya notificado a la Secretaría la 
aceptación de dichos ramales. 

En caso de que la Secretaría no reciba notificación alguna por parte del Asignatario, se 
entenderá que este último acepta integralmente los ramales referidos y deberá dar 
cumplimiento con lo establecido en el párrafo anterior, así como con las obligaciones 
que, conforme a la normativa aplicable, tiene respecto de las demás vías asignadas. 

A partir de la suscripción de esta Modificación y hasta en tanto sea notificada a la 
Secretaría la aceptación o rechazo de los ramales “FD”, “FX”, “FN” y “FL”, el Asignatario 
será el único responsable de su preservación, conservación, mantenimiento, guarda y 
custodia, debiendo implementar las acciones y medidas preventivas necesarias para 
evitar las invasiones al derecho de vía ferroviario y en su caso, notificar a la Secretaría a 
través del Centro SCT Yucatán de las invasiones que se realicen al derecho de vía 
ferroviario.”. 
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“1.2.2. La prestación del servicio público de transporte ferroviario de carga y de pasajeros en la Vía 
Férrea asignada. 

… 

… 

…” 

“1.4.2. La Secretaría podrá otorgar asignaciones o concesiones a terceras personas o derechos a otros 
asignatarios o concesionarios para que, dentro de la Vía Férrea, señalada en la condición marcada con 
el numeral 1.2.1., estos presten el servicio público de transporte ferroviario en cualquier tiempo.” 

“2.2. Proyecto Ejecutivo. … 

Dicho Proyecto Ejecutivo deberá presentarse ante la Secretaría a más tardar el 20 de abril de 2024, y 
la Secretaría resolverá lo conducente dentro del término de seis meses contados a partir de que el 
Proyecto Ejecutivo se presente debidamente integrado.” 

“4.2. Derechos de arrastre y derechos de paso. El Asignatario está obligado a otorgar los derechos 
de paso y de arrastre conforme a los términos y condiciones previstos en la Ley y la condición marcada 
con el numeral 3.15. 

Los términos, condiciones y contraprestaciones conforme a los cuales se celebrarán los convenios 
respecto de los derechos de paso y de arrastre a que se refiere la presente condición se establecerán 
de conformidad con lo dispuesto en la Ley y el Reglamento.” 

TERCERA.- Se modifica el “Título de Asignación” para eliminar la condición 5.8. “Aportaciones al Fondo”; 
cualquier otra referencia relacionada con la condición 5.8. se tendrá por no puesta. 

CUARTA.- Los Anexos que se indican a continuación se modifican para quedar en los términos de los 
documentos que bajo los correspondientes numerales y denominaciones se acompañan y que forman parte 
integrante del “Título de Asignación”. 

Anexo [1]: “Descripción de la vía férrea Asignada”. 

Anexo [2]: “Especificaciones de los bienes de la Vía Férrea Asignada”. 

Anexo [3]: “Superficies que se excluyen de la Asignación”. 

Anexo [4]: “Derechos de arrastre y derechos de paso que el Asignatario tiene derecho a recibir y a 
otorgar”. 

Anexo [8]: “Especificaciones de la configuración, superficies, límites y rutas de la Vía Férrea-Cartas de 
vía”. 

Anexo [10]:  “Indicadores de Seguridad y Eficiencia Operativa”. 

Anexo [12]:  “Plan de Negocios”. 

La modificación de los Anexos [1] y [3], deberá llevarse a cabo dentro de los 90 (noventa) días naturales 
siguientes a la suscripción del presente instrumento, y la modificación a los Anexos [2], [8] [10] y [12] deberá 
llevarse a cabo dentro de los 365 (trescientos sesenta y cinco) días naturales siguientes a la suscripción del 
presente instrumento. 

QUINTA.- Con excepción a lo dispuesto por la presente modificación, las condiciones restantes del “Título 
de Asignación” y sus Anexos, subsisten en sus términos sin que esta modificación constituya de manera 
alguna novación en los derechos y obligaciones previamente adquiridos por “EL ASIGNATARIO”. 

SEXTA.- La presente modificación al “Título de Asignación” entrará en vigor a partir de la fecha de su 
firma. 

La firma de este instrumento implica la aceptación incondicional de sus términos y condiciones 
expresados, y pasa a formar parte integrante del “Título de Asignación". 

SÉPTIMA.- “EL ASIGNATARIO” tramitará a su costa, la publicación en el Diario Oficial de la Federación de 
la presente modificación al “Título de Asignación”, en un plazo que no exceda de 60 (sesenta) días contados a 
partir de la fecha de su otorgamiento. 

La presente Modificación al Título de Asignación, se otorga en la Ciudad de México, a los 20 días del mes 
de abril de 2023.- Por la Secretaría: Secretario de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes, Lic. Jorge 
Nuño Lara.- Rúbrica.- Por el Asignatario: Apoderada Legal de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., Lic. Alicia 
Paulina Aragón Torres.- Rúbrica.- Apoderada Legal de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., Lic. Andreé Lilian 
Guigue Pérez.- Rúbrica. 

(R.- 535277) 
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MODIFICACIÓN al Título de Asignación otorgado el 23 de diciembre de 1999, por el Gobierno Federal a través 
de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, actualmente, Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y 
Transportes, en favor de la empresa de participación estatal mayoritaria Ferrocarril del Istmo de Tehuantepec, 
S.A. de C.V. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- COMUNICACIONES.- 
Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes. 

MODIFICACIÓN AL TÍTULO DE ASIGNACIÓN OTORGADO EL 23 DE DICIEMBRE DE 1999, POR EL GOBIERNO 

FEDERAL A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES, ACTUALMENTE, SECRETARÍA 

DE INFRAESTRUCTURA, COMUNICACIONES Y TRANSPORTES (SICT), EN LO SUCESIVO “LA SECRETARÍA”, EN 

FAVOR DE LA EMPRESA DE PARTICIPACIÓN ESTATAL MAYORITARIA “FERROCARRIL DEL ISTMO DE 

TEHUANTEPEC, S.A. DE C.V.”, EN LO SUCESIVO “EL ASIGNATARIO”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES 

ANTECEDENTES, FUNDAMENTOS LEGALES Y CLÁUSULAS: 

ANTECEDENTES 

I. Mediante Acuerdo publicado en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 23 de diciembre 1999 la 
entonces Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo destinó al servicio de la entonces Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes, hoy SICT, los inmuebles que constituyen la vía general de comunicación 
ferroviaria del Istmo de Tehuantepec, Línea “Z”, entre Medias Aguas, Veracruz y Salina Cruz, Oaxaca, así 
como los inmuebles donde se encuentran las instalaciones para la prestación de los servicios auxiliares, con 
objeto de que se otorguen sobre dichos inmuebles las concesiones, asignaciones y permisos respectivos. 

II. Con fecha 23 de diciembre de 1999, el Ejecutivo Federal, por conducto de “LA SECRETARÍA“, otorgó a 
favor de Ferrocarril del Istmo de Tehuantepec, S.A. de C.V., Título de Asignación respecto de la vía general 
de comunicación ferroviaria línea “Z”, que corresponde a la vía férrea del Istmo de Tehuantepec, publicado en 
el DOF el 2 de mayo de 2000 y modificado el 20 de diciembre de 2017, para integrar las “Vías Chiapas 
Mayab” a la Vía del Istmo a efecto de integrar una vía troncal; así como la “Vía Oaxaca”, publicado en el DOF 
el 23 de febrero de 2018, en lo sucesivo el “TÍTULO DE ASIGNACIÓN”. 

El referido “TÍTULO DE ASIGNACIÓN” comprende: 

- La vía general de comunicación ferroviaria que corresponde a la Vía Troncal del Istmo de 
Tehuantepec, conformada por: i) el tramo del Istmo de Tehuantepec: Medias Aguas, Veracruz a 
Salina Cruz, Oaxaca; ii) el tramo de Chiapas: Ixtepec, Oaxaca a Ciudad Hidalgo, Chiapas; iii) el 
tramo Mayab: el Chapo, Veracruz a Mérida, Yucatán; iv) el tramo de la nueva vía que se construya 
de Medias Aguas, Veracruz a Coatzacoalcos, Veracruz. En lo sucesivo “Vía Troncal del Istmo”. 

- La vía general de comunicación ferroviaria, que corresponde a la vía corta Oaxaca, que va de 
Sánchez, Puebla a Oaxaca, Oaxaca. 

- La construcción, operación y explotación del tramo de Medias Aguas, Veracruz a Coatzacoalcos, 
Veracruz. 

- Los Bienes de dominio público que se indican en dicha Asignación. 

- La prestación del servicio público de transporte ferroviario de carga en las vías generales de 
comunicación ferroviaria referidas. 

- Los permisos para prestar los servicios auxiliares que se indican en el mismo. 

III. La vía corta del Mayab (como parte de la vía general de comunicación ferroviaria del Sureste, se 
destina al servicio de la entonces Secretaría de Comunicaciones y Transportes, hoy SICT, mediante Acuerdo 
publicado en el DOF el 29 de junio 1998 por la entonces Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, 
con objeto de que se otorguen las concesiones, y permisos respectivos), asignada al FIT, se integra, entre 
otras, por las líneas férreas “FA” tramo el Chapo- Mérida; “FL” tramo Campeche-Lerma; “FD” tramo Mérida-
Tizimin; “FN” tramo Mérida-Progreso y; “FX” tramo Empalme Valladolid-Valladolid. 

IV. El 20 de abril de 2020, “LA SECRETARÍA” otorgó en favor de la empresa de participación estatal 
mayoritaria denominada “Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V.”, en lo sucesivo “FTM”, Título de Asignación para i) 
la construcción, operación y explotación de la vía general de comunicación ferroviaria denominada Tren Maya, 
en lo sucesivo “Vía Tren Maya”, y ii) la prestación del servicio público de transporte ferroviario de carga y de 
pasajeros en la ”Vía Tren Maya”, para lo cual contaría con derechos de paso y derechos de arrastre 
obligatorios. 
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El Anexo 1 del Título de Asignación de FTM, establece que la “Vía Tren Maya”, se encuentra en los 

Estados de Chiapas, Tabasco, Campeche, Yucatán y Quintana Roo, en convivencia con la vía general de 

comunicación ferroviaria “Vía Troncal del Istmo” otorgada a “EL ASIGNATARIO”, en los tramos de la línea 

férrea “FA” de Palenque, Chiapas a Mérida, Yucatán; y los ramales “FD” de Mérida, Yucatán a Tizimín, 

Yucatán y “FX” de Empalme Valladolid, Yucatán a Valladolid, Yucatán. 

V. Por oficio FIT-DG-JSP-355-2021, de 5 de octubre de 2021, el Director General de “EL ASIGNATARIO” 

solicitó la desincorporación del “TÍTULO DE ASIGNACIÓN” de los ramales ferroviarios “FD” “FX” “FN” y “FL”, 

por no serle útiles para la prestación del servicio ferroviario ni rentables para su operación. 

VI. Con oficio FIT-DG-JSP-271-2022 de 3 de octubre de 2022, el Director General de “EL ASIGNATARIO”, 

solicitó a “LA SECRETARÍA”, excluir del “TÍTULO DE ASIGNACIÓN”, la línea ferroviaria “FA” del tramo 

Palenque, Chiapas a Mérida, Yucatán, ya que dicho tramo forma parte de la “Vía Tren Maya” y a “EL 

ASIGNATARIO” no le es más de utilidad para el servicio ferroviario que presta. 

VII. Con oficio FIT-DG-ATCS-122-2023 de 17 de marzo de 2023, el Director General de “EL 

ASIGNATARIO”, solicitó a “LA SECRETARÍA” modificar el “TÍTULO DE ASIGNACIÓN" para incorporar la 

prestación del servicio público de transporte ferroviario de pasajeros en las líneas férreas asignadas. 

VIII. El 30 de diciembre de 2019, se publicó en el DOF, el Acuerdo por el que “EL ASIGNATARIO” deja de 

estar coordinada y agrupada al ramo de Comunicaciones y Transportes; asimismo, el 11 de octubre de 2022 

fue publicado en el DOF el Acuerdo por el que queda agrupado al sector coordinado por la Secretaría de 

Marina. 

IX. El servicio público de transporte ferroviario es una actividad económica prioritaria y corresponde al 

Estado ser rector de su desarrollo; al ejercer sus funciones de rectoría, está obligado a proteger el interés 

público y social, así como proveer la continuidad de los servicios ferroviarios en cuanto a su desarrollo y 

regulación, conforme lo establecen los artículos 25 y 28, párrafo cuarto de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y 1 de la Ley Reglamentaria del Servicio Ferroviario. 

Con base en lo anterior, tomando en consideración que el objetivo fundamental del otorgamiento de una 

concesión y/o asignación ferroviaria, consiste en satisfacer el interés social a través de la encomienda de 

prestar el servicio público de transporte ferroviario, “LA SECRETARÍA” debe promover el desarrollo del 

sistema ferroviario mexicano para garantizar su correcto funcionamiento. 

X. Las condiciones actuales de las vías generan disminución de los flujos de carga y, consecuentemente 

en la competitividad; al excluir del “TÍTULO DE ASIGNACIÓN” la línea ferroviaria “FA”, tramo Palenque, 

Chiapas a Mérida, Yucatán y sus ramales “FD”, “FX”, “FN” y “FL”, podrán incorporarse de forma integral a la 

“Vía Tren Maya” lo que permitirá la transformación estructural de las vías generales de comunicación 

ferroviaria del Sureste para mejorar la calidad y operación del servicio público de transporte ferroviario. Ello 

también contribuirá en la promoción del desarrollo económico y social de la región del Sureste, atendiendo las 

necesidades presentes y futuras del transporte de carga y pasajeros. 

XI. La modernización a la infraestructura del sistema ferroviario del Sureste, impulsará un servicio público 

de transporte ferroviario eficiente y de calidad para los usuarios, y traerá consigo los siguientes beneficios: 

- Transformar y mejorar las condiciones de la infraestructura de las vías para adecuarse a los flujos de 

carga actuales y potenciales. 

- Mejorar la interconexión con otros modos de transporte. 

- Proporcionar mayores inversiones para el desarrollo económico y social. 

- Incrementar los índices de competitividad en la región. 

- Promover la generación de empleos. 

XII Por lo anterior, “LA SECRETARÍA” determina factible modificar el “TÍTULO DE ASIGNACIÓN”, para 

excluir los ramales referidos en el Antecedente V y la línea ferroviaria señalada en el Antecedente VI. 
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XIII. El Capitán de Navío C.G. DEM. Ing. Alan Tarsicio Cruz Saba, tiene acreditada su personalidad como 

Director General de “EL ASIGNATARIO”, con escritura pública número 66,492 de fecha 12 de enero de 2023, 

pasada ante la fe del Lic. Yohan Hillman Chapoy Notario Público número dos del Estado de Veracruz, inscrito 

en el Registro Público de Comercio de Coatzacoalcos, Veracruz el 31 de enero de 2023 bajo el folio mercantil 

N-2023007076. 

XIV.- La Agencia Reguladora del Transporte Ferroviario, en el marco de sus atribuciones, de conformidad 

con lo establecido en el artículo 6 Bis de la Ley Reglamentaria del Servicio Ferroviario, tiene pleno 

conocimiento de las causas y necesidades a las que responde la presente modificación al “TÍTULO DE 

ASIGNACIÓN”, y mediante oficio 4.5.2.-395/2022 de 8 de diciembre de 2022, advirtió que los términos y 

condiciones de este instrumento son consistentes con los fundamentos legales en los que se sustenta y el 

objetivo que se pretende alcanzar. 

FUNDAMENTOS LEGALES 

En virtud de lo anterior, con fundamento en los artículos 36, fracciones I, VII, VIII, y XXVII de la Ley 

Orgánica de la Administración Pública Federal; 1, 6, fracción II, 7, 10, 14 y 20 de la Ley Reglamentaria del 

Servicio Ferroviario; 1, 4, 12, 14 y 15 del Reglamento del Servicio Ferroviario; 4o y 5o, fracción XI del 

Reglamento Interior de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, y las condiciones 1.2, 1.5, y 5.2 del 

“TÍTULO DE ASIGNACIÓN”, esta Dependencia del Ejecutivo Federal otorga la presente modificación, para 

quedar como sigue: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- Se excluye del “TÍTULO DE ASIGNACIÓN” la siguiente línea y ramales ferroviarios así como 

los bienes de dominio público que en ellos se encuentran, por lo que dicha línea y ramales ferroviarios con 

todas las obras y mejoras realizadas por "EL ASIGNATARIO" que estén adheridas a ellos, se revierten al 

Gobierno Federal sin limitación de dominio y libres de todo gravamen:  

LINEA/RAMALES DEL KM AL KM LONGITUD (KM) TRAMO 

FA FA-330+450 FA-894+400 564.850 Palenque, Chiapas a Mérida, 

Yucatán 

FD FD-000+000 FD-177+350 177.350 Mérida – Tizimín 

FX FX-000+000 FX-036+656 36.656 Empalme Valladolid – Valladolid 

FN FN-000+000 FN-032+427 32.427 Mérida- Progreso 

FL FL-000+000 FL-009+042 9.042 Campeche – Lerma 

 

SEGUNDA.- Se modifican los Anexos Uno, Dos, Tres, Cuatro, Seis, Siete, Nueve y Once del “TÍTULO DE 

ASIGNACIÓN”, para quedar excluida de los mismos cualquier referencia a la línea ferroviaria “FA”, tramo 

Palenque, Chiapas a Mérida, Yucatán, y sus ramales “FD”, “FX”, “FN” y “FL” así como a los bienes de dominio 

público que en ellas se encuentran. 

TERCERA.- Se modifica el “TÍTULO DE ASIGNACIÓN” para incluir en dicho título la prestación del 

servicio público de transporte ferroviario de pasajeros. 

CUARTA.- Se modifican la condiciones 1.2.1.1., 1.2.4., 1.4.1., 1.4.2. y 1.5. del “TÍTULO DE 

ASIGNACIÓN”, asimismo, se eliminan las condiciones 1.2.2., 1.4.2.1. y 1.4.2.2. para quedar como sigue: 

“1.2.1.1. La vía general de comunicación ferroviaria, que corresponde a la Vía Troncal del Istmo de 

Tehuantepec, conformada por: 

i) El tramo del Istmo de Tehuantepec: Medias Aguas, Veracruz a Salina Cruz, Oaxaca. 

ii) El tramo Chiapas: Ixtepec, Oaxaca a Ciudad Hidalgo, Chiapas. 

iii) El tramo de la línea FA de El Chapo, Veracruz km FA-18+000 a Palenque, Chiapas km FA-

330+450”. 
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“1.2.4. La prestación del servició público de transporte ferroviario de carga y de pasajeros en las vías 
generales de comunicación ferroviaria referidas en las Condiciones 1.2.1.1. y 1.2.1.2. 

“El Asignatario” contará con un año calendario a partir de la suscripción del presente instrumento para 
presentar a “La Secretaría” las documentales con las que acredite sus capacidades técnica, jurídica, 
administrativa y financiera, de conformidad con la normatividad aplicable. Dicho plazo podrá ser 
prorrogado por un plazo adicional que en total no exceda de un año. 

Asimismo, el Asignatario podrá prestar los servicios públicos de transporte ferroviario objeto de esta 

asignación, en las demás vías troncales, vías cortas o ramales integrantes del Sistema Ferroviario 
Mexicano, siempre que cuente con derechos de paso o derechos de arrastre.”. 

“1.4.1.- El Asignatario no podrá usar, aprovechar o explotar las Vías Férreas y los Bienes para fines 
diversos a los contenidos en los numerales 1.2. y 1.3. objeto del presente Título, salvo que cuente con 
autorización de la Secretaría.” 

“1.4.2. … 

La Secretaría podrá otorgar concesiones a terceras personas o derechos a otros concesionarios para 
que, dentro de las Vías señaladas en los numerales 1.2.1.1 y 1.2.1.2, éstos presten servicio público de 
transporte ferroviario de carga y de pasajeros, cuando el Asignatario deje de contar con derechos de 

exclusividad, siempre que sea factible económica y técnicamente, sea congruente con las tendencias 
internacionales en la regulación ferroviaria y exista reciprocidad especialmente en el caso de convenios 
internacionales.” 

“1.5. Legislación aplicable. La operación y explotación de las Vías Férreas, el uso, aprovechamiento y 
explotación de los Bienes, la prestación del servicio público de transporte ferroviario de carga y de 

pasajeros, así como los servicios auxiliares, se sujetarán al presente “Titulo de Asignación”, la Ley y su 
Reglamento, la Ley de Vías Generales de Comunicación, la Ley General de Bienes Nacionales, la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, la Ley Federal de Competencia 
Económica, la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, los tratados y convenios internacionales 
suscritos y ratificados por el gobierno mexicano, así como las demás leyes, reglamentos, decretos y 
normas oficiales mexicanas que, en su caso, sean aplicables y se encuentren en vigor en los Estados 

Unidos Mexicanos.” 

QUINTA.- Las modificaciones a los Anexos correspondientes del “TÍTULO DE ASIGNACIÓN” deberán 
cumplimentarse dentro de los 90 (noventa) días naturales siguientes a la suscripción del presente instrumento, 
dicho plazo podrá ser prorrogado a petición de “EL ASIGNATARIO” en una o varias ocasiones por un plazo 
adicional que en total no exceda de 90 (noventa) días. 

SEXTA.- Con excepción a lo dispuesto por la presente modificación, las condiciones restantes del 
“TÍTULO DE ASIGNACIÓN” y los Anexos que no hayan sido modificados, subsisten en sus términos, sin que 
esta modificación constituya de manera alguna novación en los derechos y obligaciones previamente 
adquiridos por “EL ASIGNATARIO”. 

SÉPTIMA.- La presente modificación al “TÍTULO DE ASIGNACIÓN” entrará en vigor a partir de la fecha de 
su firma. 

El presente instrumento una vez firmado, implica la aceptación incondicional de sus términos y 
condiciones expresados, y pasa a formar parte integrante del “TÍTULO DE ASIGNACIÓN". 

OCTAVA.- “EL ASIGNATARIO” tramitará a su costa, la publicación en el DOF de la presente modificación 
al “TÍTULO DE ASIGNACIÓN” sin sus anexos, en un plazo que no exceda de 60 (sesenta) días contados a 
partir de la fecha de su otorgamiento. 

La presente modificación al Título de Asignación se suscribe en la Ciudad de México, a los 20 días del 
mes de abril de 2023.- Por la Secretaría: Secretario de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes, Lic. 

Jorge Nuño Lara.- Rúbrica.- Por el Asignatario: Director General de Ferrocarril del Istmo de Tehuantepec, 
S.A. de C.V., Capitán de Navío C.G. DEM. Ing. Alan Tarsicio Cruz Saba.- Rúbrica. 

(R.- 535276) 
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SECRETARIA DE DESARROLLO AGRARIO, TERRITORIAL Y 
URBANO 

CONVENIO Marco de Coordinación para la distribución y ejercicio de subsidios del Programa de Mejoramiento 
Urbano de la Vertiente de Mejoramiento Integral de Barrios correspondiente al ejercicio fiscal 2021, modalidad 
Diseño Urbano y Servicios relacionados con la obra, que celebran la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y 
Urbano, el Estado de Oaxaca y el Municipio de El Barrio de la Soledad. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- DESARROLLO 
TERRITORIAL.- Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

Convenio Marco de Coordinación 
Estado de Oaxaca / Municipio de El Barrio de la Soledad 
CMC/UAPIEP-PE/PMU/013/2021 

Convenio Marco de Coordinación para la distribución y ejercicio de subsidios del Programa de 
Mejoramiento Urbano de la Vertiente de Mejoramiento Integral de Barrios correspondiente al ejercicio fiscal 
2021, modalidad Diseño Urbano y Servicios relacionados con la obra, que celebran el Gobierno Federal a 
través de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, en lo sucesivo “LA SEDATU”, representada 
en este acto por el ciudadano Daniel Octavio Fajardo Ortiz, Titular de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y 
Vivienda, asistido por la ciudadana Glenda Yhadelle Argüelles Rodríguez, Titular de la Unidad de Apoyo a 
Programas de Infraestructura y Espacios Públicos y por el ciudadano Luis Felipe Soliz Miranda, Titular de la 
Unidad de Proyectos Estratégicos para el Desarrollo Urbano; y por otra parte, el Gobierno del Estado de 
Oaxaca, representado por el ciudadano Javier Lazcano Vargas, en su carácter de Secretario de las 
Infraestructuras y el Ordenamiento Territorial Sustentable, en lo sucesivo “EL ESTADO”, y por otra parte, el H. 
Ayuntamiento de El Barrio de la Soledad, Estado de Oaxaca, en lo sucesivo “EL MUNICIPIO”, representado 
por el ciudadano José Ángel Carrasco Morales, Presidente Municipal, asistido por la ciudadana Irma Olimpia 
Morelos Antonio, Síndica Municipal, a quienes en conjunto se les denominará “LAS PARTES”, al tenor de los 
antecedentes, declaraciones y cláusulas siguientes: 

ANTECEDENTES 

1. El artículo 26, apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece la 
obligación del Estado para organizar un sistema de planeación democrática del desarrollo nacional 
que imprima solidez, dinamismo, competitividad, permanencia y equidad al crecimiento de la 
economía para la independencia y la democratización política, social y cultural de la nación. 

2. El artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que los 
recursos económicos de que dispongan la Federación, las entidades federativas, los Municipios y las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, se administrarán con eficiencia, eficacia, 
economía, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados. 

3. El artículo 4, fracción I de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano reconoce el derecho a la ciudad como un principio rector de la planeación, 
regulación y gestión de los asentamientos humanos, y lo define como la obligación del Estado de 
garantizar a todos los habitantes de un asentamiento humano o centros de población el acceso a la 
vivienda, infraestructura, equipamiento y servicios básicos, a partir de los derechos reconocidos por 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internacionales suscritos por 
México en la materia. 

4. Conforme a los artículos 2, fracción LIII, 74 y 75, fracción VII de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, los subsidios son asignaciones de recursos federales previstas en el 
Presupuesto de Egresos que, a través de las dependencias y entidades, se otorgan a los diferentes 
sectores de la sociedad, a las entidades federativas o municipios para fomentar el desarrollo de 
actividades sociales o económicas prioritarias de interés general, que serán ministrados por las 
dependencias con cargo a sus presupuestos, asegurando la coordinación de acciones entre 
dependencias y entidades, para evitar la duplicidad en el ejercicio de los recursos y reducir gastos 
administrativos. 

5. El artículo 28 de la Ley de Planeación establece que las acciones contenidas en el Plan Nacional de 
Desarrollo, así como en los programas que de él emanen, deben especificar las acciones que serán 
objeto de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas; por tanto, en términos del 
artículo 33 se podrá convenir con los gobiernos locales y la participación que corresponda a los 
municipios, la coordinación que se requiera a efecto de que participen y coadyuven a la consecución 
de los objetivos de la planeación nacional, satisfaciendo las formalidades que en cada caso 
procedan. 
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6. El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, en el Apartado II, Política Social, numeral 8, denominado 
“Desarrollo Urbano y Vivienda”, señala que en el Programa de Mejoramiento Urbano, en lo sucesivo 
“EL PROGRAMA”, se realizarán obras de rehabilitación y/o mejoramiento de espacios públicos. 

7. El Programa Sectorial de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 2020–2024, elaborado a partir del 
Plan Nacional de Desarrollo 2019–2024, en su objetivo prioritario 3, señala que la finalidad de “EL 
PROGRAMA” es impulsar un hábitat asequible, resiliente y sostenible, para avanzar en la 
construcción de espacios de vida para que todas las personas puedan vivir seguras y en condiciones 
de igualdad. 

8. Mediante publicación realizada en el Diario Oficial de la Federación, del día 31 de diciembre de 2020, 
se dieron a conocer las Reglas de Operación del Programa de Mejoramiento Urbano, para el 
ejercicio fiscal 2021, en lo sucesivo se denominarán “LAS REGLAS”. 

9. “LAS REGLAS”, en su numeral “12.5 Coordinación institucional”, establecen que con el propósito de 
propiciar la sinergia con otros programas públicos y privados y obtener mayores impactos en el 
abatimiento de rezagos urbanos y sociales en los Polígonos de Atención Prioritaria del Programa, 
“LA SEDATU” promoverá la coordinación de esfuerzos con dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, Estatal, Municipal, con instituciones y organismos privados, así como 
de la sociedad civil. Para ello, en su caso, se suscribirán los instrumentos jurídicos de coordinación 
específicos correspondientes; siendo obligación de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda 
el promover que los “Polígonos de Atención Prioritaria del Programa” sean utilizados como referencia 
para la ejecución de acciones de otras instituciones públicas federales o locales. 

10. “EL PROGRAMA”, es un instrumento congruente con los tratados internacionales a los que México 
se ha adherido, como la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible, en particular con el 
objetivo 11 denominado Ciudades y Comunidades Sostenibles, el cual establece: "Lograr que las 
ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles"; en 
específico las metas 11.1, 11.3, 11.7, 11.a y 11.b, resaltan la importancia de asegurar el acceso de 
todas las personas a viviendas y servicios básicos adecuados, seguros y asequibles, así como de 
mejorar los barrios marginales; de aumentar la urbanización inclusiva, sostenible y la capacidad para 
una planificación y gestión participativas, integradas y sostenibles de los asentamientos humanos; de 
proporcionar acceso universal a zonas verdes y espacios públicos seguros, inclusivos y accesibles, 
en particular para las mujeres y la niñez, las personas mayores de edad y las personas con 
discapacidad; de apoyar los vínculos económicos, sociales y ambientales positivos entre las zonas 
urbanas, periurbanas y rurales mediante el fortalecimiento de la planificación del desarrollo nacional y 
regional; y finalmente, de aumentar sustancialmente el número de ciudades y asentamientos 
humanos que adoptan y ponen en marcha políticas y planes integrados para promover la inclusión, el 
uso eficiente de los recursos, la mitigación del cambio climático y la adaptación a él y la resiliencia 
ante los desastres. 

DECLARACIONES 

I.- Declara “LA SEDATU” que: 

I.1. Es una Dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 1°, 2°, 
fracción I, 26 y 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 

I.2. Conforme a las atribuciones contenidas en el artículo 41 fracciones X, XIII y XX de la Ley Orgánica 
de la Administración Pública Federal, “LA SEDATU”, a través de la Subsecretaria de Desarrollo 
Urbano y Vivienda, tiene atribuciones para suscribir el presente Convenio Marco de Coordinación. 

I.3. Su representante, el ciudadano Daniel Octavio Fajardo Ortiz, Titular de la Subsecretaría de 
Desarrollo Urbano y Vivienda, cuenta con atribuciones para suscribir el presente instrumento, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 7, fracciones XI y XII y 9 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. Asimismo, conforme a lo establecido en el 
numeral 10.2 fracción VIII de “LAS REGLAS”, la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, le 
corresponde suscribir los acuerdos de colaboración, coordinación y concertación para la operación y 
ejecución de “EL PROGRAMA”, de conformidad con la legislación y normatividad aplicable. 

1.4. La ciudadana Glenda Yhadelle Argüelles Rodríguez, Titular de la Unidad de Apoyo a Programas de 
Infraestructura y Espacios Públicos, en lo sucesivo “LA UAPIEP” y Unidad Responsable del 
Programa, cuenta con facultades y atribuciones para suscribir el presente Convenio, de conformidad 
con lo dispuesto en los artículos 11, fracciones IV y VI, y 16 del Reglamento Interior de la Secretaría 
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; así como en los numerales 1.4, fracciones LXXVIII y 
LXXIX y 10.3 de “LAS REGLAS”. 
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I.5. El ciudadano Luis Felipe Soliz Miranda, Titular de la Unidad de Proyectos Estratégicos para el 
Desarrollo Urbano, en lo sucesivo “LA UPEDU”, cuenta con atribuciones para coadyuvar y suscribir el 
presente Convenio, de acuerdo en lo señalado en los artículos 11, fracciones IV y VI, y 15, fracciones 
I, III, IV y XVI, del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

I.6. Para efectos de este Convenio, señala como su domicilio legal el ubicado en Avenida Nuevo León 
número 210, Colonia Hipódromo, Demarcación Territorial Cuauhtémoc, Código Postal 06I00, Ciudad 
de México. 

II.- Declara “EL ESTADO” por conducto de su representante, que: 

II.1.  Forma parte integrante de la Federación, es una entidad libre y soberana en lo que se refiere a su 
régimen interior, de conformidad con lo establecido en los artículos 40, 42, fracción I y 43 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 2 y 26 de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Oaxaca. 

II.2.  El ciudadano Javier Lazcano Vargas, en su carácter de Secretario de las Infraestructuras y el 
Ordenamiento Territorial Sustentable del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca, se encuentra 
facultado para la celebración del presente instrumento jurídico, de conformidad con lo establecido por 
los artículos 82 y 84 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, y 1, 3, 
fracción I, 15 primer párrafo, 27 fracción IV y 37 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de 
Oaxaca. 

II.3.  Para efectos de presente instrumento, señala como su domicilio el ubicado en Palacio de Gobierno 
de la Constitución, entre calles de Carlos María Bustamante y Ricardo Flores Magón, colonia Centro, 
C.P. 68000, en la Ciudad de Oaxaca de Juárez, Oaxaca. 

III.- Declara “EL MUNICIPIO” por conducto de su representante, que: 

III.1.  Es una entidad de carácter público, con patrimonio propio y libre en la administración de su hacienda, 
que se encuentra investida de personalidad jurídica propia en términos de lo dispuesto en el artículo 
115, fracciones II y IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; asimismo, forma 
parte integrante del estado de Oaxaca. 

III.2.  El ciudadano José Ángel Carrasco Morales, Presidente Municipal del Ayuntamiento de Barrio de la 
Soledad, Estado de Oaxaca, cuenta con facultades para celebrar el presente Convenio en términos 
del artículo 68 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca. 

III.3.  La ciudadana Irma Olimpia Morelos Antonio, Síndica Municipal del Ayuntamiento de Barrio de la 
Soledad, Estado de Oaxaca, cuenta con facultades para celebrar el presente Convenio en términos 
del artículo 71 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca. 

III.4.  Para efectos del presente Convenio, señala como su domicilio, el ubicado en Calle Benito Juárez 
S/N, El Barrio de la Soledad, Oaxaca, 70390. 

IV.- Declaran “LAS PARTES” que: 

IV.1. En la celebración del presente acto jurídico no existe error, dolo o mala fe, por lo que es celebrado de 
manera voluntaria, y reconocen mutuamente la personalidad con que comparecen sus respectivos 
representantes. 

IV.2. Una vez reconocida plenamente la personalidad y capacidad jurídica con que comparecen cada una 
de “LAS PARTES” es su voluntad celebrar el presente Convenio Marco de Coordinación. 

Con base en los antecedentes y declaraciones de este instrumento y con fundamento en los artículos 26, 
apartado A, 90 y 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, 2°, 17 Bis, 26 y 41 de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 28 y 33 de la Ley de Planeación; 1, 4, fracción VII, 75 y 77 
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 1, 176, 178 y 179 del Reglamento de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 4, 8, 9, 48, 49, 50 y 51 de la Ley General de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano; 70, fracción XV, de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública; 3 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública; 1, 7, fracciones XI y XII, 9, 11, fracciones IV y VI, 15, fracciones I, III, IV y XVI, y 16 del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; las disposiciones contenidas 
en “LAS REGLAS”, y demás disposiciones jurídicas aplicables, “LAS PARTES” celebran el presente Convenio 
Marco de Coordinación, al tenor de las siguientes: 
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CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. 

El objeto del presente Convenio Marco de Coordinación es conjuntar voluntades, acciones y capacidades 
donde se establezcan las bases y los mecanismos para la distribución y ejercicio de subsidios del Programa 
de Mejoramiento Urbano, de la Vertiente de Mejoramiento Integral de Barrios, modalidad Diseño Urbano y 
Servicios relacionados con la obra correspondientes al ejercicio fiscal 2021, los cuales coadyuvarán para que 
“LAS PARTES” en el ámbito de sus respectivas competencias ejecuten proyectos, en lo sucesivo “LOS 
PROYECTOS”, que se realizarán en “EL MUNICIPIO” integrante del Estado de Oaxaca. 

Los recursos financieros que, en su caso, aporte “LA SEDATU” son subsidios que no pierden su carácter 
federal y que provienen del Ramo Administrativo 15 “Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano”, asignados a “EL 
PROGRAMA”. 

Estos subsidios, estarán sujetos a la disponibilidad presupuestal de “EL PROGRAMA” en el ejercicio fiscal 
vigente. 

SEGUNDA. EJECUCIÓN ESPECÍFICA DE “LOS PROYECTOS”. 

La implementación y ejecución de “EL PROGRAMA”, se dará de conformidad con su mecánica de 
operación, por lo cual en su oportunidad se llevará a cabo la formalización de los convenios de coordinación 
específicos o instrumentos jurídicos específicos aplicables, acorde a lo establecido en “LAS REGLAS”, en 
donde se establecerán los datos de “LOS PROYECTOS” que serán apoyados con subsidios de “EL 
PROGRAMA” y en los cuales aplicará el contenido de todos los apartados de este Convenio Marco de 
Coordinación. 

“LAS PARTES” convienen que la ejecución de los proyectos que serán apoyados con subsidios de “EL 
PROGRAMA” se realizará durante el ejercicio fiscal 2021. 

TERCERA. NORMATIVIDAD. 

Para la ejecución de “LOS PROYECTOS” que serán apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”, “LAS 
PARTES” convienen que se sujetarán, en lo aplicable, a lo establecido en: la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y su Reglamento; la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las 
Mismas y su Reglamento; la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público y su 
Reglamento; el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021; “LAS REGLAS”; este 
Convenio Marco de Coordinación; los convenios de coordinación específicos o los instrumentos jurídicos 
específicos aplicables a cada Vertiente, así como a las demás disposiciones jurídicas federales y locales 
aplicables. 

CUARTA. INSTANCIA EJECUTORA DE “LOS PROYECTOS”. 

En los convenios de coordinación específicos o los instrumentos jurídicos específicos aplicables, se 
señalará la Instancia Ejecutora de los proyectos que serán apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”, la 
cual tendrá las obligaciones y responsabilidades que se establecen en “LAS REGLAS”. 

QUINTA. RESPONSABILIDADES DE “LA SEDATU”. 

a) Apoyar con subsidios federales la ejecución de “EL PROGRAMA”; 

b) Revisar, evaluar y aprobar “LOS PROYECTOS” por conducto del máximo órgano de decisión de “EL 
PROGRAMA”; 

c) Efectuar oportunamente, el seguimiento de avances y resultados físicos y financieros de “LOS 
PROYECTOS”, con base en la información de los expedientes técnicos, la registrada en el Sistema 
de Información de "LA SEDATU" y la obtenida en las verificaciones que realice, en los términos 
establecidos por "LAS REGLAS”; 

d) Otorgar a las instancias ejecutoras, acceso al sistema de información de "LA SEDATU", con la 
finalidad de obtener simultáneamente información relativa a los avances y resultados físicos y 
financieros de “LOS PROYECTOS”, y 

e) Las demás que resulten aplicables conforme a lo que señalan "LAS REGLAS". 

SEXTA. RESPONSABILIDADES DE “EL ESTADO”. 

a) Apoyar el cumplimiento de los objetivos y las metas de “EL PROGRAMA”; 
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b) Apoyar a “EL MUNICIPIO”, en el ámbito de su competencia, en lo relativo al otorgamiento de 
permisos, licencias, autorizaciones y demás actos que se requieran para la realización de “LOS 
PROYECTOS” que serán aprobados con subsidios de “EL PROGRAMA”, y 

c) Promover y verificar que los subsidios aportados a “EL PROGRAMA” se ejerzan de conformidad con 
lo dispuesto en la legislación federal aplicable, y en “LAS REGLAS”. 

SÉPTIMA. RESPONSABILIDADES DE “EL MUNICIPIO”. 

Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio Marco de Coordinación, “EL MUNICIPIO”, en su 
carácter de Instancia Solicitante, tendrá las siguientes responsabilidades: 

a) Elaborar la justificación técnica y social de “LOS PROYECTOS” para lo cual deberán cumplir con los 
criterios de equidad, inclusión, integralidad, desarrollo urbano y sustentabilidad; en términos de la 
legislación y normatividad en la materia; 

b) Acreditar la propiedad del predio o inmueble —municipal, estatal o federal—, en los que se realizarán 
“LOS PROYECTOS” de “EL PROGRAMA”, acorde a lo establecido en “LAS REGLAS”. El predio o 
inmueble deberá estar debidamente identificado en el documento con su georreferencia, medidas 
perimetrales y colindancias; 

c) Coadyuvar en la integración del expediente de cada acción, de acuerdo con la normatividad aplicable 
y a lo definido en “LAS REGLAS”; 

d) Suscribir los instrumentos jurídicos que correspondan, de acuerdo con las disposiciones aplicables, 
así como dar cumplimiento a lo convenido; 

e) En su caso, emitir las autorizaciones, licencias de construcción, dictámenes de factibilidad entre 
otros, de las acciones propuestas, de conformidad con la legislación y normatividad aplicable, así 
como cubrir la totalidad de los costos asociados a estos conceptos; 

f) Remitir a la autoridad competente las quejas y denuncias que se interpongan en relación con “EL 
PROGRAMA”; 

g) Cumplir con las responsabilidades específicas, aplicables a cada Vertiente de “EL PROGRAMA”, que 
se establecen en “LAS REGLAS”; 

h) Promover en el ámbito de su competencia las acciones que resulten necesarias para salvaguardar y 
vigilar la correcta ejecución de “LOS PROYECTOS”, así como contribuir a la generación y 
preservación del orden público y la paz social de las mismas, en términos de la normativa aplicable, y 

i) Las demás que establezcan la Instancia Normativa, “LAS REGLAS” y las disposiciones aplicables. 

OCTAVA. CONTROL Y FISCALIZACIÓN. 

El ejercicio de los recursos federales de “EL PROGRAMA” está sujeto a las disposiciones federales 
aplicables y podrán ser auditados por las siguientes instancias, conforme a la legislación vigente y en el 
ámbito de sus respectivas competencias: el Órgano Interno de Control en “LA SEDATU”, la Secretaría de la 
Función Pública, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Auditoría Superior de la Federación y demás 
instancias que en el ámbito de sus respectivas atribuciones resulten competentes. 

NOVENA. TERMINACIÓN ANTICIPADA Y RESCISIÓN DEL CONVENIO. 

“LAS PARTES” acuerdan que, al basarse el presente instrumento en el principio de la buena fe, de común 
acuerdo, podrán convenir la terminación anticipada del mismo. Asimismo, el presente Convenio se podrá dar 
por terminado de manera anticipada por la existencia de alguna de las siguientes causas: a) De presentarse 
caso fortuito, entendiéndose éste por un acontecimiento de la naturaleza; b) Por fuerza mayor, entendiéndose 
un hecho humanamente inevitable, y c) Por cumplimiento anticipado del objeto del presente Convenio. 

“LA SEDATU” podrá, en cualquier momento, rescindir el presente instrumento jurídico, sin que medie 
resolución judicial y sin responsabilidad alguna, cuando cualquiera de “LAS PARTES” no cumpla en tiempo y 
forma con los compromisos pactados en este Convenio Marco de Coordinación o en lo establecido en “LAS 
REGLAS” o en la legislación federal aplicable. 

DÉCIMA. MODIFICACIONES. 

De considerarse procedente, el presente Convenio Marco de Coordinación se podrá modificar de común 
acuerdo por “LAS PARTES”, conforme a los preceptos y lineamientos que lo originan; dichas modificaciones 
deberán constar por escrito en el instrumento jurídico que determine la Unidad Responsable del Programa. 
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DÉCIMA PRIMERA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. 

“LAS PARTES” manifiestan su conformidad para interpretar, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, y para resolver de común acuerdo, todo lo relativo a la ejecución y cumplimiento del presente 
Convenio Marco de Coordinación; asimismo, convienen en sujetarse para todo lo no previsto en el mismo, a lo 
dispuesto en los instrumentos legales y normativos señalados en la Cláusula Tercera de este Convenio. 

De las controversias que surjan con motivo de la ejecución y cumplimiento del presente Convenio Marco 
de Coordinación, que no puedan ser resueltas de común acuerdo entre “LAS PARTES”, conocerán los 
Tribunales Federales con sede en la Ciudad de México. 

DÉCIMA SEGUNDA. CONFIDENCIALIDAD. 

“LAS PARTES” se obligan a mantener bajo la más estricta confidencialidad, la información relacionada o 
resultante que sea intercambiada, con motivo de la ejecución de las acciones materia del presente Convenio, 
debiendo proteger y resguardar dicha información, durante toda su vigencia e incluso posterior a ella, en 
términos de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública y demás legislación aplicable. 

DÉCIMA TERCERA. DIFUSIÓN. 

“LAS PARTES” serán responsables de que durante la ejecución de “LOS PROYECTOS” apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, se cumplan las disposiciones, estrategias y programas en materia de difusión, 
que se encuentren señaladas en el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio 
Fiscal 2021, así como en “LAS REGLAS”. 

La publicidad, información, la papelería y la documentación oficial relativa a las acciones realizadas deberá 
identificarse con el escudo nacional en los términos que establece la Ley Sobre el Escudo, la Bandera y el 
Himno Nacionales, y el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal 2021, e 
incluir la siguiente leyenda “Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el 
uso para fines distintos a los establecidos en el programa”. 

DÉCIMA CUARTA. PROPIEDAD INTELECTUAL Y DERECHOS DE AUTOR. 

En caso de generarse derechos de propiedad intelectual con motivo de las actividades que se lleven a 
cabo en el marco de este Convenio, así como del diseño y la ejecución de los proyectos apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, “LAS PARTES” se obligan a reconocerse mutuamente los créditos 
correspondientes y ajustarse a lo dispuesto en la Ley Federal del Derecho de Autor, su Reglamento y demás 
normatividad aplicable. 

Asimismo, “LAS PARTES” convienen que la propiedad intelectual y los derechos de autor resultantes de 
las actividades que desarrollen conjuntamente corresponderán a la parte que haya producido; o, en su caso, a 
todas ellas en proporción a sus aportaciones. Los derechos de autor de carácter patrimonial que se deriven 
del presente Convenio le corresponderán a la parte que haya participado o que haya aportado recursos para 
su realización, la cual, únicamente quedará obligada a otorgarle los créditos correspondientes por su autoría y 
colaboración a la otra parte. 

DÉCIMA QUINTA. CONTRALORÍA SOCIAL. 

“LAS PARTES” serán responsables de que durante la ejecución de “LOS PROYECTOS” apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA” se cumplan las disposiciones señaladas en “LAS REGLAS” en materia de 
contraloría social; así como lo señalado en los Lineamientos vigentes emitidos por la Secretaría de la Función 
Pública, para promover las acciones necesarias que permitan la efectividad de la vigilancia ciudadana, bajo el 
Esquema o Esquemas validados por la Secretaría de la Función Pública. 

DÉCIMA SEXTA. RELACIÓN LABORAL. 

“LAS PARTES” convienen que el personal aportado por cada una para la realización de “LOS 
PROYECTOS” apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”, se entenderá relacionado exclusivamente con 
aquella que lo empleó; por ende, cada una de ellas asumirá su responsabilidad por este concepto, y en ningún 
caso serán consideradas como patrones solidarios o sustitutos de la otra. 

DÉCIMA SÉPTIMA. TRANSPARENCIA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. 

“LAS PARTES” acuerdan guardar y proteger la información reservada y/o confidencial que generen, 
obtengan, adquieran, transformen o se encuentre en su posesión, de acuerdo con la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, así como 
cualquier otro ordenamiento jurídico vigente en la materia. 
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“LAS PARTES” en sus respectivos ámbitos de competencia serán responsables, en obtener el 
consentimiento de los titulares de datos personales y/o datos personales sensibles de conformidad con la Ley 
General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados y demás normatividad 
aplicable, que se obtengan con motivo del cumplimiento del objeto del presente Convenio. 

“LAS PARTES” en sus respectivos ámbitos de competencia se obligan a realizar los avisos de privacidad 
correspondientes, de conformidad con la mencionada ley, y obtener las autorizaciones correspondientes para 
transferir dichos datos a la otra parte, cuando así sea necesario en términos de la legislación aplicable.  

“LAS PARTES” en sus respectivos ámbitos de competencia serán responsables del manejo, 
almacenamiento y protección de los datos personales y los datos personales sensibles, que obtengan con 
motivo del cumplimiento del presente Convenio. 

DÉCIMA OCTAVA. INTEGRIDAD. 

“LAS PARTES” se comprometen a actuar bajo los principios de legalidad, imparcialidad, transparencia, 
honestidad, e integridad, y a cumplir con todas las disposiciones en materia de responsabilidades de 
servidores públicos, previstas en la Ley General de Responsabilidades Administrativas y el Código Penal 
Federal. 

“LAS PARTES” se comprometen a que, ni ellas, ni sus directores, funcionarios o empleados habrán 
ofrecido, prometido, entregado, autorizado, solicitado o aceptado ninguna ventaja indebida, económica o de 
otro tipo (o insinuado que lo harán o podrían hacerlo en el futuro) relacionada de algún modo con el presente 
instrumento o con los que deriven del mismo y que habrán adoptado medidas razonables para evitar que lo 
hagan los subcontratistas, agentes o cualquier otro tercero que este sujeto a su control o a su influencia 
significativa. 

Para esos efectos, el alcance del objeto de la presente Convenio se limita al necesario para cumplir con 
los fines y conducción normal de las actividades de cada una de “LAS PARTES”. 

DÉCIMA NOVENA. ANTICORRUPCIÓN. 

“LAS PARTES” se comprometen a no llevar a cabo acto de corrupción alguno, por lo que pactan que será 
causal de suspensión o terminación de la relación derivada del presente Convenio, el conocimiento de que la 
otra parte ha actuado en violación a la legislación aplicable en materia de anticorrupción, en particular al 
involucrarse o tolerar algún acto de corrupción o ser utilizada como conducto para cometerlo. 

Para esos efectos, el alcance del objeto de la presente Convenio se limita al necesario para cumplir con 
los fines y conducción normal de las actividades de cada una de “LAS PARTES”. 

VIGÉSIMA. DOMICILIOS. 

“LAS PARTES” señalan como sus domicilios convencionales para toda clase de avisos, comunicaciones, 
notificaciones y en general para todo lo relacionado con el presente Convenio, los señalados en sus 
respectivas declaraciones. Cualquier cambio de domicilio de las partes deberá ser notificado por escrito, 
dirigido a “LAS PARTES”, con acuse de recibo, por lo menos en un plazo de diez días hábiles de anticipación 
a la fecha en que deba surtir efectos el cambio. Sin este aviso, todas las comunicaciones se entenderán como 
válidamente hechas en los domicilios aquí señalados. 

VIGÉSIMA PRIMERA. VIGENCIA. 

El presente Convenio Marco de Coordinación estará vigente a partir del día de su firma y hasta el 31 de 
diciembre de 2021. 

Este programa es público, ajeno a cualquier partido político Queda prohibido el uso para fines distintos a los 
establecidos en el programa. 

Enteradas las partes de su contenido y alcance legal, firman el presente Convenio Marco de Coordinación, 
en seis tantos, en la Ciudad de México, a los tres días del mes de marzo de 2021.- Por la SEDATU: el Titular 
de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, C. Daniel Octavio Fajardo Ortiz.- Rúbrica.- La Titular 
de la Unidad de Apoyo a Programas de Infraestructura y Espacios Públicos, C. Glenda Yhadelle Argüelles 
Rodríguez.- Rúbrica.- El Titular de la Unidad de Proyectos Estratégicos para el Desarrollo Urbano, C. Luis 
Felipe Soliz Miranda.- Rúbrica.- Por el Estado: el Secretario de las Infraestructuras y el Ordenamiento 
Territorial Sustentable, C. Javier Lazcano Vargas.- Rúbrica.- Por el Municipio: el Presidente Municipal, C. 
José Ángel Carrasco Morales.- Rúbrica.- La Síndica Municipal, C. Irma Olimpia Morelos Antonio.- 
Rúbrica. 
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CONVENIO Marco de Coordinación para la distribución y ejercicio de subsidios del Programa de Mejoramiento 
Urbano de la Vertiente de Mejoramiento Integral de Barrios correspondiente al ejercicio fiscal 2021, modalidad 
Diseño Urbano y Servicios relacionados con la obra, que celebran la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y 
Urbano, el Estado de Oaxaca y el Municipio de San Juan Bautista Tuxtepec. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- DESARROLLO 
TERRITORIAL.- Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

Convenio Marco de Coordinación 
Estado de Oaxaca / Municipio de San Juan Bautista Tuxtepec 
CMC/UAPIEP-PE/PMU/017/2021 

Convenio Marco de Coordinación para la distribución y ejercicio de subsidios del Programa de 
Mejoramiento Urbano de la Vertiente de Mejoramiento Integral de Barrios correspondiente al ejercicio fiscal 
2021, modalidad Diseño Urbano y Servicios relacionados con la obra, que celebran el Gobierno Federal a 
través de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, en lo sucesivo “LA SEDATU”, representada 
en este acto por el ciudadano Daniel Octavio Fajardo Ortiz, Titular de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y 
Vivienda, asistido por la ciudadana Glenda Yhadelle Argüelles Rodríguez, Titular de la Unidad de Apoyo a 
Programas de Infraestructura y Espacios Públicos y por el ciudadano Luis Felipe Soliz Miranda, Titular de la 
Unidad de Proyectos Estratégicos para el Desarrollo Urbano; y por otra parte, el Gobierno del Estado de 
Oaxaca, representado por el ciudadano Javier Lazcano Vargas, en su carácter de Secretario de las 
Infraestructuras y el Ordenamiento Territorial Sustentable, en lo sucesivo “EL ESTADO”, y por otra parte, el H. 
Ayuntamiento de San Juan Bautista Tuxtepec, Estado de Oaxaca, en lo sucesivo “EL MUNICIPIO”, 
representado por el ciudadano Noé Ramírez Chávez, Presidente Municipal, asistido por el ciudadano Juan 
Luis Sánchez Marín, Síndico Procurador, a quienes en conjunto se les denominará “LAS PARTES”, al tenor 
de los antecedentes, declaraciones y cláusulas siguientes: 

ANTECEDENTES 

1. El artículo 26, apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece la 
obligación del Estado para organizar un sistema de planeación democrática del desarrollo nacional 
que imprima solidez, dinamismo, competitividad, permanencia y equidad al crecimiento de la 
economía para la independencia y la democratización política, social y cultural de la nación. 

2. El artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que los 
recursos económicos de que dispongan la Federación, las entidades federativas, los Municipios y las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, se administrarán con eficiencia, eficacia, 
economía, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados. 

3. El artículo 4, fracción I de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano reconoce el derecho a la ciudad como un principio rector de la planeación, 
regulación y gestión de los asentamientos humanos, y lo define como la obligación del Estado de 
garantizar a todos los habitantes de un asentamiento humano o centros de población el acceso a la 
vivienda, infraestructura, equipamiento y servicios básicos, a partir de los derechos reconocidos por 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internacionales suscritos por 
México en la materia. 

4. Conforme a los artículos 2, fracción LIII, 74 y 75, fracción VII de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, los subsidios son asignaciones de recursos federales previstas en el 
Presupuesto de Egresos que, a través de las dependencias y entidades, se otorgan a los diferentes 
sectores de la sociedad, a las entidades federativas o municipios para fomentar el desarrollo de 
actividades sociales o económicas prioritarias de interés general, que serán ministrados por las 
dependencias con cargo a sus presupuestos, asegurando la coordinación de acciones entre 
dependencias y entidades, para evitar la duplicidad en el ejercicio de los recursos y reducir gastos 
administrativos. 

5. El artículo 28 de la Ley de Planeación establece que las acciones contenidas en el Plan Nacional de 
Desarrollo, así como en los programas que de él emanen, deben especificar las acciones que serán 
objeto de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas; por tanto, en términos del 
artículo 33 se podrá convenir con los gobiernos locales y la participación que corresponda a los 
municipios, la coordinación que se requiera a efecto de que participen y coadyuven a la consecución 
de los objetivos de la planeación nacional, satisfaciendo las formalidades que en cada caso 
procedan. 

6. El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, en el Apartado II, Política Social, numeral 8, denominado 
“Desarrollo Urbano y Vivienda”, señala que en el Programa de Mejoramiento Urbano, en lo sucesivo 
“EL PROGRAMA”, se realizarán obras de rehabilitación y/o mejoramiento de espacios públicos. 
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7. El Programa Sectorial de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 2020–2024, elaborado a partir del 
Plan Nacional de Desarrollo 2019–2024, en su objetivo prioritario 3, señala que la finalidad de “EL 
PROGRAMA” es impulsar un hábitat asequible, resiliente y sostenible, para avanzar en la 
construcción de espacios de vida para que todas las personas puedan vivir seguras y en condiciones 
de igualdad. 

8. Mediante publicación realizada en el Diario Oficial de la Federación, del día 31 de diciembre de 2020, 
se dieron a conocer las Reglas de Operación del Programa de Mejoramiento Urbano, para el 
ejercicio fiscal 2021, en lo sucesivo se denominarán “LAS REGLAS”. 

9. “LAS REGLAS”, en su numeral “12.5 Coordinación institucional”, establecen que con el propósito de 
propiciar la sinergia con otros programas públicos y privados y obtener mayores impactos en el 
abatimiento de rezagos urbanos y sociales en los Polígonos de Atención Prioritaria del Programa, 
“LA SEDATU” promoverá la coordinación de esfuerzos con dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, Estatal, Municipal, con instituciones y organismos privados, así como 
de la sociedad civil. Para ello, en su caso, se suscribirán los instrumentos jurídicos de coordinación 
específicos correspondientes; siendo obligación de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda 
el promover que los “Polígonos de Atención Prioritaria del Programa” sean utilizados como referencia 
para la ejecución de acciones de otras instituciones públicas federales o locales. 

10. “EL PROGRAMA”, es un instrumento congruente con los tratados internacionales a los que México 
se ha adherido, como la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible, en particular con el 
objetivo 11 denominado Ciudades y Comunidades Sostenibles, el cual establece: "Lograr que las 
ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles"; en 
específico las metas 11.1, 11.3, 11.7, 11.a y 11.b, resaltan la importancia de asegurar el acceso de 
todas las personas a viviendas y servicios básicos adecuados, seguros y asequibles, así como de 
mejorar los barrios marginales; de aumentar la urbanización inclusiva, sostenible y la capacidad para 
una planificación y gestión participativas, integradas y sostenibles de los asentamientos humanos; de 
proporcionar acceso universal a zonas verdes y espacios públicos seguros, inclusivos y accesibles, 
en particular para las mujeres y la niñez, las personas mayores de edad y las personas con 
discapacidad; de apoyar los vínculos económicos, sociales y ambientales positivos entre las zonas 
urbanas, periurbanas y rurales mediante el fortalecimiento de la planificación del desarrollo nacional y 
regional; y finalmente, de aumentar sustancialmente el número de ciudades y asentamientos 
humanos que adoptan y ponen en marcha políticas y planes integrados para promover la inclusión, el 
uso eficiente de los recursos, la mitigación del cambio climático y la adaptación a él y la resiliencia 
ante los desastres. 

DECLARACIONES 

I.- Declara “LA SEDATU” que: 

I.1. Es una Dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 1°, 2°, 
fracción I, 26 y 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 

I.2. Conforme a las atribuciones contenidas en el artículo 41 fracciones X, XIII y XX de la Ley Orgánica 
de la Administración Pública Federal, “LA SEDATU”, a través de la Subsecretaria de Desarrollo 
Urbano y Vivienda, tiene atribuciones para suscribir el presente Convenio Marco de Coordinación. 

I.3. Su representante, el ciudadano Daniel Octavio Fajardo Ortiz, Titular de la Subsecretaría de 
Desarrollo Urbano y Vivienda, cuenta con atribuciones para suscribir el presente instrumento, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 7, fracciones XI y XII y 9 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. Asimismo, conforme a lo establecido en el 
numeral 10.2 fracción VIII de “LAS REGLAS”, la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, le 
corresponde suscribir los acuerdos de colaboración, coordinación y concertación para la operación y 
ejecución de “EL PROGRAMA”, de conformidad con la legislación y normatividad aplicable. 

1.4. La ciudadana Glenda Yhadelle Argüelles Rodríguez, Titular de la Unidad de Apoyo a Programas de 
Infraestructura y Espacios Públicos, en lo sucesivo “LA UAPIEP” y Unidad Responsable del 
Programa, cuenta con facultades y atribuciones para suscribir el presente Convenio, de conformidad 
con lo dispuesto en los artículos 11, fracciones IV y VI, y 16 del Reglamento Interior de la Secretaría 
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; así como en los numerales 1.4, fracciones LXXVIII y 
LXXIX y 10.3 de “LAS REGLAS”. 
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I.5. El ciudadano Luis Felipe Soliz Miranda, Titular de la Unidad de Proyectos Estratégicos para el 
Desarrollo Urbano, en lo sucesivo “LA UPEDU”, cuenta con atribuciones para coadyuvar y suscribir el 
presente Convenio, de acuerdo en lo señalado en los artículos 11, fracciones IV y VI, y 15, fracciones 
I, III, IV y XVI, del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

I.6. Para efectos de este Convenio, señala como su domicilio legal el ubicado en Avenida Nuevo León 
número 210, Colonia Hipódromo, Demarcación Territorial Cuauhtémoc, Código Postal 06I00, Ciudad 
de México. 

II.- Declara “EL ESTADO” por conducto de su representante, que: 

II.1.  Forma parte integrante de la Federación, es una entidad libre y soberana en lo que se refiere a su 
régimen interior, de conformidad con lo establecido en los artículos 40, 42, fracción I y 43 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 2 y 26 de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Oaxaca. 

II.2.  El ciudadano Javier Lazcano Vargas, en su carácter de Secretario de las Infraestructuras y el 
Ordenamiento Territorial Sustentable del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca, se encuentra 
facultado para la celebración del presente instrumento jurídico, de conformidad con lo establecido por 
los artículos 82 y 84 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, y 1, 3, 
fracción I, 15 primer párrafo, 27 fracción IV y 37 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de 
Oaxaca. 

II.3.  Para efectos de presente instrumento, señala como su domicilio el ubicado en Palacio de Gobierno 
de la Constitución, entre calles de Carlos María Bustamante y Ricardo Flores Magón, colonia Centro, 
C.P. 68000, en la Ciudad de Oaxaca de Juárez, Oaxaca. 

III.- Declara “EL MUNICIPIO” por conducto de su representante, que: 

III.1. Es una entidad de carácter público, con patrimonio propio y libre en la administración de su hacienda, 
que se encuentra investida de personalidad jurídica propia en términos de lo dispuesto en el artículo 
115, fracciones II y IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; asimismo, forma 
parte integrante del estado de Oaxaca. 

III.2.  El ciudadano Noé Ramírez Chávez, Presidente Municipal del Ayuntamiento de San Juan Bautista 
Tuxtepec, Estado de Oaxaca, cuenta con facultades para celebrar el presente Convenio en términos 
del artículo 68 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca. 

III.3.  El ciudadano Juan Luis Sánchez Marín, Síndico Procurador del Ayuntamiento de San Juan Bautista 
Tuxtepec, Estado de Oaxaca, cuenta con facultades para celebrar el presente Convenio en términos 
del artículo 71 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca. 

III.4.  Para efectos del presente Convenio, señala como su domicilio, el ubicado en Av. 5 de mayo 281, 
Centro, C.P. 68300, San Juan Bautista Tuxtepec, Oaxaca. 

IV.- Declaran “LAS PARTES” que: 

IV.1. En la celebración del presente acto jurídico no existe error, dolo o mala fe, por lo que es celebrado de 
manera voluntaria, y reconocen mutuamente la personalidad con que comparecen sus respectivos 
representantes. 

IV.2. Una vez reconocida plenamente la personalidad y capacidad jurídica con que comparecen cada una 
de “LAS PARTES” es su voluntad celebrar el presente Convenio Marco de Coordinación. 

Con base en los antecedentes y declaraciones de este instrumento y con fundamento en los artículos 26, 
apartado A, 90 y 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, 2°, 17 Bis, 26 y 41 de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 28 y 33 de la Ley de Planeación; 1, 4, fracción VII, 75 y 77 
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 1, 176, 178 y 179 del Reglamento de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 4, 8, 9, 48, 49, 50 y 51 de la Ley General de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano; 70, fracción XV, de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública; 3 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública; 1, 7, fracciones XI y XII, 9, 11, fracciones IV y VI, 15, fracciones I, III, IV y XVI, y 16 del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; las disposiciones contenidas 
en “LAS REGLAS”, y demás disposiciones jurídicas aplicables, “LAS PARTES” celebran el presente Convenio 
Marco de Coordinación, al tenor de las siguientes: 
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CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. 

El objeto del presente Convenio Marco de Coordinación es conjuntar voluntades, acciones y capacidades 
donde se establezcan las bases y los mecanismos para la distribución y ejercicio de subsidios del Programa 
de Mejoramiento Urbano, de la Vertiente de Mejoramiento Integral de Barrios, modalidad Diseño Urbano y 
Servicios relacionados con la obra correspondientes al ejercicio fiscal 2021, los cuales coadyuvarán para que 
“LAS PARTES” en el ámbito de sus respectivas competencias ejecuten proyectos, en lo sucesivo “LOS 
PROYECTOS”, que se realizarán en “EL MUNICIPIO” integrante del Estado de Oaxaca. 

Los recursos financieros que, en su caso, aporte “LA SEDATU” son subsidios que no pierden su carácter 
federal y que provienen del Ramo Administrativo 15 “Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano”, asignados a “EL 
PROGRAMA”. 

Estos subsidios, estarán sujetos a la disponibilidad presupuestal de “EL PROGRAMA” en el ejercicio fiscal 
vigente. 

SEGUNDA. EJECUCIÓN ESPECÍFICA DE “LOS PROYECTOS”. 

La implementación y ejecución de “EL PROGRAMA”, se dará de conformidad con su mecánica de 
operación, por lo cual en su oportunidad se llevará a cabo la formalización de los convenios de coordinación 
específicos o instrumentos jurídicos específicos aplicables, acorde a lo establecido en “LAS REGLAS”, en 
donde se establecerán los datos de “LOS PROYECTOS” que serán apoyados con subsidios de “EL 
PROGRAMA” y en los cuales aplicará el contenido de todos los apartados de este Convenio Marco de 
Coordinación. 

“LAS PARTES” convienen que la ejecución de los proyectos que serán apoyados con subsidios de “EL 
PROGRAMA” se realizará durante el ejercicio fiscal 2021. 

TERCERA. NORMATIVIDAD. 

Para la ejecución de “LOS PROYECTOS” que serán apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”, “LAS 
PARTES” convienen que se sujetarán, en lo aplicable, a lo establecido en: la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y su Reglamento; la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las 
Mismas y su Reglamento; la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público y su 
Reglamento; el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021; “LAS REGLAS”; este 
Convenio Marco de Coordinación; los convenios de coordinación específicos o los instrumentos jurídicos 
específicos aplicables a cada Vertiente, así como a las demás disposiciones jurídicas federales y locales 
aplicables. 

CUARTA. INSTANCIA EJECUTORA DE “LOS PROYECTOS”. 

En los convenios de coordinación específicos o los instrumentos jurídicos específicos aplicables, se 
señalará la Instancia Ejecutora de los proyectos que serán apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”, la 
cual tendrá las obligaciones y responsabilidades que se establecen en “LAS REGLAS”. 

QUINTA. RESPONSABILIDADES DE “LA SEDATU”. 

a) Apoyar con subsidios federales la ejecución de “EL PROGRAMA”; 

b) Revisar, evaluar y aprobar “LOS PROYECTOS” por conducto del máximo órgano de decisión de “EL 
PROGRAMA”; 

c) Efectuar oportunamente, el seguimiento de avances y resultados físicos y financieros de “LOS 
PROYECTOS”, con base en la información de los expedientes técnicos, la registrada en el Sistema 
de Información de "LA SEDATU" y la obtenida en las verificaciones que realice, en los términos 
establecidos por "LAS REGLAS”; 

d) Otorgar a las instancias ejecutoras, acceso al sistema de información de "LA SEDATU", con la 
finalidad de obtener simultáneamente información relativa a los avances y resultados físicos y 
financieros de “LOS PROYECTOS”, y 

e) Las demás que resulten aplicables conforme a lo que señalan "LAS REGLAS". 

SEXTA. RESPONSABILIDADES DE “EL ESTADO”. 

a) Apoyar el cumplimiento de los objetivos y las metas de “EL PROGRAMA”; 
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b) Apoyar a “EL MUNICIPIO”, en el ámbito de su competencia, en lo relativo al otorgamiento de 
permisos, licencias, autorizaciones y demás actos que se requieran para la realización de “LOS 
PROYECTOS” que serán aprobados con subsidios de “EL PROGRAMA”, y 

c) Promover y verificar que los subsidios aportados a “EL PROGRAMA” se ejerzan de conformidad con 
lo dispuesto en la legislación federal aplicable, y en “LAS REGLAS”. 

SÉPTIMA. RESPONSABILIDADES DE “EL MUNICIPIO”. 

Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio Marco de Coordinación, “EL MUNICIPIO”, en su 
carácter de Instancia Solicitante, tendrá las siguientes responsabilidades: 

a) Elaborar la justificación técnica y social de “LOS PROYECTOS” para lo cual deberán cumplir con los 
criterios de equidad, inclusión, integralidad, desarrollo urbano y sustentabilidad; en términos de la 
legislación y normatividad en la materia; 

b) Acreditar la propiedad del predio o inmueble —municipal, estatal o federal—, en los que se realizarán 
“LOS PROYECTOS” de “EL PROGRAMA”, acorde a lo establecido en “LAS REGLAS”. El predio o 
inmueble deberá estar debidamente identificado en el documento con su georreferencia, medidas 
perimetrales y colindancias; 

c) Coadyuvar en la integración del expediente de cada acción, de acuerdo con la normatividad aplicable 
y a lo definido en “LAS REGLAS”; 

d) Suscribir los instrumentos jurídicos que correspondan, de acuerdo con las disposiciones aplicables, 
así como dar cumplimiento a lo convenido; 

e) En su caso, emitir las autorizaciones, licencias de construcción, dictámenes de factibilidad entre 
otros, de las acciones propuestas, de conformidad con la legislación y normatividad aplicable, así 
como cubrir la totalidad de los costos asociados a estos conceptos; 

f) Remitir a la autoridad competente las quejas y denuncias que se interpongan en relación con “EL 
PROGRAMA”; 

g) Cumplir con las responsabilidades específicas, aplicables a cada Vertiente de “EL PROGRAMA”, que 
se establecen en “LAS REGLAS”; 

h) Promover en el ámbito de su competencia las acciones que resulten necesarias para salvaguardar y 
vigilar la correcta ejecución de “LOS PROYECTOS”, así como contribuir a la generación y 
preservación del orden público y la paz social de las mismas, en términos de la normativa aplicable, y 

i) Las demás que establezcan la Instancia Normativa, “LAS REGLAS” y las disposiciones aplicables. 

OCTAVA. CONTROL Y FISCALIZACIÓN. 

El ejercicio de los recursos federales de “EL PROGRAMA” está sujeto a las disposiciones federales 
aplicables y podrán ser auditados por las siguientes instancias, conforme a la legislación vigente y en el 
ámbito de sus respectivas competencias: el Órgano Interno de Control en “LA SEDATU”, la Secretaría de la 
Función Pública, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Auditoría Superior de la Federación y demás 
instancias que en el ámbito de sus respectivas atribuciones resulten competentes. 

NOVENA. TERMINACIÓN ANTICIPADA Y RESCISIÓN DEL CONVENIO. 

“LAS PARTES” acuerdan que, al basarse el presente instrumento en el principio de la buena fe, de común 
acuerdo, podrán convenir la terminación anticipada del mismo. Asimismo, el presente Convenio se podrá dar 
por terminado de manera anticipada por la existencia de alguna de las siguientes causas: a) De presentarse 
caso fortuito, entendiéndose éste por un acontecimiento de la naturaleza; b) Por fuerza mayor, entendiéndose 
un hecho humanamente inevitable, y c) Por cumplimiento anticipado del objeto del presente Convenio. 

“LA SEDATU” podrá, en cualquier momento, rescindir el presente instrumento jurídico, sin que medie 
resolución judicial y sin responsabilidad alguna, cuando cualquiera de “LAS PARTES” no cumpla en tiempo y 
forma con los compromisos pactados en este Convenio Marco de Coordinación o en lo establecido en “LAS 
REGLAS” o en la legislación federal aplicable. 

DÉCIMA. MODIFICACIONES. 

De considerarse procedente, el presente Convenio Marco de Coordinación se podrá modificar de común 
acuerdo por “LAS PARTES”, conforme a los preceptos y lineamientos que lo originan; dichas modificaciones 
deberán constar por escrito en el instrumento jurídico que determine la Unidad Responsable del Programa. 
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DÉCIMA PRIMERA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. 

“LAS PARTES” manifiestan su conformidad para interpretar, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, y para resolver de común acuerdo, todo lo relativo a la ejecución y cumplimiento del presente 
Convenio Marco de Coordinación; asimismo, convienen en sujetarse para todo lo no previsto en el mismo, a lo 
dispuesto en los instrumentos legales y normativos señalados en la Cláusula Tercera de este Convenio. 

De las controversias que surjan con motivo de la ejecución y cumplimiento del presente Convenio Marco 
de Coordinación, que no puedan ser resueltas de común acuerdo entre “LAS PARTES”, conocerán los 
Tribunales Federales con sede en la Ciudad de México. 

DÉCIMA SEGUNDA. CONFIDENCIALIDAD. 

“LAS PARTES” se obligan a mantener bajo la más estricta confidencialidad, la información relacionada o 
resultante que sea intercambiada, con motivo de la ejecución de las acciones materia del presente Convenio, 
debiendo proteger y resguardar dicha información, durante toda su vigencia e incluso posterior a ella, en 
términos de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública y demás legislación aplicable. 

DÉCIMA TERCERA. DIFUSIÓN. 

“LAS PARTES” serán responsables de que durante la ejecución de “LOS PROYECTOS” apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, se cumplan las disposiciones, estrategias y programas en materia de difusión, 
que se encuentren señaladas en el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio 
Fiscal 2021, así como en “LAS REGLAS”. 

La publicidad, información, la papelería y la documentación oficial relativa a las acciones realizadas deberá 
identificarse con el escudo nacional en los términos que establece la Ley Sobre el Escudo, la Bandera y el 
Himno Nacionales, y el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal 2021, e 
incluir la siguiente leyenda “Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el 
uso para fines distintos a los establecidos en el programa”. 

DÉCIMA CUARTA. PROPIEDAD INTELECTUAL Y DERECHOS DE AUTOR. 

En caso de generarse derechos de propiedad intelectual con motivo de las actividades que se lleven a 
cabo en el marco de este Convenio, así como del diseño y la ejecución de los proyectos apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, “LAS PARTES” se obligan a reconocerse mutuamente los créditos 
correspondientes y ajustarse a lo dispuesto en la Ley Federal del Derecho de Autor, su Reglamento y demás 
normatividad aplicable. 

Asimismo, “LAS PARTES” convienen que la propiedad intelectual y los derechos de autor resultantes de 
las actividades que desarrollen conjuntamente corresponderán a la parte que haya producido; o, en su caso, a 
todas ellas en proporción a sus aportaciones. Los derechos de autor de carácter patrimonial que se deriven 
del presente Convenio le corresponderán a la parte que haya participado o que haya aportado recursos para 
su realización, la cual, únicamente quedará obligada a otorgarle los créditos correspondientes por su autoría y 
colaboración a la otra parte. 

DÉCIMA QUINTA. CONTRALORÍA SOCIAL. 

“LAS PARTES” serán responsables de que durante la ejecución de “LOS PROYECTOS” apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA” se cumplan las disposiciones señaladas en “LAS REGLAS” en materia de 
contraloría social; así como lo señalado en los Lineamientos vigentes emitidos por la Secretaría de la Función 
Pública, para promover las acciones necesarias que permitan la efectividad de la vigilancia ciudadana, bajo el 
Esquema o Esquemas validados por la Secretaría de la Función Pública. 

DÉCIMA SEXTA. RELACIÓN LABORAL. 

“LAS PARTES” convienen que el personal aportado por cada una para la realización de “LOS 
PROYECTOS” apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”, se entenderá relacionado exclusivamente con 
aquella que lo empleó; por ende, cada una de ellas asumirá su responsabilidad por este concepto, y en ningún 
caso serán consideradas como patrones solidarios o sustitutos de la otra. 

DÉCIMA SÉPTIMA. TRANSPARENCIA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. 

“LAS PARTES” acuerdan guardar y proteger la información reservada y/o confidencial que generen, 
obtengan, adquieran, transformen o se encuentre en su posesión, de acuerdo con la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, así como 
cualquier otro ordenamiento jurídico vigente en la materia. 
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“LAS PARTES” en sus respectivos ámbitos de competencia serán responsables, en obtener el 
consentimiento de los titulares de datos personales y/o datos personales sensibles de conformidad con la Ley 
General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados y demás normatividad 
aplicable, que se obtengan con motivo del cumplimiento del objeto del presente Convenio. 

“LAS PARTES” en sus respectivos ámbitos de competencia se obligan a realizar los avisos de privacidad 
correspondientes, de conformidad con la mencionada ley, y obtener las autorizaciones correspondientes para 
transferir dichos datos a la otra parte, cuando así sea necesario en términos de la legislación aplicable.  

“LAS PARTES” en sus respectivos ámbitos de competencia serán responsables del manejo, 
almacenamiento y protección de los datos personales y los datos personales sensibles, que obtengan con 
motivo del cumplimiento del presente Convenio. 

DÉCIMA OCTAVA. INTEGRIDAD. 

“LAS PARTES” se comprometen a actuar bajo los principios de legalidad, imparcialidad, transparencia, 
honestidad, e integridad, y a cumplir con todas las disposiciones en materia de responsabilidades de 
servidores públicos, previstas en la Ley General de Responsabilidades Administrativas y el Código Penal 
Federal. 

“LAS PARTES” se comprometen a que, ni ellas, ni sus directores, funcionarios o empleados habrán 
ofrecido, prometido, entregado, autorizado, solicitado o aceptado ninguna ventaja indebida, económica o de 
otro tipo (o insinuado que lo harán o podrían hacerlo en el futuro) relacionada de algún modo con el presente 
instrumento o con los que deriven del mismo y que habrán adoptado medidas razonables para evitar que lo 
hagan los subcontratistas, agentes o cualquier otro tercero que este sujeto a su control o a su influencia 
significativa. 

Para esos efectos, el alcance del objeto de la presente Convenio se limita al necesario para cumplir con 
los fines y conducción normal de las actividades de cada una de “LAS PARTES”. 

DÉCIMA NOVENA. ANTICORRUPCIÓN. 

“LAS PARTES” se comprometen a no llevar a cabo acto de corrupción alguno, por lo que pactan que será 
causal de suspensión o terminación de la relación derivada del presente Convenio, el conocimiento de que la 
otra parte ha actuado en violación a la legislación aplicable en materia de anticorrupción, en particular al 
involucrarse o tolerar algún acto de corrupción o ser utilizada como conducto para cometerlo. 

Para esos efectos, el alcance del objeto de la presente Convenio se limita al necesario para cumplir con 
los fines y conducción normal de las actividades de cada una de “LAS PARTES”. 

VIGÉSIMA. DOMICILIOS. 

“LAS PARTES” señalan como sus domicilios convencionales para toda clase de avisos, comunicaciones, 
notificaciones y en general para todo lo relacionado con el presente Convenio, los señalados en sus 
respectivas declaraciones. Cualquier cambio de domicilio de las partes deberá ser notificado por escrito, 
dirigido a “LAS PARTES”, con acuse de recibo, por lo menos en un plazo de diez días hábiles de anticipación 
a la fecha en que deba surtir efectos el cambio. Sin este aviso, todas las comunicaciones se entenderán como 
válidamente hechas en los domicilios aquí señalados. 

VIGÉSIMA PRIMERA. VIGENCIA. 

El presente Convenio Marco de Coordinación estará vigente a partir del día de su firma y hasta el 31 de 
diciembre de 2021. 

Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines distintos a los 
establecidos en el programa. 

Enteradas las partes de su contenido y alcance legal, firman el presente Convenio Marco de Coordinación, 
en seis tantos, en la Ciudad de México, a los tres días del mes de marzo de 2021.- Por la SEDATU: el Titular 
de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, C. Daniel Octavio Fajardo Ortiz.- Rúbrica.- La Titular 
de la Unidad de Apoyo a Programas de Infraestructura y Espacios Públicos, C. Glenda Yhadelle Argüelles 
Rodríguez.- Rúbrica.- El Titular de la Unidad de Proyectos Estratégicos para el Desarrollo Urbano, C. Luis 
Felipe Soliz Miranda.- Rúbrica.- Por el Estado: el Secretario de las Infraestructuras y el Ordenamiento 
Territorial Sustentable, C. Javier Lazcano Vargas.- Rúbrica.- Por el Municipio: el Presidente Municipal, C. 
Noé Ramírez Chávez.- Rúbrica.- El Síndico Procurador, C. Juan Luis Sánchez Marín.- Rúbrica. 
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